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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 6 de marzo de 1985. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria extraordinaria, mañana jueves 7, a la hora 
17 y 30, para informarse de los asuntos entrados y 
considerar el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes que establece un régimen de amnis- 
tía, conjuntamente con los distintos proyectos presen- 
tados por los señores senadores sobre la misma materia. 


Carpeta N% 64; Repartido N? 6, Carpeta NO 35;' 


Repartido N* 8, Carpeta N? 46; Repartido N9 7. Car- 
peta N9 62; Repartido N% 5 y Carpeta N9 65; Repar- 
tido N? 9, 


LOS SECRETARIOS” 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre Ramirez, 
Araújo, Batalla, Batlle, Capeche, Cardoso, Cersósimo, Ci- 
£liuti, Fa Robaina, Ferreira Sienra, Flores Silva, García 
Costa, Ituño, Jude, Lacalle, Martínez Moreno, Mederos 
da Costa, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Rodríguez 
Camusso, Ricaldoni, Senatore, Singer, Tourné, Traver. 
soni, Ubillos y Zorrilla. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Hierro 
Gambardella, Paz Aguirre y Zumarán, 


2) ASUNTO ENTRADO 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 22 y 22 minutos), 
—Dése cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El señor senador Pozzolo presenta un proyecto de 
declaración de solidaridad con el pueblo de Chile 
afectado por una catástrofe sísmica”. 


—SOportunamente se considerará. 
4) SOLICITUDES DE LICENCIA 
-——Dése cuenta de varias solicitudes de licencia. 


(Se da de las siguientes:) 


“Los señores senadores Hierro Gambardella, Paz 
Aguirre y Zumarán solicitan licencia”. 


-—Léanse las notas correspondientes. 


Se leen: 


“Montevideo, 6 de marzo de 1985. Señor Presidente 
del Senado, Dr. Enrique Tarigo. Presente. Cúmple- 
me solicitar a usted se me conceda prórroga de 
treinta y un días de la licencia solicitada por hoy 
por las razones invocadas en el pedido formulado 
en mi nota anterior. Saluda a usted muy atenta- 
mente. Luis Hierro Gambardella, Senador”. 


—En consideración la licencia solicitada por el se- 
ñor senador Luis Hierro Gambardella. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
— 28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


— Be convocará al suplente respectivo. 
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Léase la siguiente solicitud de licencia. 
Se lee: 


“Montevideo, 7 de marzo de 1985, Señor Presidente 
del Senado, Dr, Enrique Tarigo, Solicito al señor 
Presidente del Senado se me conceda licencia por el 
término de treinta y un días por razones de salud. 
Firma el señor Senador Paz Aguirre. Senador”. 


—En consideración la licencia solicitada por el se- 
ñor senador Paz Aguirre. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

— 28 en 28, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

--— Be convocará al suplente respectivo. 

Léase la siguiente solicitud de licencia. 

Se lee: 


“Señor Presidente del Senado, Dr. Enrique Tarigo. 
Al haber sido designado por el Poder Ejecutivo para 
representar a la República en la sesión que reali. 
zará la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, solicito licencia por treinta días 
más. Saluda a usted muy atentamente Alberto Zu. 
marán. Senador”. 


—En consideración la licencia solicitada por el se- 
ñor senador Zumarán. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
— 28 en 28, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


— Se convocará al suplente respectivo. 


5) CONVOCATORIA DE SUPLENTES 


—Estando en el ambulatorio algunos de los suplentes 
convocados, se les invita a pasar a Sala. Se trata 
del señor Fa Robaina, primer suplente del señor 
senador Hierro Gambardella y del señor Ituño, pri- 
mer suplente del señor senador Zumarán. 


(Entran a Sala los señores Fa Robaina e Ituño) 


—Se va a proceder a tomar el juramento de estilo. 


Señor Juan Carlos Fa Robaina: ¿Juráis desempeñar 
debidamente el cargo de senador y obrar en todo con- 
forme a la Constituución de la República? 


SEÑOR FA ROBAINA. — SÍ, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Juráis guardar secreto 
en todos los casos en que sea ordenado por vuestra Cá. 
mara o por la Asamblea General? 


SEÑOR FA ROBAINA. — SÍ, juro. 
“ SEÑOR PRESIDENTE. -—- Quedáis investido de vues- 
tro cargo de senador. 


Señor Luis Alfredo Ituño: ¿Juráils desempeñar de- 
bidamente el cargo de senador y obrar en todo confor- 
me a la Constitución de la República? 


SEÑOR ITUÑO. — Sí juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Juráis guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por vuestra Cáma- 
ra o por la Asamblea General? 


SEÑOR ITUÑO. — SÍ, juro. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Quedéis investido de 
vuestro cargo de Senador. 


6) AMNISTIA. 
PROYECTOS DE LEY ico dis 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Cámara de Senadores 
ha sido citada a reunión ordinaria extraordinaria, de 
acuerdo a lo resuelto en la tarde de ayer, para consi- 
derar el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes, que establece en régimen de Amnistia 
junto con los distintos proyectos presentados por los 
señores senadores sobre la misma materia. 

(Carpetas Nos. 35, 46, 62, 64 y 65; y Repartidos Nos. 5, 
6, 71, 8 y 9). ; 


(Textos del proyecto de ley de amnistía aprobado 
por la Cámara de Representantes, de otros presen- 
tados por distintas bancadas y del estructurado por 
la Comisión Especial:) 


Carpeta N? 64 
Repartido N% 6 
Marzo de 1985. 


“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% —- Decrétase Ja amnistía de todos los 
delitos políticos y comunes conexos con éstos, cometi- 
dos a partir del 1? de enero de 1962. 


Art. 22 — A los efectos de esta ley se consideran 
delitos políticos, los cometidos por móviles directa o in- 
directamente políticos y delitos comunes conexos con de- 
litos políticos los que participan de la misma finalidad 
de éstos o se cometieron para facilitarlos, prepararlos, 
consumarlos, agravar sus efectos o impedir su punición. 


Art. 3% — Esta amnistía comprende expresamente: 


A) Los delitos del artículo 60, incisos I, 11, III, IV, 
V, VI, VII, y XII del Capítulo 6 bis del Código 
Penal Militar, incorporados a éste por el artícu- 
lo 12 de la Ley NY 14.068, del 10 de julio de 
1972. 


B) Los delitos establecidos en los Titulos 1, IL, y 
111 del Libro 11 del Código Penal Ordinario (ar- 
tículos 132 a 152). 


C) Los delitos comprendidos en la Ley N? 9.946, de 
18 de junio de 1940. 


D) Los tipificados en el Código Penal Militar cuan- 
do se hubieren cometido por móviles directa o 
indirectamente políticos, o en su mérito se hu- 
biere requerido, procesado o condenado a Ci- 
viles. 


E) Los delitos contenidos en bandos militares dic. 
tados durante la declaración del estado de gue- 
rra, 


F) En general, y sin perjuicio de los enunciados 
precedentemente, todos los delitos, cualquiera 
sea el bien jurídico lesionado, que hayan sido 
comentidos por móviles políticos directos o indi- 
rectos. 


Art. 4% — Quedan comprendidas en los efectos de 
esta amnistía todas las personas a quienes se hubiera 
atribuido la comisión de estos delitos, sea como autores, 
coautores, cómplices o encubridores de los mismos, ha- 
yan sido o no condenados o procesados, y aun cuando 
fueren reincidentes y/o habituales. 


Art. 5% -—— Quedan excluidos de la amnistía los de- 
litos cometidos por funcionarios policiales o militares, 
equiparados o asimilados, que fueran autores, coautores 
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o cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o de- 
gradantes o de la detención de personas luego desapa- 
recidas, y por quienes hubieren encubierto cualquiera de 
dichas conductas. 


Esta exclusión se extiende asimismo a todos los de 
litos cometidos aun por móviles politicos, por personas 
que hubieran actuado amparadas por el poder del esta- 
do en cualquier forma o desde cargos de gobierno. 


Art. 6% — Decláranse extinguidas de pleno derecho 
las penas principales y accesorias así como las medi- 
das de seguridad decretadas por sentencias ejecutoria- 
das, las acciones penales, las sanciones administrativas 
y jubilatorias, las deudas generadas por expensas car- 
celarias y toda otra sanción dispuesta por una autori- 
dad estatal en virtud de los delitos amnistiados. 


Art. 79 — A partir de la promulgación de esta ley 
cesarán de inmediato y en forma definitiva: 


a) Todos los regimenes de vigilancia para las per- 
sonas comprendidas en el beneficio de la amnis- 
tía, cualquiera fuere su naturaleza y la autori- 
dad -que lo hubiere dispuesto. Dichas personas 
quedarán automáticamente eximidas de toda o- 
bligación directa o indirectamente relacionada 
con el régimen a que se hallaren sometidas. 


b) Todas las órdenes de captura y requerimiento 
pendiente, cualquiera fuere su naturaleza y la 
autordidad que lo hubiere dispuesto, dictadas 
contra personas beneficiadas por esta amnistis. 


c) Todas las limitaciones vigentes para entrar al 
país o salir de él, que alcanzaren a dichas per- 
sonas. 


d) Todas las investigaciones de hechos que pudie 
ren configurar cualquiera de los delitos com- 
prendidos en la amnistía. 


Art. 8% — El Poder Ejecutivo ordenará administra- 
tivamente, por la vía jerárquica correspondiente, y en 
ejercicio de su artibución de ejecutar y hacer ejecutar 
las leyes (artículo 163, inciso 4% de la Constitución), a la 
autoridad superior de los establecimientos de reclusión 
números 1 y 2 (Penales de Libertad y de Punta de Rie- 
les), la inmediata libertad de todas las personas deteni- 
das en los mismos. Dicha orden también se impartirá a 
los Jefes de Policía y de todas las unidades militares, 
así como a los jerarcas de todos los establecimientos de 
detención existentes en el país, quienes deberán poner en 
libertad a todas las personas amnistiadas por esta Je: 
que se hallaren en dependencias bajo su mando, dentro 
de las 24 horas de su entrada en vigencia. 


Si la persona amnistiada se encontrare internada 
en un hospital estatal quedará en libertad de proseguir 
allí su asistencia o de hacerlo en su domicilio o en otro 
establecimiento hospitalario, por decisión propia o de su 
cónyuge, hermanos, ascendientes o descendientes direc- 
tos. 


Art. 9% — Dicha orden se cumplirá también respec 
to de las personas detenidas en aplicación de medidas 
prontas de seguridad ilegítimas, por haber sido adopta- 
das por una autoridad de facto y no comunicadas a la 
Asamblea General ni a la Comisión Permanente, o en 
virtud de otra decisión administrativa, cualquiera haya 
sido el órgano o la autoridad de que hublere emanado 
y el lugar de reclusión en que se hubiere cumplido, 


Art. 10. — El jerarca militar o policial que incum- 
pliere o retardare el cumplimiento de la orden referida 
en los artículos 82 y 9% incurrirá en el delito previsto 
en el artículo 286 del Código Penal (Atentado a la liber- 
tad personal cometido por el funcionario público encar- 
gado de una cárcel). 7 


Art. 11. — Si la prisión de cualquiera de las perso- 


.nas comprendidas en esta amnistía se mantuviera luego 
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de ordenada su libertad por el Poder Ejecutivo, cual. 
quier persona podrá interponer el recurso de “habeas 
corpus”, estándose a lo dispuesto por el artículo 17 de 
la Constitución. A estos efectos se entenderá por Juez 
com.petente el Juez Letrado de lo Penal que se halla. 
re de turno o Juez Letrado Departamental en cuanto 
corresponda . 


Art, 12. — Los embargos, interdicciones, secuestros 
y Medidas cautelares de cualquier naturaleza que afec- 
Jaren a las personas alcanzadas por esta ¡amnistía o a 
sus bienes, y que hubieren sido dispuestos como Conse- 
cuencia directa o indirecta de la imputación de cual. 
quiera de los delitos referidos en el artículo 3%, serán 
cancelados o levantados de oficio a partir de la promul- 
ración de esta ley. Del mismo modo caducarán las fian- 
40 personales que se hubieren exigido y otorgado con 
relación a dichas personas. 


Dentro de los ciento veinte días de la promulgación 
le esta ley se restituirán a las personas amnistiadas los 
vienes que les hubleren sido secuestrados, incautados 
o confiscados, con excepción de los efectos del delito y 
de los instrumentos de su ejecución (artículo 105 literal 
a) del Código Penal. En caso de no ser posible la resti- 
bución por haberse destruido, rematado, enajenado o es- 
Criturado a tavor del Estado los bienes incautados o 
confiscados con arreglo a la Ley N9 14,373, la responsa. 
bilidad del Estado y de los funcionarios actuantes se 
regulará por los artículos 24 y 25 de la Constitución y 
comprenderá el caso en que los bienes se hayan deterio- 
rado o inutilizado por mala administración o utilización 
continuada. 


Art. 13. — En el mismo plazo de ciento veinte dias 
el Poder Ejecutivo reglamentará la devolución de las su- 
mas depositadas por concepto de fianzas y las percibi- 
das por concepto de expensas carcelarias, debidamente 
actualizadas por el régimen previsto en la Ley N? 14,500 
y con cargo a Rentas Generales. El reintegro de dichas 
sumas deberá cumplirse en el plazo máximo de un año 
a contar de la promulgación de esta ley. 


Art. 14, — Dentro de los cuarenta días siguientes a 
la promulgación de esta ley, serán remitidos a la Justi- 
cla Penal Ordinaria, todos los expedientes correspon- 
dientes a las causas de las personas amnistiadas. La Su- 
prema Corte de Justicia reglamentará su distribución 
entre los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal o Juzgados Letrados Departamentales, mediante 
Acordada que deberá dictar en un plazo máximo de 
veinte dias, que correrá también a partir de su promul- 


gación. 


Los Magistrados a quienes competa entender en las 
causas que resulten distribuidas conforme a lo estable- 
eldo en el parágrafo precedente velarán por el cum- 
plimiento de las disposiciones de esta ley y serán com- 
petentes para entender en todos los casos de violación 
de sus normas. Asimismo, en los autos en que no hubie- 
re recaído sentencia o ésta no se hallare ejecutoriada, 
dictarán sentencia definitiva declarando no haber lugar 
a proceder por haberse extinguido el delito por amnis- 
tía. En caso de existir sentencia ejecutoriada dictarán 
una providencia declarando extinguido el delito y la pe- 
na por amnistía. En ambos casos harán constar que se 
ha dispuesto en vía administrativa, y por así ordenarlo 
la Ley ,la libertad del encausado. 


Art. 15. — Esta ley entrará en vigencia inmediata- 
mente de promulgada por el Poder Ejecutivo. 


Art. 16. -—— Comuníquese, ete. 


Bala de Seslones de la Cámara de Representantes, 
en Monteldevo, a los 5 días del mes de marzo de 1985, 


Antonio MaArchesano, Presidente: Héctor S. Clavijo, 
Secretario”. 
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Repartido N9 5 
“Marzo de 1985. 


“PROYECTO DE LEY 


_ Artículo 12 — Acuérdase amnistía respecto de los 
delitos previstos en la Ley N9 14.068, de 10 de julio de 
1972 (Ley de Seguridad del Estado y del Orden Interno), 
en los Títulos I, 11 y 111 del Libro 11 del Código Penal 
Ordinario (artículos 132 a 152) y en el artículo 58 del 
Código Penal Militar, en este último caso, en cuanto se 
hubiere aplicado a civiles. 


Art. 22 — Quedan comprendidos en los efectos de 
esta amnistía, las personas procesadas o condenadas por 
los delitos precedentemente mencionados, sea en calidad 
de autores, coautores o cómplices o como encubridores, 
siempre que no revistan la condición de reincidentes o 
habituales. 


Este beneficio no incluye a quienes hubieran sido 
procesados o condenados, además, sea en calidad de au- 
tores, coautores o cómplices o como encubridores por 
algún delito común de los comprendidos en los artículos 
281, 310, 311, 312, 317, 318, 319 y 346 del Código Penal 
Ordinario, o por delitos vinculados con actos de terroris- 
mo realizados con fines políticos. 


Art. 32 — En los casos en que conforme con lo dis. 
puesto en los artículos anteriores, procede la amnistía 
será condición previa e imprescindible para su aplica-- 
ción, la prestación, por el procesado o condenado, de un 
juramento formal de obediencia y acatamiento a la Cons- 
titución, las leyes y autoridades libremente elegidas y 
de renuncia expresa al empleo de la violencia con fines 
políticos. Dicho juramento deberá ser recabado perso- 
nalmente, bajo su responsabilidad funcional, por el Juez 
o Tribunal competente para aplicar el referido beneficio. 
de todo lo que se dejará constancia en autos, que sus. 
cribirá el Juez y el beneficiado por ante éste. 


Art, 49 — La extinción de los delitos a que se refiere 
esta ley implica, también, respecto de los beneficiados 
por ella, la extinción, de pleno derecho, de las penas 
accesorias, medidas de seguridad, inhabilitaciones y san- 
ciones administrativas o jubilatorias, así como las deu- 
das generadas por expensas carcelarias. Asimismo, que- 
darán cancelados de oficio los embargos o secuestros 
trabados o decretados sobre sus bienes, los que les serán 
restituidos junto con los efectos incautados, sin perjuicio 
de lo dispuesto por el artículo 105, literal a) del Código 
Penal. La imposibilidad de proceder a la restitución an- 
tes referida, generará la consiguiente responsabilidad del 
Estado y de los funcionarios actuantes. con arreglo a lo 
dispuesto por los artículos 24 y 25 de la Constitución. 


Art. 5% -—— Cométese a los Jueces o Tribunales bajo 
cuyo conocimiento se encuentren las causas correspon: 
dientes a los delitos a que se refiere el artículo 1%, lo 
aplicación de la amnistía en los casos en que ella pro. 
ceda, en un plazo no superior a los treinta días a contar 
desde la entrada en vigencia de la presente ley. 


El incumplimiento de lo dispuesto precedentemente, 
debidamente comprobado será reputado como Privación 
de Libertad y castigado de conformidad con los artículos 
281 y 282 del Código Penal, 


Art. 62 -— Acuérdase también amnistía, de acuerdo 
con lo que se dispone en los artículos siguientes, a las 
personas . procesadas o condenadas, sea en calidad de 
autores, coautores, cómplices o como encubridores, por 
delitos comunes que no sean los enumerados en el articu- 
lo 19 de la presente ley, con excepción de los previstos 
en los artículos 272 a 278, inclusive, 281, 310, 311, 312, 
317, 318, 319 y 348 del Código Penal Ordinario, y siem- 
pre que no revistan la condición de reincidentes o ha- 


bituales. 
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Art. 79 — La aplicación de la amnistía en estos casos 
quedará sujeta a las siguientes condiciones: 


a) Si la persona estuviera privada de su libertad a 
la fecha de entrada en vigencia de la presente 
ley, deberá haber cumplido, por lo menos, una 
reclusión equivalente a la mitad de la pena im- 
puesta por sentencia ejecutoriada o de la solici. 
tada en la acusación fiscal respectiva, si aquélla 
no estuviera dictada; en defecto de ambas, la 
reclusión deberá haber sido superior a la semi 
suma del mínimo y del máximo de la pena le. 
galmente prevista para el delito más grave do 
los imputados. 


Será condición indispensable para conceder 
la amnistía que el encausado presente inequi- 
vocos signos de readaptación social, sin tenden- 
cla al delito, así como una manifiesta ausencia 
de peligrosidad, para lo que deberán ser teni 
dos en cuenta las características y móviles del 
delito cometido, Ja edad, educación y situación 
familiar del encausado y su conducta anterior 
y posterior al hecho delictivo. 


A los efectos indicados precedentemente, el 
Juez o Tribunal bajo cuyo conocimiento se en- 
cuentre la causa, solicitará los informes respec. 
tivos de la Dirección Nacional de Institutos Pe. 
nales, Dirección General de Centros de Recu- 
peración, Establecimientos carcelarios o Jefatu- 
ras de Policía, en su caso, y aplicarán de oficio 
la amnistía. tan pronto resulten de dichos infor- 
mes y de su apreciación personal de la misma 
causa, que se dan los requisitos previstos en la 
presente ley. Si éstos no se dieran; el Juez o 
"Tribunal así lo declarará. 


El Juez o Tribunal competente dispondrá 
de un plazo no superior a los treinta días a con- 
tar desde el recibo de la totalidad de la intor- 
mación solicitada, para conceder o denegar la 
amnistía. 


b) Si la persona estuviera en libertad ambulato- 
ria, sea provisional o definitiva, a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, podrá 
ampararse en la amnistía presentando, por una 
sola vez, la solicitud respectiva ante el Juez o 
Tribunal en el que se encontrare la causa, u 
ante el que -hubiera dictado la sentencia, en su 
caso, dentro de los treinta días a contar desde 
la entrada en vigencia de esta ley. 


El Juez o Tribunal respectivo deberá ex- 
pedirse en un plazo similar, contado desde la 
presentación de la solicitud, 


A los efectos de esta Ley, se presumirá que 
la situación de libertad de que, por resolución 
“judicial, goza el encausado, es reveladora de 
su falta de peligrosidad y de su readaptación 
social. Ello no obstante, el Juez O Tribunal po- 
drá recabar los informes complemenatrios que 
estime pertinentes y emitir su pronunciamiento 
conforme con lo que de ellos resulte. En estos 
casos, el plazo para resolver la solicitud se con- 
tará a partir del recibo de la totalidad de la 
información recabada. 


Art. 82 — La amnistía a que aluden los artículos 6% 
y 79 de la presente Ley, se extiende a los delitos come. 
tidos hasta el día de su publicación, inclusive. 


La vigencia de esta Ley termina a los doscientos 
cuarenta días, a contar de la fecha de su publicación, 
aunque sus disposiciones seguirán aplicándose ulterior- 
mente a los trámites de administración que estén pen. 
dientes en el momento de operarse el término de su 
vigencia. 
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Art. 9% — El acto judicial por el que se aplica la 
dd a que se refiere la presente ley, será irrecu. 
rr] 3. 


Art. 10. — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 5 de marzo de 1985. 


Eugenio Capeche, Pedro W. Cersósimo, Raumar 
-Jude. Senadores.” 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El tema de la sanción de una Ley de amnistía, con 
sus diferentes matices en cuanto a la extensión de su 
alcance, ha sido intensamente debatido en el ámbito de 
la opinión pública en los últimos tiempos. . 


Unánimemente reconocida como un instrumento po- 
lítico particularmente apto para “serenar el espíritu pú- 
blico transitoriamente convulsionado”, según decía nues. 
tro Codificador Irureta Goyena, las discrepancias han 
surgido, no en cuanto a su oportunidad, sino en lo que 
hace con la extensión a darle a la Amnistía. 


La Unión Colorada y Batllista, fiel a lo preceptuado 
en el Programa de Principios del Partido Colorado, ha 
sostenido a lo largo de su más reciente actuación polí- 
tica la conveniencia —y, más aún, la necesidad— de 
propiciar una Ley de Amnistía “dictada con amplio es- 
píritu humanitario”, aunque en todo momento, y del 
modo más claro posible, se pronunció contraria a la san- 
ción de una amnistía “general e irrestricta”, como se la 
ha dado en llamar por los grupos que la promueven, 


Necesidad y conveniencia de una amnistía generosa, 
por cuanto parece evidente que la gran causa de la pa- 
cificación y reconciliación nacional, que debe ser priori 
taria en la presente etapa de restauración democrática. 
pasa ineludiblemente por la sanción de una Ley que dis- 
Ponga la Extinción de una serie de delitos en que incu- 
rrieron —en aras de determinadas ideas políticas y por 
ciertos procedimientos que, como es obvio, nuestra colec- 
tividad política rechaza abiertamente— los integrantes 
de una porción de nuestra sociedad, en época no muy 
lejana. Oposición empero, a que esa amnistía sea gene. 
ral e irrestricta por cuanto si dicho beneficio se exten- 
diera, incluso, a quienes manifestaron el más profundo 
desprecio por la vida o por la integridad física de sus 
semejantes, a quienes atentaron contra otros conciuda. 
danos por la simple circunstancia de que éstos susten. 
taran otras ideas políticas, estaríamos introduciendo en 
la sociedad uruguaya un germen de perturbación cívica 
que en nada contribuiría, por cierto, al propósito paci- 
ficador que a todos nos anima. 


Y es que creemos interpretar el sentir de la mayoría 
del pueblo uruguayo que no admite, bajo ningún con- 
cepto, que la fraseología de un cierto disfraz ideológico, 
quite al crimen su carácter de tal, ni que el tiempo 
transcurrido amodorre la natural, espontánea e indigna. 
da repulsa con que, ayer no más, rechazó procederes y 
métodos absolutamente irreconciliables con nuestra tra- 
dición, con nuestra cultura y con nuestro estilo de vida. 


Sin perjuicio de lo que acaba de expresarse, el pre: 
sente proyecto de ley posee, paradojalmente, una ampli. 
tud de que carécen los restantes proyectos de amnistía 
en consideración. Y es que, al tiempo que se consagra 
dicho beneficio a quienes se ha dado en llamar -—en 
expresión harto discutible-— delincuentes “políticos”, se 
concede también amnistía, aunque sujeta a una regula- 
ción diferente, a ciertos delincuentes “comunes”, enten. 
diendo por tales aquéllos que encuadraron su conducta 
delictiva en las distintas figuras previstas en la legisla- 
ción penal ordinaria. 


La razón de ser de la preindicada extensión de la 
Amnistía consiste, por un lado, en el reconocimiento de 
que no existen mayores fundamentos, como no sean los 
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basados en puras consideraciones subjetivas, para excluir 
a dichas personas de la ardua tarea de la reconstrucción 
nacional, Pero, además, somos de la idea de que, obran. 
do de tal manera, habrá de prevenirse el riesgo —bas- 
tante factible a la luz de ciertos hechos de actualidad— 
de que se concrete el denominado “agravio comparati.- 
vo”, nombre con el que la más moderna y prestigiosa 
doctrina penal española alude al fenómeno de resisten- 
cia (con graves desórdenes en establecimientos carcela- 
rios) promovido por un gran número de delincuentes 
comunes que veían como, en aplicación de la ley de 
amnistía sancionada en 1977, eran puestas en libertad 
in restricciones, e incluso con cancelación de todo ante- 
cedente penal, personas que habían cometido hechos ob. 
jetivamente más graves que los que habían motivado su 
ingreso a prisión (Rodriguez Devesa, Derecho Penal Es- 
pañol, T. 1, pág. 137). 


Sentadas estas premisas de tipo general, ilustrativas 
de la filosofía que inspira el adjunto Proyecto, corres- 
ponde pasar al análisis de su articulado. 


El artículo 1% precisa, en los términos ya adeian- 
tados, el elenco de delitos alcanzados por la amnistía, 
que son los estructurados en la Ley N? 14.068, de 10 
de julio de 1972; en los Títulos 1, 11 y III del Libro 1 
del Código Penal, así como del artículo 58 del Código Pe- 
nal Militar, en su aplicación a civiles. 


La inclusión de los delitos llamados de “lesa nación” 
- entre los amnistiados parece lógica. Dicha ley, en efecto, 
constituyó la respuesta específica que el Parlamento de 
la época dio al fenómeno subversivo, que, por entonces, 
asolaba el país, razón por la cual la concesión del be- 
neficio a su respecto, al extinguir los delitos respectivos 
—y al permitir, en la gran mayoría de los casos, que 
los imputados recobren su libertad— contribuirá de un 
modo relevante a la pacificación nacional que se pre- 
tende. La amnistía alcanza. además, a los delitos conte- 
nidos en los tres primeros Títulos de la Parte Especial 
del Código Penal, o sea, los antiguos delitos contra la 
Patria que, si bien fueron incorporados al Código Penal 
Militar por la Ley N9 14.068, meritaron, probablemente. 


algunos procesamientos antes de la entrada en vigencia - 


de ésta; los delitos contra el Orden Político Interno del 
Estado y contra la Paz Pública, delitos éstos, que poseen 
la nota común de ser los únicos de naturaleza política 
entre los comprendidos en el Código Penal. Por último, 
también se amnistía el delito previsto en el artículo 58 
del Código Penal Militar (“Ataque a la Fuerza Moral 
del Ejército y la Marina”) el que fue tan equivocada 
como insistentemente aplicado a civiles en casos de pú- 
blica notoriedad, y cuyos efectos es necesario reparar en 
debida forma. 


Esta enumeración taxativa de los delitos obieto de 
amnistía tiene la virtud adicional de evitar la utilización 
dentro de la ley del concepto de “delito político”, sobre 
cuyas definición y caracteres resulta casi imposible au- 
nar Criterios, / 


En cuanto al artículo 2%, el mismo se refiere al ám- 
bito personal de la amnistía. El principio cardinal que 
él consagra es el de que resultan amparados en el bene. 
ficlo los autores, coautores, cómplices y encubridores de 
los delitos previstos en el artículo 1%. Pero a esa pre- 
misa básica se le introduce, seguidamente, una triple li- 
mitación. En primer lugar, se excluyen a los delincuen- 
tes reincidentes o habituales, optándose por la misma 
solución del artículo 108 del Código Penal. La segunda 
limitación, consiste en excluir aquellos casos en que, a 
más de los delitos del artículo 1%, se impute al eventual 
beneficiario algún delito contra la Personalidad Física 
del Hombre, conocidos comúnmente como “delitos de 
sangre”, por cuanto se entiende que un ataque contra 
el bien supremo del individuo no puede justificarse por 
más intencionalidad política que se alegue para concre- 
tar ese designio; se excluyen, también, los delitos de 
Privación de Libertad y de Secuestro, en atención a sus 
repudiables facetas, así como los actos de terrorismo 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de marzo de 1935 


político, caracterizados por afectar indiscriminadamente 


-2 un gran número de personas, a los que las Conven. 


ciones Internacionales-coinciden en negarle todo carácter 
político. 


El artículo 3%, por su parte introduce como contra- 
partida de la amnistía, en cada caso concreto, la pres- 
tación por el beneficiario de un juramento de acata- 
miento a la Constitución y leyes vigentes y de renuncia 
al uso de la violencia con fines políticos, lo que adquie- 
re especial significación por cuanto esas fueron, precisa” 
mente, las notas más características del movimiento sub- 
versivo que operó años atrás en el país. 


Entendemos que, aun cuando la exigencia del citado 
juramento pueda pecar ciertamente de ingenuidad -—na- 
da impediría, en efecto, más que el consiguiente impe- 
rativo moral, que aun quien prestó el juramento vuelva 
a incurrir en prácticas similares a las que motivaron en 
su momento su procesamiento o condena— ella, implica, 
al menos, una manifestación de voluntad del amnistia- 
do, un compromiso formal, en el mismo sentido pacifi. 
cador que anima a quienes consagran la amnistía; míni- 
ma exigencia, al fin, para quienes no vacilaron en le- 
vantarse en armas contra un gobierno legítimamente 
elegido por el pueblo. 


En el artículo 4% se sientan una serie de principios 
que constituyen una lógica y natural consecuencia de la 
amnistía, cuyo efecto fundamental consiste en la extin- 
ción del delito. Ocurrido ello, es lógico que cesen todas 
las medidas que tuvieron su sustento en él. El último 
párrafo de la disposición tiene como finalidad reparar 
los excesos que puedan haberse cometido al amparo del 
Decreto-Ley N% 14.373, de 13 de mayo de 1975. 


El artículo siguiente se refiere a los aspectos proce. 
sales relativos a la aplicación práctica de la amnistía 
sancionada legislativamente. optándose por un procedi. 
miento de oficio que queda cometido a los jueces o tri- 
bunales que estén entendiendo en las causas respectivas 
a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, dentro de 
un plazo ciertamente breve y bajo severa responsabili- 
dad en caso de incumplimiento. 


Los artículos finales del adjunto proyecto estructu- 
ran el régimen de amnistía en favor de los delincuentes 
que pueden denominarse comunes, 


Dicho régimen ofrece las siguientes particularidades: 
en primer lugar, y conforme con lo que dispone el ar- 
tículo 6%, alcanza a los delitos previstos en la legisla- 
ción penal ordinaria, exceptuándose, lógicamente, los 
enumerados en el artículo 1% de esta ley --—-sometidos, 
como ya se dijo, a un régimen especial— así como los 
delitos contra la Personalidad Física del Hombre (ya 
exceptuados en la otra hipótesis de amnistía por el ar- 
tículo 2%) y los delitos Sexuales, atendiendo, en este 
último caso, a las especiales características de los mis- 
mos, que no hace, a quienes los han cometido, mereco. 
dores de clemencia alguna. El párrafo final de este ar- 
tículo reitera la exclusión de los reincidentes y habitua- 
les, ya prevista en el artículo 108 del Código Penal, 
entendiéndose que no existen razones valederas para 
sentar el principio contrario. 


Conforme al artículo 79, la aplicación de la amnis- 
tía queda sujeta a dos mecanismos diferentes, según el 
encausado estuviera privado de su libertad o no, a la 
fecha de entrada en vigencia de esta ley, requiriéndose, 
en cada caso, distintos requisitos. 


En la hipótesis primera, se tendrá en cuenta el tiem- 
po de reclusión experimentado, el que deberá ser, en 


_todo caso, equivalente a la mitad del que debería cum. 


plir por condena, arbitrándose otros medios supletorlos 
para el caso de que ésta no estuviere aún dictada. Con 
ello se procura limitar la amnistía a aquellos casos en 
los que el delincuente ha experimentado ya los rigores 
de la detención. 
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.. Pero, además, la concesión de la amnistía queda su- 
jeta a un segundo filtro, que tiene que ver con las Ca- 
racterísticas personales del eventual beneficiario. requi- 
riéndose que éste presente signos inequívocos de falte 
de peligrosidad y un pronóstico cierto de readaptación 
social, lo que el Juez o el Tribunal encargado de la apli- 
cación del beneficio deberá evaluar apelando a los in- 
formes respectivos de los organismos técnicos especiali- 
zados que en este artículo se enumeran. 


El régimen se flexibiliza en los casos en que el en- 
causado se encontrase en libertad por decisión judicial, 
en el entendido de que en ellos la misma situación es 
reveladora de la falta de peligrosidad del eventual be- 
neficiario. Ello no obstante, se deja siempre al Juez o 
Tribunal la facultad de solicitar os informes comple- 
mentarlos y ceñirse a ellos para dictar resolución, 


La aplicación de la amnistía será de oficio, cuando 
el beneficiario estuviera privado de su libertad, y a pe- 
tición de parte en los demás casos, y se fijan plazos, 
también breves, para la resolución judicial. 


El artículo 8% hace referencia al plazo de vigencia 
de la ley, exclusivamente en lo que guarda relación con 
el régimen estructurado en los artículos 6% y 79, siguién- 
dose el mismo criterio utilizado en el antecedente más 
cercano en materia de amnistía para delitos comunes 
(Decreto-Ley 14.753, de 29 de diciembre de 1977). 


Por último, el artículo 9% consagra, con carácter 
general para todas las hipótesis de amnistía previstas 
en la ley, el carácter de irrecurribilidad de las decisiones 
judiciales respectivas, en el entendido de que, en reali. 
dad, el acto de amnistía implica el ejercicio de una 
Potestad legislativa que se delega, en cuanto a la deter- 
minación de su aplicabilidad, a los órganos judiciales 
competentes. 


Montevideo, 5 de marzo de 1985. 


Eugenio Capeche, Pedro: W. Cersósimo, Raumar 
Jude. Senadores.” 


Carpeta N? 46 
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“PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 — Decrétase la amnistía de todos los de. 
litos políticos y conexos con delitos políticos cometidos 
a partir del 19 de enero de 1964, por quienes no se ha- 
llaren en ejercicio de la función pública o, aún siendo 
funcionarios públicos, no los hubieren cometido en ejer- 
ciclo del cargo o valiéndose del poder que éste les con- 
Tería.. 


Art. 20 — A los efectos de esta ley, se consideran 
delitos conexos con delitos políticos los que participan 
de la misma finalidad que éstos o se cometieron para 
facilitarlos, prepararlos, consumarlos, agravar sus efec- 


tos o impedir su punición. 
Art. 32 —. Esta amnistía comprende expresamente: 


A) Los delitos de lesa Nación incorporados al Códi- 
go Penal Militar por el artículo 1% de la Ley 


N9 14.068. 


B) Los contenidos en los Títulos I, II, y II del 
Libro 1 del Código Penal Ordinario (artículos 
132 a 152). 


C) Los contenidos en el artículo 58 del Código Pe- 
nal Militar, cuando, en su mérito, se hublere 
requerido, procesado o condenado a civiles. 


D) Los contenidos en bandos militares dictados du- 
rante la declaración del estado de guerra. 
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E) En general, y sin perjuicio de los enunciados 
precedentemente, todos los delitos, cualquiera sea 
el bien jurídico lesionando, que hayan sido co- 
metidos con una finalidad política directa o 
indirecta. 


Art. 4% -—— Quedan comprendidos en los efectos de 
esta amnistía los autores, coautores, cómplices y gncu- 
bridores de los delitos referidos, con independencia de 
que la sentencia de condena los haya declarado reinci. 
dentes y/o habituales. 


Art. 5% — El Poder Ejecutivo ordenará administra- 
tivamente, por la vía jerárquica correspondiente, y en 
ejercicio de su atribución de hacer ejecutar las leyes 
(art, 168, inciso 42 de la Constitución) a la auto- 
ridad superior de los establecimientos de reclusión nú- 
meros 1 y 2 (Penales de Libertad y de Punta de Rieles) 
la inmediata libertad de todas las personas detenidas en 
los mismos. Dicha orden también se impartirá a los 
Jefes de Policía y de todas las unidades militares exis- 
tentes en el país, quienes deberán poner en libertad a 
todas las personas amnistiadas por esta ley que se ha. 
llaren en dependencias bajo su mando. 


Art. 6% — Dicha orden se cumplirá también respec- 
to de las personas detenidas en aplicación de medidas 
prontas de seguridad ilegítimas, por haber sido adopta- 
das por una autoridad de facto y no comunicadas a la 
Asamblea General ni a la Comisión Permanente, o en 
virtud de otra decisión administrativa, cualquiera haya 
sido el órgano o la autoridad de que hubiere emanado. 


Art. 7% — El jerarca militar o policial que incum- 
pliere o retardare el cumplimiento de la orden referida 
en los artículos 5% y 6% incurrirá en el delito previsto en 
el artículo 286 del Código Penal (Atentado a la libertad 
personal cometido por el funcionario público encargado 
de una cárcel). 


Art. 8% — Si la prisión de cualquiera de las perso- 
nas comprendidas en esta amnistía se mantuviera luego 
de ordenada su libertad por el Poder Ejecutivo, cual. 
quier persona podrá interponer el recurso de “habeas 
corpus”, estándose a lo dispuesto por el artículo 17 de 
la Constitución. A esos efectos, se entenderá por Juez 
Competente el Juez Letrado de lo Penal que se hallare 
de turno. 


Art. 9 — Los beneficiados por esta ley que se en- 
contraren en libertad y a quienes no se hubiere iniciado 
proceso penal, por hallarse fuera del país o por cual- 
quier otra causa, no podrán ser citados, investigados ni 
detenidos por ninguna autoridad en virtud de los dell- 
tos comprendidos en esta amnistía. 


Art. 10. — Decláranse extinguidas las penas acce- 
sorias decretadas por sentencias ejecutoriadas, cance- 
lándose en todos los casos, trátese de procesados o de 
condenados, los embargos y/o secuestros trabados sobre 
sus bienes, los que -les serán restituldos junto con los 
efectos incautados, salvo que éstos fueren efectos del 
delito o instrumentos de su ejecución, (artículo 105 li 
teral a) del Código Penal). En caso de no ser posible 
la restitución por haberse destruido, rematado, enajena- 
do o escriturado a favor del Estado los bienes incauta- 
dos y/o confiscados con arreglo a la Ley N9 14.373, la 
responsabilidad del Estado y de los funcionarios actuan- 
tes se regulará por los artículos 24 y 25 de la Constitu- 
ción y comprenderá el caso en que los bienes se hayan 
deteriorado o inutilizado por mala administración o uti. 
lización continuada. 


Art. 11. — El Juez o Tribunal Superior en cuyo po- 
der se encuentren los expedientes respectivos, levantarán 
las medidas cautelares referidas en el artículo preceden- 
te y ordenarán a la autoridad que corresponda la res- 
titución de los bienes y efectos aludidos. En los autos 
en que no hubiere recaído sentencia o ésta no se halla- 
re ejecutoriada, se dictará sentencia definitiva declaran- 
do no haber lugar a proceder por haberse extinguido el 
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delito por amnistía. En caso de existir sentendencia eje- 
cutoriada, se dictará una providencia declarando extin- 
guido el delito y la pena por amnistía. En ambos casos 
se hará constar que se ha dispuesto en vía administra. 
tiva, y por así ordenarlo la ley, la libertad del encau- 
sado. 


Art, 12. — Esta ley entrará en vigencia a partir de 
su publicación en dos diarios de la Capital. 


Art. 13. — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 20 de febrero de 1985. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Juan Raúl Ferreira, 
Guillermo García Costa, Carminillo Mederos, 
. Carlos Julio Pereyra, Juan Martín Posadas, 
Uruguay Tourné, Alberto Zumarán. Senadores”. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Constituye un lugar común en la doctrina del De- 
recho Penal, acorde con la larga experiencia histórica 
de muchas naciones, la afirmación de que la amnistía 
constituye un instituto de pacificación y de reconcilia- 
ción tras los períodos de convulsiones políticas que apa- 
rejan enfrentamientos violentos en el seno de una so- 
ciedad, 


La tradición nacional, honrosa y constante en ese 
sentido, confirma tal aseveración. Desde los albores de 
nuestra vida institucional, la amnistía, la ley de olvido 
como también da en Hamársela, fue el corolario inevi- 
table del cese de tantas guerras civiles y de incontables 
episodios menores de violencia doméstica. 


El surgimiento de una poderosa corriente de Opi- 
nión pública que, de un tiempo a esta parte, reclama la 
sanción en el país de una ley de amnistía, ha sido acom- 
pañada y aún impulsada por el Partido Nacional, que 
ya en mayo de 1984 recogió seiscientas mil firmas para 
consagrar la amnistía a través de un proyecto de re- 
forma constitucional transitorio, por el mecanismo de 


la iniciativa popular. 


Dicha corriente de opinión, sin duda alguna, res- 
ponde a un sentimiento mayoritario en favor de la re- 
conciliación nacional y a un anhelo generalizado de pa- 
cificación. Ambas aspiraciones parten de un dato de 
la realidad. La situación de violencia creciente que vi- 
vimos entre 1964 y 1972, promovida por la organización 
autodeterminada “MLN” con fines políticos genérica- 
mente revolucionarios, y dirigida, en concreto, a cam- 
biar por la fuerza las instituciones constitucionales de vi. 
gencia tradicional en el país, nunca fue superada. La 
violencia concluyó «por la derrota de sus gestores y a 
ella sucedió una paz material impuesta por los vencedo- 
res. Y los vencidos no fueron juzgados con arreglo a la 
Constitución y a la ley, sino sometidos a penas draco- 
nianas y arbitrarias, inscriptas en un sistema que no 
se inspiró en la justicia sino en la venganza. 


Clertas cárceles, a partir de 1972, sirvieron siempre 
para mortificar a los procesados y penados, y no para 
asegurarlos, como quiere el artículo 26 de la Constitu- 
ción. El resto de la sociedad, sujeta también a la vio- 
lencia de los triunfadores desde el 27 de junio de 1973, 
asistió impotente a esa situación impropia de una so- 
ciedad civilizada, que impidió hasta el presente la pa- 


cificación de los espíritus, 


Es para obtenerla, pues, que la conciencia colectiva 
reclama la finalización de un problema que afrenta el 
país, en virtud de la violación sistemática de los dere- 
chos humanos de personas que atentaron contra el orden 
jurídico nacional, pero que cumplieron en exceso —en 
cantidad y sobre todo en calidad... la pena que por ello 
les correspondía. Y es la amnistía el mecanismo jurídi- 
co apto y expeditivo para ponerle fin. 
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Quienes la postulamos no nos solidarizamos con la 
conducta pasada de aquellos que serán sus beneficiarios, 
ni dejamos de condenar, en el plano ideológico y ético 
los delitos que cometieron. Esto. debe quedar en claro. 
Queremos la reconciliación con sus personas, pero no 
con las que fueron sus ideas. Queremos que vuelvan a 
vivir en paz y en libertad, pero no aprobamos los he- 
chos injustificables de que fueron protagonistas. Aboga- 
mos por la tolerancia para con sus ideas, pero juzgamos 
inadmisible, hoy como siempre, que una minoría su- 
puestamente iluminada se autoproclame única deposita- 
ria de la verdad e intente imponerla por la fuerza al 
resto de la sociedad, con olvido de las reglas elementa- 
les de la conviviencia democrática. Que cesen de in- 
mediato Sus padecimientos y vuelva a reconocerse su 
a humana, sí. Pero que ello no se malinterpre- 


Este proyecto de ley opta por la solución de la am- 
nistía general e irrestricta, frente a la posición de qule- 
nes aceptan le- necesidad de una amnistía, pero con ex- 
clusión de quienes habrían cometido determinados de- 
litos comunes graves, cuya libertad se les restituiria por 
la vía del indulto. Dos órdenes de consideraciones fun- 
damentan esta opción. 


En primer lugar, estamos, en lineas generales, ante 
lo que la doctrina italiana conoce por amnistía “impro- 
pia”, por oposición a la amnistía “propia”. (Leone, “As- 
pectos Procesales de la Amnistía y el Indulto”, p. 555). 
Esta última es la que Se dispone antes de la sentencia 
y aun antes de la iniciación del proceso, por cuya cau- 
sa, al extinguir el delito, extingue también la posibilidad 
de aplicar la pena. La amnistía impropia, en cambio, 
se decreta después de la sentencia y, por consiguiente, 
como consecuencia del principio de la irreversibilidad 
-—lo hecho no: se puede hacer que no esté hecho-—- no 
impide la aplicación de la pena, ya total o; parcialmente 
cumplida. En otras palabras, si la amnistía persigue por 
definición la no consumación de los efectos penales del 
delito, es una amnistíx atípica o anómala aquella que 
comienza a operar cuando tales efectos ya se produje- 


ron. 


En el caso recurrente, ésta será una amnistía im- 
propia para la gran mayoría de los beneficiarios, por 
la obvia razón de que éstos ya cumplieron doce O más 
años de prisión, y en condiciones de extremo rigor. Fa- 
lla por su base, pues, el argumento de que no se puede 
amnistiar a los culpables de los delitos más graves, an- 
te la realidad de que éstos ya cumplieron una severísima 


pena. 


En segundo lugar, la tesis del indulto obliga a pre- 
cisar quiénes cometieron y quiénes no cometieron esos 
delitos. No hay otro camino, para ello, que atenerse a 
las tipificaciones de la justicia militar, expresadas en la 
carátula de sus expedientes. Camino inadmisible para 
un Parlamento Constitucional que no puede reconocer 
legitimidad, directa ni indirectamente, a las actuaciones 
de -ppretendidos órganos jurisdiccionales que nunca estu. 
vieron capacitados para administrar justicia ni de hacer- 
lo con el mínimo de garantías procesales que consa- 
gra la Constitución de la República. No es posible re- 
conoter juridicidad a lo que no ha sido sino el brazo ad- 
ministrativo, formal, de una brutal estructura represl- 


va. Y 


Al respecto, existe en el país la opinión unánime de 
que los jueces y tribunales militares: 


a) Violaron por sistema el derecho de defensa de 
los imputados y procesados, a quienes obstaculizaron o 
negaron la posibilidad de designar defensores de su elec- 
ción, los cuales, además, cuando pudieron actuar, de- 
bieron hacerlo sometidos a todo tipo de presiones e irre- 
gularidades incompatibles con su alto ministerio. 


b) Erraron groseramente en la calificación jurídica 
de los hechos; en las tipificaciones delictivas y en la de- 
finición de los grados de participación criminal. 
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ce) Aceptaron como medios válidos de prueba, con- 
feslones y declaraciones arrancadas por presiones fisl- 
cas y psicológicas sabldas y amparadas. 


d) Incurrieron en múitiples ocasiones en el vicio 
de “ultra Petita”, esto es en la aplicación de penas su- 
periores a las solicitadas por los propios fiscales milita- 
res, todo ello para exagerar hasta el límite la: imposi- 
ción de condenas de penitenciaria y de medidas de se- 
guridad eliminativas. 


Ante la certidumbre de que ello ha sido así, ¿cómo 
sostener que a ciertos detenidos no se les ya 8 amnistiar 
porque la justicia militar dice que son culpables de te- 
terminados delitos? ¿Quién puede asegurar que tal cul- 
pabilidad sea real? 


La amnistía, en fin, debe ser general e irrestricta, 
porque todos sabemos que entre los presos políticos los 
hay que jamás cometieron delito alguno -—presos de 
conciencia—, los hay procesados ylo condenados por de- 
litos que cometieron y por otros que no cometieron, y 
los hay penados ilegalmente por delitos que sí come- 
.tieron. 


Y debe serlo, además, porque soluciona todas las si- 
tuaciones comprendidas en el problema. El indulto, por 
el contrario, sólo se aplica a los condenados. ¿Qué ha- 
cer, entonces, con los procesados en cuyos procesos, por 
otra irregularidad mayúscula de la justicia militar, aún 
no recayó sentencia? ¿Y qué hacer con los requeridos? 
Sólo la amnistía da respuesta a estas interrogantes. 


Debemos ahora pasar al articulado del proyecto. El 
artículo 1% precisa los alcances de la amnistía, esto es 
el ámbito en que operará. Y ello, en dos planos: el de 
los delitos comprendidos, tanto en su conceptuación co- 
mo en su ubicación temporal y el de las personas am- 
nistiadas. 


Se amnistían, en el primer sentido, los delitos políti- 
cos y los conexos con delitos políticos, categorías ela- 
boradas por la doctrina del Derecho Penal, cuyos límites, 
a los efectos de esta ley, se precisan en los artículos 22 
y 3% El ámbito temporal arranca del 19% de enero de 
1964, por ser a partir de ese año que comenzó a operar 
en el terreno delictivo la organización cuyos integrantes 
serán ahora amnistiados. 


Los beneficiarios no son, a pesar de la generalidad 
de la ley, todos los eventuales responsables de los de. 
litos referidos. Se excluye a los funcionarios públicos 
que los hubieran cometido en el ejercicio del cargo” o 
valiéndose del poder que éste les confiere. La exclusión 
no es caprichosa. Esta amnistía, como todo el país lo 
sabe, persigue la solución del problema de os presos 
políticos y de quienes requeridos por la justicia militar 
pueden llegar a serlo. No la situación de los funcionarios 
públicos que, en virtud de serlo y gracias al poder inhe- 
rente a su función, pudieron haber cometido delitos po- 
líticos o conexos con delitos políticos. Para juzgar las 
eventuales denuncias penales que contra ellos se formu- 
lasen, está el Poder Judicial y sus magistrados indepen- 
dientes. 


El artículo 22 define los delitos conexos con delitos 
políticos, caracterizándalos, en ambos casos, por su Co” 
mún finalidad política, desde que fueron medios para 
alcanzar dicha finalidad. Su inclusión obedece a las doc- 
trinas más recibidas, a la tradición nacional en materia 
de amnistía, y a la realidad de que los distintos delitos 
comunes cometidos por quienes serán amnisiados se per- 
petraron en una relación de medio a fin con los delitos 
políticos. Esto es, como dice la norma “para facilitarlos, 
prepararlos, consumarlos, agravar sus efectos o impedir 
su punición”. 


No se ha considerado necesario, por el contrario, de- 
fintr los delitos políticos, por existir abundante litera” 
tura jurídica al respecto y cumplir igual finalidad, con 
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mayor precisión y con mejores resultados prácticos, 1 
enunciación del artículo 30, a có 


Esta disposición incluye por su orden, entre lo, 
z A > ; s de. 
litos comprendidos en la amnistía. 


A) Los que el Código Penal incluía en el Capít 
y ( ulo 
I del Título 1 del Libro II (artículos 132 a 13D. qe 
po pe contra la Patria”, típico delito político 
que la Eey de Seguridad del Estado inco: Ó 
digo Penal Militar. AAA 


B) Los contenidos en dicho Título del Código Pe. 
nal, así como en el II y el 111 del mismo Libro ho 
sea los delitos “Contra el orden político Interno del Es. 
tado” y “Contra la Paz Pública”, que, aunque modifi 
cados algunos de ellos por dicha Ley N9 14.068 (artícu- 
lo 6%), continúan integrando el Código Penal y son, tam- 
bién delitos políticos. La inclusión del Título 1 no es 
una redundancia, por cuanto antes del 10 de julio de 
1972 sus figuras delictivas aún no habían sido transfe- 
ridas al Código Penal Militar y antes de esa fecha la 
Justicia Penal ordinaria procesó y eventualmente conde. 
nó por esos delitos, de donde surge la necesidad de in- 
cluirlos en la amnistía, 


C) Los delitos del artículo 58 del Código Penal MI- 
litar que, bajo la calificación genérica del ataque “a la 
fuerza moral del Ejército y la Marina”, autoriza con 
grosera inconstitucionalidad su imputación a civiles y 
que, en las figuras del escarnio y el vilipendio (incisos 
2% y 3%), dieron mérito a reiterados procesamientos y 
condenas de conocidos ciudadanos, en virtud de sus opi- 
niones políticas y por razones de persecución política a 
los mismos, de donde resulta obligada su inclusión. 


D) Los contenidos en bandos militares que, cuando 
se hubieren dictado “en tiempo de guerra”, según el 
artículo 1% del Código Penal Militar son delitos milita- 
res, Se les incluye, pues, por la posibilidad de que entre 
el 15 de abril de 1972 y hasta la promulgación de la 
Ley de Seguridad del Estado se hubieren creado, por 
esta vía inconstitucional, delitos militares que, sin duda, 
serían delitos políticos. 


E) Se comprende, en definitiva, para quitarle ca- 
rácter taxativo a la enumeración, a todo delito come. 
tido con finalidad política directa o indirecta, sin dis- 
tinguir en función del bien jurídico tutelado por la nor- 
ma penal violada, de donde resultan incluidos todos los 
delitos comunes cuya relación teleológica con delitos po. 
ilicos les dé, precisamente, el carácter de conexos con 
stos, 


El artículo 4% precisa, en el orden de la participa- 
ción criminal, esto es, en plano diferente al del artículo 
19, el alcance personal de la amnistía, Se define así lo 
que en la terminología procesal se conoce como legiti- 
mación pasiva. Esta alcanza a todos los grados o formas 
de la participación criminal, que se presentan al perfilar 
el concepto de la pluralidad de delincuentes en la uni. 
dad del delito y que distingue, de acuerdo a la teoría 
penal clásica, entre autores, coautores y cómplices, se- 
gún su diverso grado de responsabilidad. Beneficiados 
por esta amnistía los autores de los delitos, es obvio que 
no podía excluirse a los coautores ni a los cómplices. 
En cuanto a los encubridores, autores de un delito dife. 
rente (artículo 197 del Código Penal), debe incluírseles 
“in expresse verbis”, por cuanto es evidente que el en- 
cubrimiento es una figura delictiva dependiente de aque. 
la que se encubre. De allí que no tenga una penalidad 
autónoma, sino regulada entre “la tercera parte a la 
mitad” de la que corresponde al delito principal. La 
responsabilidad penal es, pues, menor, por lo que sería 
ilógico amnistiar a los autores y no hacerlo a sus en- 
cubridores. 


Se incluye, asimismo, en este artículo, a los reinci- 
dentes y/o habituales, habida cuenta de que el artículo 
108 del Código Penal los excluye de los beneficios de 
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la amnistía en forma genérica, pero admite la posibilidad 
de que se haga excepción a ese principio por disposición 
legal expresa, Su exclusión sería a todas luces injusta, 
por dos razones. Ante todo, por el largo tiempo de pri- 
sión sufrido por los amnistlados. Y, además, porque la 
justicia militar aplicó en forma indiscriminada estas ca. 
lificaciones por mero alarde de severidad y con gruesos 
errores técnico-jurídicos, como el de declarar habituales 
por reiteración (artículo 55 del Código Penal) a quie- 
nes eran responsables de un concurso delictual regulado 
por el artículo 56 del Código Penal, esto es, la “concu- 
rrencia, fuera de la reiteración”, excluido por definición 
de la hipótesis del artículo anterior. 

a A 

El artículo 59 encara y resuelve el difícil problema 
procesal de quién cumple la ley de amnistía, esto es qué 
autoridad dispone la libertad de los amnistiados. Por 
un principio de congruencia juridica, la solución teórica 
debiera ser que quien ordena la privación de libertad, 
o sea la autoridad judicial que procesa, es quien ordena 
la libertad. Esta solución lógica se corrige por razones 
de organización técnica del proceso penal y lleva a atri- 
buir al juez de la ejecución de la pena —que puede no 
ser el mismo que procesó— la ejecución de la ley de 
amnistía cuando ya hay sentencia ejecutoriada. Así lo 
establecen, por ejemplo, los artículos 592 y 593 del Có- 
digo Penal italiano. En nuestro ordenamiento jurídico no 
existen normas que regulen el problema y es posible, 
entonces, optar por otras soluciones. . 


El descarte de la posibilidad de que fueran los jue- 
ces y tribunales militares los que ordenaran la libertad, 
obedece a varias razones. Ante todo, como todos sabe- 
mos, estos jueces no son tales. Carecen de la mínima 
idoneidad y de toda independencia. Son un servicio ad- 
ministrativo de la organización castrense, destinado «a 
revestir de formas procesales decisiones tomadas a otro 
nivel. En segundo lugar, no integran el Poder Judicial, 
por cuya causa no está en juego, frente a ellos, la sepa- 
ración de Poderes ni la independencia de dicho Poder. 
Jurídicamente están sometidos a la jerarquía del Poder 
Ejecutivo, por corresponder a éste “El mando superior 
de todas las fuerzas armadas” -(artículo 168 inciso 2% de 
la Constitución). Por último, existe una necesidad polí. 
tica imperiosa de poner en libertad de inmediato a los 
presos políticos, que resulta incompatible con las demo- 
ras que sin duda sobrevendrían si se cometiera a la jus- 
ticia militar el cumplimiento de esta ley. Todo ello, sin 
perjuicio de señalar que sería incongruente que el Par- 
lamento otorgara un nuevo poder jurídico a la justicia 
militar, cuando uno de sus primeros deberes es quitarle 
para siempre su competencia inconstitucional de juzgar 
a los civiles. 


Por todo ese cúmulo de razones, es que optamos por 
la solución de que sea el Poder Ejecutivo, en ejercicio 
de su atribución constitucional de ejecutar y hacer eje- 
cutar las leyes, quien ordene la libertad de los amnis- 
tiados. Un dato de hecho, facilita la solución. Los presos 
(y presas) políticos están en los penales de Libertad y 
de Punta de Rieles, Y, además, en esos establecimientos 
carcelarios no hay presos comunes. Hay, pues, que libe. 
rar a todas las personas que allí están detenidas. Y asi 
se dispone. También se ordenará la libertad de las per- 
sonas detenidas en establecimientos militares. si aún las 
hay, y en las jefaturas de policía. habida cuenta de que 
en la de Montevideo, por ejemplo, hay presos políticos 
militares. 


El articulo 69 prevé la hipótesis de que existan per- 
sonas detenidas en virtud de medidas prontas de segu- 
ridad o de otras decisiones administrativas. En rigor ju. 
rídico, este es un problema ajeno a la amnistía, porque 
habría en tales casos imputaciones delictivas sobre los 
detenidos. No debe olvidarse, sin embargo. que fue prác- 
tica habitual del régimen de facto mantener en prisión 
a personas cuya libertad ordenaba la propia justicia mi- 
litar, a título de aplicación de medidas prontas de segu- 
ridad. Y si blen el levantamiento de éstas es competen. 
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cia de la Asamblea General, ello no sería posible tra- 
tándose de medidas prontas de seguridad que no le fue- 
Ton comunicadas, cuya ilegitimidad, en el caso eventual! 
de que se hayan adoptado o se alegaren por alguna 
autoridad carcelaria, habilita al Poder Ejecutivo a desa: 
Plicarlas sin más trámites. Esta disposición, en defini. 
tiva, impedirá que se frustren los efectos de la amnis- 
tía por alegaciones ilegales de cualquier autoridad o 
funcionario, 


El artículo 7% determina la aplicación del artículo 
286 del Código Penal al jerarca militar o policial que 
no diere cumplimiento inmediato a la orden de liberar 
a los presos. Por supuesto que si tal fuere su conducta 
el delito se configuraría aunque nada dijera la ley. Pero 
la previsión expresa obedece al propósito de desalentar 
cualquier intento de retardar o eludir la orden del Po. 
der Ejecutivo. 


Algo similar ocurre con el artículo 8%, Bajo el im- 
perio de la Constitución, no existe la mínima duda sobre 
la vigencia del recurso de “habeas corpus”. Pero no está 
de más decirlo, tras una década larga de acostumbra- 
miento A Su no utilización, y afirmar, además, la com- 
petencia de la justicia penal ordinaria. 


El artículo 9? resuelve de modo expreso el problems 
de los exiliados que no pueden retornar al país por ha- 
llarse requeridos por la justicia militar, En puridad jur 
rídica, la norma sería innecesaria. Decretada la amnis- 
tía, a nadie puede privársele de la libertad en mérito 
a un delito comprendido en la misma. Conviene, sin 
embargo, disipar toda duda al respecto. 


El artículo 10 resuelve varios problemas. Declara la 
extinción de las penas accesorias resultantes de senten- 
cias ejecutoriadas, consecuencia ineludible de la cesación 
de todos los efectos penales del delito que produce la 
amnistia. Ordena la cancelación de los embargos y se 
cuestros trabados sobre los blenes de los procesados y 
condenados, entrando así en la problemática difícil de 
la responsabilidad civil. Como consecuencia de ello, or- 
dena la restitución de los bienes secuestrados, salvo que 
se trate de efectos del delito o instrumentos de su eje. 
cución, solución acorde, esta última, con el literal a) 
del artículo -105 del Código Penal. Claro que esta nor. 
ma no habilita a confiscar más bienes que .esos. Pero 
en el ámbito de la justicia militar se autorizó la apro- 
Ppiación de cualquier tipo de blenes de los procesados. 
Primero, en virtud de una situación de hecho, practi- 
cada por las Fuerzas Armadas en atropello flagrante del 
derecho de propiedad de los presos políticos. Ello preten. 
dió regularizarse en virtud de la Ley N9 14.373, de ma. 
yo de 1975, ley de burda inconstitucionalidad —no sólo 
formal, esto es por la incompetencia del Consejo de Es. 
tado—. que autoriza la incautación de dinero, bienes 
muebles e inmuebles, aeronaves y semovientes relacio" 
nados no con la ejecución del delito, como prescribe di. 
cho artículo 105 del Código Penal, sino también con su 
preparación, proposición y concertación (artículo 19), 
Naturalmente, esta disposición fue el “navicert” para 
apropiarse de cualquier tipo de bienes de los procesados. 
Dicha ley autoriza. además, el remate público de bienes 
y la destrucción de bienes perecederos (artículo 3%), la 
administración de los inmuebles incautados por “la Uni. 
dad aprehensora”, (artículo 5%), la enajenación de los 
bienes confiscados, cuyo producto, después de ejecuto. 
riada la sentencia de condena se vierte a Rentas Gene- 
rales (artículos 6% y 8%) y la escrituración forzosa de 
inmuebles a favor del Estado (artículo 79%), todo ello sin 
perjuicio de la utilización de los bienes por el Estado 
—léase Fuerzas Armadas— si así se prefiriese. Cuesta 
imaginar un sistema de mayor arbitrariedad. Todo. esto, 
por supuesto, de legal sólo tiene la apariencia. Rajo su 
pretendido amparo, se entró a saco en el patrimonio de 
los presos políticos, como si se tratare de blenes de di- 
funtos. No hay duda de que ello ha generado responsa- 
bilidad del Estado toda vez que los bienes —cuya devo- 
lución se ordena-— no puedan set restituidos en el estado 
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en que se les incautó. Responsabilidad del Estado que 
se regulará por el artículo 24 de la Constitución, asi 
como la de los funcionarios actuantes se regirá por el 
artículo 25, en el caso eventual de que el Estado repita 
contra éstos. 


Salvo en cuanto al levantamiento de las medidas 
cautelares decisión imprescindible luego de muchos años 
de cometidos los delitos, se mantienen los demás efectos 
civiles del delito. Y ello porque, como expresa Irureta 
Goyena en sus “Notas Explicativas” del Código Penal. 
“la amnistía suprime el delito penal, pero no el delito 
o el cuasi delito civil, que el primero entraña...”. En 
otras palabras, la amnistía no puede quitarle al particu- 
lar damnificado por el delito, si es que lo hubo, su de- 
recho a reclamar la reparación de los perjuicios sufridos. 
De todas maneras, a tantos años de cometidos los deli- 
tos, el problema aparece como bastante teórico. en la 
medida de que si se dedujesen acciones civiles. repara. 
torias del daño, a esta altura tienen que existir senten- 
cias ejecutoriadas y el problema estaría definitivamente 
resuelto. Y si tales acciones no se dedujeron antes, pa- 
rece bastante improbable que alguien vaya a deducirlas 
ahora, 


El artículo 11 encara algunos problemas procesales. 
En primer lugar, se dispone que el Juez o Tribunal que 
tenga en su poder el expediente, dispondrá el levanta- 
miento de las medidas cautelares y ordenará a la auto- 
ridad que corresponda la restitución de los bienes. De 
lo contrarlo, las previsiones del artículo anterior no se 
harán efectivas. 


Además, se determina la forma en que deberán clau- 
surarse las causas de las personas amnistiadas. Si no 
hubo sentencia ejecutoriada. se dictará sentencia defini. 
tiva. Es la solución lógica, propiciada por la doctrina 
italiana (Leone, ob. cit. p. 568), según la cual esa sen- 
tencia “declarará no haber lugar a proceder por ha- 
berse extinguido el delito por amnistía”. La misma de- 
elaración, así como la de la extinción de la pena, de- 
berá hacerse en caso de existir sentencia ejecutoriada. 
Ante la imposibilidad de dictar nueva sentencia, ello se 
hará por otra providencia, dejándose constancia, al igual 
que en el caso anterior, de la forma en que se dispuso 
la libertad del encausado. 


El artículo 17, por último, atento a la urgencia del 
problema que viene a resolver la ley, dispone la en- 
trada en vigencia a partir de la publicación en dos dia- 
rios de la Capital. 


Montevideo, 20 de febrero de 1985. 


Gonzalo Aguirre Ramirez, Juan Raúl Ferreira, 
Guillermo García Costa, Carminillo Mederos, Car- 
los Julio Pereyra, Juan Martín Posadas, Uruguay 
Tourné, Alberto Zumarán, Senadores.” 
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“PROYECTO DE LEY 


Artículo 19 ——- Acuérdase la amnistía general para 
todos los delitos cometidos por móviles directa o indi. 
rectamente políticos, o comunes conexos con aquellos 
que hayan sido ejecutados hasta la sanción de la pre- 
sente ley. * 


Los efectos de la misma alcanzan a todas las per- 
sonas a quienes se hubiera atribuido la comisión de es- 
tos delitos, hayan sido o no condenados o procesados, y 
aun cuando fueren reincidentes y/o habituales; así co. 
mo a los privados de libertad sin proceso -—ya sea que 
se alegare o no su desaparición— y a quienes estuvieren 
requeridos por la Justicia Militar, se encontraren o no 
en el territorio nacional. 
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Art. 229 — La amnistía incluye expresamente: 


a) Los delitos del artículo 60, incisos 1, II, 111, 1V, 
V, VI, VII y XII del Capítulo 6 bis, del Código 
Penal Militar incorporados por el artículo 19 de 
la Ley N? 14.068, de 10 de julio de 1972. 


b) Los delitos establecidos en los Títulos 1, II y 
11 del Libro II del Código Penal Ordinario. 


c) Los delitos comprendidos en la Ley N? 9.946, de 
18 de junio de 1940 y los tipificados en el Có- 
digo Penal Militar cometidos por los móviles 
mencionados en el artículo 10. 


d) En general, y sin perjuicio de los enumerados 
precedentemente, todos los delitos, cualquiera 
sea el bien jurídico lesionado cuyos móviles ten" 
gan las características señaladas en el inciso 
primero del artículo 1%. 


e) Los delitos comunes conexos con los referidos 
en los apartados anteriores. 


Art. 32 — La extinción de los- delitos a que se re- 
fiere esta ley comprende, consecuentemente, la extinción 
del pleno derecho de las respectivas penas principales y 
accesorias, medidas de seguridad y las accionés penales 
y civiles; así como las sanciones administrativas y/o ju- 
bilatorias, las inhabilitaciones, los despidos y las sancio- 
nes impuestas en la actividad privada, las deudas gene- 
radas por expensas carcelarias y toda otra circunstancia 
emergente del delito. 


A partir de la sanción de esta ley cesarán de inme- 
diato y en forma definitiva: 


a) Todos los regímenes de vigilancia, para las per- 
sonas comprendidas en el beneficio de la am- 
nistía. cualquiera fuere su naturaleza y la auto. 
ridad que lo hubiere dispuesto. Dichas personas 
quedan automáticamente eximidas de toda obli- 
gación directa o indirectamente relacionada con 
el régimen a que se hallaren sometidas. 


b) Todas las órdenes de captura y requerimiento 
pendientes cualquiera fuere su naturaleza y la 
autoridad que lo hubiere dispuesto, dictados con. 
tra pergonas beneficiadas por el régimen de am- 
nistía. 


c) Todas las limitaciones vigentes para entrar al 
país o salir de él, que alcanzaren a dichas per- 
sonas. 


d) Todas las investigaciones de hechos que pudie- 
ren configurar cualquiera de los delitos com- 
prendidos en el régimen de amnistía. 


Art. 49 — Desde la fecha de sanción de esta ley que- 
darán cancelados de oficio y en forma retroactiva todos 
los embargos, interdicciones, secuestros, medidas caute- 
lares de cualquier naturaleza que afectaren a las perso” 
nas alcanzadas por el régimen de la amnistía o a sus 
bienes, y que hubieren sido dispuestos como consecuen. 
cia directa o indirecta de la imputación de cualquiera 
de los delitos referidos en los artículos 1% y 2%, Del mis- 
mo modo caducarán las fianzas personales que se huble. 
ren exigido y otorgado con relación a dichas personas. 


Dentro de los ciento veinte días de la sanción de 
la presente ley se reintegrarán a sus propietarios los 
bienes de cualquier naturaleza que se hubieren incau- 
tado a las personas beneficiadas por la amnistía, con la 
excepción de las armas e instrumental bélico. En el mis- 
mo plazo el Poder Ejecutivo reglamentará la devolución 
de las sumas depositadas por concepto de fianzas y las 
percibidas por concepto de expensas carcelariías, debida. 
mente actualizadas por el régimen previsto en la Ley 
N? 14.500 y con cargo a Rentas Generales. El reintegro 
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de dichas sumas deberá cumplirse en el plazo máximo 
de un año a contar de la sanción de esta ley. 


Art. 5% — Dentro de los cuarenta días inmediatos 
siguientes a la sanción de la presente ley serán remi. 
tidos a la Justicia Penal Ordinaria todos los expedientes 
correspondientes a quienes se hallaron en las situaciones 
enunciadas. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará la dis- 
tribución de los mismos entre los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia de lo Penal mediante Acordada que 
deberá dictar dentro de un plazo máximo de veinte días 
a contar de la misma fecha. 


Los magistrados a quienes compitiere entender en 
las causas que resultaren redistribuidas conforme a lo 
establecido en el inciso precedente, velarán por el cum. 
plimiento de las disposiciones de esta ley y serán com- 
petentes para entender en todos los casos de violación 


de estas normas. 


Art. 6% — Los Ministerios del Interior y: Defensa 
Nacional librarán las respectivas comunicaciones a los 
establecimientos de detención, dependencias policiales o 
militares, hospitales, etc., a fin de asegurar que dentro 
de las 24 horas de entrada en vigencia la presente ley 
quedarán en libertad plena todas las personas referidas 
en el artículo siguiente, Sin perjuicio de ello, de la mis- 
ma forma y dentro del mismo plazo serán puestas en 
libertad todas las personas que se encuentran detenidas 
por causa de alguno de los delitos a que se refieren los 
artículos 19 y 2% o por cualquier otra razón de natu- 
raleza política o conexa, cualquiera fuere el motivo de 
su detención y el lugar donde estuvieren recluidos. 


Art. 79 — Esta ley entrará en vigencia a la fecha 
de su sanción y dará lugar a la inmediata libertad de 
las siguientes personas: 


ACOSTA CARDOZO, Miguel Angel 
ACOSTA ECHEVERRE, Marlo 
AGUIRRE DORNELLES, Berta Juana 
AHARORIAN KHARPUTEIAN, Anahit Diana 
AIELLO ASTARITA, Jorge Alberto 
ALBERRO COITINO, Fernando Ramón 
ALCOBA LOPEZ, Carlos 

ALCOBA, Roberto 

ALDAMA, Alcides 

ALESSIO, Adolfo 

ALMADA, Armando 

ALMIRATI NIETO, Juan 

ALVAREZ IRIARTE, Jorge Octavio 
ALVEZ GEREZ, Ademar 

ALZUGARAT TRIAS, Alfredo Juan 
AMORENA, Francisco 

ANTUNEZ ACEVEDO, Nulvio 
ANTUNEZ DE BALMELLI, Alba 
ARAUJO TECHEJRA, Richard Jonni 
ARBELLO GATTI, Servando 
ARBONDO MARTINEZ, Néstor Justo S 
ARCE PEIRANO, Fulner 

ARGENTO AGUILAR, Everaldo 
ARIZAGA COULLET, Darío Justo 
ARNOSO LIMA, Roberto 

ARTIGAS, Sixto 

AZZIZ MANZUR, Elías 

BALADAN GADEA, Juan Epifanio 
BALESTRA, Gustavo Alfredo 
BALMELLI NUNCIATELLI, Jorge Omar 
BARBOSA PEÑA, Ana María 
BARBOSA SUAREZ, Abel David 
BARREIX SCHNEIDER DE VILARO, Rosa 
BASSINI CAMPIGLIA, Ismael Fernando 
BECCA TESSA, Jorge Lorenzo 

BELLO 

BENAVIDEZ CHIECHI, Serglo 

BEQUES IPARRAGUIRRE, José M* 
BERETTA, M* del Carmen 

BERNATTI, Roberto Hemi 

BERNIER FERRERO, Luis Enrique 


BERTERRETCHE ACOSTA, Omar Washington 
BERVEJILLO SEMPOLIS, Roberto Walter 
BIDART GASCO, Daniel Martín 
BLANCO GONZALEZ, Hugo Alfredo 
BLIXEN GARCIA, Samuel 

BOLAÑA BASILICO, Julio César 
BONESSI FERRAO, Alberto Salvador 
BONOMI VARELA, Edison Eduardo 
BOTTINI DE FINO, Juan Carlos 
BOZZANO MARTINEZ, Julio César 
BRASIL SOSA, Walter José 

BRIOZZO, Luis Vicente 

BRUN, Francisco Antonio 
BUSCARONS DOTTA, Alejandro 
CABALLERO PACHECO, Roberto 
CABRAL, Rolando 

CABRERA BRITOS, Rodebel 
CABRERA GARIN, Roberto Vladimir 
CABRERA SUREDA, Daymán 
CABRERA SUREDA, Yandul 
CABRERA, Rolando 

CAILLABERT RODRIGUEZ, Carlos Marcelo 
CAL PITTATORE, Carlos Antonio 
CANET CISNEROS, Brum Uruguay 
CAPPA IRIART, Carlos Alberto 
CARBAJAL LAPORT, Claudio Edgardo 
CARBAJAL, Rudemar 

CARBAJALES GONZALEZ, Gabriel 
CARDOSO RODRIGUEZ, Elbio Aníbal 
CARDOSO, Oscar * 

CARDOSO, Rogelio 

CARDOZO, Oder David 

CARLI ALANIS, Susana 

CARRASCO, Alberto 

CARRERA CERECETTO. Ariel Tabaré 
CASCO FISCHETTI, Ariel 

CASIANO LARROSA, Audifred Luis 
CASTERA MORALES, Adriana Iris 
CASTRO MARTINEZ, Walter Valentín 
CASTRO, Alejandrino 

CAVALLO CASTIELO, Felipe 

CAVIA LUZARDO, Eduardo, Omar 
CAZOT BAUBETA, Julio Alberto 
CESAR DELFIN, Víctor Hugo 

CIA DEL CAMPO, Alberto 

CISTA BARREIRO, Alberto Ulises 
CLERICO SIUTTO, Raúl Andrés 
COCCO PEREZ, Alberto Antonio 
CONTERIS SARDO, Hiber 

CORDOBA VITA, Mario 

CORREA, Mario Ramón 

CORREA, Miguel Angel 

COSTA BARREIRO, Alberto Ulises 
COUCHET INZAURRALDE, Gastón 
COUTO CHASSALE, Hugo Luis 

CRUZ GARCIA, Juan José 

CRUZ RUIZ DIAZ, Patricio 

DA FONSECA MUNIZ, Semesio 

DA ROSA SILVEIRA, Serglo Emigydio 
DA ROSA SILVEIRA, Walter Vicente 
DE LEON ORDI, Walter 

DE LOS SANTOS DE LEON, Alfredo 
DE MELLO, Walter 

DE VARGAS SACCONE, Washington 
DEGIOVANNANGELO RODRIGUEZ, Héctor Luls 
DEL CASTILLO LARZABAL, Luis Mario 
DENIS, Miguel 

DIAZ DA SILVA, Oscar Luciano 
DOMINGUEZ DIAZ, Juan José 

DUBRA DIAZ, Arturo Pedro 

DUPONT I'OLVERA, Raquel Margarita 
DUTRA, Ruben Elías 

ECHEBARNE, Luis 

ECHEDO ACOSTA, Carlos Alberto 
ECHEVERRIA NUÑEZ., Alcides Eduardo 
ELIAS DUTRA, Ruben 

ENGLER GOLOVCHENKO, Henry Willy 
EPISCOPO CAPORALES, Jorge A. 
EPISCOPO CAPORALES, Néstor E. 
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ESCUDERO, Bolívar 

ESPINOSA RODRIGUEZ, Juan Aurelio 
ESQUIVO MELO, Heber Ismael 
ESTEFANELL GALBIATI, Marcelo Mario 
ESTELA GIMENEZ, Tomás 

ESTEVEZ FERNANDEZ, Nicolás Antonio 
ETCHECHURY MOREIRA, Julio César 
FABRI GARRIDO, Edda 

FAGUNDEZ LOPEZ, Santos 
FARAVELLI CUEZZO, Julio José 
FERNANDEZ CEBELLI, Conrado 
FERNANDEZ DE ZABALZA, Myriam Raquel 
FERNANDEZ DIAZ, Amílcar 
FERNANDEZ HUIDOBRO, Eleuterio 
FERRARIO OLIVERA, Elbio 
FIGUEREDO RIOS, Héctor Fernando 
FONSECA YOUNG, José Ignacio 
FONTORA SANTOS, Santa Nélida 
FRADE NUÑEZ, Enrique Alfredo 
FRUGONI 

FRUSTACIO DE LOS SANTOS. José Luis 
GALLINARES PIAZZA, Raúl Omar 
GALLYOLI, Atilio Alfonso 

GANDARO, Artigas Walter 

GARCIA BIANCHIMANO, Ruben 
GARCIA QUAGLIA, Luis Ricardo 
GARCIA, Mario 

GAVILAN VIDAL, Julio Manuel 
GEREZ MOREIRA, Julio César 
GIURIA LASNIER, Ricardo 

GOMEZ CASTILLO, Antonio 

GOMEZ SELAY, Alfredo 

GOMEZ, José Celestino 

GOMEZ, Mario Walter 

GONZALEZ AYALA, Juan Carlos 
GONZALEZ BERMUDEZ, Julián 
GONZALEZ DIAZ, Walter 

GONZALEZ RAYMONDO, Luis Fernando 
GONZALEZ ROLON, Ubaldo 
GONZALEZ ROMAY, Germán 
GONZALEZ VALDES, Juan Francisco 
GREGORI SOUTO, Augusto Teodoro 
GUIDO GARCIA, Alfredo Juan 
GUIMARAENS GONZALEZ, Carlos Enrique 
GUINOVART TONELLI, Daniel 
GURKOVITS HERBON, Conrado Alceo 
GUTIERREZ APARICIO, Roberto 
GUTIERREZ CARBALLO, Washington Félix 
HAFLIGER PAZ, Carlos 

HAFLIGER PAZ, Oscar 

HERRERA TORRES, Roberto 

IFRAN, Luis 

IGORRA 

IRAZABAL GONZALEZ, Martín Andrés 
ITTE GONZALEZ, Xenia 

JORGE PANCERA, Graciela 

JORGE RODRIGUEZ, Hugo Francisco 
KENEDY ARBIZA, Augusto Federico 
LABROCA RAVELINO, Teresa 

LANZA REHERMAN, Edgar Hugo 
LARRAÑAGA, Hugo 

LARRIERA, Gonzalo 

LARRIERA, Héctor 

LARROSA CELIHNA, Luis 

LEITES, Néstor M. 

LEON DUTER, Eduardo Luis 
LESCANO AMARO, Roque Stalin 
LISCANO FLEITAS, Carlos Tabaré 
LLADO, Victoriano . 

LLAMBIAS CABRERA, Jorge 

LOBERA REDELICCO, Ricardo 

LONG DAMBORIANO, César 
LOPARDO TELLECHEA, José Pedro 
LOPEZ DE TAROCO, Nybia 

LOPEZ DEL RIO, Waldemar 

LOPEZ PLATEL, Fredy Guzmán 
LOPEZ, Asdrúbal 

LUNGO GUITISO, Elbio Santiago 
MACCHI OJERO, Victor Eduardo 
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MACCHI TORRE, Jessie Arlette 
MACHADO RODALES, Luis Alberto 
MACHIN FAJARDO, Hugo 

MAFFEI MORLAN, Augusto 
MALDONADO FERNANDEZ, Juan Carlos 
MALIKOWSKY, Ruben 

MANERA LLUBERAS, Jorge 


. MANITIO HERNANDEZ, Alfredo. Eduardo 


MARENALES SAENZ, Julio Angel 
MARQUEZ VOLONTE, José Pedro 
MARSHALL, Ulises 

MARTELL DELGADO, Carlos Humberto 
MARTINEZ MACHADO, Raúl Noel 
MARTINEZ PIRIZ, Emilio Ezequiel 
MARTINEZ SALGUEIRO. José Félix 
MARTINEZ, Chacón 

MAS MAS, Antonio 

MATERO, Gonzalo 

MECHOSO, Juan Carlos 

MEDINA RODRIGUEZ, Mario Edeber 
MEDVEDEO LEMA, Walter Vicente 
MENDEZ MOREIRA, Raúl Jorge 
MENDIONDO BIDART, Dary 
MENENDEZ OLIVERA, Manuel Marx 
MICHELENA BASTARRICA, M2 de los Angeles 
MICHELINI DELLEPIANE, Elisa Lucía 
MILAN RODRIGUEZ, José Bibiano 
MINETTI FERNANDEZ, Carlos Humberto 
MONTAÑEZ GUTIERREZ, Pedro 
MONTIEL 

MORAES RODRIGUEZ, Edith 
MOREIRA QUEIJO, Leonardo Félix 
MOREIRA ROMERO, Mantfried 
MORELLE DE LOS SANTOS, Julio César 
MOSQUERA DE WASSEN, Sonia 
MUJICA CORDANO, José Alberto 
MUTTI SEVERO, Neri 

NEVES, Osvaldo 

NINO SICARDI, Duncan Lorenzo 
NOUVECHED SOSA, Juan José 
OLIVERA, Oscar 

ORIOL GONZALEZ, Luis Aiberto 
ORTIZ, Carlos 

OUDRI, Ruben 

OXANDABARAT, Batlle 

PACELLA, José Carmelo 

PAIVA FERNANDEZ, Ruben Walter 
PAIVA FERNANDEZ, Santiago Washington 
PANDOLFO ORTIZ, Sergio 
PANFILIO PEZZOLANO, Rodolfo 
PAZ LARROCA, Carlos Aníbal 
PERALTA ARRABITE, Oribe 
PERALTA LARROSA, Néstor 
PERDOMO RODRIGUEZ, Heriberto 
PERDOMO RODRIGUEZ, Ricardo 
PERDOMO, José Luis 

PEREIRA MALANOTIC, Orlando José 
PEREIRA MENA, Juan José 
PEREIRA, Heber Macario 

PEREIRA, Heber 

PEREIRA, Tilo 

PEREZ GONZALEZ, Ruben 

PEREZ LUTZ, Jorge Enrique 

PEREZ PEREZ, Benjamín Julio 
PERLA SUGLIANO, Beatriz Dolores 
PHILIPPS TRAIBEL, Walter 
PICARDO ESTEVEZ, José Luls 
PICARDO ESTEVEZ, Juan Diego 
PIEDRA CUEVA RIBERO, Luis María 
PIOLI PEREZ, Luis Eduardo 

PIRIZ MARTINER, Emilio E. 
PITTALUGA ORTIZ, Raúl Alejandro 
PINEYRO BURGOS, Valentín 
PIÑEYRO LEIS, Eduardo 

POLONI DABALA, Ariel 

PONCE SANCHEZ, Jesús Amador 
PORRAS, José Luis 

POSSAMAY CLARO, José Santlago 
PRIEGUE CASTRO, Juan Manuel 
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PRIETO 
PUIG ITURRALDE, Oscar Miguel 
RAMIREZ ROMERO, Milton Antonio 
REYES CASTRO 
RIET BUSTAMANTE, Gerardo Feliciano 
RIOS REGGI, Pedro Gregorio 
RIVERA CABRERA, Elbio 
RIVERO CEDRES, Mario Alfredo 
RIVERO CEDRES, Tabaré Ulises 
RIVERON 
ROBALLO TARDAGUILA, Américo Gastón 
ROCCO BARRENECHE, Américo 
RODRIGUEZ ALVAREZ, Walter Rodolfo 
RODRIGUEZ BELLETTI, Washington Luis 
RODRIGUEZ DA SILVA, Raúl 
. RODRIGUEZ GANZANI, Rómulo Alberto 
RODRIGUEZ LEDESMA, Juan Carlos 
RODRIGUEZ OLARIAGA, María del Carmen 
RODRIGUEZ PERILLO, José Luis 
RODRIGUEZ PROTTI, Sergio Luis 
RODRIGUEZ RECALDE, Jesús Heraclio 
RODRIGUEZ VIGNART, Omar 
ROJAS PORTE, Ruben Heriberto 
ROLANDO VEIRA, Rodolfo Daniel 
ROMAN, Wilfredo 
ROMANO, Juan Víctor 
ROMERO, Héctor Alberto 
RONDEAU BARRETO, Aníbal 
ROSENKOFF SILBERMAN, Mauricio 
ROSSI GARRETANO, Mario César 
ROSSI RECOBA, Hugo Emilio 
RUOCCO, Humberto 
SAENZ, Conrado A. 
SANCHEZ GUTIERREZ, Julio César 
SANCHEZ PEREZ, Carlos Raúl 
SANTOS 
'SANTOS CAINO, Sergio Juan 
SANTOS SANDE, Leonardo Gabriel 
SANTOS SUAREZ, Julio César 
SARAVIA DE PAREJA, Stella 
SARNIGUET CARLUCCIO, Rodolfo Hugo 
SAUCHUK SWEDD, Vladimir 
SCHNEIDER CEDRES, José Ismael 
SCLAVO ARMAND, Néstor 
SEADE FOURNIE, Juan Felipe 
SENDIC ANTONACCIO, Raúl 
SERNA SPARTACUS, Juan 
SERRANO PIEDECASAS, José Ramón 
SERRAT, Miguel Angel 
SILVA FEIJO, Manuel Adolfo 
SILVA, Clide Daniel 
Cnel, PETRIDES, Oscar D, 
Cnel. FRIGERIO, Hugo 
Cnel. MONTAÑEZ, Pedro 
Cnel. AGUERRE, Pedro 
Cap. ARRARTE, Edison 
Mayor IGORRA, Juan Pedro 
Tte. MARTINEZ, José F. 
Mayor CANET, Brum 
Mayor ROLANDO, Walter. 


Art, 8? — Quedan excluidos de la amnistía los deli- 
tos cometidos por civiles, funcionarios policiales o mili. 
tares, equiparados o asimilados, fueran autores, co.auto- 
res o cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o 
degradantes, o de la detención de personas luego desapa.- 
recidas, y por quienes hubieren encubierto cualquiera de 
dichas conductas. 


Esta exclusión se extiende asimismo a todos los de- 
litos cometidos aun por móviles políticos por personas 
que hubieren actuado amparadas en su cargo o protegl- 
*das por el poder público, o haciendo uso de éste en 
cualgqyier forma. 


Art. 92 — Serán de cargo del Estado las indemniza- 
ciones que correspondiere abonar a -los terceros damnifi. 
cados por los delitos cometidos por las personas alcan- 
zadas por la amnistía, sin perjuicio de lo dispuesto por 
el artículo 25 de la Constitución. 
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Art. 10. — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 15 de febrero de 1985, 


José Germán Araújo, Hugo Batalla, José Pedro 
Cardoso, Enrique Martínez Moreno, Francisco Ro- 
dríguez. Camusso, Luis Alberto Senatore. Senado- 
res.” 


EXPOSICION DE MOTIVOS 
Introducción 


La aprobación de una ley de amnistía nara delitos 
políticos o cometidos con finalidad política y para los 
delitos comunes conexos con aquéllos supone un alto 
grado de acuerdo social con relación a las causas que 
dieron lugar a tales conductas, o a la necesidad de poner 
fin al confinamiento de los presos —fuere por razones 
humanitarias, políticas, sociales, etc.— o con relación, en 
fin, a todos estos factores a la vez. 


El Frente Amplio ha promovido desde sus orígenes, 
la aprobación de una ley de este tipo, concebida como 
una herramienta de paz. En tal sentido ha sido la única 
fuerza política nacional que ha mantenido siempre, y sin 
claudicaciones, lo que es uno de sus principales postu- 
lados programáticos. Se ha definido en innumerables 
ocasiones y ha actuado consecuente y constantemente 
como fuerza pacífica y pacificadora. Ha elaborado una 
interpretación de la crisis social, económica y política 
del Uruguay y ha propuesto las soluciones que consideró 
más apropiadas para la mejor defensa de los intereses 
de las más amplias mayorías nacionales, y del país como 
entidad soberana e independiente, 


Forzoso es, entonces, que al exponer los fundamen. 
tos de la ley de amnistía, reitere su concepción de la 
realidad uruguaya 2Uunque más no sea para explicar 
las causas profundas que condujeron a la cárcel o al 
exilio a miles de compatriotas en razón de sus opiniones 
políticas. 


“Es evidente que hoy existe un amplio consenso en 
la necesidad del reencuentro o la reconciliación en la 
sociedad uruguaya, que una enorme mayoría de cluda- 
danos rechaza la existencia de presos por razones polí. 
ticas y reclama su liberación. Es asimismo claro que el 
País necesita incorporar a la labor de reconstrucción 
nacional y cambio social que le espera en el futuro in- 
mediato a todos sus hijos, recuperando para sí la fuerza 
y capacidad creadora de quienes tuvieron que elegir 
abandonarlo. 


Todo el país conoce la tortura física y psicológica 
a que han sido sometidos sin excepciones los presos por 
causas políticas, gremiales, ideológicas y afines, así como 
las inhumanas condiciones de régimen carcelario estruc- 
turado por la dictadura. Nadie ignora las dificultades 
del exilio, a que se vieron sometidos millares de com. 
patriotas cumpliendo en la práctica una pena de destie- 
rro, inexistente en nuestra legislación punitiva. 


Las causas de las prisiones de origen político en sen- 
tido amplio, la necesidad de reconciliación y pacifica. 
ción del país, el desafío de la reconstrucción nacional y 
el cambio social desarrollados en paz, los padecimientos 
sufridos por los presos, los exiliados y sus familiares fun. 
dan sobradamente la solución que proveerá una ley de 
amnistía. 


sa A 
Desarrollaremos entonces a continuación esos fun. 
damentos. 


1. La crisis de la sociedad uruguaya 


En un marco de dependencia, la crisis de la economía 
nacional —desnudada ya desde mediados de la década 
de los años 50—- se agudiza aceleradamente a partir de 
los sesenta con su secuéla inevitable de creciente enfren- 
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tamiento social. A la vez que los sucesivos gobiernos de 
la época eludían las soluciones reales para los problemas 
económicos, intentando disimular sus consecuencias con 
el objetivo de conservar inmodificada la estructura pro- 
ductiva en que anidaban las verdaderas causas de esos 
problemas, y manteniendo y agravando una situación de 
dependencia que condicionaba el conjunto, el Estado iba 
asumiendo en forma progresiva y día a día más claro 
su rol de activo defensor de los intereses de la minoria 
dominante, pequeño grupo social que controlaba los re- 
sortes básicos de la economía. asociado al capital y los 
intereses extranjeros. 


Los sectores populares enfrentaron los sucesivos pro- 
yectos regresivos diseñados desde el poder y alcanzaron 
elevados niveles de unidad, primero en el terreno sindi- 
cal, luego en el político. 


Dos grandes sectores de la sociedad uruguaya se en- 
contraron así en una pugna que tuvo momentos de sin- 
gular tensión y violencia. Cada uno defendía sus intere- 
ses, y lo hacía con los medios a su alcance: la oligarquía 
con todo el poder físico e intelectual del aparato estatal, 
con su inmenso poder económico, con el apoyo activo 
de los intereses extranjeros y el coatrol ideológico de la 
sociedad, vehiculizado a través de los medios masivos 
de comunicación. El pueblo, con sus organizaciones sin- 
dicales, gremiales y sociales, con la solidaridad interna- 
cional y con sus organizaciones políticas, algunas de lar- 
ga tradición en la historia del Uruguay, otras nacidas 
con el correr de los años y al calor de la lucha. . 


La violencia se instaló en el ámbito político nacional, 
y fue utilizada desde el poder para imponer la voluntad 
de la oligarquía que apeló invariablemente a este re- 
curso como argumento final para dirimir los conflictos. 


El pueblo oriental buscaba la paz a través de los 
imprescindibles cambios. El Frente Amplio, nacido pa- 
ra ”...agotar las vías democráticas a fin de que el pue- 
blo, mediante su lucha y su movilización realice las gran- 
des transformaciones por las que el país entero clama” 
(1), exigía y se movilizaba en pos de paz para los 
cambios y cambios para la paz. 


La crisis económica, entonces, revela la necesidad de 
los cambios y suscita su reclamo. La administración del 
Poder en manos de la oligarquía tiende a la conservación 
de los privilegios de ésta, lo que supone frenar aquéllos 
y distribuir el producto de la economía nacional en for- 
ma cada vez más desfavorable para los sectores popu- 
lares. El estado autoritario sirve estos intereses y el pue- 
blo sufre las consecuencias económicas y sociales, 


Es una larga y dura batalla que terminará minando 
los cimientos de la sociedad uruguaya ambientando el 
advenimiento de la dictadura militar. Se exacerba el au- 
toritarismo para erradicar toda forma de oposición, cual. 
quiera fuera su expresión, para eliminar las organiza- 
clones sociales, políticas y gremiales e imponer por la 
fuerza bruta el proyecto neoliberal, el más regresivo y 
extranjerizante de todos los ensayados. 


En el curso de este proceso millares de militantes 
sindicales, políticos y sociales conocen la tortura y la 
prisión o deben optar por el exilio. También quienes 
eligieron la lucha armada como medio para modificar 
la estructura social. Unos y otros son considerados des- 
de el poder como delincuentes y sus conductas tipifica- 
das como delitos. 


Ninguno de éstos ——más allá de lo que dispongan las 
normas— deja de tener origen, finalidad, motivación u 
objetivos políticos. 


La amnistía entraña el olvido —generoso para al. 
gunos, justo para otros— de todos estos. hechos, delicti- 
vos o no, determinados en su nacimiento por las razones 
políticas, y cometidos en medio del clima de enfrenta- 
miento antes descripto. 
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2. El régimen jurisdiccional y carcelario 


.. La Ley de Seguridad del Estado, promulgada en ju- 

lio de 1972 atribuyó competencia a la Justicia Militar 
para el juzgamiento de los delitos políticos, o de fina. 
lidad política, y de los delitos comunes conexos con 
aquéllos. Esta norma —una cuenta más en el collar de 
disposiciones .represivas que fueron conformando el ilu- 
sorio “marco jurídico” de la dictadura-— se inscribe 
claramente en el proceso de liquidación de la democracia 
y el estado de derecho perpetrado por una oligarquía que 
no vaciló en arrasar con las tradiciones nacionales, la 
Constitución, los derechos humanos y €l conjunto de 
normas habituales de convivencia vigentes en nuestro 
Pais para defender y preservar sus privilegios y cerrar 
el paso a todo tipo de cambios. 


Todos los procesados y penados por razones políticas 
lo han sido en mérito a resoluciones dictadas por la 
Justicia Miiltar. Los juicios respectivos tienen, como se 
ha señalado, naturaleza y contenido inaceptables por tres 
razones: 


“a) la ley atributiva de competencia es claramente 
inconstitucional, ya que permite a los jueces cas- 
trenses juzgar a civiles en clara contradicción 
con lo que establece el artículo 253 de la Cons- 
titución; 


b) las circunstancias de apremio físico, públicas y 
notorias en que han estado los. imputados y tes: 
tigos de cargo; baste decir al respecto que en las 
épocas de mayor represión, mediaban entre la 
prisión del imputado y su pase a la Justicia Mi- 
litar promedialmente un par de meses; 


e) los jueces militares no son técnicos en derecho 
sino oficiales superiores (grado de coronel) sub- 
ordinados por ende a los mandos militares y se 
caracterizan por ser “órganos de disciplina ad- 
ministrativa' como los califica el mismo artículo 
12 del Código Penal Militar.” (3) 


La Justicia Militar fue aplicada entonces en fun- 
ción de una norma inconstitucional, se valió de la tor- 
tura física y el tormento psíquico para fundar sus deci- 
siones y reunir “pruebas”, estuvo a cargo de personal 
carente de aptitudes y formación para la labor, privado 
de independencia de opinión. Los engranajes montados 
en esta mal llamada justicia para la acusación y. el juz- 
gamiento revelan más aliá de toda duda razonable la 
falta absoluta de idoneidad del sistema para un exar 
nen imparcial y desapasionado de los hechos, y la falta 
absoluta de garantías que ello entrañaba para los juz- 
gados, sometidos a la decisión de quienes eran a la vez 
que jueces, parte activa e interesada en el conflicto, Y 
ello sin mencionar las enormes falencias evidenciadas por 
la mayoría de quienes actuaron como defensores de 
oficio sometidos también a autoridad jerárquica cerrando 
de este modo el círculo infernal de la ausencia de toda 
garantía y transformando buena parte de los procesos 
en una verdadera parodia. Los defensores privados vle- 
ron a su vez limitada su acción profesional por todos 
los medios, incluyendo la prisión, las amenazas y el des. 
conocimiento liso y llano de su actuación, Muchos de 
ellos debieron exiliarse para preservar su libertad, o 
se vieron hostigados, presionados y perseguidos. Cahe 
finalmente agregar que, como se ha expresado en un tra- 
bajo doctrinario de reciente publicación, “La Justicia 
Militar, que nació como una presunta necesidad judicial 
para el enjuiciamiento de los integrantes de la guerrilla, 
luego del golpe de estado del 27 de junio de 1973, se 
constituyó en un apéndice administrativo encargado de la 
represión de toda idea contraria al régimen de facto”. (4) 


El régimen de reclusión ha sido brutal y perverso. 
Sin excepciones, los presos y detenidos por razones polí. 
ticas, ideológicas, gremiales, etc. se han visto sometidos 
a las más variadas formas de tormento. La tortura física 
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y psicológica fue un componente esencial, una herra- 
mienta básica del régimen para alcanzar sus objetivos 
represivos y se prolongó hasta sus últimas consecuencias, 
expresándose también en el régimen carcelario.* La in- 
ternación de los procesados por este tipo de delitos no 
persiguió su rehabilitación como dispone la norma cons- 
titucional, sino su destrucción. Es singularmente llama- 
tivo el número de suicidios y enfermedades incurables 
que se han manifestado entre los reclusos. 


Los establecimientos carcelarios -——formales o infor- 
males que todos han sido utilizados — no reúnen en ge- 
neral las condiciones mínimas indispensables para el fin 
que se les dio, comprobándose numerosas situaciones de 
superpoblación y hacinamiento. Los presos han estado 
invariablemente sometidos a condiciones de vida extre- 
madamente rigurosas; castigos individuales y colectivos; 
implantación de la arbitrariedad represiva como norma 
de gobierno o administración interna; carencias de todo 
tipo en la asistencia sanitaria; selección de lecturas o 
prohibición total de ellas por largos períodos; prohibición 
de contactos con el mundo exterlor mediante la elimi- 
nación de todo tipo de acceso a la prensa escrita, radial 
o televisada; graves limitaciones en la correspondencia, 
permanentemente violada y censurada; contactos con los 
familiares realizados en condiciones humillantes, bajo 
vigilancia y a través de un vidrio; alimentación defec- 
tuosa: e insuficiente; privación o grave limitación de 
actividades recreativas y de contacto con el sol y el aire 
libre; etc., etc. 


Estas terribles e inhumanas condiciones. comunes a 
la inmensa mayoría sino a la totalidad de los prescs por 
razones políticas, se vieron exacerbadas hasta límites in- 
creíbles de saña represiva en el caso de los: nueve dete- 
nidos conocidos como los “rehenes”. A la ilegitimidad 
de la Justicia Militar se agrega entonces el hecho de que 
los procesados por ésta han sido objeto de penas no ad- 
mitidas por nuestro derecho —easo del tormento físico 
o moral— penas que en una u otra forma se hicieron 
extensivas en parte a sus familiares y allegados, y la 
circunstancia de haber sufrido un régimen carcelario no 
sólo violatorio de la norma constitucional (Art. 26 
Inc. 2) sino además concebido expresamente como un 
complemento en sí de la pena de privación de libertad 
y destinado además a la destrucción personal del im. 
putado. 


3. La Amnistía, instrumento de paz 


El Uruguay, en su tránsito de recuperación demo- 
crática reclama consolidar y profundizar la pacificación. 
La amnistía, en cuanto evidencia el olvido social de los 
hechos que alcanza y pone de manifiesto un espíritu 
superior de concordia y reencuentro, es una herramienta 
especialmente calificada en él camino hacia la paz. Esta 
concepción arraiga en lo más profundo de nuestra his- 
toria, y por esta razón la amnistía ha sido la solución 
invariablemente escogida en el pasado para eliminar las 
huellas más dolorosas de los conflictos políticos y em. 
prender la reconciliación, 


Vale la pena recordar los casos en que a través de 
nuestra historia como nación independiente, se ha otor- 
gado la amnistía con carácter general, sin limitaciones, 
una vez dirimidos los enfrentamientos sociales motivados 
por razones políticas: 


a) La amnistía otorgada por el Presidente Oribe 
en marzo de 1835, en beneficio de los actores de 
las revoluciones lavallejistas acaecidas en el pe- 
ríodo de gobierno inmediato anterlor, 


b) Derrocado Oribe por la revolución que encabe- 
zara €l Gral. Rivera, también éste dispuso el 
“perpetuo y absoluto olvido de opiniones ante- 
riores a esta fecha”. 


Cc) La Bancionada por la Asamblea General en ju- 
lio de 1861 durante la Presidencia de Bernardo 
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d) 


e) 


0 


8) 


h) 


y 
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P. Berro, y a instancias de éste. Todavía estaba 
viva la tragedia de Quinteros cuando la ley en- 
traba en vigencia disponiendo: “quedan amnis. 
tiados todos los ciudadanos que han tomado par- 
te en las conmociones políticas que agitaron al 


país en los últimos años”. 


El Gral, Flores, en 1866, al triunfar en su revo- 
lución, dictó un decreto amnistiando a los jefes 
y Oficiales del régimen depuesto. 


En plena guerra civil, durante la revolución de 
Timoteo Aparicio, y luego de la derrota de los 
sublevados en la Batalla del Sauce (diciembre 
de 1870) el Parlamento dictó una ley de am- 
nistía como herramienta de pacificación. Trans- 
curría el gobierno del Gral. Batlle, y los revo- 
lucionarios se hallaban aún en armas al sancio. 
narse la ley. 


Batlle fue sucedido en la Presidencia de la Re- 
pública por Tomás Gomensoro, quien logró fir. 
mar la paz con los sublevados en abril de 1872. 
El Convenio de Paz, aprobado posteriormente 
por el Poder Legislativo, contenía disposiciones 
de contenido equivalente a la amnistía. 


En setiembre de 1897 el Presidente Juan Lin- 
dolío Cuestas, que sucediera en la primera ma- 
gistratura a Juan Idiarte Borda, celebra con las 
fuerzas revolucionarias encabezadas por Aparl- 
cio Saravia el Pacto de la Cruz. Inmediatamen- 
te se dicta una ley amplia y generosa de am- 
nistía, restituyéndose a todos los orientales la 
plenitud de sus derechos civiles y políticos, or- 
denándose sobreseer todas las causas políticas y 
militares y disponiendo la reposición en su Era- 
do de todos los jefes y oficiales dados de baja 


Muerto Saravia (setiembre. de 1904) el gobierno 
de José Batlle y Ordóñez acuerda con los alza- 
dos las bases de la pacificación. cuyo primer 
punto sería la amnistía, Es particularmente ilus- 
trativo el mensaje de Batlle en cuanto enfatiza 
el carácter general de la misma, hace hincapié 
en el levantamiento de las interdicciones y re. 
fiere la reincorporación al ejército de los jefes 
y oficiales amnistiados. También consigna que 
no serán perseguidos como autores de delitos 
comunes las personas que hubieren cobrado im- 
puestos por cuenta de la insurrección. La Asam. 
blea General aprobó las bases acordadas. 


El Presidente Claudio Williman otorgó a los re- 
volucionarlos que acompañaron a Basilio Muñoz 
una amplia amnistia supeditada a la deposición 
previa de las armas por parte de los alzados 
(1910). 


El 18 de mayo de 1934 el gobierno de Ga- 
briel Terra en uso de facultades excepcionales 
y de acuerdo con la Junta de Gobierno, dispuso 
una “amnistía general de los hechos punibles 
imputados a los procesados, desterrados o emi- 
grados políticos, civiles O militares, durante los 
acontecimientos políticos desarrollados desde el 
31 de marzo de 1933 hasta la fecha del presen- 
te decreto ley”. El último de los considerandos 
que precedía a la norma referida expresaba: 
“la amnistía general se impone en instantes 
como el actual, en que definitivamente se clau- 
sura una etapa histórica... con el objeto de 
imprimirle a la República el ritmo de la nor. 
malidad integral, devolviendo la paz a los espl. 
ritus más agitados, en homenaje al reposo que 
ha menester la Nación, para recuperar sus fuer- 
zas económicas, su equilibrio financiero y su 
reorganización administrativa...”. (5) 


7 y 8 de marzo de 1985 


Todos los procesados requeridos y presos que se be- 
neficiarán con la Ley de Amnistía que el Frente Amplio 
propone ostentan su condición en mérito a sus opiniones 
y sus actividades políticas. Tales opiniones han sido sus- 
tentadas y tales actividades se han desarrollado en el 
marco de enfrentamiento social y político que hemos 
descripto en el Capítulo 1. No existen pues diferencias 
racionales entre esta situación y aquellas que dieron 
lugar a las sublevaciones y alzamientos acaecidos a lo 
largo de nuestra historia, al menos en cuanto se refiere 
a la sustancia y al fundamento político que los ha ani. 
mado. No hay motivos entonces para adoptar soluciones 
diferentes. La necesidad de pacificación, de reencuentro 
y de reconciliación de la sociedad uruguaya exigen la 
amnistía como respuesta justa o generosa nacida del 
reclamo popular y elaborada por los poderes públicos de- 
“mocráticamente constitiuídos, Todo el pasado de la na- 
ción ros convoca a elegir esta respuesta. 


4. La Amnistía: fundamento jurídico 


Enseña Justino Jiménez de Aréchaga que “la am- 
nistía es tradicionalmente, un instituto destinado a ga- 
rantizar la paz pública, a restablecer tranquilidad entre 
los habitantes del país”. Y añade más adelante: “Se 
conceden amnistías después de una revolución o de su- 
cesos que han alterado de un modo general. el orden 
interno”. (6) 


Conviene diferenciar la amnistía del indulto, espe- 
elalmente cuando se barajan soluciones que implican la 
utilización de ambos institutos. Del examen jurídico de 
éstos derivarán nuevos argumentos que fundarán al op- 
ción por la amnistía, adicionales a los ya acumulados 
en los capítulos anteriores. El numeral 14 del artículo 85 
de la Constitución vigente dispone que corresponde a la 
Asamblea General: “conceder índultos por dos tercios 
de votos del total de componentes de la Asamblea Ge- 
neral y acordar £mnistías en Casos extraordinarios, por 
mayoría absoluta de votos de componentes de cada Cá- 
mara”. Este texto fue adoptado por primera vez €n la 
Constitución de 1942, continuarido en las Cartas poste- 
riores, hasta el presente. La Constitución de 1830 igua- 
laba ambos institutos en cuaato a las causas de su otor- 
gamiento y los quórum requeridos. 


Desde la vigencia de la Constitución de 1942 existe 
entonces en nuestro derecho positivo una distinción fun- 
damental entre la amnistía y el indulto; la primera res- 
ponde a la existencia de casos extraordinarios, no exigl- 
dos para la concesión de los segundos. Esta diferencia 
tiene raíz en la naturaleza divergente de una y otra so- 
lución. La amnistía —recuérdese el párrafo citado de 
Jiménez de Aréchaga y repásese la historia de la uti. 
lización de este instituto en nuestro país—- “es siempre 
una respuesta pacificadora para acontecimientos colec- 
tivos que han fracturado política y socialmente a la 
sociedad...” (7) y entraña una solución de carácter ge- 
neral frente a un evento excepcional (“caso extraordi- 
nario”). El indulto busca aminorar el exceso de rigor de 
una pena determinada al eliminarla, y supone una so- 
lución concreta para una situación subjetiva específica 
y determinada. Por ello la Constitución no exige en 
este caso el pre-requisito de las circunstancias extraor- 
dinarias pero reclama un quórum sensiblemente supe- 
rior. 


Es obvio que la situación que ha motivado este 
proyecto de ley de amnistía encuadra a la perfección 
en el “caso extraordinario”. Tan excepcional, al menos 
cuanto lo han sido las circunstancias que en el pasado 
motivaron similar solución. 


Pero además de tratarse de un caso extraordinario 
desde el punto de vista político esta situación tiene 
otros numerosos componentes que se apartan larga- 
mente de lo común y ordinario: 


a) La acción de una Justicia Militar competente 
para juzgar los hechos en base 2 una norma 
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clarámente inconstitucional e incompetente mo- 
ral y técnicamente para desarrollar esa tarea; 


b) El sinnúmero de limitaciones que acotaron el 
ejercicio de la defensa o la impidieron, la con- 
dición de virtual indefensión en que cayeron to- 
dos los detenidos que hubieron de valerse de 
los servicios de los defensores de oficio sujetos 
a las mismas jerarquías que los jueces y fiscales 
militares; 


Cc) La falta de garantías de los procedimientos, el 
recurso a la tortura como forma de obtener 
pruebas, el forzamiento de los hechos y de las 
declaraciones, las continuas y habituales viola- 
ciones de las normas del debido proceso; 


d) El trato inhumano y brutal al que fueron so- 
metidos todos los presos, sin excepciones, en un 
régimen carcelario cuyo objetivo era la destruc- - 
ción del individuo; 


e) La imposición en la práctica a los presos y a 
los exiliados de penas no admitidas por nuestro 
derecho positivo (el tormento, el destierro); 


f) La imposición de penas indirectas a familiares 
y allegados, sea que se vieron privados de todo 
contacto con los detenidos, sea que debieron co- 
municarse con ellos en condiciones de humilla- 
ción o menoscabo. Los famillares y allegados de 
quienes se vieron obligados a abandonar el país 
sufrieron a su vez la pena de destierro como 
consecuencia de la opción forzosa de aquéllos, 


La naturaleza de la situación a cuya solución 
apunta el proyecto de ley, su generalidad. y lo extra- 
ordinario del caso, obligan a recurrir a la amnistía ge- 
neral e ilimitada, descartando el indulto, 


Se ha mencionado este último como opción menos 
benigna para atender la situación de quienes hubieren 
cometido delitos de sangre conexos con los políticos O 
de finalidad política. 


Precisamente en estos casos la necesidad de pacifl- 
cación reclama con mayor energía la solución de la 
amnistía y enerva cualquier justificación que se esgri- 
ma para distinguir las diferentes situaciones. 


Pero además, es preciso señalar que tal distinción 
no tiene cabida en la tradición jurídica nacional, nt en 
nuestro ordenamiento normativo. 


En efecto, tanto los tratados de Derecho Penal In- 
ternacional de 1889 y de 1940 suscritos en nuestru 
Capital como el artículo 13 de nuestro Código Penal Or- 
dinario estatuyen una solución semejante al resolver los 
regímenes de extradición. En todos los casos, sin exclu- 
siones, se dispone que no darán mérito a ella los, delitos 
políticos ni los “comunes que tengan conexión con 
aquéllos” (Tratado de 1889) o los “comunes ejecutados 
con un fin político” (Tratado de 1940) o “comunes co- 
nexos a delitos políticos (0) ... cuya represión obedez- 
ca a fines políticos” (C. Penal artículo 13 inciso 1). 


No existen entonces fundamentos jurídicos para 
hacer uso del indulto en determinado número de ca- 
sos excluyéndolos de la amnistía, Y ello sería además 
opuesto a la cultura jurídica nacional y al criterio em- 
pleado en los Tratados Internacionales y en la legls- 
lación interna. d 


Pero además, el indulto acarrea otras consecuen- 
cias negativas: Ñ 


2) Supone convalidar o reconocer la pertinencia 
de las sentencias dictadas por la Justicia Mill. 
tar, cuando ha quedado palmariamente demos- 
trado la inconsistencia de ésta y los métodos 
utilizados para “probar” los hechos atribuidos a 
los distintos imputados. 
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b) Tratándose de un instituto que requiere un exa- 
men caso a caso en cuanto su naturaleza jurí- 
dica implica una situación concreta excluyente 
de toda generalidad, exigiría meses de trabajo 
a la Asamblea General e interminables discu- 
siones que poco aportarían al clima de pacifi- 
cación que unánimemente la Nación reclama. 
Sin contar los casos en que por una circuns- 
tancia u otra no se alcanzaren las elevadas ma- 
yorías requeridas. 


c) Si para evitar estos inconvenientes, se optare 
por el indulto como solución general e igualita- 
tia para un número determinado de casos, se 
estaría contrarlando la naturaleza jurídica del 
instituto, se eliminaría el análisis específico de 
cada situación y en los hechos se estaría otor- 
gando una especie de amnistía “aminorada” que 
no osa decir su nombre. La solución carece de 
justificación, no tiene base jurídica —simo todo 
lo contrario— y aparece como artificial e inne- 
cesaria cuando la amnistía está a disposición 
como instrumento apto para resolver sin difi- 
cultades la cuestión. 


d) Deja sin solución a la situación de numerosos 
exillados que no han sido penados por cuanto 
no fueron objeto de proceso, pero a quienes se 
atribuyen hechos que, en la óptica bajo discu- 
sión, ameritarían el indulto y no la amnistía, Si 
no hay pena, si no existe condena, falta el pre- 
supuesto básico del indulto. ¿Quedarán estos 
compatriotas marginados de todo reencuentro O 
reconciliación nacional? 


Son pues innumerables los fundamentos que militan 
en favor de la amnistía, sin distinciones y sin exclu- 
slones, Cualquier diferenciación marcará, dejará abierta 
una herida, pondrá de manifiesto una limitación volun- 
taria a la capacidad de perdón u olvido de la sociedad, 
a la generosidad de los gobernantes, a la concepción de 
la justicia democráticamente administrada. Cualquier 
pretexto para revisar los casos Oficiará de oportunidad 
para continuar abriendo y maltratando heridas que to- 
dos deseamos cerrar para siempre, y, lo que es más 
grave, puede arrojar como consecuencia que se prolon- 
gue el tiempo de detención de algunos presos, o el tiem- 
Po de exilio de los emigrados forzosos. 


La amnistía es entonces la única solución justa, ju- 
ridicamente válida y abierta y generosamente pacifi- 
cadora. 


5. Las soluciones propuestas 


El proyecto de ley que sigue tiende a eliminar o ex. 
tinguir todos los delitos cometidos por móviles políticos, 
asi como los delitos comunes conexos con «aquéllos, sin 
ninguna excepción, alcanzando en sus efectos a todas las 
personas involucradas cualquiera fuera su situación (re- 
queridos, condenados, procesados, detenidos sin proce- 
s0) y aun cuando revistieren o se les atribuyere-la ca- 
lidad de reincidentes o habituales. 


En otras palabras se extinguen todos los delitos 
de finalidad política directa e indirecta y los efectos de 
tal extinción alcanzan absolutamente a todas las per- 
sonas a las que se atribuyan, hayan atribuido o pue- 
dan imputársele en el futuro alguna de tales conduc- 
tas, cumplidas hasta la fecha de sanción de la ley. 


Esta incluye una enumeración de las disposiciones 
que describen los delitos habitualmente considerados 
como “políticos” o de intencionalidad política, la que 
no tiene carácter taxativo o limitativo, especialmente 
habida cuenta de lo que estatuye el literai d) del ar- 
tículo 2%, norma genérica que busca abarcar todos los 
delitos que puedan incorporarse a la definición del ar- 
tículo 1% cualquiera fuera el bien jurídico lesionado. 


En cuento los delitos comunes conexos con los “po- 
líticos” o de intencionalidad política deben considerarse 
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incluidos todos los tipificados por nuestra legislación 
penal, sin excepciones. El término “conexos” tiene el 
sentido corriente en la materia y alude a las conductas 
perpetradas para preparar, consumar, facilitar u ocul- 
tar aquellas que responden al tipo principal. 


Los efectos de la amnistía son —deben serlo— ab" 
solutos como consecuencia lógica de la eliminación de 
la causa, del delito. Extinguido éste se extingue la pena, 
la acción penal, las acciones civiles de tipo reparatorio 
emergentes, las deudas generadas por concepto de ex- 
pensas, carcelarias, y todas las sanciones accesorias o 
complementarias. Caducan los embargos trabados, deben 
devolverse las fianzas y los bienes secuestrados o in- 
cautados a excepción de las armas y el material bélico. 
Cesan las órdenes.de captura, los regimenes de vigilan- 
cia, las limitaciones para el ingreso al país o la salida 
de éste, las investigaciones de los hechos que pudieran 
configurar delitos incluidos en la amnistía, y deben eli- 
minarse los antecedentes penales. Para cada una de es- 
tas situaciones se dibuja una solución especial, adecua. 
da au las circunstancias. 


A) Los presos deben ser inmediatamente liberados, 
estableciéndose al efecto un plazo de veinticuatro ho- 
ras. No se excluye a ningún detenido por causa de es. 
tos delitos, cualquiera fuere su situación o su lugar de 
internación, sea éste formal o informal. Los Ministerios 
de Defensa Nacional e Interior deberán librar a todos 
los establecimientos de detención las comunicaciones 
pertinentes, y la medida deberá ser cumplida dentro 
del plazo indicado y bajo la más severa responsabilidad. 


B) Si bien la acción penal se extingue, el expe- 
diente respectivo debe ser remitido a la Justicia del 
fuero común. La Suprema Corte de Justicia organizará 
la redistribución Correspondiente entre los Juzgados 
Ldos. de Primera Instancia en lo Penal dictando una 
Acordada. Se establecen plazos para el cumplimiento de 
ambas medidas. La Justicia Ordinaria queda encargada 
de velar por el cumplimiento de las disposiciones de la 
ley, atender los reclamos que su violación generare y 
dar curso a las solicitudes de revisión de las causas 
que pudieren invocarse. 


C) Para evitar las demoras y los innecesarios gas- 
tos y molestias que los trámites correspondientes, asi 
como. para evitar las consecuencias de los errores y 
omisiones, se dispone “ex lege” la caducidad de los 
embargos, la cesación de las órdenes de captura, de 
los regímenes de vigilancia, de los impedimentos para 
ingresar al país o salir de él, de las investigaciones 
de los hechos que pudieran configurar delitos incluidos 
en la amnistía, la cancelación de las deudas por ex- 
pensas carcelarias. 


D) Se eliminan también los perjuicios económicos 
causados a los detenidos y procesados que ya hubieren 
abonado aquellas expensas, disponiendo el reintegro de 
lo pagado debidamente actualizado. Se comete al Poder 
Ejecutivo la reglamentación de esta norma fijándose un 
plazo de un año para llevar a cabo la devolución de 
los haberes, El procedimiento de actualización será el 
previsto por la Ley N9 14.500, implicando la solución 
impuesta una excepción al principio consagrado por 
ésta cuando excluye el reajuste de las obligaciones a 
cargo del Estado. 


Se complementa esta medida reparatoria con la de- 
volución de todos los bienes incautados, de los que se 
excluye en forma expresa el armamento y el material 
bélico. Los conflictos que se produjeren en esta materia 
serán dirimidos por la Justicia del fuero común en ejer- 
cicio de las competencias que la propia ley le confiere. 


E) Se ponen a cargo del Estado dos cargas eco- 
nómicas: 

a) la de efectuar la devolución de las sumas per- 

cibidas por expensas carcelarias debidamente 


actualizadas, cantidades que el propio Estado 
cobró en su oportunidad; 
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b) la de afrontar el pago de las indemnizaciones 
que correspondiere abonar a los terceros dam- 
niticados por los delitos objeto de la amnistía 
o sus consecuencias, conforme al régimen legal 
que regula la responsabilidad civil emergente de 
aquéllos. No tendría sentido mantener esta obli- 
gación a cargo de quienes son alcanzados por 
los efectos úe la amnistía, en cuanto ésta su- 
pone la extinción del delito y todas sus con- 
secuencias. Tampoco sería justo privar a los 
damnificados del derecho a la indemnización. 
Buscando armonizar todos los intereses en jue- 
go, y teniendo presente la responsabilidad so- 
cial admitida en la génesis de estos delitos, la 
solución consecuente es la adoptada. 


F) También se extingue ex lege todas las san- 
clones accesorias o complementarias, cualquiera fuere 
su naturaleza. Las personas involucradas recuperarán 
de inmediato y sin necesidad de trámite o gestión al- 
guna los derechos perdidos, limitados o suspendidos. 


No existe razón alguna para postergar la entrada 
en vigencia de la ley. Los argumentos que fundan la 
necesidad de ésta, revelan a la vez la urgencia de su 
aplicación. Estando en manos del legislador el determi- 
nar cuál será la fecha de entrada en vigor de la nor- 
ma, hemos escogido la via más rápida y efectiva. Por 
ello el Art. 7% establece: La Ley de Amnistía entrará 
en vigencia el día mismo de su sanción. Naturalmente 
se excluyen de la amnistía a los delitos cometidos al 
amparo del poder del Estado, los que deberán ser juz- 
gados por los tribunales del fuero común. No se jus- 
tifica una amnistía que alcance: también a estos actos 
practicados en el ejercicio de la función pública, con 
la garantía de la impunidad y en perjuicio de perso- 
nas indefensas o privadas de su libertad. El más ele- 
mental sentido de justicia reclama la investigación de 
los hechos, la determinación de las responsabilidades y 
el castigo de aquéllos que hubieran cometido estos de- 
litos. 


NOTAS 

(1) Frente Amplio. “Declaración Constitutiva”. 

(2) Discurso del Gral Líber Seregni del 29 de abril 
de 1972, 

(3) Dres, Luis Alberto Viera (Catedrático de Derecho 
Procesal no reelecto por la Intervención de la Uni- 
versidad) y Santiago Iruleguy Viera (Defensor en 
Causas Militares): “Por qué la amnistía no puede 
ser sino general e irrestricta”. Montevideo, 1984 - 
Pág. 15, : 

(4) Dres, Viera e Iruleguy - Op. cit. pág. 16. 

(5) Cfr. Viera e Iruleguy - Op. cit. pág. 5/11 y Eduar- 
do Acevedo: “Anales Históricos del Uruguay”. 

(6) 3. Jiménez de Aréchaga - “La Constitución Nacio- 
nal” T. UT pág. 69. 

(7) Viera e Iruleguy - Op. cit. pág. 4/5. 


Montevideo, 15 de febrero de 1985. 


José Germán Araújo, Hugo Batalla, José Pedro 
Cardoso, Enrique Martínez Moreno, Francisco Ro- 
dríguez Camusso, Luis Alberto Senatore. Senadores.” 


Carpeta N% 65 


Repartido N% 9 
Marzo de 1985 


“Montevideo, 6 de márzo de 1985, 
Sr. Presidente del Senado Dr. Enrique Tarigo. 
Los senadores que suscriben hacen suyo y presentan 


el mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Eje- 
cutivo, referente a un conjunto de normas destinadas a 
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lograr la Pacificación Nacional solicitando 
considere en este Cuerpo, y did 


Jorge Batlle Ibáñez, Carlos W. Cigliuti, Eduardo 
Paz Aguirre, Luis B. Pozzolo, Américo Ricaldoni, 
Juan A. Singer, Alfredo Traversoni, Juan J. Zo. 
rrilla, Senadores.” ” 


Montevideo, 19 de marzo de 1985. 
Señor Presidente de la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el proyecto 
de ley que se acompaña y que contiene un conjunto de 
normas destinadas a lograr una efectiva pacificación na- 
cional, imprescindibles para consolidarse la reinstitucio. 
nalización de la República. 


El país ha atravesado un largo y penoso período 
durante el cual se han quebrantado los principios bási. 
cos de la convivencia democrática y desconocido los de- 
rechos inherentes a la persona humana. El clima de vio- 
lencia social y la represión inmoderada han generado 
odios y dividido a los habitantes de esta tierra. Pese a 
haberse superado la crisis institucional, se mantlenen 
abiertas las heridas y es necesario llevar a cabo acciones 
tendientes a restablecer un clima de concordia y el es- 
píritu de fraternidad, indispensables para el normal jue- 
go de los mecanismos democráticos que reposan en el 
mutuo respeto de todos los integrantes de la comunidad 
política. 


En el proyecto que se adjunta el Poder Ejecutivo ha 
previsto las principales medidas pacificadoras que en- 
tiende deben adoptarse de inmediato sin perjuicio de 
aquellas otras que, por exigir un análisis más profundo 
y pormenorizado, requerirán la sanción de leyes especia- 
les. Al hacerlo concreta su firme propósito de respetar 
las bases ideológicas que inspiran el estilo de vida na. 
cional y reconstruir un orden cimentado en la libertad 
y la justicia, 


El proyecto comprende normas que comprometen al 
Estado uruguayo en lo referente al respeto y defensa de 
los derechos humanos mediante la aprobación de la Con- 
vención Americana de Derechos Humanos, firmada en la 
ciudad de San José de Costa Rica el 22 de noviembre 
de 1969. Consagra una amnistía amplia y generosa que 
abarca a todos los partícipes y encubridores de delitos 
políticos y conexos cometidos durante los largos años 
de conmoción interna, con la sola excepción de los res- 
ponsables de delitos de homicidio consumados en cuyo 
caso habilita su liberación con intervención de la jus: 
ticia ordinaria. Crea la Comisión Nacional de Repatria- 
ción con la finalidad de facilitar el regreso al país de 
todos los uruguayos que se encuentran en el extranjero. 
Deroga la Ley de Seguridad del Estado, así como aque- 
llas leyes que establecieron la incautación provisoria y 
confiscación de los efectos del delito y de los bienes 
muebles, inmuebles o semovientes que hubieren servido 
de instrumento de ejecución o destinados a dicha ejecu- 
clón y que ampliaron el ámbito de la jurisdicción militar. 
Restituye al Poder Judicial la facultad de conceder la 
gracia e introduce modificaciones al sistema represivo en 
consonancia con Jas directivas de la doctrina contempo- 
ránea, al derogar las medidas de seguridad eliminatorias. 


Es innecesario destacar la importancia que el Poder 
Ejecutivo le asigna a la vigencia de las normas proyec. 
tadas. A efectos de no dilatarla prevé su aplicabilidad 
a partir de la fecha de la promulgación de la ley. 


El Poder Ejecutivo ha querido que éste sea el pri. 
mer mensaje que remite al Parlamento en cumplimiento 
del compromiso que ha asumido ante la ciudadanía de 
consagrar lo mejor de sus esfuerzos al logro de una con- 
vivencia pacífica que posibilite los cambios en un clima 
de armonioso y patriótico entendimiento, sin espíritu d 
revancha ni concesiones a la violencia. + 
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I. La Convención Americana de Derechos Humanos 


1. Esta Convención, como es notorio, fue aprobada 
por la Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derechos Humanos, que cumplió sus tareas del 7 al 22 
de noviembre de 1969 en la ciudad de San José de Cos” 
ta Rica. 


Además de ampliar considerablemente el contenido 
y alcance de la “Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre” aprobada en la Novena Conferen- 
cia Interamericana, celebrada en Bogotá (1948), el Pac- 
to San José de Costa Rica constituye un eficaz sistema 
internacional de protección de tales atributos, que ad- 
mite incluso reclamaciones individuales. 


Se inspira muy directamente en la Convención Eu- 
ropéa de Derechos Humanos aprobada en Roma el 4 de 
noviembre de 1950, y contempla el funcionamiento de 
dos órganos jurisdiccionales en la materia, con compe- 
tencia supranacional reconocida por los Estados pactan- 
tes, que son la Comisión Interamericana y la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos. 


No procedería, dentro del marco naturalmente lim'- 
tado de este mensaje, proceder a una exégesis exhaus- 
tiva de los textos convenidos en San José y, en conse- 
cuencia, el Poder Ejecutivo se limitará a destacar la 
trascendencia que la Convención reviste para el Uruguay 
en el presente proceso de restauración de sus institucio- 
nes democráticas, así como a exponer las ideas funda. 
mentales en que se basa su estructura y filosofía. 


2. El gobierno emanado de la voluntad popular a 
través de las elecciones democráticas del pasado 25 de 
noviembre tiene como uno de sus más firmes y destaca- 
dos propósitos, el de restablecer desde el acto mismo 
de su asunción, la plena vigencia y respeto de los dere- 
chos humanos en el país, reencontrándose así con la 
auténtica tradición histórica y cultural de la República. 


Dentro de este contexto, el gobierno entiende, con 
la mejor doctrina sobre la materia, que tratándose de 
derechos internacionalmente reconocidos, la protección 
jurídica que: ofrece el derecho interno debe ser comple- 
mentada y afirmada con otra de carácter internacional, 
a través de órganos supranacionales encargados de tu. 
telar estos atributos básicos del hombre. De acuerdo con 
esta. orientación, el gobierno se propone dar su ratifi- 
cación a la Convención Americana sobre Derechos Hu- 
manos, aceptando la competencia y jurisdicción de los 
“órganos creados por ella. 


Sabido es que en los últimos once años, nuestro país 
no ha- estado al margen de la situación de desconoci. 
miento y desamparo de los derechos fundamentales que 
imperó en gran parte de las naciones latinoamericanas 
y que hoy, afortunadamente, se ha disipado con la re- 
conquista del régimen democrático en la mayoría de es" 
tos países. Precisamente por ello, en esta etapa inaugu- 
ral en la recuperación de nuestras instituciones repre- 
sentativas, la ratificación del Pacto de San José reviste 
para el gobierno un hondo significado ideológico y doc- 

“ trinario, desde que ello importa revisar en profundidad 
la postura política de las autoridades de facto dimana- 
das del golpe de estado de 1973, reinsertando al Uru- 
guay en el concierto de las naciones democráticas res- 
petuosas de sus compromisos internacionales y de modo 
particular, en una materia tan sensible como lo es la 
de los derechos humanos. 


El Uruguay se caracteriza por poseer una tradición 
larga y honrosa en materia de derechos humanos. Desde 
su Origen mismo como naclón, estas prerrogativas re- 
presentan el principal pilar de nuestra organización po- 
lítico-soclal. Es más, todas nuestras Cartas Fundamenta-. 
les desde la de 1918, pasando por las de 1934, 1942 y 
1952, hasta la hoy nuevamente vigente de 1967, en to- 
das ellas, los derechos, deberes y garantías de la per- 
sona humana fueron 'explicitados bajo la forma de una 
anunciación que, no obstante, “no excluye los otros que 
son inherentes a la personalidad humana o se derivan 
de la forma republicana de gobierno”, tal como reza el 
art, 72 de la Constitución vigente. 
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El pensamiento político-liberal que hace .del hombre 
el valor supremo de la democracia, sín admitir que más 
allá y por encima de la persona humana existen valores 
ante los cuales ésta deba doblegarse y resignarse, apa- 
rece pues enraizado en los orígenes mismos de la nacio- 
nalidad oriental. Tal como lo expresa el recordado cons- 
titucionalista doctor Aníbal Barbagelata, esta noción del 


- hombre se encuentra “en el substrato filosófico de las... 


Instrucciones del Año XIII y en el de las Constituciones 
artiguistas y se adentra luego, definitivamente, en la 
conciencia del pueblo uruguayo. Se 'halla en la mira de 
sus grandes estadistas y de sus políticos menores. Alien. 
ta permanentemente en la obra de creación de las nor- 
mas, fundamentales o no, del país. Inspira la doctrina 
de sus juristas y las sentencias de sus jueces. Trasciende 
a los pensadores y a los hombres de ciencia. Orlenta Jas 
grandes reformas de sus grandes pedagogos y la labor 
cotidlana menuda pero fecunda, de sus maestros sin 
nombre y de sus profesores sin gloria”. 


La especial concepción de la vida y del mundo que 
la democracia es, impone al Estado, naturalmente, ca- 
racterísticas especiales. El Estado democrático es un 
Estado sometido al Derecho y es por eso un Estado de 
Derecho que se contrapone no solamente al Estado tota- 
litario sino también al autoritario. Constituye en rigor 
un medio destinado a preservar el pleno ejercicio de los 
derechos fundamentales del hombre, es decir, un instru. 
mento al servicio de su realización y tutela. En el Uru- 
guay, todas sus Constituciones responden a la filosofía 
democrática y contienen un amplio y satisfactorio inven- 
tario, no taxativo desde la Constitución de 1918, de los 
derechos fundamentales del hombre. 


Desde la Conferencia de San Francisco (1945), la 
posición de nuestro país fue clara y terminante: los de: 
rechos y deberes de la persona humana debían ser enu. 
merados, en forma de obligación exigible, por medio de 
Tratados; y debían consagrarse, además, garantías jurls- 
diccionales internacionales que aseguraran su ineludible 
vigencia. 


Cabe recordar en este sentido la fórmula sobre De- 
beres y Derechos de la Persona Humana, redactada por 
el ilustre profesor doctor Juan Andrés Ramírez y que 
fuera aprobada por el Instituto Uruguayo de Derecho 
Internacional, así como los puntos de vista defendidos 
por el igualmente destacado profesor doctor Juan José 
Carbajal Victorica en la Comisión de Derechos Humanos 
reunida en Ginebra en enero de 1948, sin olvidar, por 
supuesto, el informe del brillante representante urugua" 
yo ante la Novena Conferencia Panamericana reunida 
en abril de 1948 en Bogotá, doctor Dardo Regules, en 
la que, como se sabe, se aprobaron la “Carta de la Or- 
ganización de los Estados Americanos” y la “Deciara. 
ción Americana de Deberes y Derechos del Hombre”. 


Esta posición fue relterada en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas reunida en París en diciembre 
de 1948, al aprobar la Declaración Universal de los De- 
rechos Humanos. en cuya redacción participó el siem" 
pre recordado constitucionalista uruguayo profesor doc. 
tor Justino Jiménez de Aréchaga. 


Es así que nuestro país ha renovado, bajo gobiernos 
democráticos y con el aporte de su mejor doctrina, su 
convicción y compromiso permanente e incondicional de 
cumplir y de hacer cumplir los derechos inherentes a 
la persona humana, tanto en el campo interno como 
internacional, más allá de cualquier tipo de condicio. 
namiento. 


Esta tradicional línea de acción, sostenida sin flsu- 
ras también por las grandes colectividades políticas de 
la República, fue abandonada por el gobierno militar 
quel a partir -del golpe de estado de 1973, pretendió erl- 
gir la Goctrina de la seguridad nacional, en cuyo nom- 
bre se conculcaron reiteradamente los derechos humanos 
y sus garantías. 

Como resulta Obvio, tales restricciones y transgre- 
siones tuvieron una amplia repercusión en el ámbito in- 
ternacional, que se exteriorizó y concretó en las múlti- 
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ples denuncias de que fue objeto el gobierno uruguayo 
ante diversos foros internacionales por violación de los 
derechos humanos, tanto en el seno de las Naciones Uni- 
das como en el ámbito de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Hoy, restaurada la democracia en el país y asegu- 
rada en lo interno la plena vigencia de los derechos fun- 
damentales de la persona humana, consustanciales con 
dicho sistema de vida y de organización política, se tor- 
na imperioso e imprescindible adoptar también todas 
aquellas medidas que conduzcan a la protección de tales 
derechos en el plano internacional. Es que, como lo afir- 
ma Aníbal Barbagelata en su Breviario sobre la Demo. 
cracia. “la proclamación y ensayo de protección interna- 
cional de los derechos del hombre, no es sino el coro. 
lario de la valoración que del hombre, y del hombre 
como individuo, realiza la concepción democrática en 
todos los campos”. 


3. Uno de los grandes empeños de nuestro tiempo 
ha sido la concepción y adopción de los primeros siste- 
mas de tutela internacional de los derechos humanos. 


En la práctica, una larga y penosa experiencia ha 
hecho evidente que las grantías internas de los Estados, 
¡no aseguran en muchos casos el pleno y debido respeto 
a las prerrogativas esenciales del ser humano, que re. 
sultan desconocidas por los propios gobiernos, especial- 
mente cuando responden a regimenes de facto, donde 
las víctimas de los abusos del poder carecen de órganos 
internos imparciales y eficaces ante los cuales puedan 
recurrir en demanda del restablecimiento de sus derechos 


y libertades. 


La idea de una tutela internacional de' los derechos 
humanos encontró no pocas resistencias, tanto en el 
campo político como en el jurídico. Por un lado, el an- 
tiguo y anacrónico concepto de una soberanía nacional 
absoluta se oponía a toda ingerencia foránea en los 
asuntos internos de los Estados. En ciertos casos, esta 
oposición envolvía y aún envuelve al encubierto pro- 
pósito de las dictaduras de impedir toda actuación in- 
ternacional para ocultar sus excesos. Con el tiempo, esta 
objeción fue superada al cobrar fuerza un nuevo con- 
-cepto de soberanía sujeto 2 limitaciones derivadas de! 
orden moral y del bien común de la comunidad inter- 
nacional. 


Por otra parte, en el campo jurídico, durante mucho 
tlempo, se mantuvo la tesis de que sólo los Estados po- 
dían ser sujetos del Derecho Internacional, calidad que 
se les negaba a los individuos. Este criterio también 
fue modificado y en las últimas décadas, la opinión de 
la mayor parte de los internacionalistas —como Ver- 
dross, Lauterpacht, Mirkine Guetzevitch, Jiménez de 
Aréchaga (Eduardo) y otros— admiten con mayor o 
menor amplitud, aque la persona humana, individualmen- 
te considerada, también es sujeto del Derecho Interna- 
cional. 


La necesidad social y moral de una defensa efectiva 
de los derechos humanos, unida a una creciente apertura 
de la doctrina política y jurídica en la materia, ha he- 
cho posible la realización en nuestro siglo de esta no- 
table conquista en el orden internacional. 


Nuestro pais ha sostenido una posición claramente 
favorable respecto de la internacionalización de los de- 
rechos humanos: ellos: deben ser consagrados en forma 
de obligación exigible, por medio de Tratados; pero de- 
ben existir. al mismo tiempo, garantías jurisdiccionales 
internacionales que les aseguren su vigencia. Como lo 
ha expresado el doctor Dardo Regules en el informe 
eltado, Uruguay, desde la Conferencia de San Francisco, 
ha proclamado en todo momento la misma tesis esen- 
cial: reconocimiento y protección internacionales. son 
vérminos con unidad de bronce. Reconocer derechos sin 
protección internacional, es dejarlos librados al juego de 
las dictaduras, dando el doloroso espectáculo de firmar 
estatutos declarativos con gobernantes que violan los de. 
rechos. E 
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Los derechos humanos han concitado en el ámbito 
internacional la atención tanto del foro mundial (Naclo- 
nes Unidas) como en los regionales europeo y americano. 


En el ámbito regional americano, el primer paso en 
la internacionalización de los derechos humanos, fue la 
aprobación, en la Novena Conferencia Interamericana de 
Bogotá (1948), de la “Carta de la Organización de los 
Estados Americanos” (reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires en 1967) y de la “Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes esenciales del Hombre”. 


Es cierto que diversas contingencias políticas han 
dificultado y, en gran parte, afectado, la marcha de esta 
Organización; pero ello no es óbice para reconocer el 
valor de sus objetivos y el notable progreso que signi- 
ficó su creación en la convivencia de los Estados y en 
el esfuerzo por lograr una verdadera protección de los 
derechos humanos. En este último aspecto; cabe destacar 
la reafirmación, que la Carta realiza como principio, de 
“los derechos fundamentales de la persona humana sin 
hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo” 
CArt. 59) y la obligación de respetar “los derechos de 
la persona humana y los principios de la moral univer- 
sal” (Art. 13). 


La Declaración Americana de los Derechos y Debe- 
res esenciales del Hombre, suscrita el 2 de mayo de 
1948, que antecedió en varios meses a la Declaración 
Universal de las Naciones Unidas, consagra un amplio 
catálogo de tales derechos y deberes, y aun cuando no 
fue adoptada bajo forma de Tratado ni estuvo acompa - 
ñada de un sistema de garantias internacionales para su 
protección, representó el primer jalón relevante en el 
camino hacia el reconocimiento y protección internacio. 
nal de los derechos humanos en el ámbito americano. 
Sus antecedentes más importantes e inmediatos fueron 
la resolución de la Conferencia Interamericana sobre 
Problemas de la Guerra y de la Paz (México 1945), 
pronunciándose en favor de un sistema de protección 
internacional de los derechos esenciales del hombre, y 
el Trátado Interamericano de Asistencia ¡Recíproca 
(TIAR) suscrito en Río de Janeiro en 1947, cuyo Preám- 
bulo proclama que “la paz se funda en la justicia y en 
el orden moral y, por tanto, en el reconocimiento y pro" 
tección internacional de los derechos y' libertades de la 
persona humana”. 


Algunos años más tarde, en 1954, se reúne en Cara- 
cas la Décima Conferencia Interamericana, cuyo resul 
tado político más importante y al cual contribuyó en 
forma gravitante la delegación Uruguaya a través de 
las intervenciones de su representante Justino Jiménez 
de Aréchaga, fue la denominada Declaración de Caracas, 
en donde los Estados Americanos renovaron “su convie.- 
ción de que uno de los medios más eficaces para robus- 
tecer sus instituciones democráticas consiste en fortale. 
cer el respeto a los derechos individuales y sociales del 
hombre sin discriminación alguna, y en mantener y esti- 
mular una política de bienestar económico y justicia so. 
cial destinada a elevar el nivel de vida de sus pueblos”. 


La Quinta Reunión de Consulta efectuada en San- 
tiago de Chile en 1959, tuvo la importancia de haber 
creado la primera Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos que, dentro de lo restringido de sus atribuclo- 
nes y los límites impuestos por su estatuto, ha desarro- 
llado una valiosa labor, no sólo €n la promoción, sino 
también en la defensa de los derechos humanos, especia). 
mente en Santo Domingo y Cuba. La Carta reformada 
de la OEA de 1967, vigente desde el 27 de febrero de 
1970, incluyó a la Comisión Interamericana Como uno 
de los órganos de la organización (arts. 51 y 112). 


Por último, esta evolución hacia el reconocimiento 
y protección efectiva de los derechos del hombre dentro 
del sistema americano, culmina y alcanza su máxima 
expresión con la aprobación el 22 de noviembre de 1269 
en San José, Costa Rica, de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, la que entró en vigor el 18 de 
julio de 1978 y en la actualidad rige entre 17 países 
americanos. 


20005. 


1. La Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 


Sus antecedentes mediatos se encuentran en la re- 
ferida Novena Conferencia Interamericana de Bogotá 
(1948), que encomendó a la Comisión Jurídica Interame- 
ricana la elaboración de un Proyecto de Estatuto para 
crear una Corte Interamericana encargada del control 
de los derechos humanos. La Décima Conferencia Inter- 
americana (Caracas 1954), encargó al Consejo de la 
OEA que continuara el estudio de csta iniciativa. Luego, 
en la Quinta Reunión de Consulta (Santiago de Chile, 
1959), se encomendó al Consejo Interamericano de Ju- 
risconsultos la elaboración de un Proyecto de Conven- 
ción Americana de Derechos Humanos, el que fue redac- 
tado el mismo año y sometido posteriormente a la con- 
sideración de la Conferencia reunida en San José de 
Costa Rica en noviembre de 1969, 


Entre los trabajos preparatorios de la Convención, 
cabe indicar el Proyecto elaborado por el Consejo Inter- 
americano de Jurisconsultos (Santiago 1959), el que, 
además de contener previsiones sobre los derechos sus" 
tantivos, contemplaba ya la existencia de una Comisión 
y una Corte, La Segunda Conferencia Interamericana 
Extraordinaria (1965) conoció de este Proyecto y lo en- 
vió al Consejo de la OEA, juntamente con los proyectos 
presentados por Chile y Uruguay, con solicitud de que 
fuera actualizado, previa tonsulta con la Comisión Inter- 
americana de Derechos Humanos. 


El 12 de junio de 1968 el Consejo de la OEA soli. 
citó a la Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos la redacción de “un texto revisado y completo del 
Anteproyecto de la Convención”, el que fue luego adop- 
tado como documento de trabajo en la Conferencia Es- 
Decializada de San José, 


La Convención consta de un Preámbulo, una Parte I 
relativa a Deberes de los Estados y Derechos proteg!- 
dos, una Parte II destinada a los Medios de la Protección 
y una Parte 511I de Disposiciones Generales y Transitorias. 


La doctrina internacionalista es conteste en señalar 
aue el Preámbulo consagra la filosofía política que ins- 
pira la Convención. Ella se trasunta en la estrecha e 
indisoluble relación que existe en el sistema regional 
de promoción y protección de los derechos humaños en. 
tre el respeto a estos derechos y el régimen democrático 
representativo de gobierno, 


El mismo Preámbulo funda la idea de protección 
internacional de los derechos humanos estableciendo que 
éstos no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado, sino que tienen como fundamento los atributos 
de la persona humana. 


En cuanto a la Parte I, su capítulo 1 efectúa la enu- 
meración de los Deberes de los Estados Partes en Ja ma- 
teria; en el capítulo IT se prevén Jos Derechos Civiles y 
Políticos; en el capítulo 111 se consagran los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, previéndose en el 
capítulo IV la Suspensión de Garantías en determinados 
casos y la forma de interpretación y aplicación de la 
Convención, y en el capítulo V los Deberes de las per. 
sonas. 


De la Parte I cabe destacar por su importancia el 
compromiso formal de los Estados de respetar los dere- 
chos y libertades reconocidos en la Convención, asf co- 
mo el de garantizar su ejercicio y adoptar “las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y obligaciones”. 


En cuanto a los Derechos Civiles y Políticos prote- 
gidos por la Convención, su enumeración en el capítulo 
11 de la Parte 1 es muy amplia, incluso mayor que la de 
la Convención Europea de los Derechos del Hombre (Ro- 
ma 1950), que constituyó su fuente inmediata de inspi. 
ración, Los derechos humanos consagrados a texto ex- 
preso en el capítulo 11 de la Parte 1 de la Convención 
son los siguientes: derecho a la vida, a la integridad 
personal, prohibición de la esclavitud y servidumbre, 
derecho a la libertad personal, derecho a la indemniza- 
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ción por error judicial, protección de la honra y de la 
dignidad, libertad de conciencia y de religión, libertad 
de pensamiento y de expresión, derecho de rectificación 
o respuesta, derecho de reunión, libertad de asociación, 
“derecho al nombre, derechos del niño, derecho a la na- 
cionalidad, a la propiedad privada y derecho de circu- 
lación y de residencia, derechos políticos, igualdad ante 
la Ley. Se consagra también el derecho a la garantía 
judicial —derecho de tener “su día ante los Tribunales 
y el debido proceso”-—- así como el principio de legali- 
dad en materia penal y de retroactividad; esta última 
sólo se admite si la Ley impone pena más leve. 


Es fácilmente perceptible que ninguno de estos de. 
rechos es desconocido dentro del orden constitucional 
uruguayo y la mayor parte de ellos han sido objeto de 
una consagración similar, 


El capítulo III de la Parte I se ocupa de los Dere- 
chos Económicos, Sociales y Culturales, estableciendo el 
compromiso de los Estados Partes de adoptar providen- 
cias, tanto a nivel interno como mediante la coopera. 
ción internacional, para lograr progresivamente la plena 
efectividad de los derechos que se derivan de las nor. 
mas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 
cultura, contenidos en la Carta de la OEA, por vía legis. 
lativa u otros medios apropiados, 4 


El captíulo-V de la misma Parte 1 informa acerca 
de los deberes de las personas para con la familia, la 
comunidad y la humanidad, estableciendo como límite 
de los derechos de cada persona los derechos de los de. 
más ,la seguridad de todos y las justas exigencias del 
bien común, en una sociedad democrática. 


La Parte II de la Convención, tan importante como 
la primera, regula su tutela internacional a través de la 
creación y funcionamiento de dos órganos supranaciona- 
les en la materia, que son la Comisión Interamericaña 
de Derechos Humanos (que incorpora al órgano de la 
misma denominación que venía actuando dentro de Ja 
órbita de la OEA) y la Corte Interamericana de Dere. 
chos Humanos. E 


Se observa aquí la voluntad de los Estados Partes 
de autolimitar sus respectivas soberanías sometiéndose 
a autoridades internacionales de carácter reglonal, con 
el objeto de garantizar en forma efectiva la observancia 
de los derechos humanos en sus correspondientes terri. 
torios. La Convención no es pues un instrumento más 
limitado a la enumeración de las prerrogativas esencia. 
les del ser humano y su reconocimiento jurídico, sino 
que constituye, además, una Ley internacional positiva 
cautelada por órganos supranacionales, 


La Convención establece un eficaz sistema de tutela 
supranacional de los derechos y libertades, a través de 
la creación y funcionamiento de los dos órganos jurisdic. 
cionales ya nombrados. 


La Comisión tiene como función principal la de pro. 
mover la observancia y la defensa de los derechos hu- 
manos. Es competente para conocer de las peticiones que 
formulen personas o grupos de personas o entidades no 
gubernamentales sobre la violación de los derechos re- 
conocidos en la Convención por un Estado Parte. En este 
aspecto, cuando se trate del examen de comunicaciones 
en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte 
ha incurrido en violaciones de derechos huníanos, la com- 
petencia de la Comisión requiere para hacerse efectiva, 
el cumplimiento de una condición complementaria a. su 
ratificación: la declaración expresa de reconocimiento 
de esta competencia, que puede hacerse en el momento 
del depósito del instrumento de ratificación o adhesión 
o en cualquier otro momento posterior, pudiendo ade. 
más formularse esta declaración para que rija por tiem- 
po indefinido, por un período determinado o para casos 
especiales. 

La Corte, por su parte. es competente para conocer 
de todos los asuntos concernientes a la interpretación y 
aplicación de la Convención, que le sean sometidos por 
los Estados Partes. Para que pueda hacerse efectiva, se 
requiere también la declaración expresa de reconocl. 
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miento de la competencia obligatoria de la Corte. Para 
que la Corte pueda actuar, además, es condición previa 
que haya fracasado la conciliación intentada por la Co. 
misión. Cabe advertir también que los particulares no 
pueden ejercer directamente sus acciones ante la Corte, 
la que sólo actúa a requerimiento de los Estados Partes 
o de la Comisión. El fallo que dicta este Tribunal es 
definitivo y obligatorio para los Estados Partes. 


Nuestro país suscribió esta Convención formulando 
la siguiente reserva cuya procedencia reitera hoy nue- 
vamente”el Poder Ejecutivo ante la Asamblea General: 
“El artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la Re- 
pública Oriental del Uruguay establece que la ciudada 
nía se suspende, por la condición de legalmente proce- 
sado en causa criminal de que puede resultar pena de 
penitenciaría', Esta limitación al ejercicio de los dere- 
chos reconocidos en el Artículo 23 de la Convención no 
está contemplada entre las circunstancias que al respec- 
to prevé el parágrafo 2 de dicho Artículo 23, por lo que 
la UA del Uruguay formula la reserva perti. 
nente”. 


4. Como consecuencia de múltiples denuncias ele- 
vadas a la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 
manos (CIDH) por violaciones reiteradas de los derechos 
humanos en el Uruguay, aquélla decidió en su trigésimo 
noveno periodo de sesiones (octubre-noviembre de 1976), 
elaborar su primer informe especial sobre nuestro país 
el que fuera aprobado en su cuadragésimo período cele- 


brado en Washington en febrero de 1978, no obstante la | 


negativa del Gobierno de Uruguay de permitir una in. 
vestigación “in loco” de los hechos denunciados. 


Las conclusiones de la CIDH hacen mención a la 
perpetración de graves violaciones contra los siguientes 
derechos humanos en nuestro país: el derecho a la vida, 
a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona; 
el derecho a la libertad de opinión, expresión y difusión 
del pensamiento; el derecho de justicia; el derecho a 
proceso regular; el derecho de reunión y asociación; el 
derecho de sufragio y de participación en el gobierno. 

Se formularon asimismo recomendaciones al Gobier- 
no uruguayo a fin de que éste adoptara las medidas 
apropiadas para cooperar con la CIDH de una manera 
más eficaz, disponiendo una investigación completa e 
imparcial para determinar los autores de las muertes por 
apremios físicos de aquellas personas detenidas O arres- 
tadas; restableciendo las visitas de cárceles o de causas 
por la Corte Suprema. que fueron suspendidas por ei 
Decreto Ley N% 14.493, del 29.12.75; excluyendo a los 
menores de 18 años de las medidas prontas de seguri- 
dad y si incurrieren en actos presuntamente ilegales o 
contrarios al orden público ponerlos a la disposición 
del Juez de Menores competente y recluirlos en lugares 
distintos de los destinados a la detención de adultos 
poniendo en libertad a los detenidos bajo medidas pron- 
tas de seguridad sin formulación de cargo alguno O so- 
meterlos a proceso regular si hubiere motivo legal para 
ello; y adoptando las medidas necesarias para prevenir 
y reprimir cualquier abuso contra las personas detenidas. 


La. Asamblea General de la OEA por resolución 
N9 369 adoptada en su Octavo Período de sesiones (ju- 
nio de 1978), recomendó al Gobierno del Uruguay po- 
ner en práctica los medios y medidas propuestas por la 
CIDH para asegurar la vigencia de los derechos huma- 
nos y considerar la posibilidad de cooperar con ella e 
invitarla para una visita “in loco”. 

La CIDH en cumplimiento de subsiguientes mandatcs 
de la Asamblea General continuó considerando la situa- 
ción de los derechos humanos en el Uruguay e infor- 
mando sobre el particular en los períodos de sesiones 
ordinarios de la Asamblea General noveno (1979), dé.- 
cimo (1980), undécimo (1981), duodécimo (1982), dé- 
cimotercero (1983) y decimocuarto (1984). 

Así, en su informe relativo a los años 1979-80, si 
bien se señala la disminución del número de presos po- 
líticos y de muertes originadas en enfrentamientos, se 
concluye igualmente que la estructura del Gobierno uru- 
guayo se ha mantenido intacta sin adoptarse medidas 
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para corregir los excesos de la represión de la subversión 
y Sin investigar a efectos de establecer la responsabili- 
dad de los autores de tales excesos, 

En cuanto al Proyecto constitucional denominado 
“Principios, bases y condiciones del nuevo texto consti- 
tucional”, elaborado por el Gobierno y sometido al Con- 
sejo de Estado, la CIDH señaló que contenía serias con- 
tradicciones con las normas contenidas en la Declara- 
ción Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y que acentuaba la influencia de mecanismos represivos 
(“estado de subversión” y “estado de guerra”), Tam- 
bién se recogió la grave preocupación de autorizados vo- 
ceros en cuanto a la celebración de elecciones presiden- 
ciales en 1981 con un solo candidato aprobado por las 
Fuerzas Armadas, y la realización de un plebiscito en 
noviembre de 1980 sin un clima adecuado por la falta 
de libertad de prensa, de garantías, etc. 

En 1981-82, la CIDH reiteró sus observaciones res- 
pecto de las limitaciones en materia de derecho a la 
vida, a la libertad física y al debido proceso, al derecho 
de reunión y asociación, al derecho a la libertad de opl- 
nión y expresión, a los derechos políticos y al derecho 
de circulación y residencia, y formuló nuevas recomen- 
daciones en cuanto a su restablecimiento. : 


En 1983-84 luego de referirse al decreto del 2 de a- 
gosto de 1983 que prohibia toda actividad política y la 
difusión de noticias sobre el tema, la CIDH reafirmó la 
necesidad de respetar tales derechos. También tomó co- 
nocimiento del anuncio del Gobierno uruguayo de querer 
retornar a un régimen democrático,” 


En su informe de 1984, la CIDH se detuvo especial- 
mente en el caso de la muerte del doctor Vladimir Ros- 
lik acaecida el 16 de abril de 1984 en el Regimiento N? 9 
de Caballería de la ciudad de Fray Bentos al día siguien” 
te de su detención. 

La CIDH por telegrama del 19 de abril de 1984 dirigi- 
do al Gobierno del Uruguay solicitó información con 
respecto a las versiones conflictivas de las autopsias prat- 
ticadas al «doctor Roslik y continuó en el examen de este 
asunto hasta concluir que “tal hecho y la forma en que 
se llevó a cabo configura una grave violación al Articu- 
lo 1 (Derecho a la vida, libertad, seguridad e integridad 
personal), Artículo IX (Derecho a la inviolabilidad del 
domicilio), Artículo XVIII (Derecho a la Justicia) y Ar- 
tículo XXV (Derecho a la protección contra la detención 
arbitraria) de la Declaracion Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre”. 


El Gobierno de la República ha asumido funciones 
en el día de hoy y al haberse operado, por ende el res- 
tablecimiento ipso jure de las instituciones democráti- 
cas en el pais, el reconocimiento y tutela de los derechos 
humanos, consustanciales a dicho régimen, deben ser 
plenamente amparados. 


En este orden de acontecimientos, no escapa a la 
consideración del Poder Ejecutivo la necesidad de ex- 
tender el reconocimiento y tutela de estas prerrogativas 
esenciales del ser humano al ámbito internacional, aten- 
diendo a las ideas y normas que inspiran su acción y 
que sirven de sustento para la realización de la con- 
cepción democrática en todos los campos, tanto en el 
interno como en el externo. La protección internacio- 
nal de los derechos del hombre, como ya fue afirmado, 
constituye simplemente un corolario de la: valoración 
que del hombre realiza la concepción democrática en el 
campo del nuevo Derecho de Gentes, en donde el indivi. 
duo emerge como sujeto sometido a su tutela. 

El Gobierno de la República, por último, afirma 
que la protección internacional prevista en la Conven- 
ción cuya aprobación se somete a la consideración del 


-Cuerpo Legislativo, para ser eficaz, deberá contar con 


el expreso reconocimiento del Uruguay 2 las competen- 
cias asignadas a la Comisión y. de la Corte Interameri- 
cana de Derechos Humanos en los arts. 45 y 62. 


"Todas estas consideraciones aconsejan, como el Po- 
der Ejecutivo se honra en solicitarlo, ia más pronta y 
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entuslasta aprobación de este importante instrumento 
internacional. 


HI. Normas sobre amnistía 


5. Los llamados institutos de clemencia soberana 
tienen una larga historia. Inicialmente la gracia, ejer- 
cida por el soberano con alcance individual, era una 
consecuencia del carácter de representante divino o de 
monarca absoluto de quien lo concedía. A medida que 
se desarrolla el concepto de Estado como organización 
del poder social la facultad de agraciar se vincula a la 
soberanía y se confía a los órganos que la ejercen. Asi- 
mismo se amplía su alcance y al lado de la gracia in- 
dividual aparece la colectiva. 


En los tiempos modernos el derecho de gracia se 
presenta como una manifestación del derecho del Esta- 
do, único titular de la pretensión punitiva, a renunciar 
a su ejercicio. Es un acto de soberanía por medio del 
cual se expresa la indulgencia política. 


La idea de clemencia como límite de intromisión de 
la política en la esfera de la justicia integra el funda- 
mento de estos institutos, Señala magistralmente Ca- 
rrara que: “la política no puede vencer jamás a la 
justicia a fin de castigar más. La política puede vencer 
a la justicia a fin de castigar menos porque la justicia 
abstracta, cuando ocasiona desorden ya no es justicia 
social”, 


Los institutos de gracia soberana han seguido un 
difícil proceso de definición conceptual a tal punto que 
la delimitación de las distintas categorías es, todavía 
hoy, una tarea compleja. Por otra parte, la legislación 
comparada ofrece un panorama de verdadera anarquía 
terminológica. 


En el derecho uruguayo se emplean las expresiones 
amnistía. indulto y gracia para denominar tres institu- 
tos perfectamente diferenciables, 


La Amnistía y el indulto surgen, en nuestro de- 
recho, con rango constitucional y en la esfera de las 
atribuciones. del Poder Legislativo. 


La gracia, por el contrario, ha sido objeto de re- 
gulaciones legales que la han definido, hasta hace po- 
cos años, tomo atributo del órgano máximo del Poder 
Judicial; hoy es una facultad del Presidente de la 
República. 


La amnistía aparece en la Constitución de 1830 co- 
mo una facuitad de la Asamblea General. La Constitu- 
ción de 1918 mantuvo el texto de la de 1830 el que fue 
modificado por el constituyente de 1934. En ese mismo 
año entró en vigencia el Código Penal, sancionado en 
diciembre de 1933 que prevé la Amnistía y la gracia en- 
tre las causas de extinción del delibo y el indulto entre 
las de extinción de la pena, 


A lo largo de nuestra historia la Amnistía consti- 
tuyó una medida política destinada a apaciguar los áni- 
mos después de insurrecciones, revoluciones oO graves 
perturbaciones del orden, En la fundamentación de to- 
das las leyes de amnistía se acude a la necesidad de 
promover la pacificación nacional y el restablecimiento 
del orden público. 

En doctrina la amnistía se defíne como el olvido 
de uo o más hechos delictuosos para restablecer la 
paz social. No importa un juicio sobre las conductas 
ni sobre sus autores sino tan solo un impediniento para 
el ejercicio de la pretensión punitiva a efectos de lo- 
grar la calma y aquietar las turbulencias de las pasio- 
nes, Es por ello que la amnistía procede, fundamen. 
talmente, en el caso de delitos políticos y conexos con 
dichos delitos a pesar de que en algunos países se la 
suele emplear en materia de delitos electorales, milita- 
res y fiscales, 


Los maestros Justino Jiménez de Aréchaga e Iru- 
reta Goyena subrayan el carácter político de la Amnis- 
tia y su finalidad de sanear el espíritu público transi- 
toriamente convulsionado. 
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La Amnistía es, pues, una manifestación del poder 
soberano por medio de la cual el Estado renuncia a 
castigar a los responsables de ciertos delitos cometidos 
en un lapso establecido, en atención a circunstancias 
extraordinarias y para lograr un objetivo social. 


Formal y sustancialmente la Amnistía es una Ley. 
Jiménez de Aréchaga observa que: “Con la Amnistía se 
afectan directamente los derechos, la libertad y hasta 
los intereses de muchos de los ciudadanos y, en conse- 
cuencia, es lógico que el derecho de concederla se 
atribuya al Poder encargado de hacer las leyes”. 


Si bien la Amnistía es, necesariamente, general pue- 
de ser limitada y condicionada. Es irrenunciable. 


En lo que respecta a la determinación del objeto 
de la Amnistía es imprescindible “tener presente la ne- 
cesidad de una gran precisión terminológica y concep- 
tual que excluya toda discusión interpretativa en la 
etapa de su aplicación. 


La simple referencia al delito político y al carácter 
político de la infracción no asegura la claridad que 
exige toda norma penal y muy especialmente cuando 
se trata de una norma excepcional. Joiner señala que 
los sistemas jurídicos han utiltlzado distintos criterios 
para describir los hechos -constitutivos de los delitos 
abarcados por la norma. Sin embargo éstos no tienen 
un valor absoluto porque dependen, esencialmente, de 
las circunstancias históricas, 


Pueden consistir en la referencia a un aconteci- 
miento especifico O a las jurisdicciones. especiales que 
tuvieron a su cargo el juzgamiento. 


Otro aspecto que debe cuidarse es el relativo a los 
llamados delitos conexos ya que el concepto de conexión 
no siempre es utilizado en su estricta acepción técnica, 
como ha ocurrido en nuestro país, en la órbita de la 
Justicia Militar. 


El Código Penal, en su art. 108 establece que la 
amnistía extingue el delito y si media condena hace 
cesar sus efectos. En caso de existir proceso en trámite 
la amnistía extingue la acción penal pública y debe 
dictarse una sentencia de sobreseimiento. Si el proceso 
no ha sido incoado impide su iniciación y no podrá 
realizarse ninguna investigación que tenga. como objeti- 
vo los hechos amnistiados. Si existe una condena firme 
la pena no puede ejecutarse y si éste ha comenzado a 
cumplirse cesa la ejecución. 


La doctrina en general sostiene que la amnistía 
sólo borra el carácter delictivo del hecho el que subsiste 
materialmente y puede producir todos los efectos juridi. 
cos que le son inherentes, salvo aquellos de naturaleza 
penal. Cesan por el contrario, las obligaciones del art. 
105 del Código Penal. 


Uno de los problemas más difíciles de resolver, en 
ausencia de texto legal, es el relativo a aquellos casos 
en los que existe una condena por varios delitos, am- 
nistíados unos y otros no. La jurisprudencia francesa 
ha decidido que, en ese caso, debe caer la condena pro- 
nunciada y revisarse la causa a efectos de dictar una 
nueva sentencia. 


6. El Poder Ejecutivo considera indispensable pa- 
ra afirmar la paz social la concesión de una amnistía 
amplia y generosa inspirada en la más noble tradición 
humanista de la República. Es así que por el art. 3% 
del proyecto que se adjunta se acuerda amnistía a los 
autores, coaubores, cómplices y encubridores de delitos 
políticos, de delitos comunes y militares conexos con 
delitos políticos o cometidos con un fin político o cuya 
represión obedeciera a finalidades políticas. Este criterio 
de determinación del ámbito de avliracián de la am- 
nistía se complementa con una lUmitación cronológica 
y una referencia a la jurisdicción a efectos de lograr 
una mayor precisión. 


La fecha de 1% de enero de 1964 que figura en el 
texto proyectado responde a la circunstancia de que 
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durante ese año se cometieron los primeros delitos, de 
naturaleza común, cuya finalidad política sólo pudo ser 
establecida posteriormente, La referencia a la jurisdic- 


ción militar contribuye a una más exacta delimitación 


del objeto de la amnistia. Los tres criterios combinados 
excluyen de la- amnistía a los llamados delitos de lesa 
humanidad así como todos los actos de abuso y de 
exceso de poder. ó 


La única limitación se refiere a los autores, coauto- 
res y cómplices de delitos de homicidio intencional 
consumados. , 


No se concibe una convivencia democrática sin el 
pleno y efectivo reconocimiento del respeto a la vida 
humana. Nuestra Carta Magna lo proclama en su Art. 7 
y lo reafirma en su art. 26 al prohibir, expresamente 
la imposición de la pena de muerte. 


El Poder Ejecutivo ha considerado indispensable esa 
limitación para impedir que extravios pasionales o ta- 
matismos políticos oscurezcan el esquema valorativo so 
bre el que reposa nuestro ordenamiento jurídico. 


El restablecimiento de la paz social requiere la libe- 
ración de las personas detenidas o presas con motivo 
de los hechos políticos sociales que conmovieron a la 
sociedad uruguaya pero .no debe significar el descono- 
cimiento de valores fundamentales. El Gobierno está 
obligado a proclamar que el respeto a la vida es la pie- 
dra angular de toda comunidad elvilizada, espetialmen- 
te cuando esos delitos han sido cometidos dentro de 
la vigencia del Estado de Derecho. 


Esta posición coincide con la de aquellos países 
americanos que, en los últimos tiempos, han debido en- 
frentar situaciones similares. : 


La ley colómbiana de 1982 excluye, en Su art. 3% 
los homicidios fuera de combate cometidos con sevicla 
o colocando a la victima en situación de indefensión o 

_ inferioridad o aprovechándose de esa situación. 


La ley brasilera de 22 de agosto de 1979 exceptúa 
de los beneficios de la amnistía que otorga a los con- 
denados por prácticas de crímenes de terrorismo, asal- 
to, secuestro o atentado personal. 


El espíritu de estas leyes es, indudablemente, el de 
condenar la violencia cuando ésta se traduce en accio- 
nes atentatorias de la vida humana, 8 


eS 

En el art. 4% del proyecto y siempre con la finall- 
dad de evitar dificultades en la aplicación de la ley, 
se definen, a los solos efectos de ésta, los delitos polí- 
ticos y los delitos conexos. En el art. 5% se contemplan 
los aspectos procesales de la amnistia estableciéndose 
que el Juez procederá, de oficio, es decir sin necesidad 
de pedimento alguno, a dictar el correspondiente auto 
de sobreseimiento. En el art. 6? se resuelve el pro- 
blema de la determinación de la pena definitiva en 
aquellos casos en 'los que el acusado O condenado debe 
responder por la comisión de dos O más delitos, amnis- 
tlados unos y exceptuados otros. En atención a los ri- 
gores del tratamiento penitenciario sufrido, se dispone 
que la liquidación de la pena se efectúe en la propor- 
ción de dos días de pena por cada día de privación 
de libertad efectivamente suírida. 


E] proyecto de ley confía la revisión a los Tribu- 


nales de Apelaciones en lo Penal los que podrán dis-* 


poner de inmediato la libertad provisional a los reclu. 
sos. Esta disposición se justifica por la circunstancia 
de que todos los reclusos imputados de la comisión 
de homicidios llevan ya cumplida una privación de li- 
bertad que supera el máximo del delito de homicidio 
simple. 


La revisión de las causas a efectuarse por los Tri- 
bunales de Apelaciones es a los solos efectos de la de- 
terminación de la pena definitiva que correspondiere. 
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Por lo mismo se consagra sin perjuicio de los' derechos 
del condenado a la interposición del recurso de revi- 
sión previsto en los arts. 283 y ss. del Código del 
Proceso Penal. 


IV. Derogación parcial de la 
Ley de Seguridad del Estado 


La Ley N? 14.068, de 12 de julio de 1972, llamada de 
Seguridad del Estado, contiene normas de muy diversa 
naturaleza y origen. En efecto, dicha Ley recogió tres 
iniciativas que respondían a la necesidad de introducir 
modificaciones al ordenamiento jurídico vigente para 
contemplar situaciones de hecho que sólo tenían de co 
mún su contemporaneidad. 


El proyecto que se acompaña se limita a la dero- 
gación de aquellas normas que se originan en sucesivos 
pa destinados a encarar la lucha contra la se- 

ión. 


La historia legislativa de dichas normas demuestra, 
acabadamente, que el Poder Legislativo quiso otorgarles 
el carácter de normas temporarias, pese a adoptar el 
procedimiento de trasladar los delitos contra la patria 
al Código Penal Militar. La normalización de la' vida - 
institucional lleva a derogar esas normas y a restable- 
cer una sistemática juridica acorde con los principios 
liberales que inspiran el Derecho Penal Uruguayo. 


Resulta, igualmente, necesario proceder a la supre- 
sión del Decreto-Ley N? 14.373, de 13 de mayo de 1975, 
que regula la incautación provisoria y la confiscación 
de los bienes muebles, inmuebles y semovientes, asi co- 
mo la del Decreto-Ley N* 14.493, de 29 de diciembre 
de 1975, que declara privativo de la jurisdicción militar 
el enjuiciamiento y castigo de los delitos tipificados por 
el Capitulo VI bis del Código Penal Militar. La de- 
rogación del Decreto-Ley N?* 14.734, de 28 de noviem. 
bre de 1977, es una consecuencia del restablecimiento 
de la facultad de la Suprema Corte de Justicia de 
ejercer el derecho de gracia. 


V. Reformas al sistema represivo 


La sanción de una ley de amnistía suele generar 
un clima de inquietud en los Establecimientos de Re- 
clusión destinados a presos comunes. Es justo y ne: 
cesario que la ley contemple esa inquietud e incorpore 
algunas normas indicativas de un cambio sustancial en 
la orientación de la política criminal del Estado, que 
ya debería haberse adoptado a esta altura. 


En la Exposición de motivos al Proyecto del Código 
Penal Español de 1980, se recuerda que “las dictaduras 
profesan una concepción autoritaria del Derecho Penal 
que las lleva a exasperar la gravedad de la amenaza 
penal en lo que ven un remedio para reprimir todo aque- 
llo que no son capaces de resolver. 


El Derecho Penal es particularmente sensible a los 
cambios de la filosofía política inspiradora del ordena- 
miento constitucional. El retorno.a la democracia impo- 
ne introducir modificaciones que evidencien las ideas 
que las sustentan. 


En este sentido el proyecto recoge una vieia aspi- 
ración de la doctrina nacional coincidente con las más 
modernas tendencias penológicas. 


En el art. 10 del proyecto se suprime el instituto 
de las medidas de seguridad eliminativas previsto en el 
art. 92 inc. 3 del Código Penal. 


Los juristas y los criminólogos de casi todos los paí- 
ses del mundo que acogieron el sistema del ““doppio bi- 
nario” proclaman su estrepitoso fracaso. 


El ilustre profesor brasileño Heleno Fragoso reco- 
noce la total inoperancia "del sistema y observa que la 
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diferencia entre pena privativa de libertad y medidas 
de seguridad detentiva es puramente conceptual. 


En Alemania Jescheck, después de analizar los ras- 
gos fundamentales del movimiento internacional de re- 
forma del Derecho Penal, afirma que: “La solución de 
la doble vía para el problema del delincuente habitual 
peligroso se encuentra en retroceso”. 


Por su parte Zaffaroni niega la admisibilidad de las 
medidas en cualquier supuesto que no sea el de inca- 
pacidad síquica y consigna que las llamadas medidas 
predelituales son casos de penas sin delito y las post- 
delituales son penas agravadas O formas de agravar pe- 


nas”. 


En el Uruguay las medidas de seguridad eliminati- 
vas se cumplen en los mismos establecimientos que las 
penas y constituyen una verdadera prolongación de la 
pena privativa de libertad impuesta. La más grave de 
todas sus consecuencias es su efecto desmoralizador so 
bre el reo que se convierte en un ser sin esperanza. Las 
estadísticas enseñan que carecen de todo valor como ins- 
trumento de lucha contra la delincuencia. 


Otra modificación al sistema penal contenida en el 
proyecto se reflere al régimen de libertad anticipada. 
En principio, la concesión de la libertad anticipada es 
una facultad de la Suprema: Corte de Justicia. En el 
texto proyectado si el penado ha cumplido las dos ter- 
ceras partes de la pena impuesta la Suprema Corte de 
Justicia debe conceder la libertad anticipada y sólo 
puede negarla, por resolución fundada, en los casos de 
ausencia manifiesta de signos de rehabilitación del con- 


denado. 


En los últimos tiempos y como consecuencia de la 
orientación represiva dominante, la Suprema Corte de 
Justicia ha manejado el instituto de la libertad anticl- 
- pada con un rigor que contradice las finalidades de este 
mecanismo de política criminal. Si a eso se le agrega 
la lentitud en la tramitación, el resultado ha sido la 
total inoperancia del sistema. . 


La fórmula proyectada procura dar la tónica del 
cambio de orientación en materia penal y propiciar la 
rehabilitación del condenado. 


Por último se restituye al Poder Judicial la facultad 
de conceder la gracia. 


VI. La Comisión de Repatriación 


Uno de los problemas más graves.que deben afron- 
tar los países que, como el nuestro, han sufrido una 
larga y penosa dictadura, es la repatriación de aquellas 
personas que, por razones diversas, debieron alejarse 
del país y que desean, lógicamente, volver a él. 


La solución de este problema es compleja y delicada 
y abarca aspectos muy variados. Muchas de esas per- 
sonas han permanecido años en el exterior, perdido el 
contacto con el país y constituida familia en el extran- 
Jero. El regreso al Uruguay no se presenta, por consi- 
guiente, como un mero problema de carácter económi. 
. €o sino multifacético que impone la colaboración de téc- 
nicos de diversas especialidades. 


En el Uruguay se han formado comisiones y grupos 
de trabajo para examinar esta amplia problemática y 
realizar acciones destinadas a salvar los obstáculos y fa- 
ellitar “el retorno. 


Han colaborado con estas gestiones organismos in- 
ternacionales y entidades extranjeras. 'Todos estos es- 
fuerzos se han coordinado a través de la llamada Co- 
misión del Reencuentro. q 
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El Poder Ejecutivo entiende que debe contribuir de- 
cisivamente a facilitar la repatriación de los uruguayos 
y promover la coordinación del esfuerzo público y pri- 
vado. A esos efectos se propone en el proyecto que se 
adjunta la creación de la Comisión Nacional de Repa- 
triación integrada por delegados de todos los Ministerios 
involucrados y de la propia Comisión del Reencuentro. 


El Poder Ejecutivo espera que las normas proyecta. 
das constituyan un verdadero aporte en la gran tarea 
de todos los uruguayos de aflanzar, definitivamente la 
democracia en la República. 


Saluda al señor Presidente con la más alta conside- 
ración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la 
República; Jorge Sanguinetti, Carlos Manini Rios, 
Carlos Pirán, Raúl Ugarte, Ricardo Zerbino, Hugo 
Fernández Faingold, Adela Reta, Roberto Vázquez 
Platero, Juan Vicente Chiarino, Enrique Iglesias. 


PROYECTO DE LEY 


El Senado y la Cámara de Representantes de la Re. 
pública Orlental del Uruguay, reunidos en Asamblea 
General, DECRETAN: a 


Capítulo 1 


Artículo 19 — Apruébase la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, llamada Pacto de Sán José 
de Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo texto forma 
parte de la presente ley. 


Art. 202 — Reconócese la competencia de la Comi. 
sión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo 
indefinido, y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre todos los casos relativos a la interpreta. 
ción o aplicación de esta Convención, bajo condición de 


reciprocidad. 
Capítulo 11 


Artículo 32 — Acuérdase amnistía a los autores, co- 
autores, cómplices y encubridores de delitos políticos, de 
delitos comunes y militares conexos con delitos políticos 
o cometidos con un fin político o cuya represión obede- 
ciere a finalidades políticas, cometidos entre el 1% de 
enero de 1964 y la fecha del Mensaje del Poder Eje. 
cutivo, sometidos a la jurisdicción militar o requeridos 
por ésta o de su competencia conforme al Decreto-Ley 
NP? 14.493 del 29/12/75, aunque sean reincidentes o ha- 
bituales. Se exceptúan de esta Amnistía a los autores, 
coautores y cómplices de delitos de homicidio intencional 
consumados. 


Art. 49 — A los efectos de esta ley se consideran: 


a) Delitos políticos: log delitos tipificados en los 
Títulos I y II del Libro 11 del Código Penal; en 
el art, 59 Inc. 19 y Capítulo VI. bis del Código 
Penal Militar; las asociaciones para delinquir 
(Arts. 150 y 152 C.P. y 9.936 art. 5) si huble- 
ran sido creadas con finalidades políticas y los 
delitos militares cometidos con un fin político 
o cuya represión obedeciere a fines políticos. 


b) Delitos conexos: todos aquellos que concurran 
de cualquier manera (reiteración real, reitera. 
ción formal o concurrencia fuera de la reitera. 
ción) con los delitos políticos. 


Art. 52 -- El Juez de la causa procederá, de oficio. 
a dictar los autos de sobreseimiento por los delltos 
amnistiados y, dentro de las 48 horas de promulgada 
esta ley, dispondrá la libertad definitiva de los reclusos 
comprendidos en su art. 3?. Deberá, asimismo, comuni- 
car el sobreseimiento al Registro General de Procesados 


.y Condenados ordenando la cancelación de las inscrip. 
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ciones a que hubiere dado lugar los hechos compren- 
didos en la amnistía. 


Art. 62 — En las causas en las que una persona 
hubiere sido acusada o condenada por la -comisión de 
dos o más delitos, amnistiados unos y exceptuados otros, 
la pena que corresponda en definitiva será fijada por 
los Tribúnales de Apelaciones en lo Penal. La liguida- 
ción de esta pena se hará en la proporción de dos días 
de pena por cada día de privación de libertad efectiva- 
mente sufrida. 


Dentro de los 10 días de promulgada la presente ley 
el Supremo Tribunal Militar remitirá a la Suprema Cor- 
te de Justicia las causas a que se refiere el inciso 19 
para que ésta proceda a distribuirlas dentro de los cinco 
días, equitativamente, entre los Tribunales de Apelacio- 
nes en lo Penal, 


Recibidas las causas, el Tribunal de Apelaciones po- 
drá disponer de inmediato la libertad provisional de los 
reclusos y se abocará a su revisión a los solos efectos 
de la determinación de las penas que correspondieren 
conforme a las disposiciones de esta ley y a las del Có- 
digo Penal, 


La sentencia que establezca la pena será apelable 
ante la Suprema Corte de Justicia. 


Esta revisión es sin perjuicio de los derechos del con- 
denado a la interposición del recurso de revislón pre- 
visto en los arts. 283 y ss. del Código del Proceso Penal. 


Art. 79 — Se dejarán sin efecto, de inmediato, los 
requerimientos, las medidas de vigilancia, policial o mi- 
litar, así como las expulsiones del país y las prohibicio- 
nes de reingresar al mismo relacionados con los hechos 
contemplados por esta ley. 


Capítulo HH 


Artículo 89 — Deróganse los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 
6, 11, 12, 13, 14, 15, 37, 40, 41, 42, 43, 45, 46 de la Ley 
de Seguridad del Estado N2 14.068 de 12 de julio de 
1972; el Decreto-Ley N* 14.373 de 13 de mayo de 1975; 
Decreo-Ley N* 14.493 de 28 de diciembre de 1975 y 
Decreto-Ley N? 14.734 de 28 de noviembre de 1977. 


Art. 9% — Reincorpóranse a] Código Penal los arts. 
132, 133, 134, 135 y 137 con la redacción que el texto 
tenía en la edición oficial de 1934. 


Capítulo IV 


Artículo 10. — Suprímese el instituto de las medi- 
das de seguridad eliminativas previsto en el art. 92, 
Inc. 3% del Código Penal y art. 115 del Código Penal 
Militar y deróganse, en lo pertinente, todas las disposi- 
ciones legales que lo regulan. - 


Esta norma se aplicará retroactivamente, aún cuan- 
do medie sentencia ejecutoriada. El Juez de la ejecución 
revocará de oficio, la parte dispositiva del fallo que im- 
pone la medida y si el condenado estuviera cumplién- 
dola, ordenará de inmediato su libertad definitiva. 


Capítulo Y 


Artículo 11. — La gracia que extingue el delito y 
opera el sobreseimiento de la causa será otorgada por, la 
Suprema Corte de Justicia .en acto de visita de cárceles 
y de causas que efectuará, por lo menos,-una vez al año. 


En dicha oportunidad podrá, asimismo, excarcelar 
provisionalmente a los procesados cualquiera fuera la 
naturaleza de la imputación. 


Ambas facultades se ejercerán de oficio o a petición 
de parte. 


Art. 12, — Modifícase el artículo 328 del Código del 
Proceso Penal que quedará redactado en la siguiente 
forma: 
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“La Suprema Corte de Justicia podrá conceder la 
libertad anticipada a los condenados que se hallaren 
privados de libertad en los siguientes casos: 


1%) Si la condena es de penitenciaría y el penado 
ha cumplido la mitad de la pena impuesta. 


29) Si la pena recaída es de prisión o multa sea 
cual fuese el tiempo de reclusión sufrida, * 


3%) Si el penado ha cumplido las dos terceras par- 
tes de la pena impuesta la Suprema Corte de 
Justicia concederá la libertad anticipada. Sólo 
podrá negarla, por resolución fundada, en los 
casos de ausencia manifiesta de signos de re- 
habilitación del condenado. 


La petición deberá formularse ante la Direc- 
ción del establecimiento carcelario donde se en. 
cuentre el penado. 


La solicitud se elevará al Juez de ejecución, 
dentro de cincó días, con informe de la Direc. 
ción del Establecimiento acerca “de la califica. 
ción del solicitante como recluso. 

Recibida la solicitud. el Juez recabará el in. 
forme del Instituto de Criminología, que se ex- 
pedirá dentro de los treinta días. 


Deyvueltos los autos, el Juez emitirá opinión fun- 
dada y se procederá de- acuerdo con lo estable- 
cido en el cuarto inciso del artículo anterior. 
Si la Suprema Corte de Justicia concede la 
libertad anticipada, hará cumplir el fallo de 
inmediato y dejará constancia de que se noti- 
ficó al liberado de las obligaciones impuestas 
por el artículo 102 del Código Penal, devo!. 
viendo la causa al Juez de ejecución. 


Art. 13. — Las modificacionés introducidas por esta 
ley al Código Penal y al Código del Proceso Penal y al 
Código Penal Militar, serán incorporadas a sus respet- 
tivos textos en las próximas. ediciones oficiales de los 
mismos. 


Capítulo VI 


Artículo 14. — Créase, con carácter honorario, la 
Comisión Nacional de Repatriación, con el cometido de 
facilitar y apoyar el regreso al país de todos aquellos 
uruguayos que deseen hacerlo. 


Dicha Comisión funcionará en el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, el que deberá proporcionarle los me- 
dios materiales y los recursos humanos necesarios para 
su actuación. 


La Comisión se integrará con un delegado del Mi. 
nisterio de Educación y Cultura, un delegado del Mi. 
nisterio de Relaciones Exteriores, un delegado del Minis. 
terio del Interior, un delegado del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, un delegado del Banco Hipotecario 
del Uruguay, un delegado de la Comisión del Reencuen- 
tro y una persona que designará el Presidente de la Re- 
pública, quien asumirá la Presidencia. 


El Poder Ejecutivo, por vía de reglamento, precl- 
sará los cometidos de la Comisión y sus facultades. 


pS Capítulo VIH 


Artículo 15. — La presente ley entrará en vigencia 
al día siguiente de su promulgación, 


Art. 16. — Comuníquese, etc. 


.Jorge Sanguinetti, Carlos Manini Rios, Carlos 
Pirán, Raúl Ugarte, Ricardo Zerbino, Hugo Fer- 
nández Faingold, Adela Reta, Roberto Vázquez 
Platero, Juan Vicente Chiarino, Enrique Iglesias. 
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CONVENCION AMERICANA 
' SOBRE DERECHOS HUMANOS 


PREAMBULO > 


Los Estados Americanos signatarios de la presente 


Convención. 


; Reafirmando su propósito de consolidar en este Con- 
tinente, dentro del cuadro de las instituciones demo- 
cráticas, un régimen de libertad personal y de justicia 
social, fundado en el respeto de los derechos esenciales 
del hombre; 


Reconociendo que los derechos esenciales del hom- 
bre no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado, sino que tienen como fundamento los atributos 
de la persona humana, razón por la cual justifican una 
protección internacional, de naturaleza convencional 
coadyuvante o -complementaria de la que ofrece el de- 
recho interno de los Estados Americanos; 


Considerando que estos principios han sido consagra- 
dos en la Carta de la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, en la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos que han sido reafirmados y de- 
sarrollados en otros instrumentos internacionales tante 
de ámbito universal como regional; 


Reiterando que, con arreglo a la Declaración Uni- 
versal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse 
el ideal del ser humano libre, exénto del temor y de la 
miseria, si se crean condiciones que permitan a cada per- 
sona gozar de sus derechos económicos, sociales y cultu- 
rales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y; 


Considerando que la Tercera Conferencia Interameri- 
cána Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la in- 
corporación a'la propia Carta de la Organización de 
normas más amplias sobre derechos económicos, sociales 
y educacionales y resolvió que una convención inter- 
americana sobre derechos humanos determinara la es- 
tructura, competencia y procedimiento de los órganos en- 
cargados de esa materla, . 


Han convenido en lo siguiente: 


PARTE 1 — DEBERES DE LOS ESTADOS 
Y DERECHOS PROTEGIDOS 


CAPITULO 1 


Enumeración de deberes 


ARTICULO 19 


Obligación de respetar los derechos 


1. Los Estados Partes en esta Convención se com- 
prometen a. respetar los derechos y libertades reconoci- 
dos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin dis- 
criminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idio. 
ma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra ín- 
dole, origen nacional o social, posición económica, na- 
cimiento o cualquier otra condición social. 


2. Para los efectos de esta Convención, persona es 
todo ser humano. 
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ARTICULO 2 


Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno | 


+ Si el ejercicio de los derechos y libertades mencio- 
nados en el Artículo 1 no estuviere yá garantizado por 
-disposiciones legislativas o de ofro carácter, los Esta- 
dos Partes, se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de 
esta Convención, las medidas legislativas o de otro ca- 
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. . 


CAPITULO II 


Derechos civiles y políticos 


ARTICULO 3 * 


Derecho al Reconocimiento de la Personalidad 
Jurídica 


Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. a 


ARTICULO 4 
Derecho 'a la vida 


1. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
vida. Este derecho estará protegido por la Ley y, en gene- 
ral, a partir del momento de la concepción. Nadie puede 
ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no han abolido la, pena de 
muerte, ésta sólo podrá imponerse, por los delitos más 
graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de 
tribunal competente y de conformidad con una Ley que 


- establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comi-> 


sión del delito, "Tampoco se extenderá su aplicación a 
delitos a Jos cuales no se la aplique actualmente. 


3. No se restablecerá la pena de muerte en los 
Estados que la han abolido. . 


4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muer- 
8 por delitos políticos ni comunes conexos con los po- 
¡1COS. 


5. No se impondrá la pena de muerte a personas 
que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren 
menos de ldieciocho años de edad o más de setenta, ni se 
le aplicará 'a las mujeres en estado de gravidez. 


6. Toda persona condenada a muerte. tiene dere. 
cho a solicitar la Amnistía, el indulto o la conmutación 
de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos 
los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mien- 
tras la solicitud esté pendiente de decisión ante auto- 
ridad competente. j 


ARTICULO 5 
Derecho a la Integridad Personal 


; 1. Toda persona tiehe derecho a que se respete 
su integridad física, psíquica y moral. 


2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda per- 
sona privada de libertad será tratada con el respeto de- 
bido a la dignidad inherente al ser humano, 
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3. La pena no puede trascender de la persona del 
delincuente. + 


4. Los procesados deben estar separados.de los con. 
denados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de 
personas no condenadas. 


5. Cuando los menores puedan ser procesados, de- 
ben ser separados de los adultos y llevados ante tri- 
bunales especializados, cón la mayor celeridad posibe, 
para su tratamiento, 7 


:6. Las penas privativas de la libertad tendrán co- 
mo finalidad esencial la reforma y la readaptación so- 
elal de los condenados. 


ARTICULO 6 
Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 


1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servi- 
dumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la 
trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 


2. Nadie debe ser constreñildo a ejecutar un traba- 
lo forzoso u obligatorio, En los países donde ciertos de- 
litos tengan señalada pena privativa de la libertad acom- 
pañada de trabajos forzosos, esta disposición no pográ 
ser interpretada en el sentido de que prohibe el cum- 
plimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal 
competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dig- 
nidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 


3. No constituyen trabajo forzoso y obligatorio, pa- 
ra los efectos de este artículo: 


a) Los trabajos o servicios que se exijan normal- 
mente de úna persona recluida én cumplimiento de una 
sentencia o resolución formal dictada por la: autoridad 
judicial competente. Tales trabajos o servicios deberán 
realizarse bajo la vigilancia y control de. las autoridades 
públicas, y los individuos que los efectúen no serán pues. 
tos a disposición de particuares, compañías o personas 
jurídicas de carácter privado; 


b) el seriveio militar y, en los países donde se ad- 
mite exención por razones de conciencia, el servicio na- 
clonal que la Ley establezca en lugar de aquél; 


c) el servicio impuesto en casos de peligro o cala- 
midad que amenate la existencia o el bienestar de la co- 
- munidad, y 


d)' el trabajo o servicio que forme parte de las 
obligaciones cívicas normales. 


ARTICULO 7 
Derecho a la Libertad Personal . 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad personales, 


2. Nadie puede ser privado de su libertad física, 
salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 


3. Nadie puede ser sometido a detención o encar- 
celamiento arbitrarios. 


4. Toda persona detenida o retenida debe ser infor. 
mada de las razones de su detención y notificada, sin 
demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
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5. Toda persona detenida o retenida debe ser lle- 
vada sin demora, ante un juez u otro funcionario au- 
torizado por la Ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razo- 
nable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada 
a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 


6. Toda persona privada de libertad tiene derecho 
a recurrir ante un juez o tribunal. competente, a fin 
de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de 
su arresto o detención y ordene su libertad si el arres- 
to o la detención fueren ilegales. En los Estados Partes 
cuyas leyes prevén que toda persona que se vlera ame- 
nazada de'ser privada de su libertad tiene derecho a 
recurrir a un juez o tribunal competente a fin de 
que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho 
recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por obra persona. 


7. Nadie será detenido por deudas. Este principio 
no limita los mandatos de autoridad judicial competen- 
te dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 


ARTICULO 8 


Garantías Judiciales 


1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantias y dentro de un plazo razonable, por 
un juez-o tribunal competente, independiente e impar- 
cial, establecido con anterioridad por la Ley, en la sus. 
tanciación de Cualquier acusación penal formulada con- 
tra ella, o para la determinación de sus derechos y obli- 
gaciones de orden civil, laboral, fiscal o de. cualquier 
otro. carácter. x 


2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho 
2 que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso toda per. 
sona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: , 


a) derecho del inculpado de ser asistido gratuita- 
mente por el traductor e intérprete, si no comprende 
o no habla el idioma del juzgado o tribunal. 


b) comunicación previa y detallada al inculpado de 
la, acusación formulada. . 


c) concesión al inculpado del tiempo y de los me- 
dios adecuados para la preparación de su defensa, 


d) derecho del inculpado de defenderse personal- 
mente o de ser asistido por un defensor de su elección 
Y. de comunicarse libre y privadamente con su de- 
'ensor; 


e) derecho irrenunciable de ser asistido por un de- 
fensor proporcionado por el Estado, remunerado o no 
según la legisisción .interna, si el inculpado no se de- 
fendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la Ley; 


1) derecho de la defensa de interrogar a los tes- 
tigos presentes en el tribunal y de obtener la compa- 
recencía, como testigos o peritos, de otras personas que 
Puedan arrojar luz sobre los hechos; 


g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí 
mismo ni a declararse culpable, y 


h) derecho de recurrir del fallo ante juez o trl- 
bunal superior, 


3. La confesión del inculpado solamente es vá- 
lida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 
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4. El inculpado absuelto por una sentencia firme 
no pone ser sometido a nuevo juicio por los mismos 
hechos. . 


5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo 
que sea necesario: para preservar los intereses de la 
justicia, E 


ARTICULO 9 
Principio de Legalidad y de Retroactividad 


Nadie puede ser condenado por acciones u omisio- 
nes que en el momento de cometerse no fueran delic- 
tivas según el derecho aplicable. Tampoco se puede im- 
poner pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión del delito. Si con posterloridad a la co- 
misión del delito la Ley dispone la imposición de una 
pena más leye, el delincuente se beneficiará de ello. 


ARTICULO 10 
Derecho a Indemnización 


Toda persona tiene derecho a ser indemnizada con- 
forme a la Ley en caso de haber sido condenada en sen. 
tencia firme por error judicial. 


. ARTICULO 11 
Protección de la Honra y de la Dignidad 


1. Toda persona tiene derecho al respeto de su 
honra y al reconocimiento de su dignidad. 


2. Nadie puede ser objeto de ingerencias arbitra- 
rias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, 
en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra o reputación. 


3. Toda persona tiene derecho a la protección de 
la Ley contra esas injerencias o esos ataques. 


ARTICULO 12 
Libertad de Conciencia y de Religión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de con- 
ciencia y de religión. Este derecho implica la libertad 
de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar 
de religión o de creencias, así como la libertad de pro- 
fesar y divulgar su religión o sus creencias, individual 
o colectivamente, tanto en público como en privado. 


2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas 
que puedan menoscabar la libertad de conservar su re- 
lgión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. 


3. La libertad de manifestar la propia religión y 
las propias creencias está sujeta únicamente a las li- 
mitaciones prescritas por la Ley y que sean necesarlas 
pará proteger la seguridad, el orden, la salud o la mo- 
ral públicos o los derechos o libertades de los demás. 


4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen de- 
recho a que sus hijos o pupilos reciban la educación 
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones. 
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ARTICULO 13 
Libertad de Pensamiento y de Expresión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras ya 
sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artísti- 
ca, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso 
precedente no puede estar sujeto a previa censura sino 
a responsabilidades ulteriores, las que deben estar ex- 
presamente fijadas por la Ley y ser necesarias para ase- 
gurar: 


a) el respeto a log derechos o a la réputación de 
los demás, o 


b) la protección de la seguridad nacional, el or- 
den público o la salud o la moral públicas. 


3. No se puede restringir el derecho de expresión 
por vías o medios indirectos, tales como el abuso de con- 
troles oficiales o particulares de papel para periódicos, 
de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos 
usados en la difusión de información y por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y 
la circulación de ideas y opiniones. 


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos . 
por la Ley a censura previa ¿on el exclusivo objeto de 
regular el acceso a ellos para -la protección moral de 
la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo esta- 
blecido en el inciso 2. 


5. Estará prohibida por la Ley toda propaganda en 
favor de la guerra y toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituyan incitaciones a la vio- 
lencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cual- 
quier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 
inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen 
nacional. 


ARTICULO 14 


Derecho de rectificación. o respuesta 


1. Toda persona afectada por informaciones ine- 
xactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través 
de medios de difusión legalmente reglamentados y que 
se dirijan al público en general, tiene derecho a elec. 
tuar por el mismo órgano de difusión su rectificación 
o respuesta en las condiciones que establezca la Ley. 


2. En ningún caso la rectificación o la respuesta 
eximirán de las otras responsabílidades legales en que, 
se hubiese incurrido. 


3. Para la efectiva protección de la honra y la re- 


-putación, toda publicación o empresa periodística, cine- 


matográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté protegida por inmunidades nt 
disponga de fuero especial. 


ARTICULO 15 


Derecho de Reunión 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin 
armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar su- 
jeto a las restricciones previstas por la Ley que sean ne- 
cesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, -de la seguridad o del orden públicos, 
o para proteger la salud o la moral públicas o los de- 
rechos o libertades de los demás. 
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ARTICULO 16 


Libertad de Asociación 


1. Todas las personas tienen derecho a asociarse 
libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, eco. 
nómicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de 
cualquiera otra índole. 


2. El ejerciclo de tal derecho sólo puede estar su- 
jeto a las restricciones previstas por la Ley que sean ne- 
cesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, 
O para proteger la salud o la moral públicas o los de- 
rechos y libertades de los demás. 


3. Lo dispuesto en este artículo no impide la im- 
posición de restricciones legales, $4 aun la privación del 
ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de 
las fuerzas armadas y de la policía. 


ARTICULO 17 


Protección a la Familia 


1. La familia es el elemento natural y fundamental 
de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y 
el Estado. 


2. Se reconocé el derecho del hombre y la mujer 
a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen 
la edad y las condiciones requeridas para ello por Jas 
leyes internas, en la medida en que éstas no afecten 
al principio de mo discriminación establecido en esta 
Convención. 


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y 
pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes deben tomar medidas apro- 
piadas para asegurar la igualdad de derechos y la ade- 
cuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges 
en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en ca. 
so de disolución del mismo. En caso de disolución, se 
adoptarán disposiciones que aseguren la protección ne- 
cesaria a los hijos, sobre la base única del interés y 


conveniencia de ellos, 
5. La Ley debe reconocer iguales derechos tanto a 


los hijos nacidos fuera del matrimonio como a los na- 
cidos dentro del mismo, 


ARTICULO 18 
Derecho al Nombre 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y 
a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La 


Ley reglamentará la forma de asegurar este derecho pa- 
ra todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario, 


ARTICULO 19 
Derechos del Niño 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protec- 
ción que su condición de menor requieren por parte de 
su familia, de la sociedad y del Estado. 
ARTICULO 20 
Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persóna tiene derecho a “una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad 


del ¿Estado en cuyo territorio nació “si no tiene derecho 
a otra. 
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3. A nadie se privará arbitrarlamente de su naclo- 
nalidad ni del derecho a cambiarla. 
ARTICULO 21 
Derecho a la Propiedad Privada 


1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de 
sus bienes. La Ley puede subordinar tal uso y goce al in- 
terés social, 


2. Ninguna persona puede ser privada de sus bie. 
nes, excepto mediante el pago de indemnización justa, 
por razones de utilidad pública o de interés social y 
en los casos y según las formas establecidas por la Ley. 


3. Tanto la usura como cualquier Otra forma de 


- explotación del hombre por el hombre deben ser prohi. 


bidas por la Ley. 
ARTICULO 22 
Derecho de Circulación y Residencia 


1. Toda persona que se halle legalmente en el te- 
rritorio de un Estado tiene derecho a circular por el 
mismo y a residir en €l con sujeción a las disposicior 
nes legales. E 


2. Toda persona tiene derecho a salir libremente 
de cualquier país, inclusive del propio. 


3. -El ejercicio de los derechos anteriores no puede 
ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida 
indispensable en una sociedad democrática, para pre- 
venir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o 
la, salud públicas o los derechos y libertades de los demás, 


4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el 
inciso 1 puede asimismo ser restringido por la Ley, en 
zonas determinadas, por razones de interés público. 


5. Nadie puede ser expulsado del. territorio del Es- 
tado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a 
ingresar en el mismo. 


6. El extranjero que se halle legalmente en el te- 
rritorio de un Estado Parte en la presente Convención, 
sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una 
decisión adoptada conforme a la Ley. 


7. Toda persona tiene el derecho de buscar y reci- 
bir asilo en territorio extranjero en caso de persecución 
por delitos políticos o comunes conexos con los políti- 
eos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y 
los convenios internacionales. 


8. En ningún caso el extranjero puede ser expul- 
sado o devuelto a otro país sea o no de orlgen, donde 
su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, reli- 
gión, condición social o de sus opiniones políticas. 


9. Es prohibida la expulsión colectiva de extran- 
jeros. 


ARTICULO 23 
Derechos Políticos 


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los slgulen- 
tes derechos y oportunidades: 


a) De participar en la dirección de los asuntos pú- 
blicos, directamente o por medio de representantes li. 
bremente elegidos; 


b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, y : 
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€) De tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 


2. La Ley puede reglamentar el ejercicio de los de- 
rechos y oportunidades a que se refiere el inciso ante- 
rior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o men- 
tal, o condena, por juez competente, en proceso penal. 


ARTICULO 24 
Igualdad ante la Ley 


Todas las personas son iguales ante la Ley, En 
consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la Ley. 


ARTICULO 25 
Protección Judicial 


1. Toda persona tiene derecho a un recurso senci- 
llo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los 
jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconoci- 
dos por'la Constitución, la Ley o la presente Conven. 
ción, aún cuando tal violación sea cometida por perso- 
nas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 


2. Los Estados Partes se comprometen: 


a) A garantizar que la autoridad competente pre- 
vista- por el sistema legal del Estado decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso; 


b) A desarrollar las posiblidades de recurso judi- 
cial, y 


Cc) A garantizar el cumplimiento, por las autorida- 
des competentes, de toda decisión en que se haya esti. 
mado procedente el recurso, 


CAPITULO HH 


Derechos económicos, sociales y culturales 


ARTICULO 26 
Desarrollo Progresivo 


Los Estados Partes se comprometen a adoptar pro- 
videncias, tanto a nivel interno como mediante la coo- 
peración internacional, especialmente económica y téc- 
nica, para lograr progresivamente la plena efectividad 
de los derechos que se derivan de las normas económi- 
Cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, con- 
tenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Ali- 
res en la medida de los recursos disponibles, por vía le- 
gislativa y otros medios apropiados. 


CAPITULO IV 


Suspensión de Garantías, Interpretación y aplicación 


ARTICULO 27 


Suspensión de Garantías 


1. En caso de guerra, de peligro público o de otra 


emergencia que g£menace la independencia o seguridad * 


del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, 
en la medida y por el tiempo estrictamente limitados 
a las exigencias de la situación, suspendan las obliga- 
ciones contraídas -en virtud de esta Convención, slem- 
pre que tales disposiciones no sean incompatibles con las 
demás obligaciones que les impone el derecho interna- 
clonal y ño entrañen discriminación alguna fundada en 
cria de raza, color, sexo, idioma, religión y origen 
social. 
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., 2. La disposición precedente no autoriza la suspen- 

sión de los derechos determinados en los siguientes ar- 
tículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personall- 
dad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la 
Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud 
y Servidumbre); 9 “(Principio de Legalidad y de Retro. 
actividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 
17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre): 
19 (Derechos el Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad) 
y '23 Derechos Políticos); ni de las garantíns- judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos. 


3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho de 
suspensión deberá informar inmediatamente a los de- 
más Estados Partes en la presente Convención, por con- 
ducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación 
haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión y de la: fecha en que haya dado por ter- 
minada tal suspensión. 


ARTICULO 28 
Cláusula Federal 


: 1. Cuando se trate de un Estado Parte constituido 
como Estado Federal, el goblerno nacional de dicho Es- 
tado Parte cumplirá todas las disposiciones de la pre- 
sente Convención relacionadas con las materias sobre 
las que ejerce. jurisdicción legislativa y judicial. 


2. Con respecto a las disposiciones relativas a las 
materlas que corresponden a la jurisdicción de las en- 
tidades componentes de la Federación, el goblerno na- 
cional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, 
conforme a sú constitución y sus leyes, a fin de que 
las autoridades competentes de dichas entidades puedan 
adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento 
de esta Convención. 


3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden inte- 
grar entre sí una federación u otra clase de asociación, 
cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente 
contenga Jas disposiciones necesarias pafa que continúen 
haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, 
las normas de la presente Convención. 


ARTICULO 29 
Normas de Interpretación 


Ninguna disposición de la presente Convención pue- 
de ser interpretada en el sentido de: 
/ 
a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo 
O persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en la Convención o limitárlos 
en mayor medida que la prevista en ella; 


b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las 
leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo 
con otra convención en que sea parte uno de dichos 
Estados; 


e) excluir otros derechos y garantías que son in. . 
herentes al ser humaño o que Se derivan de la torma 
democrática representativa de gobierno; y 


d) Excluir o limitar el efecto que puedan produ- 
cir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y otros actos internacionales de la misma na- 
turaleza. 


ARTICULO 30 
Alcance de las Restricciones 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta 


Convención, al goce y ejercicio de los derechos y lber- 
tades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas 


7 y B de marzo de 1985 


sino conforme a leyes que se dictaren por razones de 
interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas, 


s ARTICULO 31 
Reconocimiento de otros Derechos 


Podrán ser incluidos en el' régimen de protección 
de esta Convención otros derechos y libertades que sean 
reconocidos de acuerdo con los procedimientos estable- 
cidos en los articulos 76 y 77. 


CAPITULO V 
Deberes de las Personas 
ARTICULO 32 
Correlación entre Deberes y Derechos 


1. Toda persona tiene deberes para con la familia, 
la comunidad y la humanidad. 


2. Los derechos de cada persona están limitados 
por los derechos de los demás, por la seguridad de to- 
dos y por las justas exigencias del bien común, en una 
sociedad democrática. 


PARTE 1I — MEDIOS DE LA PROTECCION 
CAPITULO VI 
De los órganos competentes 
ARTICULO 33 


Son competentes para conocer de los asuntos rela. 
clonados con el cumplimiento de los compromisos con- 
traidos por los Estados Partes en esta Convención: 


a) la Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos llamada en adelante la Comisión y 


b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
llamada en adelante la Corte, 


CAPITULO VI 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Sección X: Organización 
ARTICULO 34 


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
se compondrá de siete miembros, que deberán ser per- 
sonas de'alta autoridad moral y reconocida versación 
en materia de derechos humanos. 


ARTICULO 35 


La Comisión representa a todos los Miembros que 
integran la Organización de los Estados Americanos. 


ARTICULO 36 


1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos a 
título personal por la Asamblea General de la Organiza- 
ción, de una lista de candidatos propuestos por los go- 
biernos de los Estados Miembros, 


2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer 
hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los pro- 
ponga o de cualquier otro Estado Miembro de la Orga- 
nización de los Estados Americanos. Cuando se propon- 
ga una terna, por lo menos uno de los candidatos de- 
berá ser naciónal de un estado distinto del proponente. 


ARTICULO 37 


1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos por 
cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez, pero 
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el mandato de tres de los Miembros designados en la 
Primera elección expirará al cabo de dos años. Inme- 
e NS de ica elección se determinarán 

sorteo en la Asamblea General los nom! y 
tos tres Miembros. e Si 


2. No puede formar parte de la Comisión más de 
un nacional de un mismo Estado, 


ARTICULO 38 
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no 
se deban a expiración normal del mandato, se llenarán 
por el Consejo Permanente de la Organización de acuer. 
do con lo que disponga el Estatuto de la Comisión. 
ARTICULO 39 


La Comisión preperará su Estatuto, lo someterá a la 


“aprobación de la Asamblea General, y dictará su pro- 


pio Reglamento. 
ARTICULO 40 


Los Servicios de secretaría de la Comisión deben ser 
desempeñados por la unidad funcional especializada que 
forma parte de la Secretaría General de la Organización 
y debe disponer de los recursos necesarios para cumplir 
las tareas que le sean encomendadas por la Comisión, 


Sección 2: Funciones 
ARTICULO 41 


La Comisión tiene la función -principal de promo- 
ver la observancia y la defensa de los derechos. huma- 
nos y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes 
funciones y atribuciones: 


a) estimular la conciencia de los derechos huma- 
nos en los pueblos de América; 


b) formular recomendaciones cuando lo estime con-- 
veniente, a los gobiernos de los Estados Miembros pa- 
ra que adopten medidas progresivas en fayor de los de- 
rechos humanos dentro del marco de sus leyes internas 
y sus preceptos constitucionales, al igual que disposicio- 
nes apropiadas para fomentar el debido respeto a esos 
derechos; 


ce) preparar los estudios o informes que considere 
convenientes para el desempeño de sus funciones; 


d) solicitar de los gobiernos de los Estados Miem- 
bros que le proporcionen informe sobre las medidas que 
adopten en materia de derechos humanos; 


e) atender las consultas que, por medio de la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, le formulen los Estados Miembros en cuestiones 
relacionadas con los derechos humanos y dentro de sus 
posibilidades les prestará el asesoramiento que éstos le 
soliciten; 


- 1) actuar respecto de las peticiones y Otras comu" 
nicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Con- 
vención y, 


g) rendir un informe anual a la Asamblea General 
de la Organización de los Estados Americanos. 


ARTICULO 42 


Los Estados Partes deben remitir a la Comisión co- 
pia de los informes y estudios que en sus respectivos 
Campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas 
del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciericia 
y la Cultura, a fin de que aquélla vele por que se pro= 
muevan los derechos derivados de las normas económl. 
cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, conte- 
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nidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 


ARTICULO 43 


Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la 
Comisión las informaciones que ésta les solicite sobre la 
manera en que su derecho interno asegura la aplicación 
efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Convención. 


Sección 3: Competencia 
ARTICULO 44 


Cualquier persona O grupo de personas, o entidad 
no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 
Estados Miembros de la Organización, puede presentar 
a la Comisión peticiones que contengan denuncias o que- 
jas de violación de esta Convención por un Estado Parte. 


ARTICULO 45 


1. Todo Estado Parte puede, en el momento del de- 
pósito de su instrumento de-ratificación o adhesión de 
esta Convención, o en cualquier momento posterior, de- 
clarar que reconoce la competencia de la Comisión para 
recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en vio- 
taciones de los derechos humanos establecidos en esta 
Convención. 


2. Las comunicaciones hechas en virtud del presen- 
te artículo sólo se pueden admitir y examinar si son pre- 
sentadas por un Estado Parte que haya hecho una de- 
claración por la cual reconozca la referida competencia 
de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna co- 
municación contra un Estado Parte que no haya hecho 
tal declaración. 


3. Las declaraciones sobre reconocimiento de com- 
potencia pueúen hacerse para que ésta rija por tiempo 
indefinido, por un período determinado O para casos es- 
pecíficos. — - E 


4. Las declaraciones se depositarán en la Secreta- 
ría General de la Organización de los Estados Amerl- 
canos, la que trasmitirá copia de las mismas a los Es- 
tados Miembros de dicha Organización. 


ARTICULO 46 


1. Para que una petición O comunicación presen- 
tada conforme a los artículos 44 o 45 sea admitida por la 
Comisión, se requerirá: 


a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos 
de jurisdicción interna, conforme a los princi- 
pios del Derecho Internacional generalmente re- 
conocidos; 


b) que sea presentada dentro del plazo de seis me- 
ses, 4 partir de la fecha en que el presunto le- 
sionado en sus derechos haya sido notificado de 
la decisión definitiva; 


€) que la materia de la petición o comunicación no 
esté pendiente de otro procedimiento de arreglo 
internacional, y 


d) que en el caso del artículo 44 la petición con- 
tenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, 


el domicilio y la firma de la persona O personas * 


o del representante legal de la entidad que so- 
mete la petición. - 


. 2. Las disposiciones de los incisos 1.4) y 1.b) del 
presente artículo no se aplicarán cuando: 


a) no exista en la legislación interna del Estado 
de que se trata del debido proceso legal para la 
protección del derecho o derechos que se alega 
han sido violados; ; 
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' ; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en 
sus derechos el acceso a los recursos de la ju- 
risdicción interna, o haya sido impedido de ago- 
tarlos, y 


c) haya retardo injustificado en la decisión sobre 
los mencionados recursos. 


ARTICULO 47 


La Comisión declarará inadmisible toda petición o 
comunicación presentada de acuerdo con los artículos 
44 o 45 cuando: 


a) falte alguno de.los requisitos indicados en el 
artículo 46;  * 


b) no exponga hechos gue caractericen una viola- 
ción a los derechos garantizados por esta Con- 
vención; > 


c) resulte de la exposición del propio peticionario 
o del Estado manifiestamente infundada la peti- 
ción o comunicación o sea evidente su total im- 
procedencia, y 


d) sea sustancialmente la reproducción de petición 
o comunicación anterior ya examinada por la 
Comisión u otro organismo internacional. 


Sección 4: Procedimiento 
ARTICULO 48 


1. La Comisión, al recibir una petición o comu- 
nicación en la que se alegue la violación de -cualquiera 
de los derechos que consagra esta Convención, pro- 
cederá en los siguientes términos: 


a) si reconoce la admisibilidad de la petición o co- 
municación solicitará informaciones al Gobierno 
del Estado al cual pertenezca la autoridad seña- 
lada como responsable de la violación alegada, 
transcribiendo las partes pertinentes de la peti- 
ción o comunicación. Dichas informaciones de- 
ben ser enviadas dentro de un plazo razonable, 
fijado por la Comisión al considerar las circuns- 
tancias de cada caso; 


b) recibidas las informaciones o transcurrido el pla. 
zo fijado sín que sean recibidas, verificará si 
existen o subsisten los motivos de la petición o 
comunicación. De no existir o subsistir, mandará 
archivar el expediente; 


e) podrá también declarar la inadmisibilidad o la 
improcedencia de la petición o comunicación so- 
bre la base de una información o prueba sobre- 
vinientes; > 

d) si el expediente no se ha archivado y con el 
fin de comprobar los hechos, la: Comisión ren- 
lizará con conocimiento de las partes, un examen 
del asunto planteado en la petición 6 comunica- 
ción. Si fuere necesario y conveniente, la Co- 
misión realizará una investigación para cuyo efl- 
caz cumplimiento solicitará y los Estados intere- 
sados le proporcionarán, todas las facilidades ne- 
cesarias; 


e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier 
información pertinente y recibirá, si así se le so. 
licita, las exposiciones verbales o escritas que 
presenten los interesados; 


Í) se pondrá a disposición de las partes interesadas, 
a fin de llegar a una solución amistosa del 
asunto fundada en el respeto a los derechos 

y humanos reconocidos en esta Convención. 


2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede 
realizarse una investigación, previo consentimiento del 
Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la 
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violación, tan sólo con la presentación de una petición 
o comunicación que reúna todos los requisitos formales 
de admisibilidad. . 


ARTICULO 49 


Si se ha llegado a una solución amistosa con arre- 
glo a las disposiciones del inciso 1.1) del Artículo 48 la 
Comisión redactará un informe que será trasmitido al 
peticlonario y 4 los Estados Partes en esta Convención 
y comunicado después, para su publicación, al Secreta- 
rio General de la Organización de los Estados Amerl- 
canos. Este informe contendrá una breve, exposición de 
los hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las 
partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más 
amplia información posible. 


ARTICULO 50 


1. De no llegarse a una solución y dentro del plazo 
que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un 
informe en el que expondrá los hechos y sus conclusio- 
nes, Si el informe no representa, en todo o en parte la 
opinión unánime de los miembros de la Comisión .cual 
quiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opi. 
nión por separado, También se agregarán al informe 
las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los 
interesados en virtud del inciso 1.e) del artículo 48, 


2, El informe será trasmitido a los Estados intere- 
sados, quienes no estarán facultados para publicarlo. 


3. Al trasmitir el informe, la Comisión puede tor- 
mular las proposiciones y recomendaciones que juzgue 
adecuadas. 


ARTICULO 51 


1. Si en el plazo de tres meses a partir de la re- 
misión a los Estados interesados del informe de la Co- 
misión el asunto no ha sido solucionado ú sometido a 
la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado 
interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá 
emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, 
su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida 
a su consideración. 


2, La Comisión hará las recomendaciones pertinen- 
tes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe 
tomar las medidas que le competan para remediar la 
situación examinada. 

3. Transcurrido el periodo fijado, la Comisión de- 
cidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus miem- 
bros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas 
y si publica o no su informe. 


CAPITULO VHI 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Sección L Organización 

ARTICULO 52 


1. La Corte se compondrá de siete jueces, naclo- 
nales de los Estados Miembros de la Organización, - ele- 
gidos a título personal entre juristas de la más alta au- 
toridad moral, de reconocida competencia en materia 
de derechos humanos, que reúnan las condiciones re- 
queridas para el ejercicio de las más elevadas funcio. 
nes judiciales conforme a la Ley del país del cual sean 
nacionales o- del Estado que los proponga como candi- 
datos. 


2. No debe haber dos jueces de la misma nacio- 
nalidad. 


ARTICULO 53 


1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en vota- 
ción secreta y por mayoría absoluta de votos de los Es- 
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tados Partes de la Convención en la Asamblea General 
de la Organización, de una lista de candidatos pro- 
puestos por esos mismos Estados. 


2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer 
hasta tres candidatos, nacionales del Estado ió bros 
pone O de cualquier otro Estado Miembro de la Or. 
ganización de los Estados Americanos, Cuando se pro- 
ponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 
dla ser nacional de un Estado distinto del propo- 

ente. 


ARTICULO 54 


- 1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un 
período de seis años y sólo podrán ser reelegidos una 
vez. El mandato de tres de los jueces designados, en 
la primera elección, expirará al cabo de tres años, In. 
medlatamente después de dicha elección, se: determina- 
rá por sorteo en la Asamblea en General los nombres 
de estos tres jueces, 


2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo 
mandato no ha expirado, completará el periodo de éste. 


, 3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el 
término de su mandato. Sin embargo, seguirán cono- 
ciendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que 
se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos 
no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos, 


ARTICULO 55 


1. El juez que sea nácional de alguno de los Esta- 
dos Partes en el caso sometido a la Corte, conservará 
su derecho a conocer del mismo. 


2. Si uno de los jueces llamados a conocer del 
caso fuere de la nacionalidad de uno de los Estados 
Partes, otro Estado Parte en el caso podrá designar a 
una persona de su elección para que integre la Corte 
en calidad de juez ad hoc. 


3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso 
ninguno fuere de la nacionalidad de los Estados Partes 
cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc, 


4. El juez ad hoc debe reunir las calidades se- 
fñaladas en el artículo 52, 


5. Si varios Estados Partes en la Convención tu- 
vieren un mismo interés en el caso, se considerará como 
una sola parte para los fines de las disposiciones pre- 
cedentes. En caso de duda, la Corte decidirá, 


ARTICULO 56 


El quórum para las deliberaciones de la Corte es 
de Cinco jueces. 


ARTICULO 57 


La Comisión comparecerá en todos los casos ante 
la Corte. 


ARTICULO 58 


1. La Corte tendrá su sede en el lugar que deter. 
minen en la Asamblea General de la Organización, los 
Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar 
reuniones en el territorio de cualquier Estado Miembro 
de la Organización de los Estados Americanos en que 
lo considere conveniente por mayoría de sus miembros 
y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los Esta- 
dos Partes en la Convención pueden, en la Asamblea 
General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede 
de la Corte, 


2. La Corte designará a su Secretario, 


3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y 
deberá asistir a las reuniones que ella celebre fuera de 
la misma. ñ 
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ARTICULO 59 


La Secretaría de la Corte será establecida por ésta 
y funcionará bajo la dirección del Secretario de la Cor- 
te, de acuerdo con las normas administrativas de la 
Secretaría General de la Organización en todo lo que 
no sea incompatible con la independencia de la Corte. 
Sus funcionarios serán nombrados por el Secretario Ge- 
neral de la Organización, en consulta con el Secretario 
de la Corte. 


ARTICULO 60 


La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a 
la aprobación de la Asamblea General, y dictará su Re- 


glamento. 
Sección 2: Competencias y Funciones 


ARTICULO 61 


1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen 
derecho. a someter un caso a la decisión de la Corte. 


2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier 
caso, es necesario que sean agotados los procedimientos 
previstos en los artículos 48 a 50, 


ARTICULO 62 


1. Todo Estado Parte puede, en el momento del 
depósito de su instrumento de ratificación o adhesión 
de esta Convención, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce como obligatoria de pleno dere- 
cho y sin convención especial, la competencia de la 
Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación 
o aplicación de esta Convención. 


2. La declaración puede ser hecha incondicional- 
mente o bajo condición de reciprocidad, por un plazo 
determinado o para casos específicos, Deberá ser pre- 
sentada al Secretario General de la Organización, quien 
trasmitirá copias de la misma a los otros Estados 
Miembros de la Organización y el Secretario de la 


Corte. 


3. La Corte tiene competencia para conocer de 
cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación 
de las disposiciones de esta Convención que le sea so- 
metido, siempre que los Estados Partes en el caso ha- 
yan reconocido O reconozcan dicha competencia, Ora 
por declaración espectal, como se indica en los incisos 
anteriores, ora por convención especial. 


ARTICULO 63 


1. Cuando decida que hubo violación de un de- 
derecho o libertad protegidos en esta Convención, la 
Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce 
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimis- 
mo, si ello fuera procedente, que se reparen las. conse- 
cuencias de la medida o situación que ha configurado 
la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 


2, En casos de extrema gravedad y urgencia, y 
cuando se haga necesario evitar daños irreparables a 
las personas, la Corte, en los asuntos que esté conocien- 
do, podrá tomar las medidas provisionales que conside- 
re pertinentes. Si se tratgre de asuntos que aún no es- 
tén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solici- 
tud de la Comisión. 


ARTICULO 64 


1. Los Estados Miembros de la Organización po- 
drán consultar a la Corte acerca de la interpretación 
de esta Convención o a otros tratados concernientes 
a la protección de los derechos humanos en los Estados 
Americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que 


les compete, los órganos enumerados en el capitulo X . 
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de la Carta de la Organización de los Estados America- 
hos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 


2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de 
la Organización, podrá darle opiniones acerca de la 
compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y 
los mencionados instrumentos internacionales. 


ARTICULO 65' 

La Córte someterá a la consideración de la Asam- 
blea General de la Organización en cada periodo ordi- 
nario de sesiones un informe sobre su labor en el año 
anterior. De manera especial y con las recomendacio. 


nes pertinentes, señalará los casos en que un Estado 
no haya dado cumplimiento a sus fallos, 


Sección 3: Procedimiento 

ARTICULO 66 

1. El fallo de la Corte será motivado. 

2. Sl el fallo no expresare en todo o en parte la 
opinión unánime de los jueces, cualquiera de éstos ten" 
drá derecho a que se agregue al fallo su opinión disi- 
dente o individual. 

ARTICULO 67 


El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. 


En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del 


fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera 
de las partes, slempre Que dicha solicitud se presente 
dentro de los noventa días a partir de la fecha de la 
notificación del fallo. 


ARTICULO 68 


1. Los Estados Partes en la Convención se com- 
prometen a cumplir la decisión de la Corte en todo 
caso en que sean partes, 


2. La parte del fallo que disponga indemnización 
compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo pais 
por el procedimiento interno vigente para la: ejecución 
de sentencias contra el Estado. 


ARTICULO 69 


El fallo de la Corte será notificado a las partes en 
el er y trasmitido a los Estados Partes en la Com 
vención. 


CAPITULO TX 
Disposiciones comunes 
ARTICULO 70 


1. Los jueces de la Corte y los miembros de la 
Comisión gozan, desde el momento de su elección y 
mientras dure su mandato, de las inmunidades recono- 
cidas a los agentes diplomáticos por el derecho inter- 
nacional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, Ade. 
más, de.los privilegios diplomáltcos necesarios para el 
desempeño de sus funciones. 


2, No podrá, exigirse responsabilidad en ningún 
tiempo a los jueces de la Corte ni a los miembros de la 
Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio 
de sus funciones. 


ARTICULO “1 


Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o 
miembro de la Comisión con otras actividades que pu" 
dieren afectar su independencia o imparcialidad con- 
forme a lo que se determine en los respectivos estatutos. 
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ARTICULO 72 


Los jueces de la Corte y los miembros de la Co- 
misión percibirán emolumentos y gastos de viaje en la 
forma y condiciones que determinen sus estatutos, te- 
niendo en cuenta la importancia e independencia de 
sus funciones, Tales emolumentos y gastos de viaje se- 
rán fijados en el programa presupuesto de la Organi- 
zación de los Estados Americanos, el que debe incluir, 
además, los gastos de la Corte y de su Secretaría. A 
estos efectos, la Corte elaborará su propio Proyecto 
de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la 
Asamblea General, por conducto de la Secretaría Ge- 
neral. Esta última no podrá introducirle modificaciones. 


ARTICULO "3 


Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte 
según el caso, corresponde a la Asamblea General de 
la Organización resolver sobre las sanciones aplicables 
a los miembros de la Comisión oO jueces de la Corte 
que hubiesen incurrido en las causales previstas en los 
respectivos estatutos. Para dictar una resolución se re- 
querirá una mayoría de los dos tercios de los votos de 
los Estados Miembros de la Organización en el caso 
de los miembros de la Comisión y, además, de los dos 
tercios de los votos de los Estados Partes en la Con- 
vención si se tratare de jueces de la Corte. 


PARTE II — DISPOSICIONES GENERALES 
Y TRANSITORIAS 


CAPITULO X 


Firma, ratificación, reserva, enmienda 
protocolo y denuncia 


ARTICULO “4 


1. Esta Convención queda abierta a la firma y a 
la ratificación o adhesión de todo Estado Miembro de 
la Organización de los Estados Americanos. 


2. La ratificación de esta Convención o la adhe- 
sión a la misma se efectuará mediante el depósito de 
un Instrumento de ratificación o de adhesión en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, Tan pronto como once Estados hayan de- 
positado sus respectivos instrumentos de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a 
todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ul- 
terlormente, la Convención entrará en vigor en la fe- 
cha del depósito de su instrumento de .ratificación o 
de adhesión, a : 


3. El Secretario General informará a todos los Es- 
tados Miembros de la Organización de la entrada en 
vigor de la Convención. 


ARTICULO 75 


Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas 
conforme a las disposiciones de la Convención de Viena 
sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo 


de 1969, 


ARTICULO 76 


1. Cualquier Estado Parte directamente y la Comi- 
sión o la Corte por conducto del Secretario General, 
pueden someter a la Asamblea General, para lo que 
estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta 
Convención. 


2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Es- 
tados ratificantes de las mismas en la fecha en que 
se haya depositado el respectivo instrumento de rati- 
ficación que corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados Partes en esta Convención. En cuanto 
al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la 
fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de 
ratificación. 
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ARTICULO 77 


1. De acuerdo con la facultad establecida en el 
artículo 31, cualquier Estado Parte y la Comisión po. 
drán someter a la consideración de los Estados Partes 
reunidos con ocasión de la Asamblea General, proyec- 
tos de protocolos adicionales a esta Convención, con 
la finalidad de incluir progresivamente en el régimen de 
protección de la misma otros derechdx y libertades. 


2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de 
su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los Esta. 
dos Partes en el mismo, 


ARTICULO 78 


1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Con- 
vención después de 'la expiración de un plazo de cinco 
años a partir de la fecha de entrada en vigor de la 
misma y mediante un preaviso de un año, notificando 
al Secretario General de la Organización, quien debe 
informar a las otras Partes, 


2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar 
al Estado Parte interesado de las obligaciones conteni- 
das en esta Convención en lo que concierne a todo 
hecho que, pudiendo constituir una violación de esas 
obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente 
2 la fecha en la cual la denuncia produce efecto. 


CAPITULO X1 
Disposiciones Transitorias 


Sección 1. Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos : 


ARTICULO 79 


Al entrar en vigor está Convención, el Secretario 
General pedirá por escrito a cada Estado Miembro de la 
Organización que presente, dentro de un plazo de no 
venta días sus candidatos para miembros de la Comi. 
sión Interamericana de Derechos Humanos. El Secre- 
tario General preparará una lista por orden alfabético 
de los candidatos presentados y la comunicará a los 
Estados Miembros de la Organización al menos treinta 
días antes de la próxima Asamblea General. 


ARTICULO 80 


La elección de miembros de la Comisión se hará 
de entre los candidatos que figuren en la lísta a que 
se refiere el artículo 79 por votación secreta de la 
Asamblea General y se declararán elegidos los candi- 
datos que obtengan mayor número de votos y la ma. 
yoría absoluta de los votos de los representantes de los 
¡Estados Miembros. Si para elegir a todos los miembros 
de la Comisión resultare necesario efectuar varias vo- 
taciones, se eliminará sucesivamente, en la forma que 
determine la Asamblea General, a los candidatos que 
reciban menor número de votos. 


Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ARTICULO 81 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretarto 
General pedirá por escrito a cada Estado Parte que 
presente, dentro de un plazo de noventa días, sus can- 
didatos para jueces de la Corte Interamericana de De- 
rechos Humanos. El Secretario General preparará una 
lista por orden alfabético de los candidatos presentados 
y la comunicará a los Estados Partes por lo menos 
treinta días antes de la próxima Asamblea General, 


ARTICULO 82 


La elección de jueces de la Corte se hará de entre 
los candidatos que figuren en la lista a que se refiere 
el artículo 81, por votación secreta de los Estados Par- 
tes en la Asamblea General y se declararán elegidos 
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los candidatos que obtengan mayor número de votos y 

_Ja mayoría absoluta de los votos de los representantes 
de los Estados Paftes. Si para elegir a todos los jueces 
de la Corte resultare necesario efectuar varias votacio- 
nes se eliminarán sucesivamente, en la forma que de- 
terminen los Estados Partes, a los candidatos que re- 
ciban menor número de votos. : 


DECLARACIONES Y RESERVAS 
Declaración de Chile, 


La Delegación de Chile pone su firma en esta Con- 
vención, sujeta a su posterior aprobación parlamentaria 
y ratificación, conforme a las normas constitucionales 


vigentes. 
Declaración del Ecuador. 


' La Delegación del Ecuador tiene el honor de sus- 
eribir la Convención Americana de Derechos Humanos. 
No cree ' necesario puntualizar reserva alguna, dejando 
a salvo, tan solo, la facultad general contenida en la 
misma Convención, que deja a los gobiernos la 'liber- 
tad de ratificarla, 


Reserva de Uruguay. 


El artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la 
República Oriental del Uruguay establece que la ciu- 
dadanía se suspende “por la condición de legalmente 
procesado en causa criminal de que pueda resultar pena 
de penitenciaría”. Esta limitación al ejercicio de log 
derechos reconocidos en el Artículo 23 de la Convención 
no está contemplada entre las circunstancias que al 
respecto prevé el parágrafo 2 de dicho Artículo 23 por 
lo que la Delegación del Uruguay formula la reserva 
pertinente. y 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infras- 


eritos, cuyos plenos poderes fueron hallados en buena y 
debida .forma, firma esta Convención, que se llamará 
“PACTO DE-SAN JOSÉ DE COSTA RICA”, en la ciudad 
de San José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de 
mil novecientos sesenta y nueve. y 


PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO 
INTERNACIONAL DE DERECHOS 
” CIVILES Y POLITICOS 


Los Estados Partes en el presente Protocolo, 


Considerando que para asegurar mejor «l logro de 
los propósitos del Pacto Internacional de Derechos Ci- 
viles y Políticos (en adelante denominado el Pacto) y 
la aplicación de sus disposiciones sería conveniente fa- 
cultar al Comité de Derechos Humanos establecido en 
la parte IV del Pacto (en adelante denominado ei 
Comité) para recibir y considerar, tal como se prevé 
en el presente Protocolo, comunicaciones de individuos 
que aleguen ser víctimas de violaciones de cualquiera 
de los derechos enunciados en el Pacto, 


Han convenido en lo siguiente: 
ARTICULO 1 


Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser 
parte en el presente Protocolo reconoce la competen- 
cla del Comité para recibir y considerar comunicacio- 
nes de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de 
ese Estado y que aleguen ser víctimas de una viola- 
ción, por ese "Estado Parte, de cualquiera de los de- 
rechos enunciados en el Pacto. El Comité no recibirá 
ninguna comunicación que concierna 4 un Estado Par. 
te en el Pacto que no sea parte en el presente Protocolo, 


ARTICULO 2 
Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1, todo 


individuo que alegue- una violación de cualquiera de sus 
derechos enumerados en el Pacto y que haya agotado 


CAMARA DE SENADORES 


7 y 8 de marzo de 1985 


todos los recursos internos disponibles podrá someter a 
la consideración del Comité una comunicación escrita. 


ARTICULO 3 


El Comité considerará inadmisible toda comunica. 
ción presentada de acuerdo con el presente Protocolo 
que sea anónima o que, a su juicio, constituya uba abuso 
del derecho a presentar tales comunicaciones o sea in. 
compatible con las disposiciones del Pacto. 


ARTICULO 4 


+ 1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el 
Comité pondrá toda comunicación que le sea sometida 
en virtud del presente Protocolo en conocimiento del 
Estado Parte del que se afirme que ha violado cualquiera 
de las disposiciones del Pacto. a a 


2. En un plazo de seis mests, ese Estado deberá 
presentar al Comité por escrito explicaciones o declara. 
clones en las que se aclare el asunto y se señalen las 
medidas que eventualmente haya adoptado al respecto. 


ARTICULO 5 


1. El Comité examinará las comunicaciones recibi- 
das de acuerdo con el presente Protocolo tomando en 
cuenta toda la información escrita que le hayan facil. 
tado el individuo y el Estado Parte interesado. 


2. El "Comité no examinará ninguna comunicación 
de un individuo a menos que se haya cetclorado de que: 


a) El mismo asunto no ha sido sometido ya a otro 
5 proccalmiento: de examen O arreglo internacio. 
nales; 


b) El individuo ha agotado todos los recursos de la 
jurisdicción interna. No se aplicará esta norma 
cuando la tramitación de los recursos se pro. 
longue injustificadamente. 


3. El Comité celebrará sus seslones a puerta cerra- 
da cuándo examine las comunicaciones previstas en el 
presente Protocolo, 


4. El Comité presentará sus observáciones al Esta. 
do Parte interesado y al individuo. 


ARTICULO 6 


El Comité incluirá en el informe anual que ha de 
presentar con arreglo al artículo 45 del Pacto un resu- 
men de sus actividades en virtud del presente Protocolo. 


ARTICULO 7 


En tanto no se logren los objetivos de la resolución 
1.514 (XV) de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, del 14 de diciembre de 1960, relativa a la De- 
claración sobre la concesión de la independencia a los 
países y pueblos coloniales, las disposiciones del presen. 
te Protocolo no limitarán de manera alguna el derecho 
de petición concedido a esos pueblos por la Carta de 
las Naciones Unidas y por otros instrumentos y conven. 
ciones internacionales que se hayan concertado bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas o de sus orgariis. 
mos especializados. 


ARTICULO 8 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma 
de cualquier Estado que haya firmado el Pacto, 


2. El presente Protocolo está sujeto a ratlíicación 
por cualquier Estado que haya ratificado el Pacto o se 
haya adherido al mismo. Los instrumentos de ratifica. 
ción se depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 
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El presente Protocolo quedará ablerto a la adhesión 
de cualquiér Estado que haya ratificado el Pacto o se 
haya adherido al mismo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas in- 
formará a todos los Estados que hayan firmado el pre- 
sente Protocolo, o ¡e hayan adherido a él, del depósito 
de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión, 


ARTICULO 9 


1. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el 
presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el décimo instrumento de ratificación o de adhesión en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pro- 
tocolo o se adhiera a él después de haber sido deposi- 
tado el décimo instrumento de ratificación o de adhe- 
sión, el presente Protocolo entrará en vigor transcurri- 
dos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su propio instrumento de ratificación 
o de adhesión . 


ARTICULO 10 


Las disposiciones del presente Protocolo serán apli. 
cables a todas las partes componentes de los Estados 
federales, sín limitación ni excepción alguna. 


ARTICULO 11 


1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo pa. 
drá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Se- 
cretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará las enmiendas propuestas a los Es- 
tados Partes en el presente Protocolo pidiéndoles que 
le notifiquen si desean que se convoque una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas 
y someterlas a votación. Si un tercio. al menos de los 
Estados se declara a favor de tal conyocatorla el Se- 
cretario General convocará una conferencia bajo los aus- 
vicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por la mayoría de los Estados presentes y votantes en 
la conferencia se someterá a la aprobación de la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan 
sido aprobadas por la Asamblea General y aceptadas 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes 
en el presente Protocolo, de conformidad con sus respec. 
tivos procedimientos constitucionales. 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán 


obligatorias para los Estados Partes que las hayan acep- - 


tado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Protocolo y 
por toda enmienda anterior, que hubiesen aceptado, 


ARTICULO 12 


1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente 
Protocolo en cualquier momento mediante notificación 
“escrita dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia surtirá efecto tres meses después 
de la fecha en que el Secretario. General haya recibido 
la notificación. 


2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las 
disposiciones del presente Protocolo sigan aplicándose a 


cualquier comunicación presentada, en virtud del artícu. 


lo 2 antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 
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ARTICULO 13 


Independientemente de las notificaciones formuladas 
conforme al párrafo 5 del artículo 8 del presente Proto. 
colo, el Secretario General de las Naciones Unidas co- 
municará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 
del artículo 51 del Pacto: Ñ 

2) Las firmas, ratificaciones y adhesiones confor. 

mes ton lo dispuesto en el artículo 8; 


b)- La fecha en que entre en vigor el presente Pro- 
tocolo conforme a lo dispuesto en el artículo 9, 
y la fecha en que entren en vigor las enmien. 
das a que hace referencia el articulo 11; 


e) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 12. 


ARTICULO '14 


he 1. El presente Protocolo, cuyos.textos en chino, es- 
pañol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 


“2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
enviará copias certificadas del presente Protocolo a to- 
dos los Estados mencionados en el artículo 48 del Pacto. 


EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Protocolo, el cual ha sido abierto 
a la firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes 
de diciembre de mil novecientos sesenta y seis. 


y PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
CIVILES Y POLITICOS 


Los Estados Partes en el presente Pacto, 


Considerando que, conforme a los principios enun- 
ciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, 
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reco- 
nocimiento de la dignidad imherente a todos los miem- 
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e 
inalienables. 


Reconociendo que estos derechos se derivan de la 
dignidad inherente a la persona humana, 


Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal 
del ser humano libre, en el disfrute de las libertades 
civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, 
2 menos que se creen condiciones que permiten a cada 
persona “gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto 
como de sus derechos económicos, sociales y culturales. 


Considerando que la Carta de las Naciones Unidas 
impone a los Estados la obligación de promover el res- 
peto universal y efectivo de los derechos y libertades 
humanos. 


Comprendiendo que el individuo, por tener deberes 
respecto de otros individuos y de la comunidad a que 
pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la con- 
secución y la observancia de los derechos reconocidos 


en. este Pacto. 


Convienen en los artículos siguientes: 


PARTE I 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre 
determinación. En virtud de este derecho establecen U. 
bremente su condición política y provéen asimismo a 
su desarrollo económico, socia? y cultural. 
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2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos 
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan 
de la cooperación económica internacional basada en el 
principio de beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional. En ningún caso podría privarse a un pue- 
blo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto, inclu- 
so los que tienen la responsabilidad de administrar te- 
rritorios no autónomos y territorios en fideicomiso, pro- 
moverán el ejercicio del derecho de libre determinación 
y respetarán este derecho de conformidad con las dis- 
posiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 


PARTE Il 
ARTICULO 2 


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar y a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en su territorio y es- 
tén sujetos a su jurisdicción los derechos reconodidos 
en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, co- 
lor, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, na- 
cimiento o cualquier otra condición social. 


2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, 
con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones dWel presente Pacto, las medidas oportunas 
para dictar las disposiciones legislativas o de otro ca- 
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en el presente Pacto y que no es- 
tuviesen, ya garantizados por disposiciones legislativas o 
de otro carácter. 


3. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a garantizar que: 


a) Toda persona cuyos derechos o libertades re- 
conocidos en el presente Pacto hayan sido vio- 
lados podrá interponer un recurso efectivo, aún 
cuando tal violación hubiera sido cometida por 
personas que actuaban en ejercicio de sus fun- 
ciones oficiales; 


b) La autoridad competente, judicial, administrati- 
va-O legislativa, o cualquiera otra autoridad 
competente prevista por el sistema legal del 
“Estado decidirá sobre los derechos de toda per- 
sona que interponga tal recurso, y a desarro. 
llar las posibilidades de recurso judicial; 


c) Las autoridades competentes cumplirán toda de. 


cisión en que se haya estimado procedente el 
Yecurso. 


. 


ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se compro- 
meten a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en 
el goce de todos los derechos civiles y. políticos enuncia- 
dos en el presente Pacto. Ñ 


ARTICULO 4 


1. En situaciones excepcionales que pongan en pe- 
ligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido 
proclamada oficialmente, los Estados Partes en el pre- 
sente Pacto podrán adoptar disposiciones que en la me- 
dida estrictamente limitada a las exigencias de la situa. 
ción, suspendan las obligaciones contraídas en virtud 
de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean 
incompatibles con las demás obligaciones que les impo. 
ne el derecho internacional y no entrañen distriminación 
alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, 
sexo, idloma, religión u origen social. 
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2. La disposición precedente no autoriza suspen. 
sión alguna de los artículos 6, 7 y 8 (párrafos 1 2) 
11, 15, 16 y 18. á , a 


3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que 
haga uso del derecho de suspensión deberá. informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en el pre. 
sente pacto, por conducto del Secretario General de las 
Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación 
haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión, Se hará una nueva comunicación por el 
mismo conducto en la fecha en que haya dado por ter. 
minada tal suspensión. 


ARTICULO 5 


1. Ninguna disposición' del presente Pacto podrá ser 
interpretada en el sentido de conceder derecho alguno 
a un Estado, grupo o individuo para emprender activi. 
dades o realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en 
el Pacto o a su limitación en mayor medida que la pre- 
vista en él 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos fundamentales recono. 
cidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de 
que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en 
menor grado. 


PARTE Hi 
ARTICULO 6 


1, El derecho a la vida es inherente a la persona 
humana. Este derecho estará protegido por la Ley. Na. 
die podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no hayan abolido la pena ca- 
pital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los 
más graves delitos y de conformidad con leyes que es- 
tén en vigor en el momento de cometerse el delito y 
que no sean contrarias a las disposiciones del presente 
Pacto ni a la Convención para la prevención y la san- 
ción del delito de genocidio. Esta pena sólo podrá im. 
ponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un 
tribunal competente. 


3.. Cuando la privación de la vida constituya de- 
lito de genocidio se tendrá entendido que náda de lo 
dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a 
los Estados Partes del cumpliimento de ninguna de las 
obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de 
la Convención para la prevención y la sanción del de- 
lito de genocidio. 


"4. Toda persona condenada a muerte tendrá dere. 
cho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena. 
La Amnistía, el indulto o la conmutación de la pena 
capital podrán ser concedidos en todos los casos. 


5. No se impondrá la pena de muerte por delitos 
cometidos por personas de menos de 18 años de edad, ni 
se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 


6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser 
invocada por un Estado Parte en el presente Pacto para 
demorar O impedir la abolición de la pena capital. 


ARTICULO 7 


Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o "degradantes. En particular, nadie 
será sometido sin su libre consentimiento a experimen- 


tos médicos o científicos. 
ARTICULO 8 


1. Nadie estará sometido a esclavitud. La escla. 
vitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas. 
sus formas. 2 
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2. Nadie estará sometido a servidumbre, 
3. 


a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo 
forzoso u obligatorio; ; A 


b) El inciso precedente no podrá ser interpretado 
en el sentido de que prohíbe, en los paises en 
los cuales ciertos delitos pueden ser castigados 
con la pena de prisión acompañada de traba. 
jos forzados, el cumplimiento de una pena de 
trabajos forzados impuesta por un tribunal com- 
petente; 


€) No se considerarán como “trabajo forzoso u obli. 
gatorio” a los efectos de este párrafo: 


i) Los trabajos o servielos que, aparte de los 
mencionados en el inciso b), se exijan nor- 
malmente de una persona presa en virtud 
de una decisión judicial legalmente dictada, 
o de una persona que habiendo sido presa 
en virtud de tal decisión se encuentre en 
hbertad condicional; 


i1) El Servicio de carácter militar y, en los paí- 
ses donde se admite la exención por razo- 
nes de conciencia, el servicio nacional que 
deben prestar conforme a la Ley quienes se 
opongan al servicio militar por razones de 
concléncia; 


111) El servicio impuesto en casos de peligro o 
calamidad que amenace la vida o el bienes. 
tar de la comunidad; ; 


iv) El trabajo o servicio que forma parte de las 
obligaciones cívicas normales. 


ARTICULO 9 


1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a 
la seguridad personales, Nadie podrá ser sometido a de- 
tención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado 
de su libertad, salvo por las causas fijadas por Ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta. 


si 2. Toda persona detenida será informada, en el mo. 
mento de su detención, de las razones de la misma, y 
notificada, sin demora, de la acusación formulada contra 
ella. 


3. Toda persona detenida o presa a causa de una 
infracción penal será llevada sin demora ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la Ley para ejercer fun. 
ciones judiciales, y tendrá derecho a set juzgada den- 
tro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La 
prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier otro momento de las diligencias procesales y, 
en su caso, para la ejecución del fallo. 


4. Toda persona que sea privada de libertad en vir- 
tud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir an- 
te un tribunal, con el fin de que éste decida a la bre- 
vedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene 
su libertad si la prisión fuera ilegal. 


5. Toda persona que haya sido ilegalmente deteni. 
da o presa, tendrá el derecho efectivo de obtener repa- 
ración. 


ARTICULO 10 


1. Toda persona privada de libertad será tratada 
humanamente y cón el respeto debidó a la dignidad 
inherente al ser humano. 
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2. 


a) Los procesados estarán separados de los conde. 
nados, salvo en circunstancias excepelonales, y 
serán sometidos a un tratamiento distinto, ade. 
cuado a su condición de personas no condenadas; 


b) Los menores procesados estarán separados de los 
adultos y deberán ser llevados ante los tribu. 
nales de justicia con la mayor celeridad posible 
para su enjuiciamiento. 


3. El régimen penitenciario consistirá en un trata- 
miento cuya finalidad esencial será la reforma y la re- 
adaptación social de los penados. Los menores delin. 
cuentes estarán separados de los adultos y serán some- 
tidos a un tratariento adecuado a su edad y condición 
jurídica. 


ARTICULO 11 


Nadie será encarcelado por el solo hecho de no po- 
der cumplir una obligación contractual. d 


ARTICULO 12 


1. Toda persona que se halle legalmente en el te. 
rritorio de un Estado tendrá derecho a circular libre. 
mente por él y a escoger libremente en él su residencia. 


2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente 
de cualquier país, incluso del propio. 


3. Les derechos antes mencionados no podrán ser 
objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen pre. 
vistas en la Ley, sean necesarias para proteger la segu. 
ridad nacional, el orden público, la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean 
compatibles con los demás derechos reconocidos en el 
presente Paeto. 


4. Nadie podrá ser arbitrariamente orivado del de. 
recho a entrar en su propio país, 


ARTICULO 13 


El extranjero que se halle legalmente en el terrl. 
torio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo po- 
drá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión 
adoptada conforme a la Ley; y, a menos que razones im. 
periosas de seguridad nacional se opongan a ello, se per. 
mitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asis. 
tan en contra de su expulsión, así como someter su caso 
a revisión ante la autoridad competente o blen ante la 
persona O personas designadas especialmente por dicha 
autoridad competente, y hacerse representar con tal fin 
ante ellas. : 


ARTICULO 14 


1. Todas les personas son iguales ante los tribuna 
les y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a 
ser oída públicamente y con las debidas garantías por 
un tribunal competente, indenendiente e imparcial, esta. 
blecido por la Ley, en la substanciación de cualquier acu- 
saciódn de carácter penal formulada contra ella o para 
la determinación de sus derechos u obligaciones de ca- 


” rácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos 


de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones 
de moral, orden público seguridad nacional en una so- 
ciedad democrática, O cuando la exija el interés de la 
vida privada de las partes o, en la medida estrictamente 
necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstan- 
cias especiales del asunto la publicidad pudiera perju- 
dicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia 
en materla penal o contenciosa será pública, excepto en 
los casos en que el interés de menores de edad exija 
lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores. 


20.5. 


2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho 
a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe 
su culpabilidad conforme a la Ley. 


3. Durante el proceso, toda persona acusada de un 
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 

2) A ser informada sin demora, en un idioma que 
comprenda y en forma detallada, de la natura- 
ea y causas de la acusación formulada contra 
ella; 


b) -A disponer del tiempo y de los medios adecua- 
dos para la preparación de su defensa y a co- 
municarse con un defensor de su elección; 


c) A ser juzgada sin: dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse 
personalmente o ser asistida por un defensor de 
su elección; a ser informada, si no tuviera de- 
fensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, 
siempre que el interés de la justicia lo exija, a 
que se le nombre defensor de oficio, gratuita. 
mente, si careciera de medios suficientes para 
pagarlo; | 


e) _A interrogar o hacer interrogar a los testigos de 
cargo y a obtener la comparecencia de los tes- 
tigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de 
cargo; 


-£) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, 
si no comprende, o no habla el idioma empleado 
en el tribunal; 


£) A no ser obligada a declarar contra sí misma 
ni a confesarse Culpable. 


4. En el procedimiento aplicable a los menores de 
edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta cireuns- 
tancia y la importancia de estimular su readaptación 


social. 


5. Toda persona declarada culpable de un delito 
tendrá derecho a que el fallo: condenatorio y la pena 
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal 
superior, conforme a lo prescrito por la ley. 


6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya 
sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido 
indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judi. 
cial, la persona .que haya sufrido una pena como resul. 
tado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme 
a la Ley, a menos que se demuestre que le es imputable 
en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente 
el hetho desconocido. 


7. Nadie podrá ser juzgado mi sancionado por un 
delito por el cuál haya sido ya condenado o absuelto 
por una sentencia firme de acuerdo con la Ley y el pro. 
cedimiento penal de cada país. 


ARTICULO 15 


1. Nadie será condenado por actos u omisiones que 
en el momento de cometerse no fueran delictivos según 
el derecho nacional o internacional, Tampoco se impon. 
drá pena más grave que la áplicable en el momento de 
la comisión del delito,.St con postertoridad a la comi- 
sión del delito la Ley dispone la imposición de una pena 


más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 
i 


2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opon- 
drá al juicio ni a 14 condena de una persona por actos 
u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran 
delictivos según los principios generales del derecho re- 
conocidos por la comunidad internacional. 
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ARTICULO 16 


Todo ser humano tiene derecho en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica. 


ARTICULO 17 


1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia, ni de ataque ilegales a su honra y 
reputación. 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de 
la Ley contra esas injerencias o esos ataques, 


ARTICULO 18 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección, así como la libertad de ma. 
nifestar su religión o sus creencias, individual o colec. 
tivamente, tanto en público como en privado, mediante 
el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la 
enseñanza. 


2. Nadie será objeto de médidas coercitivas que 
puedan menoscábar su libertad de tener o de adoptar 
la religión o-las creencias de su elección. : 


3. La libertad de manifestar la propia religión o 
las propias creencias estará sujeta únicamente a las U. 
mitaciones prescritas por la Ley que sean necesarias para 
proteger la seguridad. el orden, la salud o la moral pú. 
blicos, o los derechos y libertades fundamentales de lo3 


demás. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos 
reciban la educación religiosa y moral que esté de acuer- 
do con sus propias convicciones. 


4 ARTICULO 19 


s 


1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opi. 
niones. ; 


2. Toda persona tiene derecho a la libertad de ex. 
presión; este derecho comprende la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, 
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente. por 
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier 
otro procedimiento de su elección, 0 


3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 
de este artículo entraña deberes y responsabilidades es. 
peciales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas 
restricciones que deberán, sin embargo, estar expresa. 
mente fijadas por la Ley y ser necesarias para: 


2) Asegurar el respeto a los derechos o a la repu- 
tación de los demás; 


b) La protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral públicas, 


ARTICULO 20 


1. Toda propaganda en favor de la guerra estará 
prohibida por la Ley. z 


2. Toda apología del odio nacional, racial o reli. 
gloso que constituya incitación a la discriminación. la 
hostilidad o la violencia estará prohibida por la Ley. 

ARTICULO 21 


Se reconore el derecho de reunión pacífica. El ejer.. 
ciéio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las res. 
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tricciones previstas por la Ley que sean necétsarias en 
una sociedad democrática, en interés de la seguridad na- 
cional, de la seguridad pública o del orden público, o 
'para proteger la salud o la moral públicas o los dere- 
chos y libertades de los demás. 


ARTICULO 22 


1. Toda persona tiene derecho a asociarse libre- 
mente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos 
y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses. 


2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar su- 
jeto a las restricciones previstas por la Ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden 
público, o para proteger la salud o la moral públicas o 
los derechos y libertades de los demás. El presente ar- 
tículo no impedirá la imposición de restricciones legales 
al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros 
de las fuerzas armadas y de la policía, 


3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a 
los Estados Pártes en el Convenio de la Organización 
Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad 
sindical y a la protección del derecho de sindicación 
a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar 
las garantías previstas eh él ni a aplicar la Ley de tal 
manera 'que pueda menoscabar esas garantías. 


ARTICULO 23 


1. La familia es el elemento natural y fundamen. 
tal de la sociedad y tiene derecho a la protección de la 
sociedad y del Estado. 


2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mu- 
jer a contraer matrimonio y a fundar una familia si 
tiene edad para ello. 


3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre 
y pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto toma- 
rán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del mismo. En caso de disolución, se adop- 
tarán disposiciones que aseguren la protección necesaria 
a los hijos. 


ARTICULO 24 


1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación al- 
guna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
origen nacional o social, posición económica o nacimien. 
to, a las medidas de protección que su condición de 
menor requiere, tanto por parte de su familia como de 
la sociedad y del Estado. p 

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después 
de su nacimiento y deberá tener un nombre. 


3. Todo niño tiene derecho a adquirir, una nacio- 
nalidad. 


ARTICULO 25 


Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restric- 
clones indebidas, de los siguientes derechos y oportuni. 
dades: 


a) Participar en la dirección de los asuntos públi. 
cos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 


b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas. 
auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 
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c) Tener acceso, en condiciones generales de igual 
dad, a las funciones públicas de su país. 


ARTICULO 26 


Todas las personas son iguales ante. la Ley y tlenen 
derecho sin discriminación a igual protección de la Ley. 
A este respecto, la Ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará a todas las personas protección igual y efec- 
tiva contra cualquier discriminación por motivos de ra- 
za, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nactonal o social, posición eco. 
nómica, nacimiento o cualquier otra condición social. 


« 


ARTICULO 27 


En los Estados en que existan minorías -étnicas, rell. 
£ilosas o lingúísticas, no se negará a las personas que 
pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corres. 
ponde, en común con los demás miembros de su grupo, 
a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar 
su propia religión y a emplear su propio idioma. 


. PARTE IV 
ARTICULO 28 
1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos 
(en adelante denominado el Comité). Se compondrá de 
dieciocho miembros y desempeñará las funciones que se 
señalan más adelante. 


2. El Comité estará compuesto de nacionales de los 


Estados Partes en el presente Pacto, que deberán ser 


personas de gran integridad moral, con reconocida com- 
petencia en materia de derechos humanos. Se tomará en 
consideración la utilidad de la participación de algunas 
personas que tengan experiencia jurídica. 


3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejer- 
cerán sus funciones a título personal, 


ARTICULO 29 


1. Los miembros del Comité serán elegidos por vo- 
tación secreta de una lista de personas que reúnan las 
condiciones previstas en el artículo 28 y que sean pro- 
puestas al efecto pór los Estados Partes en el presente 
Pacto. 


2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá 
proponer hasta dos personas. Estas personas serán nacio. 
nales del Estado que las proponga. 


3. La misma ' persona podrá ser propuesta más de 
una vez.: 


ARTICULO 30 


1. La elección inicial se celebrará a más tardar 
Seis meses después de la fecha de entrada en vigor del - 
presente Pacto. ] 


2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de 
la elección del Comité, siempre que no se trate de una 
elección para llenar una vacante declarada de confor. 
midad con el artículo 34, el Secretario General de las 
Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Par. 
tes en el presente Pacto a presentar sus candidatos para 
el Comité en el término de tres meses. 


3. El Secretario General de las Naciones Unidas 
preparará una lista por orden alfabético: de los candi. 
datos que hubieren sido presentados, con indicación de 
los Estados Partes que los hubieren designado, y. la co. 
municará a los Estados Partes en el presente Pacto a 
más tardar un mes antes de la fecha de cada elección. 


4. La elección de los miembros del Comité se cele- 
brará en una reunión de los Estados Partes convocada 


222—C.S. 


por el Secretario General de las Naciones Unidas en la 
Sede de la Organización. En esa reunión, para la-cual 
el quórum estará constituido por dos tercios de los Es- 
tados Partes, quedarán elegidos miembros del Comité, 
los candidatos que obtengan el mayor número de votos 
y la mayoría absoluta de los votos de los representantes, 
de los Estados Partes presentes y votantes. 


ARTICULO 31 


1. El.Comité no podrá comprender más de un na-* 


«lonal de un mismo Estado. 


. 2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta 
una distribución geográfica equitativa de los miembros 
y la representación de las diferentes formas de civiliza- 
ción y de los principales sistemas jurídicos. 


ARTICULO 32 


1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro 
años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su 
candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los 
miembros elegidos en la primera elección expirarán al 
cabo de dos años. Inmediatamente después de la primera 
elección, el Presidente de la reunión mencionada en el 
párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nom- 
bres de estos nueve miembros. 


2. Las elecciones que se celebren al expirar el man- 
dato se harán con arreglo a los artículos precedentes de 
esta parte del presente Pacto. 


ARTICULO 33 


1. Si los demás miembros estiman por unanimidad 
que un miembro del Comité ha dejado de desempeñar 
las funciones por Otra causa que la de ausencia tempo- 
ral, el Presidente del Comité notificará este hecho al 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien decla- 
rará vacante el puesto de dicho miembro. 


2, En caso de muerte o renuncia de un miembro 
del Comité, el Presidente lo notificará inmediatamente 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien de- 
elarará vacante el puesto desde la fecha del fallecimien- 
to o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia. 


ARTICULO 34 


1. Si se declara una vacanté de conformidad con 
el artículo 33 y si el mandato del miembro que ha de 
ser sustituido no expira dentro de los seis meses que si. 
gan a la declaración de dicha vacante, el Secretario 
General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno 
de los Estados Partes en el presente Pacto, los cuales, 
para llenar la vacante, podrán presentar candidatos en 
el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en 
el párrafo 2 del artículo 29. 


“ 2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
preparará una lista por orden alfabético de los cand!. 
datos así designados y la comunicará a los Estados Par- 
tes en el presente texto. La elección para llenar la va. 
cante se verificará de conformidad con las disposiciones 
pertinentes de esta parte del presente Pacto. 


3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido 
para llenar una vacante declarada de conformidad con 
el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del mandato 
del miembro que dejó vacante el puesto en el Comité 
conforme a lo dispuesto en ese artículo. 


ARTICULO 35 


Los miembros del Cómité, previa aprobación de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en 
la forma y condiciones que la Asamblea General deter. 
mine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones 


del Comité. 
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ARTICULO 36 


El Secretario General de las Naciones Unidas pro. 
porcionará el personal y los servicios necesarios para el 
desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud 
del presente Pacto. 


ARTICULO 37 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas 
convocará la primera reunión del Comité en la Sede de 
las Naciones Unidas. 


2. Después de su primera reunión, el Comité se 
reunirá en las ocasiones que se prevean en su regla. 
mento, 


3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede 
de las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones 
Unidas en Ginebra. : 


ARTICULO 38 


Antes de entrar en funciones, los miembros del Co- 
mité declararán solemnemente en sesión pública del Co- 
mité que desempeñarán su cometido con toda imparcla. 
lidad y conciencia. 


ARTICULO 39 


1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos 
años. Los miembros de la Mesa podrán ser reelegidos, 


2. El Comité establecerá su propio reglamento, en 
el cual se dispondrá, entre otras cosas, que: 


a) Doce miembros constituirán quórum; 


b) Las decisiones del Comité se tomarán por ma.- 
yoría de votos de los miembros presentes, 


ARTICULO 40 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se com. 


prometen a presentar informes sobre las disposiciones 
que hayan adoptado y que den efecto a los derechos 
reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan 
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 


a) En el plazo de un año a contar de la fecha de 
entrada en vigor del presente Pacto con respecto 
a los Estados Partes interesados; 


b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 


2. Todos los informes se presentarán al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien los transmitirá al 
Comité para examen. Los informes señalarán los facto- 
res y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la 
aplicación del presente Pacto. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas, 
después de celebrar consultas con el Comité, podrá trans. 
mitir a los organismos especializados interesados coplas 
de las partes de los informes que caigan dentro de sus 
esferas de competencia. 


4. El Comité estudiará los informes presentados por 
los Estados Partes en el presente Pacto. Transmitirá sus 
informes, y los comentarios generales que estime opor- 
tunos, a los Estados Partes. El Comité también podrá 
transmitir al Consejo Económico y Social esos comen. 
tarlos, junto con copia de los informes que haya recibido 
de los Estados Partes en el Pacto. 


5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité 
observaciones sobre cualquier comentarlo que se haga 
con arreglo al párrafo 4 del presente artículo. 
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ARTICULO 41 


1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado 
Porte eu el presente Pacto podrá declarar en cualquier 
imomento que reconoce la competencia del Comité para 
revibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte ulegue que otro Estado Parte no cumpla las obli 
gacionos que le impone este Pacto. Las comunicaciones 
heches en virtud del presente artículo sólo se podrán 
é itiz y examinar si son presentadas pur un Estado 
rle que haya hecho una declaración por la cual reco- 
neca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. 
El Comité po admitirá ninguna comunicación relativa a 
un Estadu Parte que no haya hecho tal declaración. 


Las comunicaciones recibidas en virtud de este ar. 
tículo se tramitarán de conformidad con el procedimien- 
to siguiente: 


a) Si un Estado Parte en el presente Pacto consi- 
dera que otro Estado Parte no cumple las dis. 
pcsiclones del presente Pacto, podrá señalar el 
asunto a la atención de dicho Estado mediante 
una comunicación escrita. Dentro de un plazo 
de tres meses, contado desde la fecha de recibo 
de la comunicación, el Estado destinatario pro- 
porcionará al Estado que haya enviado la co- 
municación una explicación o cualquier otra 
declaración por escrito que aclare el asunto, la 
cual hará referencia, hasta donde sea posible y 
pertinente, a los procedimientos nacionales y a 
los recursos adoptados en trámite o que puedan 
utilizarse al respecto; 


b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los 
dos Estados Partes interesados en un plazo de 
seis meses contado desde la fecha en que el Es- 
tado destinatario haya recibido la primera co- 
municación, cualquiera de ambos Estados Par- 
tes interesados tendrá derecho a someterlo al 
Comité, mediante notificación dirigida al Comi- 
té y al otro Estado. 


El Comité conocerá del asunto que se le someta 
después de haberse cercilorado de que se han 
interpuesto y agotado en tal asunto todos los 
recursos de Ja jurisdicción interna de que se 
pueda disponer de conformidad con los prinel. 
plos del derecho internacional generalmente ad. 
íatcidos. No se aplicará esta regla cuando la tra- 
estación de los mencionados recursos se proJon- 
¿ue Injustificadamente 


d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerra- 
da cuando examine las comunicaciones previstas 
en el presente articulo; 


a reserva de las dispostclunes del imelso €), el 
Comité pondrá sus buenos oficlos A disposición 
úe tos Estados Partes interesados a fin de llegar 
a una solución amistosa del asunto, fundada en 
el respeto de los derechos humanos y de las li- 
bertades fundamentales reconocidas en el pre- 
seute Pacto; 


1) £u todo asunto que se le someta, el Comité po- 
ira pedir a los Estados Partes intoresados a que 
se hace referencia en el daciso b) que faciliten 
c2uslquier” información pertinente; 


a 


e, Los Estados Partes interesados a que se hace 
referencia en el inciso b) tendrán derecho a es- 
ter representados cuando el asunto se examine 
en el Comité y a presentar exposiciones verbal. 
mente, o por escrito, o de ambas maneras. 


hs El Comilé. dentro de los doce meses siguientes 
2 techa de recibo de lx nolifieación mencio- 
nada en el inciso b) presentará un informe en 


el cual: 
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1) Si se ha llegado a una solución 
a lo dispuesto en el inciso e), 
2 una breve exposición de le 
la solución alcanzada; 


11) Si no se ha llegado 4 una 
arreglo a lo dispuesto en e 


chos, y agregará las exposic 
las actas de las exposiciones 
hayan hecho los Estados Part 


En cada asunto, se enviará el informe a 
Partes interesados. 


2. Las disposiciones del presente artíenlo +. 
en vigor cuando diez Estados Partes en el pres 
to hayan hecho las declaraciones a que se havo 
cla en el párrafo 1 del presente artículo. Fa! 
ciones serán depositadas por los Estados Piar 
del Secretario General de las Naclones U 
remitirá copla de las mismas a los demás sta 
Toda declaración podrá retirarse en cualquier +; 
mediante notificación dirigida al Secretario Gon: 
retiro na será obstáculo para que se ex. 
asunto que sea objeto de una comunicar: 
tida en virtud de este artículo; no se adíni 
nueva comunicación de un Estado Parte 
Secretario General de las Naciones Unide E 
do la notificación de retiro de la declaración, 2 00” 
que el Estado Parte interesado haya hc z 
declaración. 


ARTICULO 42 


1. 


a) Si un asunto remitido al Corni 
artículo 41 no se resuelve a 
Estados Partes interesados, 
previo consentimiento de lo: 
teresados. podrá designer una 
cial de Conciltación (denominzó 
Comisión). Los buenos ofivios de te 
se pondrán a disposición de los Est 
interesados a fin de Negar a una so 
tosa del asunto, basada en el respeto al-> 
te Pacto; 


4 


É 


b) La Comisión estará integrada 3 
nas aceptables para los listade 
sados. Si transcurridos tres mesus, 
Partes interesados no se ponen de 
la composición, en todo o en parut, 
sión, los miembros. de la Coraisión 
no haya habido acuerdo serán el 
Comité, de entre sus propios mier 
ción secreta y por mayoría de «1 


2. Los miembros de la Comtsión € 
ciones a título personal. No serán nac: 
tados Partes interesados, de ningún Estado n 
parte en el presente Pacto ni de ningún Estado 
no haya hecho la declaración prevista en ol pit 


3. La Comisión elegirá su propio Prestdents 
bará su propio reglamento. 


4. Las reuniones de la Comisión se 
malmente en la Sede de las Naciones ! 
Oficina de las Naciones Unidas eu Gin 
bargo. podrán celebrarse en cualquier otro ! 
niente que la Comisión acuerde en cons 
cretario General de las Naciones Unida 
Partes interesados. 


5. La secretaría prevista en el 
también servicios a las comisioms, 
en virtud del presente artículo, 
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6. La información recibida y estudiada por el Co- 
mité se facilitará a la Comisión, y ésta podrá pedir a 
los Estados Partes interesados que faciliten cualquier 
otra información pertinente. 


7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto 
en todos sus aspectos, y en todo caso en un plazo no 
mayor de doce meses después de haber tomado conoci. 
miento del mismo, presentará al Presidente del Comité 
un informe para su transmisión a los Estados Partes 


interesados: 


a) Si la Comisión no puede completar su examen 
del asunto dentro de los doce meses, limitará 
su informe a una breve exposición de la situa. 
clón en que se halle su examen del asunto; 


b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto 
basada en el respeto a los derechos humanos re- 
conocidos en el presente Pacto, la Comisión li. 
mitará su informe a una breve exposición de 
los hechos y de la solución alcanzada; 


e) Si no se alcanza una solución en el sentido del 
inciso b), el informe de la Comisión incluirá sus 
conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho 
pertinentes al asunto planteado entré los Esta- 


dos Partes interesados, y sus observaciones acer. , 


ca de las posibilidades de solución amistosa del 
asunto; dicho informe contendrá también las 
exposiciones escritas y una reseña de las expo- 


siciones orales hechas por los Estados Partes” 


interesados; - 


ad) Si el informe de la Comisión se presenta en 
virtud del inciso c) los Estados Partes intere- 
sados notificarán al Presidente del Comité, den- 
tro de los tres meses siguientes a la recepción 
del informe, si aceptan o no los términos del 
informe de la Comisión. 


8. Las disposiciones de este artículo no afectan a 
las funciones del Comité previstas en el artículo 41. 


9. Los Estados Partes interesados compartirán por 
«igual todos los gastos de los miembros de la Comisión, 
de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario Gene- 
ral de las Naciones Unidas. 


10. El Secretario General de las Naciones Unidas 
podrá sufragar en caso necesario, los gastos de los miem- 
bros de la Comisión, antes de que los Estados Partes 
interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 
9 del presente artículo. 


ARTICULO 43 


Los miembros del Comité y los miembros de las co. 
mislones especiales de conciliación designados conforme 
al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades privile- 
glos e inmunidades que se conceden a los expertos que 


desempeñan misiones para las Naciones Unidas, con arre- * 


glo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Con- 
vención sobre los privileglos e inmunidades de las Na- 
clones Unidas. 


ARTICUJ:O 44 


Las disposiciones de aplicación del presente Pacto 
se aplicarán sin perjuicio de los procedimientos previstos 
en materia de derechos humanos por los instrumentos 
constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados o en virtud de los 
mismos, y no impedirán que los Estados Partes recurran 
a otros "procedimientos para resolver una controversia, 
“de conformidad con convenios internacionales generale 
o especiales vigentes entre ellos. S 
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ARTICULO 45 


El Comité presentará a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas por conducto del Consejo Económico y 
Social, un informe anual sobre sus actividades. 


PARTE V 
ARTICULO 46 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá. inter- 
pretarse en "menoscabo de las disposiciones de la Carta 
de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones 
de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los 
organismos especializados en cuanto a las materias a que 
se refiere el presente Pacto. 


ARTICULO 47 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá in- 
terpretarse en menoscabo del derecho inherente de to- 
dos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente 
sus riquezas y recursos naturales. 


PARTE VI 
ARTICULO 48 


1. El presente Pacto estará abierto a la firma de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o 
miembros de algún organismo especializado, así como 
de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte in. 
ternacional de Justicia y de cualquier otro Estado invi- 
tado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
a ser parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 


3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión 
de cualquiera de los Estados mencionados en el párra- 
fo 1 del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. ? 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas 
informará a todos los Estados que hayan firmado el 
presente Pacto, o se hayan adherido a él del depósito 
de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión. : A 


ARTICULO 49 


1. El presente Pacto entrará en vigor transcurri- 
dos tres meses a partir de la fecha en que haya sido 
depositado el trigésimo quinto instrumento de ratifica- | 
ción o de adhesión en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pac- 
to o se adhiera. a él después de haber sido depositado 
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado haya 
potado su instrumento de ratificación o de adhe- 

n. A 


ARTICULO 50 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplica- 
bles a todas las partes componentes de los Estados 
federales, sin limitación ni excepción alguna, 
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ARTICULO 51 


1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá 
proponer enmiendas y depositarlas en poder del Se- 
cretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará lás enmiendas propuestas a los Es- 
tados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque a una conferen- 
cia de Estados Partes con el fin de examinar las pro- 
puestas y someterlas a votación. Si. un tercio al menos 
de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, 
el Secretario General convocará una conferencia bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de Estados presentes y votan- 
tes en la conferencia se someterá a la aprobación de la 
Asamblea General de las: Naciones Unidas. 


. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando ha- 
yan sido aprobadas por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos 
tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos COns- 
titucionales. 


Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obli- 
gatorias para los Estados Partes que las hayan acep- 
tado en tanto que los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado. 


ARTICULO 52 


Independientemente de las notificaciones previstas 
en el párrafo 5 del artículo 48, el Secretario General 
de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 aj mismo artículo, 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones contor- 
mes con lo dispuesto en el artículo 48. 


b) La fecha en que entre en vigor el presente 
Pacto conforme a lo dispuesto en el articulo 49 
y la fecha en que entren en vigor las enmien- 
das a que hace referencia el artículo 51. 


ARTICULO 53 


1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa- 
fol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
* será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
enviará copias certificadas del presente Pacto a todos 
los Estados mencionados en el artículo 48. 


EN FE DE LO CUAL los infrascriptos debidamente 


autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a la 
firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes de 
diciembre de mil novecientos 'sesenta y sels. 


PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
Los Estados Partes en el presente Pacto. 


Considerando que, conforme a los principios enun- 
clados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad 
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el re- 
conocimiento de la dignidad inherente a todos los miem- 
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e 
inalienables, 


Reconociendo que estos derechos se desprenden de 
la dignidad inherente a la persona humana, 


Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Uni- . 


versal de Derechos Humanos, no puede realizarse el 
ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la 
miserla, al menos que se creen condiciones que per- 
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mitan a cada persona gozar de sus derechos económi- 
eos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 
civiles y políticos, 


Considerando que la Carta de las Naciones Unidas 
impone a los Estados la obligación de promover el res- 
peto universal y efectivo de los derechos y libertades hu- 
manos, 


Comprendiendo que el individuo, por tener deberes 
respecto de otros individuos y de la comunidad a que 
pertenece, está obligado a procurar la vigencia y ob. 
servancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 


Convienen en los artículos siguientes: 
PARTE 1 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre de- 
terminación. En virtud de este derecho establecen Mt. 
bremente su condición política y proveen asimismo a su 
desarrollo -económico, social y cultural. 


2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos 
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan 
de la cooperación económica internacional basada en 
el principio de beneficio recíproco, asi como del dere- 
cho internacional. En ningún caso podría privarse a 
un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto, inclu- 
so los que tienen la responsabilidad de administrar te- 
rritorios no autónomos y territorios en fideicomiso, pro- 
moverán el ejercicio del derecho de libre determinación, 
y respetarán este derecho de conformidad con las dis- 
posiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 


PARTE H 
ARTICULO 2 


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por se- 
parado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, 
inclusive en particular la adopción de medidas legislati- 
bro la plena efectividad de los derechos aquí recono 
cidos. , 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a garantizar el ejercicio de los derechos que 
en él se enuncian, sin discriminación alguna por moti- 
vos de raza, color, sexo, idioma, religión “opinión políti- 
ea o de otra índole, origen nacional o social posición 
económica nacimiento o cualquier otra condición social. 


3. Los países en vías de desarrollo, teniendo debi- 
damente en cuenta los derechos humanos y su economía 
nacional, podrán determinar en qué medida garantiza- 
rán los derechos económicos reconocidos en el presente 
Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 


ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a asegurar a los hombres y a las mujeres 
igual título a gozar de bodos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 


ARTICULO 4 


Los Estados Partes en el presente Pacto recono” 
cen que, en el ejercicio de los derchos garantizados con- 
forme al presente Pacto por el Estado, éste podrá so. 
meter tales derechos únicamente a limitaciones deter- 
minadas por Ley, sólo en la medida compatible con 


EZBA CS. 


la naturaleza de esos derechos y con el exclusi 
nover el bienestar general en ta Sot! 


Nicguna disposición del presente Parto podrá 
reteda en el sentido de reconocer der echo el 
1 Estado, grupe o iadividuo para e 
ízar actos encaminados a la d 
cualquiera de los derechos o libertades recono 
sx, el Parto o a su limitación en medida mayor 
a prevista en él. 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de 
niuguso de los derechos humanos fundamentalos reco- 
nocidos oO vigentes en un país en virtud de leyes, cun. 
vencion:s, reglamentos o costimbres 4 pretexto de que 
el preseate Paeto no los reconoce o los reconoce en me; 
nor grado. 


PARTE LU 
ARTICULO 6 


i. Los Estados Purtes en el presente Pacto reto: 
noten el derecho a trabajar que comprende el BOratns 
íersona Ge tener la opersunidad de ganarse 1a 
úlaute un trabajo libremente escugido o a 
medidas adecuadas para gerantizar est 


vión y formación té 
de programas, normas y 


SS 


S condiciones de 
le aseguren sl 


SS Un= 


3) 


en particulaz, 
ones de pa bajo no 


en el ipatajo; 


cdus de ser promovidos, 
periur que 
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3. No E 
cs El asiacio de costs 
35 Que preseriba 
una sotidad El 
vuridad nacion ra o E lord 
. proterción de los deree 


h O confíe 
¿€ fundar orgenizaciones sir 
les o a afílierse a las misme 


los sleiiicatos a funcionar sín 


e) El derecho 


ox 1 otras limitaciones las que 
Presurida Ley y que sean nevesarias en una 


sociedad democrática en interés de la seguridad 
nal o del orden público o para le provec- 
cón de lós derechos y libertades ajenos; 


ds El derecho Gi huelga, ejercido de conformidad 
con las le de cada país 


rtículo 10 impedirá someter a res- 
vicio de tales derechos por los 
ás armadas, de la policía o de la 


El presenta + 
3 legales e 


2 Organización 
lativo y la libertad 
x del derecho de sindicación 4 
22 inenoscaben las Baran- 
2 Convenio O 2 aplicar la Ley en 
be dichas garantías. 


sizl proterción a das ma- 


Teil. 
Mud SO 


cicles de protec- 
niños y adoles. 
zón de filiación 


Ben , Y 


va los 
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de las condiciones de existencia. Los Estados Partes to- 
marán medidas apropiadas para asegurar la efectividad 
de este derecho, reconociendo a este efecto la Importan- 
cla esencial de la cooperación internacional fundada en 
el libre consentimiento. 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reco- 
nociendo el derecho fundamental de toda persona a es- 
tar protegida contra el hambre, adoptarán individual- 
mente y mediante la cooperación internacional, las me- 
didas, incluídos programas concretos, que se necesiten 
para: . 


a) Mejorar los métodos de producción, conservación 
y distribución de alimentos mediante la plena 
utilización de los conocimientos técnicos y cien- 
tíficos, la: divulgación de principios sobre nutri- 
ción y el perfeccionamiento o la reforma de los 
regímenes agrarios de modo qué se logre la ex- 
plotación y la utilización más eficaces de las ri- 
quezas naturales. 


b) Asegurar una distribución equitativa de los al- 
mentos mundiales en relación con las necesida- 
des, teniendo en - cuenta los problemas que se 
plantean tanto a los países que importan produc- 
tos alimenticios como a los que los exportan 


ARTICULO 12 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona al disfrute del más alto ni- 
vel posible de salud física y mental. 


2. Entre las medidas que deberán adoptar los Es- 
tados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efec- 
tividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 


a) La reducción de la mortinatalidad y de la" mor- 
talidad infantil, y el sano desarrollo de-1os niños; 


b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
higiene del trabajo y del medio ambiente; 


c) La preven ión y el tratamiento de las enferme- 
dades epidémicas, endémicas, profesionales y de 
otra índole; y la lucha contra ellas; 


d) La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 


enfermedad. 


ARTICULO 13 


1. Los Estados' Partes en el presente Pacto recono- 
cen el derecho de toda persona a la educación. Convienen 
en que la educación debe orientarse hacia el pleno desa- 
rrollo de la personalidad humana y del sentido de su 
dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos hu- 
manos y las libertades fundamentales. Convienen asi- 
mismo en que la educación debe capacitar a todos las 
personas para participar efectivamente en una sociedad 
libre, favorecer la comprensión, la tolerancía y la amistad 
entre todas las naciones y entre todos los grupos racia- 
les, étnicos o religiosos, y promóver las actividades de 
las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto recono- 
cen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este 
derecho: 


a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y 
accesible a todos gratuitamente; 


b) La enseñanza secundaria en sus diferentes for- 
mas, incluso la enseñanza secundaria técnica y 
profesional, debe ser generalizada y hacerse ac- 
cesiple a todos, por cuantos medios sean apropia- 
dos y, en partícular, por la implantación pro- 
gresiva de la enseñanza gratuita; 
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c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad 
de cada uno, por cuantos medios sean apropia- 
dos, y en particular, por la implantación pro- 
gresiva de la enseñanza gratuita; 


d) Debe fomentarsa o intensificarse, en la medida 
de lo posible, la educación fundamental para 
aquellas personas que no hayan recibido o termi- 
nado el ciclo completo de instrucción primaria; 


€e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del 
sistema escolar en todos los ciclos de la enseñan. 
za, implantar un sistema adecuado de becas; y 
mejorar continuamente las condiciones matería- 
les del cuerpo docente. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se con- 
prometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de l0s tutores legales, de escoger para sus hijos o 
pupilos escuelas distintas de las creadas por las autorl- 
dades públicas siempre que aquellas satisfagan las nor- 
mas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en ma- 
teria de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa o moral que esté de acuer- 
do con sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se inter- 
pretará como una restricción de la libertad de los par. » 
ticulares y entidades para establecer y dirigir institucio. 
nes de enseñanza, a condición de que se respeten los 
principios €nunciados en el párrafo 1 y de que la edu- 
cación dada en esas instituciones se ajuste a las normas 
mínimas que prescribe el Estado. 


ARTICULO 14 


Todo Estado Parte en el presente “Pacto que, en el 
momento de hacerse parte en él, aún no haya podido 
instituir en su territorio metropolitano o en otros terrl- 
torios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la 
gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a 
elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un 
plan detallado de acción para la aplicación progresiva, 
dentro de un número razonable de años fijado en el 
plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gra- 
tuita para todos. 


ARTICULO 15 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reco. 
nocen al derecho de toda persona a: 


a) Participar en la vida cultural; 


b) Gozar de los beneficios del progreso científico y 
de sus aplicaciones; 


c) Beneficiarse de la protección de los intereses mo- 
rales y materiales que les correspondan por ra- 
zón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora. 5 


2. ' Entre las medidas que los Estados Partes en el 
presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno 
ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la 


. Conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y 


de la cultura. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se com. 
prometen a respetar la indispensable libertad para la in- 
vestigación científica y para la actividad creadora. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto recono- 
cen lo3 beneficios que derivan del fomento y desarrollo 
de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
Cuestiones científicas y culturales. - 
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PARTE IV 
ARTICULO 16 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto se com. 
prometen a presentar, en conformidad con esta parte 
del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adop- 
tado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar 
el respeto a los derechos reconocidos en: el mismo. 


2. 


a) Todos los informes serán presentados al Secre- 
tario General de las Naciones Unidas, quien 
transmitirá coplas al Consejo Económico y So- 
cial para que las examine conforme a lo dis. 
puesto en el presente Pacto. 


b) El Secretario General de las Naciones Unidas 
transmitirá también a los organismos especiali- 
zados copias de los informes, o de las partes 
pertinentes y de éstos, enviados por los Estados 
Partes en el presente Pacto que además sean 
miembros de esos organismos especializados, en 
la medida en que tales informes o parte de ellos 
tengan relación con materias que. sean de la 
competencia de dichos organismos conforme a 
sus instrumentos constitutivos. 


ARTICULO 17 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto presen- 
tarán sus informes por etapas, con arreglo al programa 
que establecerá el Consejo Económico y Social en el 
plazo de un año desde la entrada en vigor del presente 
Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los 
organismos especializados interesados. 


2. Los informes podrán señalar las circunstancias 
y dificultades que afecten el grado de cumplimiento de 
las obligaciones previstas en este Pacto. 


3. Cuando la .información pertinente hubiera sido 
“ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún or- 
ganismo especializado por un Estado Parte, no será nece. 
sario repetir dicha información, sino que bastará hacer 
referencia concreta a la misma. 


ARTICULO 18 


En virtud de las atribuciones que la Carta de las 
Naciones Unidas le confiere en materia de derechos hu. 
manos y libertades fundamentales, el Consejo Económi.- 
co y Social podrá concluir acuerdos con los organismos 
especializados sobre la presentación por tales organismos 
de informes relativos al cumplimiento de las disposicio- 
nes de este Pacto que corresponden a su campo de aeti. 
vidades. Estos informes podrán contener detalles sobre 
las decisiones y recomendaciones que en relación co! 
ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competen. 
tes de dichos organismos. 


ARTICULO 19 


El Consejo Económico y Social podrá transmitir a 
la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y 
recomendación de carácter general, o para información, 
según proceda, los informes sobre derechos humanos que 
presenten los Estados conforme a los artículos 16 y 17, 
y los informes relativos a los derechos humanos que pre- 
senten los organismos especializados conforme al artícu- 


lo 18. 
ARTICULO 20 


Los Estados Partes en el presente Pacto y los orga- 
nismos especializados interesados, pedrán presentar al 
Consejo Económico y Social observaciones sobre toda 
recomendación de carácter general hecha en virtud del 
artículo 19 o toda referencia a tal recomendación gene- 
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ral que conste en un informe de la Comisión de Dere- 
chos Humanos o en un dofumento allí mencionado, 


ARTICULO 21 


El Consejo Económico y Social podrá presentar de 
vez en cuando a la Asamblea General informes que con. 
tengan recomendaciones de carácter general así como un 
resumen de la información recibida de los Estados Par- 
“tes en el presente Pacto y de los organismos especiali_ 
zados acerca de las medidas adoptadas y los progresos 
realizados para lograr el respeto general de los derechos 
reconocidos en el presente Pacto. 


ARTICULO 22 


El Consejo Económico y Social podrá señalar a la 
atención de otros 'órganos de las Naciones Unidas, sus 
órganos subsidiarios y los organismos especializados in- 
teresados que se ocupen de prestar asistencia técnica, 
toda cuestión surgida de los informes a que se refiere 
esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas 
entidades se pronuncien, cada uno dentro de su esfera 
de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 
internacionales que puedan contribuir a la aplicación 
efectiva y progresiva del presente Pacto. 


ARTICULO 23 


Los Estados. Partes en el presente Pacto convienen 
en que las medidas de orden internacional destinadas a 
asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en 
el presente Pacto comprenden procedimientos tales co. 
mo la conclusión de convenciones, la aprobación de re- 
comendaciones, la prestación de asistencia técnica y la 
celebración de reuniones regionales y técnicas, para efec- 
tuar consultas y realizar estudios, organizadas en coope- 
ración con los gobiernos interesados. 


ARTICULO 24 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá. in- 
terpretarse en menoscabo de las disposiciones de la Car- 
ta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones 
de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los 
organismos especializados en cuanto a las materias a 
que se refiere el presente Pacto. 


ARTICULO 25 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá in. - 


_ terpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos 


los pueblos 'a disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riguezas y recursos naturales, 


PARTE V 
ARTICULO 26 


1. El presente Pacto estará abierto a la firma de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas' o 
miembros de algún organismo especializado, así como de 
todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Interna- 
cional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser 
parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


"3. El presente Pacto quedará abierto a la adheslón 
de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 
1 del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
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A. El Secretario General de las Naciones Unidas 
informará a todos los Estados que hayan firmado el pre- 
sente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de 
Aaa uno de los instrumentos de ratificación o de adhe: 
sión, : 


ARTICULO 27 
1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos 


tres meses a partir de la fecha en que haya sido depo- 
sitado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o 


de adhesión en poder del Secretario General de las Na. * 


clones Unidas, 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto 
o se adhlera a él después de haber sido depositado el 
trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhe. 
sión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO 28 


Las dispostciones del presente Pacto serán aplicables 
a todas las partes componentes de los Estados federales, 
sin limitación ni excepción alguna. 


ARTICULO 29 


1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá 
proponer enmiendas y depositarlas en poder dei Secre- 
tario General de las: Naciones Unidas. El Secretario Ge- 
neral comunicará las-enmiendas propuestas a los Esta- 
dos Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le no- 
tifiquen si desean que se convoque a una conferenciá de 
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y 
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Es. 
hara se declara a favor de tal convocatoria, el Secre- 
tario General convocará una conferencia bajo los auspi- 


clos de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada. 


por la mayoría de Estados presentes y votantes en la 
conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando ha. 
yan sido aprobadas por la Asamblea General de las Na- 
ciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos ter. 
ctos de los Estados Partes en el presente Pacto, de con. 
formidad con sus respectivos procedimientos constitucio. 

* nales. 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán 
obligatorias para los Estados Partes que las hayan acep- 
tado, en tanto que log demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado. 


ARTICULO 30 . 


Independientemente de las notificaciones previstas 
en el párrafo 5 del artículo 26, el Secretario General 
de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 


a) Las firmas, ratificaciónes y adheslones confor- 
mes con lo dispuesto en el artículo 26; 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Pac. 
to conforme a lo dispuesto en el artículo 27 y 
la fecha en que entren en vigor las enmiendas 
a que hace referencia el artículo 29. 


ARTICULO 31 


1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa- 
ñol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
enviará copias certificadas del presente Pacto a todos lcs 
Estados mencionados en el artículo 26. 


s 
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EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Pacto, el cual ha' sido abierto a la 
firma en Nueva York, el. decimonoveno día del mes de 
diciembre de mil novecientos sesenta y seis.” 


Repartido N? 11 
Marzo de 1985 


“PROYECTO DE LEY 


CAPITULO 1 


Artículo 19 — Decrétase la Amnistía de todos los 
delitos políticos, comunes y militares conexos con éstos, 
cometidos a partir del 1% de enero de 1962. 


Respecto a los autores y coautores de delitos de homi. 
cidio intencional consumados, la Amnistía sólo operará 
a los fines de habilitar la revisión de las sentencias en 
los términos previstos en el artículo 92 de esta Ley. 

Art. 22 — A los efectos de esta Ley se consideran 
delitos políticos, los cometidos por móviles directa o in- 
directamente políticos, y delitos comunes y militares co- 
nexos con delitos políticos los que participan de la 
misma 'finalidad de éstos o se cometieron para facilitar- 
los, prepararlos, consumarlos, agravar sus efectos o im. 
pedir su punición. 


También se consideran delitos conexos todos aque- 
llos que concurran de cualquier manera (reiteración real, 
relteración formal o concurrentia fuera de la reitera- 
ción) con los delitos políticos. 


Art, 32 — Esta Amnistía comprende expresamente: 


A) Los delitos del artículo 60, incisos 1, 11, III, IV, 
V, VI, VII y XI del Capítulo 6 bis del Código 
Penal Militar, incorporados a éste por el articu- 
lo 19 de la Ley N? 14.068, de 10 de julio de 1972. 


B) Los delitos establecidos en los Títulos 1 y II del 
Libro JI del Código Penal Ordinario; y las aso. 
claciones para delinquir (artículos 150 y 152 
del Código Penal y artículo 5% de la Ley 
N?9 9.936, de 18 de junio de 1940) si hubieran 
sido creadas con finalidades políticas. 


C) Los tipificados en el Código Penal Militar cuan- 
do se hubieren cometido por móviles directa o 
indirectamente políticos, o en su mérito se hu. 
blere requerido, procesado o condenado a civiles 


D) Los delitos contenidos en bandos militares dic- 
E tados durante la declaración dei estado de 
guerra, 


E) En general, y sin perjuicio de los enunciados 
precedentemente, todos los delitos, cualquiera 
sea el bien jurídico lesionado, que hayan sido 
cometidos por móviles políticos directos o indi- 
rectos. pS 


Art, 49 — Quedan comprendidas en los efectos de 
esta Amnistía todas las personas a quienes se hubiera 
atribuido la comisión de estos delitos, sea como autores, - 
coautores o cómplices y a los encubridores de los mismos, 
hayan sido o no condenados o procesados, y aun cuando 
fueren reincidentes o habituales. 


Art. 5% -— Quedan excluidos de la Amnistia log deli- 
tos cometidos por funcionarios policiales o militares, 
equiparados o asimilados, que fueran autores, coautores 
o cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o de- 
gradantes o de la detención de personas luego desapare- 
cldas, y por quienes hubiéren encubierto cualquiera de 
dichas conductas. 
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Esta exclusión se extiende asimismo a todos los de- 
litos cometidos aun por móviles políticos, por personas 
que hubieran actuado amparadas por el poder del estado 
en Cualquier forma O desde cargos de gobierno. 


Art. 62 —— Decláranse extinguidas de pleno derecho 


las penas principales y accesorias, las acciones penales, . 


las sanciones administrativas y jubilatorias, las deudas 
generadas por expensas carcelerlas y toda otra sanción 
dispuesta por una autoridad estatal en virtud de los de- 
litos amnistiados. 


Art. 72 — A partir de la promulgación de esta Ley 
cesarán de inmediato y en forma definitiva: 


a) Todos los regímenes de vigilancia para las per- 
sonas comprendidas en el beneficio de la Am- 
nistía, cualquiera fuere Su naturaleza y la auto- 
ridad que lo hubiere dispuesto. Dichas personas 
quedarán automáticamente eximidas de toda 
obligación directa o indirectamente relacionada 
con el régimen a que se hallaren sometidas. 


b) Todas las órdenes de captura y requerimiento 
pendientes, cualquiera fuere su naturaleza y la 
autoridad que lo hubiere dispuesto, dictadas con- 
tra personas. beneficiadas por esta Amnistía. 


» 

c) Todas las limitaciones vigentes para entrar al 
país o salir de él, que alcanzaren a dichas per- 
sonas. 


da) Todas las investigaciones de hechos que " pudie- 
ren configurar cualquiera de los delitos compren- 
didos en la amnistía. 


Art. 82 — El Supremo Tribunal Militar dentro de 


las 48 horas de promulgada esta Ley remitirá a la Su- * 


prema Corte de Justicia la nómina de los reclusos en 
ella comprendida con referencia a los delitos por los que 
hubieran sido acusados o condenados y al lugar de su 


reclusión. 


La Suprema Corte de Justicia dispondrá de inmediato 
la liberación de dichos reclusos con excepción de. los 
autores y coautperes de homicidio intencional consumado, 
los que quedafán a su disposición hasta que el Supremo 
Tribunal Militar remita las respectivas causas, lo que 
deberá efectuarse dentro de los cinco días hábiles de 
promulgada esta Ley. 


Recibida las causas la Suprema Corte de Justicia 
dispondrá la libertad de estas personas y distribuirá las 
causas equitativamente entre los tres Tribunales de Apela- 
ciones en lo Penal. 


Art. 99 — Los Tribunales de Apelaciones en lo Pe- 
nal dispondrán de un plazo de ciento veinte días para 
resolver si hubo o no mérito para la condena, pudiendo 


dictar sentencias de absolución o de condena. En éste. 


último caso procederán a la liquidación de la nueva pe- 
na en la proporción de tres días de pena por cada día 
de privación de libertad efectivamente sufrida. 


Los Tribunales de Apelaciones podrán valorar libre- 
mente las pruebas resultantes de la instrucción suma- 
rial y dictarán sentencia en mérito a su libre convicción, 
previa citación al imputado en calidad de medida para 
mejor proveer, 


En todos los casos, quedarán sin efecto las deudas 
generadas por expensas carcelarlas. 


Contra la sentencia podrá interponerse recurso de. 


casación. 


Art. 10. — La orden de libertad se cumplirá tam. 
bién respecto de las personas detenidas en aplicación de 
medidas prontas de. seguridad tlegítimas, por haber sido 
adoptadas por una autoridad de facto y no comunicadas 
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2 la Asamblea General ni a la Comisión Permanente, o 
en virtud de otra decisión administrativa, cualquiera 
haya sido el órgano o la autoridad de que hubiere ema- 
nado y el lugar de reclusión en que se hubiere cumplido. 


Art. 11, — El jerarca militar o policial que incum- 
pliere o retardare el cumplimiento de la orden de liber. 
tad referida en los artículos 8% y 10, incurrirá en el de. 
lito previsto en el artículo 286 del Código Penal (Aten. 
tado a la libertad personal cometido por el funcionario 
público encargado de una cárcel), 


Art. 12. — Los embargos, interdicciones, secuestros 
y medidas cautelares de cualquier naturaleza que afec. 
taren a las personas alcanzadas por esta amnistía 0:a sus 


- bienes, y que hubieren sido dispuestos como consecuen. 


cla directa o indirecta de la imputación de cualquiera 
de los delitos referidos en el artículo 3%, serán cancela. 
dos o levantados de oficio a partir de la promulgación 
de esta ley. Del mismo modo caducarán las fianzas per- 
sonales que se hubieren exigido y otorgado con relación 
a dichas personas. 


Dentro de jos ciento veinte días de la promulgación 
de esta ley se restituirán a las personas amnistiadas los 
bienes que les hubieren sido secuestrados, incautados 0 
conficados, con excepción de los efectos del delito y de 
los instrumentos de su ejecución (artículo 105 literal a) 
del Código Penal). En caso de no ser posible la restitu. 
ción por haberse destruido, rematado, enajenado o escri- 
turado a favor del Estado Jos bienes incautados O con. 
fiscados con arreglo al ¡Decreto-Ley N9 14.373, de 13 de 
mayo de 1975 la responsabilidad del Estado y de los fin. 
cionarios actuantes se regulará por los artículos 24 y 25 
de la Constitución y comprenderá el caso en que los 
bienes se hayan deteriorado o inutilizado por mala admi- 
nistración o utilización continuada. - 


Art. 13. — En el mismo plazo de ciento veinte días 
el Poder Ejecutivo reglamentará la devolución de las 
sumas depositadas por concepto de fianzas y las perci- 
bidas por concepto de expensas carcelarias, debidamente 
actualizadas por el régimen previsto en el Decreto-Ley 
N? 14.500, de 8 de marzo de 1976 y con cargo a Rentas 
Generales. El reintegro de dichas sumas deberá cum. 
plirse en el plazo máximo de un año a contar de la pro- 
mulgación de esta Ley. 


Art. 14. — El Poder Ejecutivo reglamentará las me- 
didas procesales que serán consecuencia de esta Ley de 
Armnistía ¡determinando a qué autoridad judicial compe- 
terá el dictado de los autos de sobreseimiento necesarios 
para clausurar las causas de las personas amnistiadas. 


CAPITULO H 


Art. 15. -— Apruébase la Convención Americana so. 
bre Derechos Humanos, llamada Pacto de San José de 
Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo texto forma par- 
te de la presente Ley. 


Art. 16. — Reconécese la competencia de la Comi. 
sión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo 
indefinido, y de la Corte Interamreicana de Derechos 
Humanos sobre todos los casos relativos a la interpreta 
ción o aplicación de esta Convención, bajo condición de 
reciprocidad, 


CAPITULO JH 


Art. 17. — Deróganse los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 11, 
12, 13, 14, 15, 37, 40, 41, 42, 43, 45, 46 de la Ley de 
Seguridad del Estado N? 14.068, de 12 de julio de 1972; 
el Decreto-Ley N9% 14.373, de 13 de mayo de 1975; De- 
creto-Ley N9 14.493, de 28 de diciembre de 1975 y De 
creto-Ley N?% 14.734, de 28 de noviembre de 1977. 
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Art. 18, — Reincorpóranse al Código Penal los ar- 
tículos 132, 133, 134, 135 y 137 con la redacción que el 
texto tenía en la edición oficial de 1934, 


CAPITULO IV 


. Artículo 19. -— Suprímese el instituto de las medidas 
de seguridad eliminativas previsto en el artículo 92, in- 
ciso 39 del Código Penal y artículo 115 del Código Penal 
Militar y deróganse, en lo pertinente, todas las disposi- 
clones legales que lo regulan. 


Esta norma se aplicará retroactivamente, aun cuan- 
do medie sentencia ejecutoriada. El juez de la ejecución, 
revocará de oficio, la parte dispositiva del fallo que 
impone la medida y si el condenado estuviera Cumplién- 
dola, ordenará de inmediato su libertad definitiva. 


CAPITULO V 


Artículo 20. — La gracia que extingue el delito y 
opera el sobreseimiento de la causa será otorgada por 
la Suprema Corte de Justicia en acto de visita de cárce- 
les y de causas que efectuará, por lo menos, una vez al 
año. 


En dicha oportunidad podrá, asimismo, excarcelar 
provisionalmente a los procesados cualquiera fuera la 
naturaleza de la imputación. 


Ambas facultades se ejercerán de oficio o a petición 
de parte. 


Art. 21. — Modifícase el artículo 328 del Código del 


Proceso Penal que quedará redactado en la siguiente 


forma: 


“La Suprema Corte de Justicia podrá conceder la 
libertad anticipada a los condenados que se hallaren 
privados de libertad en los siguientes casos: 


19%) Si la condena es de penitenciaría y el penado 
ha cumplido la mitad de la pena impuesta, 


20%) Si la pena recaída es de prisión o multa sea 
cual fuese el tiempo de reclusión sufrida. 


30%) Si el penado ha cumplido las dos terceras par- 
tes de la pena impuesta la Suprema Corte de 
Justicia concederá la libertad anticipada. Sólo 
podrá negarla, por resolución fundada, en los 
casos de ausencia manifiesta de signos de reha- 
bilitación del condenado. Ñ 


La petición deberá formularse ante la Dirección del 
establecimiento carcelario donde se encuentre el penado. 


La solicitud se elevará al Juez de ejecución, dentro 
de cinco días, con informe de la Dirección del Estable- 
cimiento acerca de la calificación del solicitante como 


recluso. 


Recibida la solicitud, el Juez recabará el informe del 
Instituto de Criminología, que se expedirá dentro de los 
treinta días. 


Devueltos los autos, el Juez emitirá opinión fundada 
y se procederá de acuerdo con lo establecido en el cuarto 
inciso del artículo anterior. 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la libertad 
anticipada, hará cumplir el fallo de inmediato y dejará 
constancia de que se notificó al liberado de las obliga- 
ciones impuestas por el artículo 102 del Código Penal, 
devolviendo la causa al Juez de ejecución. 


Art. 22, — Integrada la Suprema Corte de Justicia 
con arreglo al artículo 236 de la Constitución, procederá 
de inmediato a una visita de cárceles y causas a efectos 
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de ejercer la facultad de gracia-que le acuerda el artículo 
20 de esta Ley. 


Art. 23. — Las modificaciones introducidas por esta 
Ley al Código Penal, al Código del Proceso Penal y al 
Código Penal Militar, serán incorporadas a sus respecti. 
vos textos en las próximas ediciones oficiales de los 
mismos. 


CAPITULO VI 


Art. 24, — Créase, con carácter honorario, la Comi- 
sión Nacional de Repatriación, con el cometido de faci- 
litar y apoyar el regreso al país de todos aquellos uru- 
guayos que deseen hacerlo, 


Dicha Comisión funcionará en el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, el que deberá proporcionarle los me- 
dios materiales y los recursos humanos necesarios para 
su actuación. 


La Comisión se integrará con un delegado del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, un delegado del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, un delegado del. Ministerio 
del Interior, un delegado del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, un delegado del Banco Hipotecario del 
Uruguay, un delegado de la Comisión del Reencuentro 
y una persona que designará el Presidente de la Repú- 
blica, quien asumirá la Presidencia. 


El Poder Ejecutivo, por vía de reglamento, precisará 
los cometidos de la Comisión y sus facultades. 


CAPITULO VII 


Artículo 25. — Declárase el derecho de todos los 
funcionarios públicos destituidos en aplicación del lla. 
mado acto institucional N2 7, a ser restituidos en sus 
respectivos cargos. 


CAPITULO VHI 


Artículo 26. — La presente Ley entrará en vigencia 
con el cúmplase del Poder Ejecutivo. 


Artículo 27. — Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 1985. 
SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: en nombre 
de la Comisión Especial y en mi calidad de Presidente 
de la misma, debo manifestar al Cuerpo .lo actuado por 
ella a partir del momento en que fue designada. Tam- 
bién debo historlar, dada la enorme importancia política 
y humana de la problemática que está en juego, los ante- 
cedentes políticos que determinaron la creación de esta 
Comisión, 


Hace“exactamente cuarenta y ocho horas —o sea el 
día martes— que, no por iniciativa del Partido Nacional 
ni del Frente Amplio, se gestó una corriente de entendi. 
miento político para obtener una solución coincidente 
de todos los partidos representados en el Senado y del 
Poder Ejecutivo, en torno al tema de la amnistía. 


En función de ello, el Frente Amplio y el Partido 
Nacional fueron invitados a designar un delegado cada 
uno, para conversar sobre este tema con la señora Mi- 
nistra de Educación y Cultura e interina de Justicia, 
doctora Adela Reta. 


El señor senador Batalla en nombre del Frente Am. 
plio, y quien habla en nombre del Partido Nacional, con- 
currimos al domicilio de la señora Ministra y tuvimos 
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con ella dos entrevistas. En función de los adelantos 
logrados en esas reuniones para unificar los criterios entre 
el Frente Amplio, el Partido Nacional y el Gobierno, el 
Senado en la sesión del día de ayer, designó una Co- 
misión Especial, integrada por los señores senadores Ci- 
gliuti y Cersósimo, por el Partido Colorado, los señores 
senadores Batalla y Araújo, pot el Frente Amplio, y los 
señores senadores Tourné y quien habla, por el Partido 
Nacional. 


La Comisión se reunió ayer. no bien se levantó la 
sesión del Cuerpo, y comenzó a deliberar sobre el pro- 
blema, en función de un memorándum que había hecho 
llegar la señora Ministra, tratando de traducir las ideas 
que en principio habiamos tratado de coordinar conjun- 
tamente con ella y. con el señor senador Batalla. Se 
entendió que era imprescindible la presencia de la se- 
ñora Ministra en la Comisión, Pero, no habiéndose po- 
dido concretar la presencia de la señora Ministra en la 
noche de ayer, la Comisión decidió reunirse en el día 
de hoy, a la hora 9, con la concurrencia de la doctora 
Reta, invitada a esos efectos. , 


Debo agradecer, en nombre de la Comisión, la pre- 
sencia de la señora Ministra, y el esfuerzo que realizó. 
en nombre del Poder Ejecutivo, para poder encontrar 
una solución conciliadora, no sólo desde el punto de vis- 
ta político, sino además, poniendo todos sus conocimien- 
tos como eximia jurista que es, para hallar una solu- 
ción jurídica que conciliara las posiciones diferentes que 
hasta el. momento habíamos tenido, por una parte los 
partidos políticos que habiamos aprobado en la Cámara 
de Representantes un proyecto de ley de amnistía, y 
por otra el Poder Ejecutivo, que había elevado a su vez 
ún proyecto de ley de pacificación nacional. 


Evidentemente, el problema que enfrentaba la Co- 
misión era extremadamente difícil porque habían dos 
proyectos en juego.* Reitero. que uno de ellos ya Tue 
aprobado por la Cámara de Representantes y el otro 
jue enviado por el Poder Ejecutivo, Eran dos posiciones 
políticas que no me atrevería a calificarlas como anta- 
gónicas, pero sí de diferentes posiciones políticas que 
además habían sido levantadas como banderas, con ca- 
lor y convicción por parte de los distintos partidos po- 
líticos durante la reciente campaña electoral y, por con- 
siguiente a todos comprometían ante sus respectivos 
electorados. 


La! Comisión trabajó intensamente en la mañana 
de hoy entre las nueve horas y el mediodía y, en prin- 
cipio, se llegó a un acuerdo. Es evidente que teniamos 
por delante dos intereses o dos problemas a valorar. Por 
un lado, el problema estrictamene político que gene- 
raba interés por solucionarlo y, por lo tanto, determi- 
naba el esfuerzo de todos los representantes de los 
partidos políticos y de la señora Ministra vara llegar 
a una solución de entendimiento, a una solución uni- 
taria, Pero esa solución de entendimiento y unitaria no 
podia perder de vista el problema humano, que tiene 
una enorme importancia para los legítimos intereses 
de los presos políticos, de sus familiares y de amplios 
sectores de la opinión pública, porque la solución de 
entendimiento que se podía aleanzar no debía ser obte- 
nida mediante el sacrificio de ese legítimo derecho y de 
la legítima expectativa de liberar de inmediato a todos 
los presos políticos. 


Por consiguiente, la solución a obtener debía pasar 
por un carril equidistante entre ambos intereses y sin 
sacrificar uno de ellos al otro, 


Creo que los compañeros de la Comisión estarán de 
acuerdo —y si no lo están en todo o en parte, luego 
me rectificarán— en que la solución que en principto 
habíamos alcanzado sobre el filo del mediodía de hoy, 
había logrado esa equidistancia entre los tan.respeta- 
bles intereses en juego. Por un lado, los partidos polí- 
ticos y el Poder Ejecutivo evitaban un enfrentamiento, 
es decir, evitaban que se saliera de esta situación a 
través del triunfo de algunos y de la derrota de otros. 
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De ese modo, salvaban la concordia indispensable para 
gobernar en un marco de armonía entre los poderes 
políticos del gobierno que, por supuesto, son el Poder 
Ejecutivo y el Poder Legislativo, El marco de armonía 
entre los poderes del gobierno siempre es necesario, pero 
yo diría que es indispensable cuando el Poder Ejecutivo 
no tiene mayoría en el Parlamento. Entonces, una frac- 
tura entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento puede 
determinar una situación de enfrentamiento que, en una 
hora crítica para el país, después de once años de tra- 
gedia y desgracia nacional, después de once años de 0s- 
curantismo y dictadura y teniendo inmensos problemas 
para resolver, determina que debamos hacer los máxi- 
mos esfuerzos para que se pueda gobernar en un marco 
de relación armónica entre ambos poderes políticos, 


Al mismo tiempo, entendemos que esa solución en 
principio acordada salvaba lo que es un valor humano 
fundamental que a todos preocupa y que atenacea aun 
más nuestras conciencias, que es el sufrimiento inena- 
rrable padecido por todos los presos políticos y sus fa- 
miliares durante estos Once años; sufrimiento. que iba 
a cesar porque dicha solución consagraba la libertad de 
todos los presos políticos —libertad definitiva— y a muy 
breve plazo, 


Se me podrá preguntar cuál había sido el hilo de 
Ariadna que nos permitió desandar las vueltas del dé- 
dalo político y jurídico en que nos encontrábamos per- 
didos. Sintetizando, diría que esa solución tan difícil de 
lograr consistía en que, por un lado, todos los partidos 
políticos y el Poder Ejecutivo obteniamos lo que era un 
anhelo común que todos habíamos proclamado ante la 
opinión pública y que constituía el problema funda- 
mental: la libertad de todos los presos políticos, sin nin- 
guna excepción, libertad definitiva y —reitero-— en pla. 
zos. brevísimos. Por otra parte, los partidos políticos que 
habíamos sancionado el proyecto. en la Cámara de Re- 
presentantes obteniamos también algunas de las con- 
quistas fundamentales por las cuales habíamos bregado. 
¿Cuáles eran? En primer término, la amnistía de todos 
los presos políticos, aunque justo es reconocerlo -—ante 
todo porque tengo el deber de decir la verdad en nom- 
bre de la Comisión— con efectos menores, en Cierto 
sentido, provisorios y procesales respecto de la categn. 
ria de presos políticos que el gobierno no quería am- 
nistiar y que estaban exceptuados en su Proyecto de 
Ley de Pacificación Nacional. 


1 

Por otra parte, en las conversaciones que sostuvi- 
mos los representantes de ambos partidos con el doctor 
Batalla y la señora Ministra de Educación y Cultura y 
en el seno de la Comisión, habíamos. obtenido una con- 
quista irrenunciable, es decir, la revisión de todas las 
sentencias de la justicia militar cuya cosa juzgada de- 
bía desconocerse y se desconocía en el proyecto, ya sea 
por la amnistía definitiva para la gran mayoría de los 
presos politicos, sea por la revisión de las sentencias por 
los tribunales de apelaciones en los demás casos, que 
quedaban habilitados para dictar nueva sentencia, ab. 
solutoria o condenatoria. Pero aun en este último caso 
Se decretaba la libertad definitiva de todos los presos 
políticos, porque la sentencia era lo que en la jerga pro. 
cesal penal se da en llamar una sentencia compurga- 
toria. i 


Al mismo tiempo, el Gobierno obtenía algunas de 
las conquistas fundamentales que había marcado en su 
posición política. Además de obtener la libertad de los 
presos, aceptaba la distinción entre delitos políticos 
stricto sensu y algunos delitos comunes, aquellos que 
configuraban hechos de sangre imputados así por la 
justicia militar. Dicha distinción se consagraba por dos 
vías. Por un lado, por los efectos provisorios y menores 
de la amnistía que respecto de ellos se consagraba y, 
por otro, por un trámite procesal distinto para el otor-. 
gamiento de la libertad por parte de la Suprema Corte 
de Justicia y el dictado de una nueva sentencia, que 
fuere por la vía de absolución o de nueva condena, tor- 
naba inoperante la amnistía, Esto es lógico, porque si 
era por la vía de la absolución, naturalmente el delito 
no había existido y como tal quedaba extinguido. Y si 
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era por la vía de la nueva condena, naturalmente, que 
también era incompatible con la amnistía. Pero, de to- 
das maneras, en la liquidación de la pena, ésta se de: 
claraba cumplida y la libertad ya decretada se tornaba 
definitiva, 


Creo mi deber explicar aunque sea muy sucinta- 
mente, cuál era la estructura del proyecto que trabajo- 
samente habíamos logrado acordar los delegados de los 
tres partidos políticos integrantes de la Comisión y la 
señora Ministra de Educación y Cultura. 


Ese proyecto, en cierto sentido, recogía la mayoría 
de las normas fundamentales del proyecto de la Cá- 
mara de Representantes respecto del tema específico de 
la amnistía. Pero también recogía la estructura del pro- 
yecto del Poder Ejecutivo en Cuanto a su división en 
capítulos y a la inclusión de una cantidad de normas 
contenidas en ellos, que hno formaban parte del pro- 
seco sancionado por parte de la Cámara de Represen- 
antes. 


En síntesis, el proyecto tenía 26 artículos, once dis- 
posiciones del proyecto de la Cámara de Representan- 
tes, cinco artículos nuevos o modificados en su estrue- 
tura original y diez del proyecto del Poder Ejecutivo. 
Constaba de ocho capitulos y sucintamente voy a ex. 
plicar su contenido. 


El primer capítulo se refería al tema específico de 
la amnistía, El segundo determinaba -—tal como venía 
en el proyecto del Poder Ejecutivo-— la aprobación de 
la Convención Interamericana de Derechos Humanos co. 
nocida como Pacto de San José de Costa Rica. El ter- 
cer capítulo determinaba la derogación de muchas dis- 
posiciones de la Ley N% 14.068, esto es, la Ley de 
Seguridad del Estado y del Orden Interno; derogaba sus 
disposiciones inconstitucionales y las represivas. Y funda- 
mentalmente —y esto hay que destacarlo-— derogaba el 
artículo 19 de dicha Ley, que era el que en forma in- 
constitucional había cometido a la justicia militar el 
juzgamiento de civiles que cometieron delitos de lesa 
nación. 


El Capítulo IV, en función de un planteo muy bien 
fundamentado por la señora Ministra de Educación y 
Cultura, disponía la derogación de las disposiciones del 
Código Penal Ordinario, que establecen el régimen de 
medidas de seguridad eliminativas, fundamentalmente 
mirando a la situación de los presos comunes que Pa= 
gan en las cárceles de nuestro país larguísimas penas 
hace, quizás, ya más de dos décadas. 


En el Capítulo V se restituía a la Suprema Corte 
de Justicia la facultad de otorgar la gracia en las 
causas penales, facultad de que estuvo tradicionalmente 
investida, y además se le cometía realizar a breve 
plazo una visita de cárceles y causas a fin de otorgar 
libertades 2. muchos de los presos comunes. 


Luego había un Capítulo VI que consagraba la ini- 
ciativa del proyecto del Poder Ejecutivo para crear la 
Comisión Nacional de Repatriación, es decir, atender in- 
mediatamente el doloroso problema de los cientos de 
miles de exiliados que aún hay en el exterior del país. 


y El Capítulo VII, incorporaba una disposición que no 
estaba ni en el proyecto de la Cámara de Representan- 
tes ni tampoco en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Habíamos entendido en la Comisión que éste tenía 
que ser un gran proyecto de ley de pacificación y re- 
conciliación nacional, y en el marco de la pacificación 
y reconciliación nacional no podíamos olvidar a los mi- 
les de destituidos arbitrariamente, por la dictadura, fun- 
damentalmente en función del Acto Institucional N% 7 
que eliminó la garantía fundamental de la imamoyili- 
dad de los funcionarios públicos. Por lo tanto, sin re- 
glamentar aún la reposición en sus cargos, declarába- 
mos de manera clara y tajante el derecho de todos los 
destituidos a ser reintegrados en sus cargos, principio 
que el Parlamento de la República tiene la obligación 
de poner en vigencia en una ley, cuanto antes. 
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. Por último, en el Capítulo VIII se establecían las 
disposiciones comunes sobre la entrada en vigencia de 
la nueva ley, disposiciones que no son o no pretendian 
Ser las ordinarias porque existía una razón de urgencia 
indiscutible para que la ley entrara en vigencia. No 
podíamos usar la fórmula común de la promulgación 
porque ésta, de acuerdo con una larga discusión doc- 
trinaria, se opera a los diez días de realizada la publi- 
cación en la capital, Por lo tanto, se disponía que la 
entrada en vigencia era automática con el “Cúmplase” 
del Poder Ejecutivo, y luego venía la disposición de es- 
tilo del “Comuníquese”. 


Había cinco nuevos artículos que eran el 19, el 89, 
el 9% el 14 y el 22, 


El problema fundamental, el meollo de la discusión, 
estaba en el alcance de la ley de amnistía y eso se 
solucionaba en el artículo 1%, es decir, en cuáles eran 
los delitos amnistiados y quiénes eran las personas am- 
nistiadas y luego en el trámite procesal que determí- 
naba la libertad y los plazos en que ésta se operaría, 
problema resuelto en los artículos 8% y 9% con la sus- 
titución de la fórmula del proyecto conjunto aprubado 
por la Cámara de Representantes, que determinaba que 
ella se operaba en vía administrativa por los carriles 
jerárquicos correspondientes y por decisión del Poder 
Ejecutivo. 


Yendo por orden y para que se tenga en claro el al. 
cance del artículo fundamental del proyecto —que eta 
el artículo 19— voy a darle lectura. El artículo 1% de- 
cía: “Decrétase la amnistía de todos los delitos politi- 
cos, comunes y militares conexos con éstos, cometidos 
a partir del 19 de enero de 1962”. Es decir, exactamente 
la misma fórmula del proyecto sancionado en la Cá- 
mara de Representantes. A renglón seguido se Agrega. 
ba, en un segundo parágrafo, lo siguiente: “Respecto a 
los autores y coautores de delitos de homicidio inten- 
cional consumados” —quiere decir que se excluía a los 
cómplices que estaban en el proyecto del Poder Ejecuti- 
vo— “la amnistía sólo operará a los fines de habilitar 
la revisión de las sentencias en los términos previstos 
en el artículo 9% de esta ley”, Por eso he hecho la acla- 
ración de que la amnistía para este tipo de procesados, 
para este tipo de presos políticos, operaba en cierto 
sentido con caracteres provisorios y con fines procesales, 
pero de todas maneras determinaba la libertad prác- 
ticamente inmediata de todos ellos, incluidos estos úl- 
timos por la explicación que voy a dar de inmediato 
sobre el alcance de los artículos 8% y 9%, redactados so- 
bre la fórmula que presentó, con modificaciones intro- 
ducidas en la Comisión, la señora Ministra de 'Educa- 
ción y Cultura. : 


El artículo 8? rezaba lo siguiente: “El Supremo Tri- 
bunal Militar dentro de las 48 horas de promulgada esta 
ley remitirá a la Suprema Corte de Justicia. la nómina 
de los reclusos en ella comprendida con referencia a los 
delitos por los que hubieran sido acusados o condena- 
dos y al lugar de su reclusión”. La señora Ministra ex- 
plicó que el traslado de todas las causas y de todos los 
expedientes a la Suprema Corte de Justicia significaba 
una enorme dilación porque las causas que se van a 
amnistiar suman alrededor de 4.900 y, por consiguiente, 
como previamente debe dictarse en todas un auto de 
sobreseimiento de causa en virtud de la amnistía, ello 
significaba una dilación inadmisible en el trámite. Por 
lo demás, los expedientes no están físicamente en poder 
del Supremo Tribunal Militar, sino en poder de los 
juzgados de ejecución de la pena que dictaron senten- 
cia en primera instancia, todo lo cual creaba una hueva 
dificultad procesal o material. Por lo tanto, el Supremo 
Tribunal Militar deberá remitir una nómina de todos 
los reclusos comprendidos en la amnistía con referencia 
al los delitos y a la ubicación del lugar de reclusióv. de 
manera que la Corte quedara inmediatamente habilita 
da, por oficio dirigido a las autoridades de cada esta- 
blecimiento carcelario a ordenar la libertad de las per- 
sonas amnistiadas, 


El segundo parágrafo de este artículo decía: “La 
Suprema Corte de Justicia dispondrá de inmediato la 


234—C.S. 


liberación de dichos reclusos con excepción de los auto- 
Tes y coautores de homicidio intencional consumado, los 
que quedarán a su disposición hasta que el Supremo 
Tribunal Militar remita las respectivas causas, lo que 
deberá efectuarse dentro de los cinco días hábiles de 
promulgada esta ley”. Es decir que las causas que deben 
remitirse luego a la Suprema Corte de Justicia —o me- 
jor dicho, que deberían remitirse-—— son exclusivamente 
las 61 en que hay imputaciones por homicidio intencio- 
nal consumado, De ese modo, respecto de esas 61 cau- 
sas, hay menor dificultad para traerlas de los juzga- 
dos de ejecución al Supremo Tribunal Militar, dictar las 
medidas procesales por el Supremo Tribunal para la 
clausura procesal de los expedientes y remitirlos a la 
Suprema Corte de Justicia, 


, Este artículo terminaba de la siguiente manera: “Re- 

cibidas las causas la Suprema Corte de Justicia dis- 
pondrá la libertad de estas personas” —disposición pre- 
ceptiva y también de cumplimiento inmediato una vez 
recibidas esas causas por la Suprema Corte— “y dis" 
tribulrá las causas equitativamente entre los tres Tri- 
bunales de Apelaciones en lo Penal”. 


Luego el artículo 9% epresaba: “Los Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal dispondrán de un plazo de cien- 
to veinte días para resolver si hubo o no mérito para 
la condena, pudiendo dictar sentencias de absolución o 
de condena”. Es decir, que los Tribunales de Apelacio- 
nes no quedarán atados, en ningún caso, por la senten- 
cia ejecutoriada ya existente, dictada por la Justicia Mi- 
litar. Eso significaba el desconocimiento o la ignoran- 
cia de la cosa juzgada, de la sentencia dictada por la 
Justicia Militar. En. este último caso —o sea en el caso 
de condena— decía el artículo que “procederán a la 
liquidación de la nueva pena en la proporción de tres 
días de pena por cada día de privación de libertad 
efectivamente sufrida”. Quiere decir que como la pena 
máxima es de 30 años y las medidas de seguridad eli- 
minativas hasta por 15 años quedan —o quedaban— de- 
rogadas por otra disposición del proyecto, llevando ya 
112 años de reclusión los condenados, al triplicarse el 
cómputo se determinaba que eran 36 años de privación 
de libertad. Eso es superior a la condena máxima y, por 
lo tanto, la pena debía declararse compurgada, esto 
es, cumplida lo que se llama la sentencia compurgato- 
ria. Entonces, se decretaba la libertad definitiva de to- 
dos esos encausados. 


El artículo proseguía diciendo: “Los Tribunales de 
Apelaciones podrán valorar libremente las pruebas re- 
sultantes de la instrucción sumarial y dictarán sen- 
tencia en mérito a su libre convicción previa citación 
al imputado en calidad de medida para mejor pro- 
veer”. 


Esta variante propuesta por el señor senador Tour- 
né y aceptada por todos los miembros de la Comisión 
y por la señora Ministra de Educación y Cultura tiene 
la siguiente explicación: si los Tribunales de Apelacio- 
nes, juzgando meramente por el expediente sin reabrir 
la instrucción sumarial se tenian que atener a las 
pruebas que constaban en el expediente y juzgaban de 
acuerdo a éstas y al sistema que es propio de nuestras 
reglas procesales penales —sistema en cierta medida de 
valoración legal de las pruebas de acuerdo a la lla- 
mada regla de la sana Crítica, constando en todos los 
expedientes confesiones arrancadas, como todos sabemos, 
por la tortura y el tormento y en declaraciones de testi. 
gos arrancadas de la misma manera, con pruebas que 
todos sabemos que no responden a mínimas reglas jurídi. 
cas admisibles y a las garantías constitucionales y lega- 
les--- en el noventa y nueve por ciento de los casos iban 
a dictar sentencia de condena, 


Por lo tanto, se entendió que era necesario dejar a 
los Tribunales de Apelaciones un margen mucho mayor 
de apreciaciones para juzgar de acuerdo al sistema de 
la libre convicción y que para ello, si lo considerara 
conveniente, era necesaria la previa citación al imputado 
antes de dictar sentencia en calidad de medida para 
mejor proveer, Los Tribunales de Apelaciones, en el pro- 
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yecto que en principio había elaborado la Comisión 
con la señora Ministra de Educación y Cultura, iban 
2 tener facultades para apreciar libremente las pruebas 
que constaban en los expedientes de la Justicia Militar 
y, por lo tanto, iban a tener amplitud para absolver 
O condenar, 


El mencionado artículo terminaba diciendo en sus 
dos últimos párrafos: “En todos los casos, quedarán sin 
efecto las deudas generadas por expensas: carcelarias, 
Contra la sentencia podría interponerse recurso de Ca- 
sación”. Naturalmente, esto es obvio, ante la Suprema 
Corte de Justicia, 


Creo que con esto dejo explicado totalmente el 
contenido del acuerdo, desde el punto de vista jurídico 
y desde el punto de vista político, que habíamos obte- 
nido, a nivel de la Comisión, la señora Ministra de 
Educación y Cultura en representación del Poder Ejecu- 
tivo, los delegados del Partido Colorado, los delegados 
del Frente Amplio y los delegados del Partido Naclonal, 
Con la salvedad —que considero importante y qe es 
de justicia realizar, sin perjuicio de que el señor se- 
nador Cersósimo haga luego las aclaraciones que con- 
sidere pertinente— que dicho señor senador en nombre 
de la Unión Colorada y Batllista nos había comunica- 
do, por los fundamentos que expuso exhaustivamente 
en Comisión, que en caso de existir acuerdo lba a sus- 
e el informe de la Comisión con salvedades o dis- 
corade. x 


Luego de terminada la sesión de esta mañana y en 
el entendido politico de que este acuerdo se había tra- 
mitado sobre la base de que las tres bancadas repre- 
sentadas en el Senado así como el Poder Ejecutivo iban 
a acceder al acuerdo y que, por consiguiente, el in- 
Íorme que se iba a elevar y que iba a emanar de 
la Comisión no sería en mayoría ni en minoria, sino 
que iba a ser un informe de toda la Comisión, se pasó 
a recabar el acuerdo de las respectivas barícadas, a cuyo 
efecto los delegados llevamos el proyecto a las mismas. 


Luego de realizadas las respectivas consultas debía- 
mos reunirnos nuevamente a la hora 15. Pocos minutos 
después de esa hora estuvimos alli los delegados del 
Partido Nacional, los delegados del Partido Colorado y 
el señor senador Batalla, quien en nombre del Frente Am- 
plio nos pidió un plazo para contestar porque su baricada 
seguía reunida. Ese plazo se extendió por dos veces y 
el resultado final de todo este trámite fue que el Par- 
tido Colorado manifestó su acuerdo con el proyecto elá- 
borado en principio por la Comisión, expresándose en 
el mismo sentido el Partido Nacional, y comunicándo- 
nos el señor senador delegado del Frente Amplio sobre 
el filo de la hora 20, que el Plenario del Frente Amp- 
plio no había llegado a un acuerdo y que, por lo tantá 
no podía prestar su asentimiento al acuerdo que e: 
principio se había logrado a nivel de la Comisión, 


Por consiguiente, este es el informe —que brindo 
creo que en forma exhaustiva-—— de todo lo actuado por 
la Comisión y de las razones por las cuales, en deliniti- 
va, no se llegó a un acuerdo unánime de los tres Par- 
tidos representados en la Comisión y el Poder Ejecutivo, 


Creo haber expresado con fidelidad lo ocurrido, el 
trabajo realizado por la Comisión y el contenido que 
tenía el proyecto que habíamos elaborado en primera 
instancia con el acuerdo de los miembros de la Comi. 
sión y de la señora Ministra de Educación y Cultura. 


Muchas gracias al Cuerpo y quedo a su disposición 
para cualquier aclaración que considere conveniente. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. . 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: sin perjuicio 
de que la brillantez de la exposición del señor senador 
Aguirre me habilitaría a votar desde ya este proyecto 
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de la Comisión, deseo comunicar al Cuerpo que el Poder 
Ejecutivo ha entendido que la importancia y la tras- 
cendencia de este tema para la vida del país determina 
que esté presente en el recinto la señora Ministra de 
Educación y Cultura. Por tanto, y pese a que las dispo- 
siciones reglamentarias y constitucionales permitirían 
su presencia en Sala,de todas formas solicito a la Mesa 
que se la invite a pasar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el Senado comparte el 
criterio expresado por el señor senador Batlle, se va a 
votar si se invita a la señora Ministra de Educación y 
Cultura a pasar a Sala a efectos de hacer una expo- 
sición sobre este proyecto modificativo. 


(Se vota: ) 
—30 en 30.. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


(Ingresa a Sala la señora Ministra de Educación y 
Cultura e interina de Justicia) 


SENOR ARAUJO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: el informe 
brindado por el señor senador Aguirre ha sido muy 
completo. En muchos sentidos podríamos compartirlo, 
pero no en otros, porque o bien no entendemos cuál es 
el funcionamiento del Parlamento y sus Comisiones, o 
bien el informe del señor senador Aguirre no se ajusta 
en todos los términos. 


En primer lugar, tenemos que señalar que no hay 
tal acuerdo. Una Comisión tiene como objeto el prepa- 
rar determinados trabajos. Quienes asistimos a una Co- 
misión —al menos en nombre del Frente Amplic— te- 
nemos que llevar adelante la postura del Frente Amplio. 
Desde que nos conocemos dentro de este Frente —y €s- 
to es desde sus inicios— la eonsigna, de la amnistía ge- 
neral e irrestricta es una permanente. Nosotros fuimos 
a esa Comisión con un mandato imperativo, con una re- 
solución expresa aei Plenario Nacional del Frente Am- 
plio que establece que todos sus legisladores —tal como 
se señalara aquí el día 15 de febrero— estamos dispues- 
tos a votar la amnistía general e irrestricta. 


También es cierto, señor Presidente, que los frente- 
amplistas creemos en un instrumento que es el de la 
concertación —y no queremos convertirnos en su padre, 
pero de hecho lo somos porque es una idea expresada 
por nuestro Presidente, el general Seregni, pocos minutos 
después de lograr su libertad-- y en todos los casos 
queremos concertar, es decir que no queremos agotar 
jamás esta vía. 


Por otra parte, lo venimos manifestando desde ha- 
ce años; creemos en el diálogo de todas las fuerzas 
democráticas del país. Así lo creimos cuando teniamos 
que derrocar a la dictadura y así fue que buscamos siem- 
pre entendernos con otras fuerzas democráticas. ¡Y 
vaya si en esta historia reciente habremos comulga- 
do en tantas partes, en la calle, y en todos lados con 
otras fuerzas políticas! Para nosotros esto no se ago 
ta el día 25 de noviembre; muy por el contrario, pre- 
tendemos que no se agote tampoco en estas instan- 
cias. 


Queremos seguir concertando. Pero en la tarde de 
hoy, en esa misma Comisión, nosotros le explicábamos 
a los demás integrantes y a la señora Ministra: —me 
alegro muchísimo de su presencia en Sala— diciéndo- 
le: ¡por favor, señora Ministra, usted comprenda cuál 
es nuestra postura! No sólo creemos en la amnistía ge- 
neral irrestricta, sino que estamos obligados a defen- 
derla, Es más, hace unas horas, en la Cámara de Dipu- 
tados fue consagrada por mayoría. 


No queremos derrotar al Partido Colorado; simple- 
mente queremos la amnistía. Queremos liberar a los 
presos políticos pero de ninguna manera infligirle una 
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derrota. ¿Por qué vamos a la Comisión? Porque, natu- 
ralmente, siempre es posible —así lo pensamos— encon- 
trar una salida que, modificando las formas, no signi- 
figue abandonar nuestros principios. Le explicábamos 
a la señora Ministra —y seguramente ella ha de ratifl- 
ear mis palabras— que en este caso concreto era el Po- 
der Ejecutivo el que tenía que acercarse porque existe 
mayoría, No hay posible explicación. Para “nosotros no 
la hay. ¡Cómo explicarle a nuestro pueblo, después de 
avanzar tanto y tanto! Porque esto que al principio era 
sólo nuestro, después comenzó... 


SEÑOR FERREIRA. -—— No apoyado. 


SEÑOR ARAUJO. — Me refiero a nuestro partido 
como fuerza. políticaen su conjunto. Por eso digo que 


era sólo nuestro, porque no todo el Partido Nacional... 


(No apoyados) 


-—Existió la necesidad, que festejamos, de que el Par- 
tido Nacional debiera declarar este proyecto asunto po- 
lítico. Me estoy refiriendo a los lemas, a eso que tantas 
veces hemos defendido, Cuando decimos que nos senti- 
mos orgullosos de ser irenteamplistas entre muchas 
otras cosas es porque en el Frente Amplio todos vamos 
hacia el mismo lado. Actuamos de común acuerdo, es 
decir, que vamos a estar los veintisiete. A eso se re- 
fería el señor senador Rodríguez Camusso... 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite, señor senador 
SEÑOR ARAUJO. — Sí, señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Debe quedar bien claro, señor 
senador, que cuando en este país no se hablaba de am- 
nistía, ya el Partido Nacional levantó esa bandera. Y 
esto es un hecho histórico. 3 


No pretendemos atribuirnos la paternidad absoluta- 
mente de ninguna de las ideas. El resultado tiene que ser 
el fruto de las ideas de todos los partidos políticos y de la 
lucha del pueblo uruguayo, pero de ninguna manera pode- 
mos permanecer en silencio ante una afirmación inexacta 
y errónea como la que el señor senador postula, en 
cuanto a que únicamente el grupo a que pertenece ha 
sido el que determinó el planteamiento de la amnistia, 
como asunto de carácter político, lo.que no se originó 
así en este país. 


Gracias. 


SEÑOR ARAUJO. — El señor senador 'Tourné se- 
ñala un hecho que pienso que no es bueno que lo dis- 
cutamos esta noche, porque tampoco nos interesa esta- 
blecer diferencias con otros sectores políticos. Nos sigue 
interesando libertar... 


(Interrupciones) 


——Establezco simplemente lo que yo conozco, y sé po- 
sitivamente que hubo necesidad de declarar el tema 
asunto político para poder lograr todos los votos que, 
por otra parte, no fueron alcanzados en la. Cámara de 


Diputados... 


SEÑOR FERREIRA. — ¿Me permite una interrup. 
ción? 
(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se ruega a los señores se- 
nadores no dialogar. 


SEÑOR ARAUJO. — Le voy a conceder la interrup- 
ción, señor senador Ferreira, pero rogaría que fuera 
la última, porque de lo contrario pierdo la hilación de 
mi pensamiento. No soy un parlamentarlo avezado y la- 
mentaría que las continuas interrupciones cortaran mi 
disertación y terminara aburriéndolos a todos. 


Le concedo la interrupción, con mucho gusto, señor 
senador, en este caso. 
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SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: no me 
considero autorizado para hacer exhortaciones de ningún 
Eo $ ningún señor legislador y menos a ningún sector 
político. 


Por la vía de la interrupción que el señor senador 
Araújo me ha concedido me permito solicitar al Cuerpo 
que reflexione sobre si este es el momento de discutir 
quién tiene la paternidad... 


(Apoyados) 


—...de determinadas iniciativas, o sobre quien tiene 
el monopolio de la unidad y la coherencia partidarias. 


En lo que me es personal, me enorgullezco de per- 
tenecer a un partido que en este tema de la amnistía 
ha tenido dificultades internas y las ha sorteado por 
el funcionamiento de los mecanismos que prevé su car- 
ta orgánica. En forma coherente y unitaria, y más allá 
de las diferencias —que las tiene— sobre este tema, a 
veces de matiz y a veces de fondo, el partido ha actua- 
do y da a continuar haciéndolo coherentemente y como 
partido. ; 


No me voy a referir al tema de fondo ahora, porque 
me parece inoportuno ante la prolongadísima espera 
que todos los integrantes del Cuerpo sufrimos, a pesar 
de que se nos había prometido que a las 16 horas esta- 
ríamos todos en Sala y comenzamos la sesión recién a 
las 23 horas porque el Frente Amplio debía sortear al- 
gunas dificultades internas, que respetamos y entende- 
mos y que ya ha solucionado en el uso y funcionamien- 
to de sus mecanismos internos, tal como lo hizo el 
Partido Nacional, y lo digo sin deseos de formular 
exhortaciones de ningún tipo. En realidad hubiésemos 
deseado que la sesión se iniciara a la hora en que nos 
habíamos comprometido todos a estar en Sala. Hoy 
debemos votar la libertad de todos los presos. No hay 
lugar para requerir la paternidad de esta iniciativa que 
deberá ser una bandera nacional. 


Muchas gracias. R 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Señor Presidente: en ningún 
momento intenté ni intentaré establecer diferencias que 
vayan en contra de lograr la mayoría —y Ojalá la una- 
nimidad-— en apoyo de la amnistía general e irrestricta. 
Simplemente yo señalaba hechos. En lo personal nos 
consta que desde siempre estuvimos levantando la ban- 
dera de la amnistía en este país, y no dejo de recono- 
cer que otros hombres también lo hayan hecho. Sola- 
mente señalaba el hecho de que todo el Frente Amplio, 
absolutamente todo, siempre mantuvo este principio. No 
he querido establecer diferencias que pudieran menos- 
cabar la actitud de nadie, porque por otro lado, festejé 
públicamente, festejo en esta Sala y festejaré. esta no- 
che cuando el Partido Nacional levante la mano para 
consagrar la amnistía general e irrestricta. Mal puedo 
yo, en este caso, precisamente después de todo lo que 
hemos luchado por lograr la unidad de nuestro pueblo 
en torno a esto a través de los representantes, tratar de 
establecer algo que pudiera significar un daño para esa 


unidad. 


Volviendo a lo que estábamos tratando de determinar, 
decíamos que en la mañana de hoy, exponíamos en la 
Comisión, ante la señora Ministra, nuestro deseo de apro- 
ximarnos al Partido Colorado porque, con nuestro afán 
concertante no queríamos, de ninguna manera infligirle 
Una derrota. Intentaremos seguir haciéndolo esta noche, 
en el futuro y:en todos los casos en que sea posible por- 
que creemos que es necesario que trabajemos todos juntos 

. para reconstruir este país que nos arrancó y destrozó una 
dictadura militar. Lo que sí intentamos fue requerir la 
atención sobre un hecho cierto, y es que había mayoría 
en la Cámara de Diputados y en la Cámara de Senado- 
res. Nosotros no podemos explicarle a nadie que vamos a 
retroceder sin contar con hechos nuevos. Se ha hablado, 
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por- parte de algún legislador, de que existe la posibili- 
dad del veto del Poder Ejecutivo. Le explico al señor 
senador Ferreira, a esta Sala y al país, que a nosotros no 
nos demoraron de manera alguna, las posibles diferen- 
cias, que en realidad no existen, aunque alguien así lo 
pueda suponer. Lo que nos demoró fue la gran respon- 
sabilidad que tenemos de llevar adelante una medida 
que de ninguna manera puede dañar a quienes hoy es- 
tán en la cárcel, y a quienes queremos ver liberados, si 
fuera posible, esta misma noche. 
' Ú A. 
Era dramático, y lo es para nosotros, tener que es. 
tablecer una resolución cuando existe la posibilidad del 
veto, del enfrentamiento, que do sólo podría dañar a 
estos hombres que hoy están en la cáárcel, sino que ade- 
más, caería después sobre nuestras conciencias. Por su- 
puesto que esto tuvimos que debatirlo. 


Recuerdo que cuando éramos muy pequeños vimos 
una película que nos asustó enormemente y puso nues. 
tra atención en lo tremendo que significa ser juez. En esa 
película un actor inglés hacía “el papel de Nerón y le 
vantando el dedo pulgar daba la vida y bajándolo dic. 
taminaba la muerte. Y esa responsabilidad hoy, la te. 
nemos todos en esta Sala. Es por eso que no nos vamos 
2 pasar debatiendo una, sino cinco o diez horas si es 
necesario, porque vemos que existe el riesgo de un veto 
y, además, porque estamos buscando una salida a esta 
situación. En ese sentido no existen diferencias. El Fren. 
te Amplio ha querido, quiere y querrá la amnistía gene. 
ral e irrestricta para todos los casos. Tomando en cuenta 
ese mandato fuimos a negociar formas, pero no conteni- 
dos; formas, pero no principios. Como dije, fuimos a 
negociar, Hicimos lo posible, todo lo que estaba a nues. 
tro alcance, y por eso es que este repartido no tiene 
nuestra firma. Y no la tiene porque dijimos, conereta- 
mente, que primero debíamos consultar al plenario del 
Frente Amplio que es el que tiene la última palabra, 
Inclusive, debo decir que cuando vi mi nombre en ese 
repartido —«que enseguida me explicaron que era un 
documento de trabajo— dije: ¡Cuidado!, porque si tengo 
que firmar esto, lo haré con salvedades y sólo porque 
el Frente Amplio me lo exige; de lo contrario, no lo fir- 
maría. Lo hicimos así; fuimos al plenario del Frente 
Amplio, analizamos nuestra responsabilidad y la asumi- 
mos íntegramente. Esta noche vamos a intentar, funda. 
mentalmente, consagrar la amnistía general e irrestricta, 
Y, simplemente, lo que haremos respecto al Partido Co. 
lorado y al Poder Ejecutivo será pedirle por favor que 
no vete esta ley, porque este Parlamento representa a 
nuestro pueblo y en su mayoría —que no es accidental, 
que es de lucha y en ella está mi reconocimiento al 
Partido Nacional—- consagra la amnistía general e irres. 
tricta. Repito, que no queremos que el Poder Ejecutivo 
mañana vaya. a observar esta ley porque, señor Presl- 
dente, estamos hablando de vidas humanas, hablamos de 
un país del que nos sentimos orgullosos y que, por tra. 
dición histórica, se ha convertido en un amnistiador por 
excelencia. Esta República ha sido amnistiadora antes de 
ser Patria; se declaró amnistía en 1825, en el 35 y en el 
42, e incluso, han amnistiado dictadores, gobiernos de 
facto, lo han hecho en plena lucha y lo han hecho con 
homicidas porque siempre se buscó la pacificación. Por 
eso es que cuando nos sentimos orgullosos del ser na. 
cional, estamos hablando precisamente de esa historia 
que hace que nos sintamos así, Por lo tanto, no quere. 
mos que hoy, en 1935, cuando tenemos que levantar a 
un país, perdamos esa grandeza de los hombres del pa. 
sado, de los que nos sentimos orgullosos, los que en plena 
lucha --y tenemos que recordar esto— ante los alza- 
mientos, ante las revoluciones y en medio de ellas, de- 
clararon la amnistia. Hoy hemos llegado a un Gobierno 
democrático, el que nos ha costado mucho y por eso te. 
nemos que ser sinceros con nosotros mismos. Me pre- 
gunto si no hubiéramos deseado todos que el Gobierno 
militar un día declarara -—por milagro— la amnistía; 
si no hubiéramos salido a festejar todos a la calle si 
eso hubiera sucedido. Ahora que esto está en nuestras 
manos, no podemos obrar como Poncio Pilatos y decir: 
“Yo nada tengo que ver con la sangre de este justo”. 
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Sé, también, que alguien puede decir que ahora estamos 
hablando de homicidas. Sí, como en la historia, estamos 
hablando de homicidas. Podríamos hacer muchas consi. 
deraciónes más y seguramente las tendremos que hacer 
en la noche de hoy. Lamento tener que decir, señor Pre- 
sidente, que para poder pacificar este país, muchas ve- 
ces deberemos hacer la vista gorda, porque no vamos a 
poder encarcelar a todos los hombres que han cometido 
delitos durante estos años; no vamos a poder lograrlo, 
Es más; no hay ninguna conversación en la aque no apa- 
rezca este tema y donde se liga: sí, es cierto, pero no 
se puede hacer porque necesitamos fortalecer la demoG- 
eracia y necesitamos pacificar al país. Nosotros estamos 
de acuerdo, En muchos casos, repito, vamos a tener que 
hacer la vista gorda porque desgraciadamente no podre- 
mos encerrar a todos los cómplices, que son decenas de 
miles, y por eso no vamos a poder encarcelar a todo 
el mundo. Además, si nosotros hablamos de pacificación 
para no encarcelar a todo el mundo para que la demo- 
cracia no corra riesgos, me pregunto por qué en este 
caso, tratándose de pocos hombres que tanto han sufri- 
do, no estamos dispuestos a dar este paso haciendo oidos 
sordos, y sí lo estamos para los demás casos. He con. 
versado con. varios señores legisladores y les he dicho aue 
existen pruebas para detener a fulano y ellos me dicen 
que también lo pensaron y que están de acuerdo; pero 
¡cuidado!, no podemos correr riesgos, no podemos volve: 
atrás porque el enemigo está allí, está presente. Si todo 
esto lo tenemos claro, si vamos a no ser severos con ellos, 
¡cómo vamos a serlo con quienes han padecido torturas, 
con quienes han tenido la suerte de no morir a pesar de 
las torturas que les fueron hechas! ¡De qué manera po- 
demos honrar a los que murieron cuando, por otra parte. 
sabemos que en las cárceles también lucharon por la 
democracia! 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR ARAUJO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PEREYRA. — Deséo señalarle al señor se- 
nador Araújo que nosotros —la inmensa mayoría de 
nuestro Partido-—— no nos encontramos dentro del grupo 
de personas que eso le han manifestado, puesto que no 
pactamos ningún compromiso con los militares que usur- 
paron el poder en este país durante doce años. 


(Aplausos en la Barra) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. -— La Mesa aclara que de 
acuerdo a lo estipulado en el Reglamento, la Barra no 
puede hacer. manifestaciones. En caso de que reincida, 
se verá obligada a hacer cumplir el Reglamento, desalo. 
jándola. 


SEÑOR ARAUJO. —- Señor Presidente:. lamento que 
cuando estamos hablando de algo tan importante, se re- 
curra a un elemento políticc de menor trascendencia. 
Es importante recalcar, señor Presiderte, que nosotros 
tampoco tenemos pacto político que nos impida llevar a 
alguien a la cárcel. Sin embargo, quisicra preguntarlo 
a cada senador si está dispuesto a decir todo lo que sabe 
y hasta dónde lo sabe, a recoger todas las denuncias y 
luego a encarcelar a muchos más de 65.000 hombres: 
digo aue muchos más de 65.000 porque si existen 65.000 
militares que por lo menos son cómplices, tampoco hav 
menos de 65,000 civiles que también lo son. Quiero saher 
si en este país estamos dispuestos a detener, a anresar y 
procesar a 130.000 personas que están involucradas en 
estos hechos. Si no es así, mis palabras siguen teniendo 
vigor, y sigo teniendo razón. 


SEÑOR PEREYRA. -- Cuando tengamos pruebas. 
aquí las vamos a traer. 


SEÑOR ARAUJO. — Y no tenga la menor duda, se- 
for senador, de que lo voy a acompañar en todo y, tam. 
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bién, le aseguro que traeremos a esta Sala un montón de 
denuncias, todas las que podamos traer. Pero, también 
sabemos que sin pruebas no se puede juzgar a nadie; que 
los encapuchados no pueden hablar porque no conocen a 
quienes los torturaron; y que los muertos no pueden de. 
cir nada. Afortunadamente, en esta democracia funcio. 
na una justicia ordinaria, independiente, que no puede 
condenar sin pruebas, Es por €so que muchos hombres 
Se van a salvar en este país, y mientras tanto nosotros, 
quizá, estamos condenando a otros a quienes se les arran. 
có una confesión bajo tortura. Es a esto, exactamente, a 
lo que me refería. No quiero que esto baje de tono. Es. 
tamos hablando de otra cosa; estamos. hablando de la li. 
beración de los presos; no estamos haciendo política eler- 
toral ni electorera. Nada de eso. 


SEÑOR BATLLE. —'¿Me permite una interrupción, 
señor senador? j 


SEÑOR ARAUJO. -— Estoy dispuesto a reconocerle 
los méritos a todo el mundo. Pero lo único que desea. 
mos €s que esta noche se levanten todas las manos. Nada 
más que eso, y todo eso. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite señor senadcr? 


SEÑOR ARAUJO, — Señor Presidente: seguramen- 
te vamos a tener oportunidad de intervenir más adelante 
sobre este tema, pero en este caso concreto señalamos 
que hemos establecido nuestras discrepancias, hemos rea- 
lizado nuestras exhortaciones y hemos buscado una apro- 
ximación con el Partido Colorado, porque queremos que 
este tema tenga una solución concertada, pero no algo 
como esto, que deja de ser la amnistía general 2 Írres. 
tricta, que si bien es amnistía para una cantidad de per- 
sonas, no deja de ser una amnistía de forma, una am- 
nistía, procesal, pero no la total. Por esta razón no pode- 
mos seguir adelante con este proyecto. Ello no quiere 
decir que no sepamos hasta dónde puede ceder el Poder 
Ejecutivo, que busquemos en esa dirección hasta donde 
sea posible. Lo hemos intentado, lo hemos buscado y 
seguiremos intentando lograr una posibilidad de acerca- 
miento esta noche. 


Nosotros sabemos de la sensibilidad de la señora Mi- 
nistra, que se encuentra en Sala, ¡Vaya si lo sabemos! 
Tiene una larga trayectoria conocida por todos en cste 
país y sabemos que íntimamente también desearía esa 
solución, que está referida a la historia, pero sobre todo 
al futuro, y lo que hagamos esta noche forma parte de 
esa historia. Queremos pacificar y reunificar a nuestrc 
país; queremos juntarnos todos; queremos la paz. Y por. 
que la queremos. deseamos también que se actúe —y 
estamos seguros de que podemos hacerlo— con la gran. 
deza de espíritu necesaria para poder perdonar lo que 
tengamos que perdonar, a fin de dar el paso adelante 
gigantesco, que es lo mejor que podemos dar en el inicio 
de esta democracia qué tanto esfuerzo nos ha costado a 
todos los que aquí estamos. 


SEÑOR TOURNE. — Deseo dejar constancia de que 
el señor senador Araújo no concede interrupciones. 


SEÑOR ARAUJO. -—— Quiero pedir disculpas al señor 
senador Tourné. Créame que eso obedece a mi falta de 
experiencia. No lo he hecho adrede y quiero expresárselo 
con total claridad. Estoy seguro de que el señor senador 
aceptará mis disculpas. , 


SEÑOR TOURNE. -— ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ARAUJO. — Sí; con mucho gusto. 


SEÑOR TOURNE. -- Señor Presidente: he escucha - 
do muy atentamente al señor senador Araújo quien, Pa. 
turalmente, realiza una formulación que expresa la po- 
sición que su partido político -——Ja posición de las 23 
horas y 22 minutos— trae a consideración del Senado. 


Enfáticamente el señor senador Araújo afirma que 
éste no es un proyecto de amnistía general e irrestricta: 
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efectivamente, tenemos que reconocer que no lo es. Pero 
creo —por la importancia fundamental que tiene este 
tema, por los intereses que hay en juego, por la angustia 
de los presos políticos y de sus familiares— que debemos 
decir y traducir al país muy fielmente la verdad, toda 
la verdad, que se teje en torno a este tema por parte de 
los hombres públicos. Y la verdad es que quienes aban. 
donamos hoy al mediodía la sala de la Comisión Espe- 
cial que deliberó sobre este tema, con la presencia de 
los delegados de los partidos políticos y de la señora 
Ministra de Educación y Cultura e interina de Justicia, 
nos fuimos con el convencimiento de haber logrado un 
acuerdo total a nivel de los partidos políticos y del Go- 
bierno. Ese consentimiento al proyecto de ley fue pres- 
tado por parte de todos los delegados que concurrimos, 
estando sujeto, naturalmente, a la ratificación o rectifi- 
cación por parte de las dirigencias políticas. correspon. 
dientes. 


La voluntad de los delegados de los partidos políti. 
cos, excepto la del señor senador Cersósimo —«quien, en 
nombre de la Unión Colorada y Batllista expresó, como 
lo acaba de manifestar el señor senador Aguirre, su dis- 
crepancia con el proyecto y con las soluciones— es decir, 
del señor senador Cigliuti en nombre del Partido Colo- 
rado, de los señores senadores Batalla y Araújo en nom- 
bre del Frente Amplio y del señor senador Aguirre y de 
quien habla en nombre del Partido Nacional, era traducir 
el convencimiento de que este proyecto de la Comisión 
expresaba un pensamiento transaccional que era la única 
solución hábil y apta para que, en término de horas o 
de días, obtuviéramos la liberación, de todos los presos 
políticos de este país. Tan fue así el convencimiento 
y la voluntad de los delegados de los partidos polí. 
ticos que, hablendo planteado el señor senador Araú- 
jo que se introdujera un artículo 1? en el que afirmá- 
ramos esa voluntad de todos los partidos políticos y del 
Poder Ejecutivo de decretar la libertad de los presos po- 
líticos, dicha afirmación o declaración programática —la- 
mémosla así— mereció una objeción por parte de la se- 
fora Ministra de Educación y Cultura e interina de Jus- 
ticia, quien si mal no recuerdo— señaló que esa decla- 
ración, en realidad, se agregaba, se incorporaba, se yux- 
taponía a lo que en definitiva determinaba el propio pro- 
yecto, que era la libertad de los presos políticos, por lo 
cual consideraba inconveniente que reiteráramos algo 
que surgía de su propia mecánica, Tal punto de vista 
fue compartido por los restantes integrantes de la Comi. 
sión y no se adoptó decisión. 


Una vez que se retiró del seno de Ja Comisión la 
doctora Adela Reta, señora Ministra de Educación y Cul. 
tura e interina de Justicia, poniendo prácticamente pun- 
to final sobre los aspectos en los que los delegados de 
los partidos políticos habíamos concordado, el señor se- 
nador Araújo recordó que no se había emitido pronun. 
ciamiento sobre la declaración que él solicitó se inclu. 
yera como artículo 1%: la libertad de la totalidad de los 
presos políticos. Esto determinó un planteo de los seño. 
res senadores presentes en cuanto a que, al tratarse el 
tema en la Comisión, específicamente se había descar- 
tado ese pronunciamiento por considerarlo reiteratlvo 
del objetivo del proyecto y que, además, siendo un pro- 
yecto en el que la totalidad de los partidos políticos se 
había puesto de acuerdo con el Poder Ejecutivo en la 
persona de la señora Ministra, no se le podían introducir 
varlaciones o modificaciones. 


Relato este episodio, uno de los tantos que jalonaron 
el funcionamiento de la Comisión Especial que trató este 
tema, para que el país y el Senado tengan una impre- 
sión cabal de lo que pensábamos quienes participamos en 
las deliberaciones y luego hicimos la “correspondiente 
traducción a nuestros respectivos partidos, porque aquí 
hay una grave responsabilidad para los representantes 
de los partidos que integramos esa Comisión. Llevamos 
al seno de nuestros partidos la convicción de que éste 
era. un proyecto en el que el país se había reencontrado 
transaccionalmente, deponiendo todos y cada uno, una 
cuota parte de sus iniciativas originarias, para poder 
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lograr un proyecto que representara la voluntad del país 
entero, prácticamente sin exclusiones, y que además im. 
plicara, en término de horas, la libertad de la totalidad 
de los presos políticos en el país. 
a 

Señalo esta apreciación sin ánimo de establecer nin- 
gún tipo de rectificación al señor senador Araújo —-no 
puedo pretenderlo— sino para dar al país la versión de 
un punto 'de vista que, creo, traduce la realidad de lo 
que fue el funcionamiento de este centro de concertación 
y de vinculación política, d 


SEÑOR ARAUJO. — He sido aludido, señor Presi. 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Continúa en el uso de la 
palabra el señor senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Pienso que esto puede confun. 
dir a un cierto sector de la opinión pública que no ¿abe 
exactamente de qué forma se trabaja 'a nivel del Parla. 
mento y de las respectivas Comisiones. 


En primer término, quiero señalar que el informe 
que ha presentado la Comisión no lleva nuestra firma; 
y si no lleva nuestra firma es porque no lo hemos fir. 
mado y si no lo hemos 'hecho fue porque no estuvimos 
de acuerdo. Es más: cuando esta tarde vimos por pri. 
mera vez el repartido y que allí figuraba nuestro ape- 
llido, ante nuestro requerimiento, el secretario de la Co- 
misión ——creo que se encuentra en Sala-— nos explicó 
que se trataba nada más que de un documento de tra. 
bajo, que de ninguna manera era algo oficial, porque de 
haberlo sido, por lo menos hubiéramos establecido nues. 
tras salvedades, siempre y cuando el plenario del Frente 
Amplio no nos exigiera otra cosa. Pero en ningún mo- 
mento ratificamos ese acuerdo; lo que buscamos fue una 
aproximación, por supuesto, porque si no negociamos, no 
sabemos hasta dónde se puede llegar. Lo que buscamos 
es un máximo de aproximación para que luego cada sec. 
tor o cada partido resuelva en consecuencia. 


Al respecto, quiero decir que en el Frente Amplio 
actuamos de esa manera. Yo no me puedo introducir en 
la vida política de los demás partidos; pero digo que en 
el Frente Amplio ninguno de nosotros se apropia de la 
voluntad de los demás; sale con un mandato imperativo 
y dice: hasta acá se podría llegar; y es el Plenario quien 
luego resuelve, Sería el colmo que yo me apropiara del 
Frente Amplio porque asista a una Comisión, Eso, de 
ninguna manera. 


Reitero que por algo no está nuestra firma. He ex. 
plicado con total claridad en la reunión que hoy sostuvo 
el plenario del Frente Amplio luego de la que mantuvi- 
mos en Comisión, que salvo que el Frente me obligara, 
yo no firmaría ese informe, porque, a mi entender, no 
podíamos compartirlo, ya que precisamente va en contra 
de todo lo que hemos predicado durante estos últimos 
tiempos. Creo que nos hemos expresado con bastante 
claridad y mal puede confundirse el señor senador Tour. 
né cuando dice que hubo un acuerdo que no está firma. 
do, pero que sí negociamos. Por su puesto, siempre bus- 
camos al máximo las posibilidades de acercamiento. 


Lamento que esta discusión nos esté alejando del 
tema. Parecería que lo que se quiere juzgar aquí son las 
conductas personales, de si se estuvo o no en Comistón, 
de si se dijo tal' o cual cosa. Lo que quiere el Frente 
Amplio es votar la amnistía general e irrestricta y creo 
que el Partido Nacional también lo desea. Aboquémosnos, 
entonces, a votarlo, porque cada minuto que perdemos 
pertenece a Otros hombres que están en la cárcel, 


El señor senador Batlle me había pedido una inte. 
rrupción, la que le concedo con mucho gusto. 


SEÑOR BATLLE, — No puedo pedirle una interrup- 
ción al señor senador cuando está en uso de la palabra 
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para contestar una alusión; no hay interrupción de alu- 
siones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo que sucede es que el 
señor senador Batlle la había pedido hace aproximada- 
mente media hora. 


SEÑOR BATLLE, --- De todos modos, creo que des- . 


pués tendré oportunidad de contestar lo que quiero res- 
ponder. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere llamar la 
atención del Cuerpo sobre el siguiente aspecto. Están 
anotados para hacer uso de la palabra, por. su orden, los 
señores senadores Aguirre y Ferreira, Lo que mueve a 
duda a la Mesa es saber si la invitación que se le ha 
hecho a la señora Ministra de Educación y Cultura e 
interina de Justicia, no llevaba implícito que nos expli- 
cara el proyecto, porque no creo “que la hayamos invl- 
tado simplemente para que escuche discursos políticos. 
Pongo la cuestión a consideración del Senado y éste re. 
solverá. 


SEÑOR AGUIRRE. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Creo que no sólo el Senado 
sino todo el país está esperando escuchar la palabra de 
la señora Ministra, 


En primer lugar, quiero señalar aque he escuchado 
con mucha atención la exposición del señor senador 
Araújo como así también las interrupciones aus conce- 
dió. Pero estará de acuerdo el Cuerpo y la Presidencia 
que la primera alusión que realizó al comienzo de su 
exposición fue, precisamente, al miembro informante, en 
su calidad de Presidente de la Comisión. Yo no solicité 
una interrupción en ese momento porque creo que ellas 
justamente ocasionan el perjuicio de quitar la unidad, 
la ilación, de las exposiciones y que su abuso genera el 
desorden en los debates. No obstante ello, me creo con 
el derecho de contestar o aclarar la alusión que hizo en 
un primer momento el señor senador Araúio antes de 
que hable la señora Ministra, aunque todos estamos es- 
perando que haga uso de la palabra. 


El señor senador dijo que yo no me había explicado 
bien o que él no me había entendido, porque yo había 
hablado de un acuerdo en Comisión mientras él pen. 
saba que tal acuerdo no había existido; que no había 
habido acuerdo entre los partidos y que el Frente Am.- 
plio no había suscrito ninguno. Luego, ha insistido en 
decir algo que es clerto: que él ni el señor senador Ba- 
talla habían suscrito el informe de la Comisión. Pero, 
en definitiva, nadie suscribió ese acuerdo porque no lo 
hubo, Lo que manifesté, y creo que reiteradamente, era 
que había habido acuerdo en principio, es decir, un acuer- 
do provisorio de los integrantes de la Comisión. en fun. 
ción de sus opiniones personales, con la salvedad clara 
y reiteradamente . puesta de manifiesto por el señor se- 
nador Cersósimo. Es muy claro que ese acuerdo, a nivel 
de Comisión, no tuvo carácter de resolución y que es- 
taba sujeto a la ratificación de las respectivas bancadas. 
Lo únicó que nosotros comprometiamos era la opinión, 
en principio, a título personal, naturalmente, con la re- 
presentatividad que tenemos como integrantes del Cuer- 
po. Pero antes de que la Comisión aprobara un informe, 
éste tenía que contar con el asentimiento del Partido 
Colorado, del Frente Amplio y del Partido Nacional; pe- 
ro la aprobación del Frente no llegó. Lo gue ha dicho 
el señor senador Araújo es exacto. Pero en ningún mo- 
mento hablé de que hubiera habido un acuerdo de los 
partidos en la Comisión. Lo que dije fue que había ha- 
bido, meramente, un acuerdo, en principio, de los dele- 
gados de los partidos que integraban la Comisión con 
la señora Ministra, quien representaba el Poder Ejecu- 
tivo. 
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Antes de finalizar, quiero hacer una precisión. 


El señor senador Araújo aludió en dos o tres opor- 
tunidades a la posibilidad de que se interpusiera un veto 
por parte del Poder Ejecutivo. Al respecto, quiero decir 
que el veto es una facultad constitucional que el Poder 
Ejecutivo puede usar en cualquier momento respecto del 
proyecto de ley que aprobó la Cámara de Representan- 
tes, del que sancionará el Senado o de cualquier otro. 
Desde que es una facultad constitucional, no está en nues- 
tro ánimo cuestionar que eventualmente lo utilice o no. 
Pero quiero dejar en claro —porque se podría mal inter. 
pretar que existió alguna suerte de coacción para que 
algún partido variara su posición— que la palabra ofl- 
Cial del Poder Ejecutivo la llevó en esta negociación 
—si €s que así cabe calificarla-— la señora Ministra de 
Educación y Cultura e interina de Justicia y que tanto 
en las entrevistas privadas e informales que el señor 
senador Batalla y quien habla, mantuvimos con ella, 
como a nivel de la Comisión, no dejó deslizar ni la mi. 
nima alusión o referencia a ninguna posibilidad de vete 
por parte del Poder Ejecutivo. La señora Ministra actuó 
con la altura, la ecuanimidad y la ponderación que la 
caracterizan en todos los actos de su vida y de su ejecu. 
toria pública. 


SEÑOR ARAUJO. — Apoyado. 


SEÑOR AGUIRRE, — Reitero que, en ningún mo- 
mento —quiero que de esto quede constancia en la ver. 
sión taquigráfica y que quede claro ante el país— la 
señora Ministra habló de veto o se refirió a la posterior 
actuación del Poder Ejecutivo; concúrrió a la Comisión 
con el más elevado espíritu y trató de exponer la vo- 
luntad política del Poder Ejecutivo así como sus cono- 
cimientos de eminente jurista para hallar una solución 
que satisfaciera a todos; a los partidos políticos, al Se. 
nado y a toda la opinión pública del país. 


SEÑOR ARAUJO. — Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ARAUJO. -—— Quiero expresar que en ningún: 
momento dijimos que la señora Ministra hubiera expues. 
to por allí la posibilidad de una amenaza o coacción u 
que simplemente hubiese hablado de veto. Pero dijimos, 
sí, que señores legisladores que conversaron con noso- 


_ tros nos hablaron sobre la posibilidad de veto. Esa fue 


la referencia. Por lo demás, estamos totalmente de acuer. 
do con lo manifestado por el señor senador Aguirre. 


SEÑOR BATLLE. --— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. —. En tren de alusiones debo decir 
que también me siento aludido, porque eso de hablar 
permanentemente de que señores legisladores han dicho 
esto o aquello me parece que no es una forma de con. 
ducir una exposición. 


Si el señor senador Araújo siente que debe expresar 
las opiniones de los demás no puede involucrar a todo 
el Senado ton lo que le dicen o le dejan de decir en 
este o en otro caso. Si el señor senador tiene que hablar 
de alguien, que lo diga con nombre propio poraue, de 
lo contrario, acá estaríamos aceptando en silencio que 
alguien le ha dicho algo y que después resulta que no 
lo ha hecho. Esto no es una alocución radial; este es 
un asunto muy serlo y muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ferreira. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: oportuna. 
mente había solicitado que se me borrara de la lista de 
oradores, a fin de agilizar el debate. 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi- 
dente: pienso que es conveniente tener en cuenta: los 
hechos, la gravedad del tema y las repercusiones que 
ellos tienen. 


Este es un escenario importante y 'en él, natural- 
mente, hablamos en serio o, por lo menos, tenemos la 
obligación de hacerlo, Pero también lo es la prensa es- 
crita y radial, donde mi compañero de sector, el señor 
senador Araújo, ha dado una lección permanente de 
defensa de la libertad y de la democracia durante mu- 
echos años, cuando eran muy pocos los que se animaban 
a hacerlo. 


(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. — “La Barra no puede hacer 
manifestaciones. Si vuelve a ocurrir, sus ocupantes se- 
rán invitados a retirarse. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO, — Deseo expre- 
sar —en un tono muy sereno, como corresponde, dada 
la importancia del tema. que debemos ubicarnos desde 
el punto de vista del procedimiento reglamentario. 


Fuimos convocados en el día de hoy a fin de consi- 
derar el proyecto que sobre amnistía votó la Cámara de 


Representantes, como asimismo, varios proyectos presen- | 


tados por algunos señores senadores. 


¿A qué debemos atribuir alguna dificultad que se ha 
presentado a lo largo de esta primera etapa del debate? A 
una situación singular. Fue designada una Comisión, 
acerca de cuyo trabajo el señor senador Aguirre nos ha 
informado, con su prolijidad habitual y su reconocida 
erudición, Pero, ¿qué sucede? No sólo ocurre que no 
hay firmas; ocurre, además, que en el Partido Colorado, 
de los dos señores senadores que integraron la Comisión, 
uno ya adelantó que formulará observaciones, lo cual 
ya fue reconocido en su informe por el señor senador 
Aguirre. Entonces, a esta altura, ¿qué tenemos ¿Tene- 
mos un proyecto de Comisión dictaminante? No. ¿Tene- 
mos un proyecto firmado por varios scñores senadores? 
No. En consecuencia, y de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 151, 152 y 153 del Reglamento, lo que 
procede es que tomemos como base de la discusión, ante 
todo, el proyecto sobre amnistía votado por la Cámara 
de Representantes que —conviene no olvidar— conduce 
a la libertad inmediata de prácticamente todos los pre- 
sos políticos, aunque, naturalmente, en términos con los 
cuales se puede o no estar de acuerdo. 


Por supuesto, con mucho gusto escucharemos las opl- 
niones de los sectores políticos o de los señores senado- 
res que deseen modificarlo o introducirle mejoras. ¡Cla- 
ro que los vamos a escuchar y a considerar! Ya lo hici- 
mos en la Comisión con sumo gusto y con todo respeto. 
El hecho de que no hayamos llegado a un acuerdo sobre 
el texto concreto no significa ni negarse a discutirlo ni 
insensibilidad ante el tema; significa la preferencia por 
otro texto que, además, ya fue aprobado en la Cámara 
de Representantes y está ubicado dentro de un contexto 
político que, naturalmente, autorlza a pensar que pueda 
serlo también en el Senado. 


Por todas estas razones, señor Presidente. deseamos 
contribuir a que podamos centrarnos en una realidad. 
Repito que no hay informe de Comisión dictaminante; 
lo único que existe es el proyecto votado por la Cámara 
de Representantes que, además, reglamentariamente, es 
el que estamos obligados a considerar en primer término. 
así como otros proyectos presentados por señores sena- 
dores, que no han sido objeto de aprobación y que no han 
sido informados en los términos pertinentes. 
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. SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


_ SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -—— Con mucho 
gusto, señor senador; ; 


SEÑOR CIGLIUTI. — Esta mañana en la Comisión 
se discutió no un proyecto sustitutivo, sino la modifica- 
ción —a fin de posibilitar un acuerdo de los partidos— 
del articulado del proyecto aprobado en la Cámara de 
Representantes. La prueba de lo que afirmo la da el he- 
cho de que en el nuevo texto están contemplados casi 
todos los artículos del proyecto que se ha mencionado, 
con el agregado de los artículos de Jos que acaba de 
informar el señor senador Aguirre. También están con- 
templados en el nuevo texto varios artículos del pro- 
yecto remitido por el Poder Ejecutivo a la Cámara ue 
Representantes, que algunos señores senadores hicieron 
suyos en el Senado y que en el proyecto de la Cámara 
de Representantes no fueron tenidos en cuenta porque 
no trataban especificamente el tema de la amnistía, st. 
no de otros elementos que contribuyen, como ella, a la 
pacificación nacional, Lo que fue modificado del Pro- 
yecto remitido por la Cámara de Representantes sobre 
amnistía, es aquello que posibilitó el acuerdo con la se- 
ñora Ministra de Educación y Cultura, aquí presente, y 
con los representantes de los tres lemas que tienen se- 
nadores actuando.' En otras palabras: ésa fue la forma 
de tratar de lograr una ley de amnistía suficientemente 
amplia y generosa como para que se operara de inme- 
diato la libertad de todos los presos políticos. Y hay que 
decir que si bien en ese texto se hacían las puntualiza. 
ciones de carácter ético de que hablamos, en los hechos, 
en lo que interesa, es decir, en lo atinente a la libertad 
de los detenidos, no tenía ninguna diferencia esencial, 
pues este acuerdo ——porque se trató de un acuerdo—Ñ ro 
hablaba de amnistía general e irrestricta, pero sí de li- 


-bertad general e irrestricta. 


Este texto contó, en todos los casos, con la partici. 
pación inteligente y constructiva del señor senador Ba. 
talla, representante del Frente Amplio en la Comisión. 
El trabajo intelectual que realizamos contó con aquies- 
cencia recíproca. Todos colaboramos, de alguna manera, 
en la redacción de no más de cuatro o cinco artículos 
—Sundamentalmente en el 19, en el 82 y en el 9% que 
son los que se pueden considerar de carácter polémjco— 
que instrumentan la forma de poner en libertad a los 
detenidos. El Poder Ejecutivo cedió mucho más de lo 
quese podía ceder. Es verdad —yo lo oí-— que el señor 
senador Araújo dijo que él entendía que el Poder Eje. 
eutivo debía ceder aún más; pero en ese caso no se 
hubiera tratado de una transacción y hay que recordar 
que la Comisión se nombró cuando estaban en trámite 
conversaciones de acuerdo entre representantes del Po- 
der Ejecutivo y del Senado, uno de los cuales pertene- 
cía. precisamente, al Frente Amplio. Decir ahora que 
este nuevo proyecto no tiene informe es un error; no 
tiene las firmas, porque no las hemos puesto, pero quie- 
nes contribuimos en la redacción del proyecto y después 
recibimos el apoyo de nuestras bancadas, estamos res. 
paldándolo. 


Es cierto que dijimos que nos volveríamos a reunir 
para informar qué opinaban nuestras respectivas bar. 
cadas acerca del trabajo que habíamos realizado pero, 
al hacerlo, el Frente Amplio fue. el único que no dio 
respuesta afirmativa. 


Por lo expuesto digo que, desde el punto de vista 
reglamentario, lo que estamos considerando, con informe 
del señor"senador Aguirre, es el proyecto sancionado por 
la Cámara de Representantes, con las modificaciones in- 
troducidas por la Comisión Especial en virtud de un 
acuerdo logrado en su seno entre los representantes de 
todos los partidos. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Continúo, se- 
ñor Presidente. 
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No quisiera insistir sobre este punto, pero no tengo 
más remedio que hacerlo. 


El articulo 153 del Reglamento del Senado determi- 
na las prioridades. Ante todo, debe considerarse el pro- 
yecto remitido por la otra Cámara; luego el de la Co- 
misión dictaminante, en caso de que se firmare y, en- 
tonces, existiere, Pero, además, el artículo 151 establece 
que pueden presentarse otros proyectos. 

Y el artículo 152 expresa que solamente cuando se 
refirase o desechase el que se está considerando primero, 
entonces pueden tratarse los otros. El que corresponde 
considerar primero es el venido de la Cámara de Repre- 
sentantes, salvo que sea retirado o desechado. Como es 
un proyecto votado por otro. Cuerpo, no lo podemos re- 
tirar. En consecuencia, lo. que procedería, sería dese. 
charlo, si es que el Senado desea hacerlo. 


En Sala nos encontramos quienes entendemos que 
debemos votar el proyecto venido de la: Cámara de Re- 
presentantes y estamos dispuestos a hacerlo. Respetamos 
mucho la opinión de quienes consideran que puede dar- 
se una solución que estimen superior y prefieran votar 


esa Otra, 


Lo previo es que el Senado tome decisión sobre el 
proyecto venido de la Cámara de Representantes o, cuan- 
do menos, exprese su deseo de pronunciarse o no sobre 


el mismo, 


Muchas gracias. 


SEROR CIGLIUTI. — ¿El señor senador desea que 
se vote ahora, que no se discuta, que no se hable del 
asunto? Estamos tratando el problema amnistía, Cuan. 
do haya que votar, tendrá razón el señor senador, pero 
mientras estamos discutiendo el tema, hablamos sobre 
todos los textos de amnistía que se presenten, Así lo 
índica la citación del Cuerpo. 


Este es el caso concreto; hosOtros tenemos un pro- 
yecto sustitutivo presentado. Entonces ¿quiere decir, por 
eso, que no se puede hablar de él? Yo no digo eso. Ex- 
preso que cuando llegue el momento de votar, tendrá 
razón el señor senador, pero en el momento de discutir, 
lo hacemos con relación a todos los proyectos presen. 


tados.. 
Yo centro mi preocupación e interés en el proyecto 


que se aprobó en Comisión esta mañana, porque allí se 
logró acuerdo. Comprendo perfectamente que estaba pen. 


diente aún la ratificación de los Partidos. Pero al ver 


la forma en que se conducían los delegados de todos los 
sectores, especialmente los del Partido Nacional y del 
Frente Amplio, este último representado en la persona 
del señor senador Batalla, con el fin de lograr fórmulas 
de acuerdo y entendimiento, y al observar la manera 
como se discutieron los problemas jurídicos y políticos, 
entendimos que se había creado un clima lo suficiente. 
mente aceptable como para suponer que se iba a lograr 
un acuerdo, 


Le expresé a los representantes de varios medios de 
difusión que el acuerdo no estaba logrado, porque fal. 
taba el consentimiento de las bancadas. Lo cierto es que 
de la discusión que se realizó en la Comisión, tomando 
como base el proyécto sancionado por la Cámara de Re- 
presentantes y el texto del mensaje remitido por el Po- 
der Ejecutivo, salía en lugar de uno o de otro, un tercer 
texto aceptado por todos. Ese era el momento en que 
se podía considerar que estábamos superando la situa. 
ción más difícil. Todo lo que aquí se ha discutido radi- 
ca, no en la esencia de dejar en libertad a los presos, 
sino en las palabras, porque se hizo demasiado propa- 
ganda en torno a situaciones de carácter formal, 


No sé cuál de los proyectos saldrá, pero lo que si 
veo es que los que no salen son los presos. Todos desea- 
mos que esto se concrete en pocos días ya que aquí, en 
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pocas horas, se consiguió un texto aceptable en el que 
estábamos todos de acuerdo. En él no se decian ciertas 
palabras irreparables o no aceptables, discutibles o con. 
troversiales, pero precisamente, no se citaban para faci- 
litar el acuerdo. 


Pienso que el espíritu que primó hoy en Comisión 
fue el de que saliera una solución a este delicado, com. 
plejo e impostergable asunto con una aureola funda. 
mental: la de que todos los partidos estuvieran de acuer- 
do en un resultado conjunto. 


Siempre hemos creído —hoy seguimos pensando que 
esa era la solución— que para esta situación, que no 
admite demoras, encontraríamos la solución adecuada, 


Entonces, todos los partidos concurrían a encontrár 
la solución necesaria en la que, esencialmente coinej. 
diría la representante del Poder Ejecutivo que con su 
sapiencia jurídica reconocida por todos tuvo fundamental 
participación en la redacción del proyecto. 


En consecuencia, señor Presidente, en este momtnto 
pongo mi acento en que la solución del problema de la 
amnistía se logró consenso esta mañana en Comisión, 


No son de nuestra responsabilidad las consecuencias 
que ese hecho pueda tener, desde el momento que no se 
aprueba lo acordado esta mañana, Esta mañana cuando 
salimos de Comisión, como bien lo dijo el señor senador 
Tourné, todos pensamos que el problema estaba solucio. 
nado. 


Dada la situación en que nos encontramos, y tenién- 
do en cuena la posición de las distintas bancadas, tengo 
el deber de poner énfasis en mi adhesión al proyecto 
de la Comisión. El mismo tiene el mérito esencial de 
haber aunado las distintas opiniones, además del apoyo, 
complacentia y eoncordancia del Poder Ejecutivo. 


Ahí estaba la solución. 


En el momento en que se comienza una tarea de 
reconstrucción nacional en la cual se.estima que la am- 
nistía es indispensable para conseguir la pacificación y 
para iniciar el camino hacia un futuro venturoso, pien. 
so que para ello no encontraríamos una solución mejor 


que ésta. y 


Si el resultado Jogrado esta mañana en Comisión no 
consigue cl apoyo parlamentario, significaría un verda. 
dero quebranto, un retroceso, sea cual sea la solución 
que tenga este asunto. En el momento en que todos está. 
bamos de acuerdo, en que se conseguía un texto que Sa. 
caba a todos los presos en libertad en una semana, no 
más, dejar sin efecto o invalidar esta solución no es 
otra cosa. repito. aue un retroceso, un lamentable re. 
troceso perjudicial para el empeño en que nos encon. 
tramos todos en el país, gue es el de recuperar efecti. 
vamente la democracia, 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR BATALLA. — Voy a ser muy breve, señor 
Presidente, porque oportunamente haré uso de la pala. 
bra. 

Creo que callar mi posición, dado cel -tono que está 
tomando la discusión en este momento, sería una Co- 
bardía. 

Quiero expresar honestamente ——en esto no repre. 
sento a nadie sino a mí mismo-— que en la mañana de 
hoy salí de la Comisión luego de haber dado mi con. 
sentimiento al proyecto allí considerado. 

Tenía una limitación. señor Presidente, que es de 
Justicia reconocer. Somos hombres de partido y nuestro 
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asentimiento, que personalmente habíamos dado, estaba, * 


naturalmente, condicionado a la ratificación que la or- 
PADIaACÓn Frente Amplio debía dar a través de su ple- 
nario. 


No otorgada esa ratificación, es que nosotros expre- 
samos nuestra respuesta a los representantes del Par- 
tido Colorado. y Partido Nacional. 


Oportunamente daré los fundamentos de mi posi- 
ción, pues no creo haber traicionado ningún principio 
—tengo alguna historia en esta materia—— y, oporbuna- 
mente, cuando corresponda, haré uso de la palabra. 


SENSOR PRESIDENTE. — Si ningún señor senador 
desea hacer uso de la palabra, solicitaría a la señora Mi- 
nistrá de Educación y Cultura e interina de Justicia, 
quiera realizar el informe para el cual fue invitada a 
pasar a Sala. ] 


SENSORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 
E INTERINA DE JUSTICIA. — Señor Presidente: quiero 
ante todo, agradecer la deferencia del Cuerpo que me 
ha invitado a la histórica sesión que se está desarrollan- 
do en esta Sala. ] 


Mi presencia en ella no responde sino al propósito 
de reiterar el afán con el que el Poder Ejecutivo busca 
una solución pacificadora que ya fue explicitada, según 
los términos de su proyecto inicial. 


En dicho proyecto se consideró imprescindible 
enfocar la problemática. de la pacificación nacional des- 
de distintos ángulos, no solamente desde el de la amnis- 
tía, aún cuando entendia y estimaba que éste era el 
mecanismo que debía esgrimirse en forma principal en 
la medida que significaba, precisamente, una fórmula 
politica destinada a restañar heridas y restablecer la 
Cóncordia nacional. Pero el Poder Ejecutivo también 
entendía que era necesario establecer algunos distin- 
gos que significaran concretar, en términos comprensi- 
bles para toda la comunidad uruguaya, la escala de va- 
lores que en ella rige y que pasaba, necesariamente, por 
la circunstancia de tener que señalar que la amnistía 
no comprendía a los autores y co-autores de homicidio 
intencional consumado. 


Obsérvese que la limitación misma de la exclusión 
está indicando la limitación de ésta y el amplio alcance 
de la amnistía que se proponía. Se limitó a los homi- 
cidios consumados por cuanto no se habló, ni siquiera, 
de participación en homicidios dejando fuera todo lo 
que constituyera otras manifestaciones. de la conducta 
violenta como podrían ser las tentativas y aun las le- 
siones graves. 


Esa precisión, repito tenía: un alcance destinado a 
establecer una afirmación valorativa que entendía im- 
prescindible como un legado de la: historia para que la 
colectividad uruguaya no olvidara nunca que las fórmu- 
las pacíficas son las únicas que Puede asegurar al pue- 
blo una vida armoniosa y la felicidad que a él se debe 
asegurar, - : 


En esas circunstancias el Poder Ejecutivo elaboró 
un proyecto en cuyo alcance estábamos convencidos que 
se lograba la finalidad básica que era la de liberar a 
todos los presos. La liberación no coincidía cronológica- 
mente, pero se llegaba a la misma por diversos meca- 
nismos que se engranaban unos a los otros y que cul- 
minaban con la liberación a que toda la población aspi- 
ra. También se contemplaba otro enfoque de esta po- 
blación uruguaya que era la que exigía una diferencia 
valorativa un distingo que reconociera que la violencia 
no es el mecanismo adecuado para asegurar la conviven- 
cia humana, En esa circunstancia se le señaló al Poder 
Ejecutivo que los partidos Nacional y Frente Amplio es- 
timaban que la liberación debía asegurarse en forma 
más definitiva, clara y rotunda. En modo alguno nos 
negamos a entrar en la conversación indispensable para 
llegar a una solución de armonía porque el Poder Eje- 
cutivo entiende que una resolución de esta entidad je- 
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rarquía, magnitud y de este alcance reclama efectiva- 
mente el apoyo no de una mayoría parlamentaria, sino 
el de la nación entera porque para poder pacificar el 
país debemos estar todos de acuerdo y la solución que 
se apruebe debe ser la que aspiramos todos. 


SEÑOR LACALLE. — Apoyado. a 
SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 


E INTERINA DE JUSTICIA. -- Y en la medida en que 
todos nos comprometamos con esta afirmación de ca- 


* rácter valorativo estamos comprometiendo las posibili 


dades futuras del desarrollo de una democracia que nos 
costó tanto restablecer y que todos ahora queremos pre- 
servar., 


Esas conversaciones se desarrollaron en los mismos 
términos, exactísimos términos que en forma brillante 
y pormenorizada expuso el señor senador Aguirre. Tu: 
vimos una primera entrevista —que se celebró por cor- 
tesía de ellos en mi propia casa-— en la que comenza- 
mos 2 intercambiar ideas acerca de como podíamos con- 
jugar los puntos de vista discrepantes para que el pro- 
yecto contara efectivamente con ese respaldo imprescin- 
dible a efectos de que en la calle podamos encontrarnos 
nuvamente los uruguayos sin mirarnos de reojo y nin- 
gún tipo de encono. 


Con posterioridad a ese encuentro en mi casa, man- 
tuvimos Otro y luego, llegamos a lo que ocurrió esta 
mañana en la que los señores integrantes de la Comisión 
Especial designada por el Parlamento me hizo el honor 
de invitarme al seno de la misma a efectos de precisar 
las fórmulas que podrían concretar el acuerdo espera- 
do. Trabajamos armoniosamente, lo hicimos en un cli- 
ma de comprensión de respeto mutuo que es el que que- 
remos para este país. En esa Comisión llegamos a fór- 
mulas que creí eran satisfactorias para todos. Digo que 
trabajamos en armonía porque la elaboración de la 
fórmula contó con las observaciones, las precisiones y los 
aportes de todos los señores integrantes de la Comisión. 
De tal manera que en más de una oportunidad la fór- 
mula se enriqueció con anotaciones y connotaciones brÍ- 
eS de los señores senadores Tourné, Araújo y Bata- 

a. 


En esa situación, yo me pregunto para qué estába- 


«mos trabajando si se partía del supuesto de que sólo 


se admitía una fórmula que era la amnistía general 
e irrestricta, porque si hubiéramos partido de ese su- 
puesto no hubiéramos empezado a hablar. La conversa- 
ción tenía un sentido natural cuando tratábamos de 
conjugar dos opiniones dispares y las mismas se conju- 
gaban buscando caminos de solución conjunta que fue 
lo que efectivamente se logró. ¿Qué fue lo que se logró? 
No quiero ser extensa en mi disertación porque tengo la 
conciencia muy clara de que mientras estamos hablan- 
do en esta Sala, hay gente que está esperando la res- 
puesta y lo está haciendo privada de su libertad. Tam- 
bién tengo la conciencia muy clara de que hay muchos 
familiares angustiados, que en este preciso momento es- 
tán esperando una respuesta definitiva y que esa espe- 
ra, como ocurre siempre cuando hay alguien privado de 
libertad, es la espera más dura, difícil y angustiosa. 


Por esa razón no me voy a referir a la fórmula en 
términos —digamos-— de explicación pormenorizada de 
su contenido, porque, repito, lo ha hecho en forma que 
yo no podría superar jamás el señor senador Aguirre. 
También debo agregar que el señor senador, con la 
precisión que le he conocido durante toda su vida --lo 
he conocido durante las etapas de su actuación estu- 
diantil— ha manifestado, concretado y comentado los 
términos del proyecto elaborado esta mañana en forma 
magistral. E 


Sólo quiero decir y precisar dos cosas, que el Poder 
Ejecutivo, fue ajustándose, buscando fórmulas distintas 
desde el primitivo proyecto en el que dejaba librada la 
posibilidad de la liberación a los órganos de la Justi- 
cia Ordinaria, hasta este definitivo en el que se conCreta 
la liberación automática por imperio y disposición de la | 
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propia Ley. Ha mediado todo este proceso, repito, que ha 
concretado el propósito del Poder Ejecutivo de no llegar 
a Otra solución que no fuera de consenso, de armonía 
y de acuerdo en bien de la nación. 


Con posterioridad se nos planteó ia necesidad de 
que se considerara la etapa de una liberación más rápi- 
da de la que estaba prevista en los términos primitivos 
del proyecto. También el Poder Ejecutivo, a través de 
lo que expresamos en el seno de la Comisión llegó a 
aceptar modificaciones a los plazos, pero mantuvo algo 
que para nosotros es muy importante: me consta que 
existen personas que desean no quedar estigmatizadas 
aún mediante el mecanismo de la amnistía generosa 
que extinga el delito por la imputación de la comisión 
de un delito tan grave porque compromete los cimien- 
tos. mismos de la comunidad democrática como es el ho- 
micidio. Por consiguiente buscamos, tal como lo ha- 
bíamos hecho en la fórmula primitiva, la posibilidad de 
que esas personas tuvieran la instancia de proclamar 
Su inocencia ante la Justicia ordinaria y la oportunidad 
de que ésta los pudiera declarar inocentes de los de- 
litos que se les imputaban. Esto me parece muy impor- 
tante porque creo que ni aún mediante el mecanismo de 
la amnistía le podemos cerrár las posibilidades a un ser 
humano que quiere proclamar ante la justicia, ante los 
Jueces naturales, que él no ha cometido el delito que se 
pone a su Cargo, 


Ese mecanismo, entonces, configura uno de los prin- 
ciplos elementales que quizá permita superar los incon- 
venientes de los resortes —mal aplicados— que hubie- 
ran podido asegurar las garantias del debido proceso. 


Cuando me retiré esta mañana de la Comisión lo hi- 
ce en el convencimiento de que la fórmula propuesta per- 
mitiría dos tosas: que mañana se decretara la libertad 
de la mayor parte de los presos que se encuentran en los 
establecimientos penitenciarios ¡por haber sido privados 
de ella; y que, poquitos días después —días que se pue- 
den contar con los dedos de una mano— estuvieran to- 
dos los presos en la calle. Pero fue para mí una sor- 
presa, una dolorosa sorpresa, el saber más tarde que ese 
proyecto, que se habia elaborado y sobre el cual se tra- 
bajó esta mañana, no había contado con la aprobación 
de un sector de personas representadas en ese grupo de 
trabajo, Por esa razón quise acercarme a este recinto 
para expresar una vez más y reiterar -—todas las veces 
que sea necesario— que el Poder Ejecutivo desea una 
efectiva pacificación nacional y porque la quiere, busca 
estos caminos de entendimiento, de tal suerte que poda- 
mos contar con un proyecto de amnistia que contiene 
otros institutos, que contempla a otros seres que tie- 
nen también derecho a ser protegidos frente a lo que 
constituyó una política criminal, represiva, endurecida y 
autoritaria. Esa es la actitud que mantuvimos y segui- 
remos mantenierido, dispuestos a dialogar toda vez que 
sea necesario, a fin de poder llegar a la aprobación de 
una ley que cuente con el respaldo de la Nación y 
que constituya un mecanismo efectivo para que todos 
los uruguayos nos entendamos y podamos reconstruir 
nuestro futuro. p 


Nada más, señor Presidente. 
(¡Muy bien!) 
SEÑOR FERREIRA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR FERREIRA, — Señor Presidente: este es un 
tema de ¡enorme sensibilidad para la opinión pública, 
que implica, para todos nosotros, una enorme responsa- 
bilidad. 


Creo que ya nadie en el pais duda acerca de cuál 
es la posición personal de este senador sobre el tema. 
En consecuencia, intentaré ser sumamente cuidadoso —en 
la brevísima exposición que voy a realizar para fundar 
la posición que va a asumir el Partido Nacional— en 
distinguir celosamente cuando emito opiniones persona- 
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les y cuando me siento autorizado para hablar en nom- 
bre del Partido Nacional y todos sus senadores. 


El Partido Nacional va a votar esta noche el pro- 
yecto de ley remitido por la Comisión Especial, desig- 
nada por el Senado a los efectos de permitir —a través 
de un proyecto único del Poder Ejecutivo y todos los 
partidos— la liberación inmediata de todos los presos 
políticos. Entendemos legítimo que sobre este tema haya 
diferentes puntos de vista, Que los distintos partidos o 
fuerzas políticas tengan diferencias de matices y, a ve- 
ces de fondo —entre sí y dentro de sí-- en cuanto al 
mecanismo a instrumentar para lograr la libertad de 
los presos, tema este sobre el que hay unanimidad en 
este Cuerpo. Comprendemos que pueda haber diferencias 
de matices, y a veces de fondo, en el seno de cada fuer- 
za politica, puesto que también las hay en el Partido 
Nacional como lo dije en la exposición que previamente 
realicé. Este es un tema que motivó un debate muy in- 
tenso en el seno de nuestro Partido y que, finalmente, 
le permitió asumir, una y otra vez, una clara posición 
de partido a través del funcionamiento de los mecanis- 
mos previstos en su Carta Orgánica y fundamentalmente 
del clima de tolerancia y unidad que en él impera, He- 
cho esto sobre el que, bien se expresara hoy el señor se- 
nador Dardo Ortiz en sus declaraciones a la Prensa —de 
las Cuales me siento sumamente orgulloso como nacio- 
nalista— señalando que por encima de diferencias, por 
disciplina partidaria, todos los nacionalistas en el Senado 
íbamos a votar otra vez juntos. 


Sabemos además —y tenemos la valentía de decir- 
lo— que éste ha sido un tema que ha dividido opinio- 
nes y provocado polémicas en el seno de nuestro partido, 
a veces muy intensas, y que todas las fuerzas políticas 
han vivido intensamente esta instancia, con diferencias 
internas como lo ha señalado hoy nuestro colega, el se- 
ñor senador Batalla, con una hidalguía, que hace honor 
al senador, al Cuerpo y al estilo que deseamos impere en 
esta Casa. En el Partido Nacional también tuvimos al- 
gunas diferencias sobre cómo encarar este asunto y he- 
mos llegado a la conclusión de que es nuestro deber vo- 
tar esta misma noche el proyecto que viene de la Co- 
misión. 


Al respecto, quiero decir, en primer lugar —-ahora si 
en nombre del Partido Nacional y de todos sus Jegisla- 
dores— que estamos a favor de la amnistia general e 
irrestricta. La plebiscitamos o, mejor dicho, intentamos 
hacerlo en el mes de mayo del año pasado, a través de 
un documento en torno al cual reunimos más de seis- 
cientas Cincuenta mil firmas. La proclamamos en todas 
las tribunas del país, a lo largo y a lo ancho de la Re- 
pública, durante la pasada campaña electoral y también 
desde mucho tiempo atrás en los espacios y trincheras 
que se iban ganando; y, en lo que me es personal, des- 
de el exilio. Lo declaramos -—demostrando la importan- 
cia y trascendencia que damos al tema, de interés polí- 
tico— por más de dos tercios de los legisladores elec- 
tos bajo el lema, poniendo en funcionamiento un meca- 
nismo extremo a los efectos de dirimir las divergen- 
clas partidarias, Entonces a través de la puesta en mar- 
cha de este mecanismo hemos logrado una actitud uná- 
nime del Partido. 


En la Cámara de Representantes no se levantó una 
sola mano del Partido Nacional en contra del proyecto 
de ley de amnistía general ¡irerestricta: la votamos en 
dicho recinto y estábamos preparados para votarla en 
la Cámara de Senadores, en la tarde de ayer, con la to- 
talidad de los votos de nuestra bancada. 


Cuando el proyecto es enviado por la Cámara de 
Diputados, surge un nuevo planteo en el que participa- 
mos —según Creo— todos los sectores aquí representar 
dos respondiendo a una iniciativa del Poder Ejecutivo. 
Esta contó con el beneplácito, el aplauso y el impulso 
de todos los sectores presentes en Sala. Así fue manl- 
festado por los portavoces de los distintos sectores po- 
líticos. Creemos que para lograr el espacio que permitió 
abrir esta negociación, incidió fundamentalmente el vo- 
to que en la Cámara de Diputados dio aprobación a un 
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proyecto de ley de amnistía general e irrestricta. No 
creemos haber estado recorriendo inútilmente este cami- 
no, ni haber provocado infructuosamente el áspero de- 
bate que nos separó con el Partido Colorado en la Cá- 
mara Baja. Por el contrario, creemos que allí se marcó 
una voluntad política.que logró abrir un nuevo espacio 
para la negociación, cuando el proyecto llegara al Se- 
nado. De no ser así, la propuesta del Partido del Go- 
bierno y del Poder Ejecutivo hubiera sido idéntica al 
proyecto de ley que enviara a la Cámara de Diputados 
y, por lo tanto, no podríamos haberla aceptado. 


Después de la exposición que hiciera el señor sena- 
dor Aguírre, no voy a entrar en la consideración del pro- 
yecto desde el punto de vista jurídico y técnico. Pero 
tengo aquí, a modo de ejemplo, parte de la versión ta- 
quigráfica del debate en la Cámara de Diputados donde, 
defendiendo el proyecto del Poder Ejecutivo, el señor di- 
putado Edison Rijo, refiriéndose a expresiones de la se- 
fora Ministra de Educación y Cultura manifestó lo si- 
guiente: “...con-lo cual estas personas condenadas por 
homicidio consumado saldrán en libertad, a juicio de la 
señora Ministra, en un plazo no mayor a los 45 días”. 


Hoy estamos analizando un proyecto que nos per- 
mite asegurar que ningún preso político quedará en las 
cárceles del Uruguay más allá de una semana más. Ya 
no es cuestión de meses sino de días, lo que quiere decir 
que la propuesta del Partido Colorado ha variado sus- 


tancialmente. 


Nuestro partido se sintió en todo momento plena- 
mente representado por los señores senadores Aguirre y 
Tourné; por lo tanto, procedimos a ratificar por una- 
nimidad lo actuado por dichos señores senadores en la 
Comisión, integrada por todos los partidos, porque tenía- 
mos la seguridad de que no podían redactar un proyec- 
to que no contemplase los principios fundamentales por 
los que ha luchado nuestro partido en este tema. Sabía- 
mos que no arrlarían una sola bandera. 


Nosotros —-me refiero al Partido Nacional, a través 
de los señores senadores Aguirre y Tourné— asistimos 
a la Comisión, que no era un grupo de trabajo ad hoc 
ni un grupo de ciudadanos bien intencionados, sino una 
Comisión designada formalmente por este Cuerpo para 
considerar los proyectos de ley de amnistía encontra- 
dos y buscar una solución que contara con un consenso 
nacional. Teníamos una posición muy firme en la ne- 
gociación, respecto a dos puntos fundamentales: que no 
se siguiera dilatando, por discrepancias políticas, la in- 
mediata libertad de todos los presos políticos, y que el 
instrumento vara lograr la libertad de los presos poJíti- 
cos no fuera ni el indulto ni la gracia sino la amnistía. 


Después de escuchar el informe realizado por nues- 
tros representantes, el proyecto fue satisfactorio para el 
Partido Nacional: fue satisfactorio porque contemplaba 
estos dos aspectos fundamentales sin los cuales, lamen- 
tablemente, no hubiese podido haber acuerdo por parte 
de nuestro partido, y fue satisfactorio, también, por- 
que aceleraba la salida de los presos. 


Me remito una vez más a la versión taquigráfica 
del debate en la Cámara de Diputados y digo que, sl 
bien la posibilidad del veto, mencionada por el señor se- 
nador Araújo, nunca jugó un papel para nosotros —por- 
que ningún legislador del Partido Colorado ni ningún 
representante del Poder Ejecutivo utilizó tal—, sí sa- 
bíamos que constituye ina prerrogativa constitucional, 
como lo señaló el propio señor senador Araújo, quien 
reconoció, además, que era un tema que le preocupaba. 
Nosotros no votamos bajo amenaza de veto, péro ya que 
el tema preocupa tanto al señor senador Araújo, me 
pregunto si ha habido alguna nueva información que eli- 
mina este pellgro y que por lo tanto, allana el camino 
de las dificultades que encontraba el señor senador pa- 
ra votar el proyecto que vino de la Cámara de Diputados. 


Por otra parte, el proyecto nos resultó satisfactorio, 
porque agrega nuevos elementos no contemplados en los 
proyectos presentados por el Partido Nacional primero, 
luego por el Frente Amplio, más tarde, fusionados en un 
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proyecto común. Agrega una serie de aspectos importan- 
tes para la defensa y protección de los derechos huma- 
nos, como la ratificación de la Convención del Pacto 
de San José de Costa Rica, —la Convención Interame- 
ricana de Derechos Humanos—, y el perfeccionamiento 
de los mecanismos jurídicos, nacionales e internaciona- 
les, de promoción y defensa de los derechos humanos. 


Incorpora también un tema que fue sugerido, pro. 
puesto e impulsado por el señor senador Lacalle, funda- 
mental para la reconciliación nacional, cual es el de la 
reposición de todos los destituidos, Oportunamente, en 
la discusión particular del proyecto, quizá hagamos al- 
guna referencia a este artículo, para darle un carácter 
más amplio a fin de que contemple también a aquellos 
destituidos que ño lo fueron por el Acto Institucional 
N? 7, pero sí a través de la persecusión política duran- 
te los años de la dictadura. 


También nos resultaba satisfactorio el proyecto por- 
que le daba a la libertad de los presos un amplio con- 
senso nacional y una amplia base social y política. As- 
pirábamos —y todavía mantenemos la ilusión de que 
así pueda ser— a que todos los orientales nos reencon- 
tráramos sean cuales sean sus ideas, que fueran recl. 
bidos no solamente por las mayorías que lográramos tra- 
bajar en una sesión del Senado o de la Cámara de Di. 
putados. Por todos. 


Concluida la negociación vinimos a las 16:00 horas 
a votar y varias horas después de convocado el Cuerpo 
a Sala, nos encontramos con que, en uso de su legítimo 
derecho, el Frente Amplio no ratifica el acuerdo al cual 
se habría llegado en principio en la mañana de hoy. 
Confieso —y me siento totalmente identificado en ese 
aspecto con las expresiones de los señores senadores 
Tourné y Cigliuti— que partimos de la base de que ha- 
bía acuerdo de las tres grandes fuerzas políticas. Y creo 
que no es oportuno que se centre hoy el debate en sl 
formalmente teníamos o no razón, si en la última pá- 
gina figuraban o no las firmas o si dicha página se 
arrancó a pedido de algún señor senador. Miremos la 
realidad política. El país entero lo creyó. Estaba en la 
prensa que había habido acuerdo. ¿Cómo se nos puede 
reprochar que hayamos creído que había un acuerdo si, 
en un gesto que ya he señalado, el propio señor senador 
Batalla nos dice que él también creía que había ha. 
bido un acuerdo? ¿Cómo se nos puede hacer ese repro- 
che si, además, en la prensa, leemos declaraciones del 
Presidente del Frente Amplio, donde dice: “el tema de 
la amnistía está mal planteado lo que importa no es el 
nombre sino la libertad de los presos”. Creíamos que se 
había llegado a un acuerdo y, por ello, comenzamos a 
instrumentar los mecanismos a través de los cuales nues. 
tro partido, una vez más, actuase en forma orgánica, 
coherente y unitaria sobre este tema. 


La agrupación parlamentaria había decidido, por más 
de dos tercios de los votos, dar aprobación al proyecto 
de ley sancionado por la Cámara de Diputados. Ese era 
un mandato imperativo para todos los legisladores elec- 
tos por el Partido Nacional y, por lo tanto, todos le 
iban a dar su voto, Para poder votar el proyecto sus- 
titutivo necesitábamos vernos libres de ese compromiso, 
por lo que, antes de la hora de la sesión, para respetar 
el acuerdo de que a las 18 horas nos reuniríamos para 
discutir el Reglamento y a las 17 y 30 empezaríamos a 
tratar el tema de la amnistía —recuerdo ahora que en 
la sesión de ayer manifesté cierto escepticismo en cuan” 
to a que así ocurriese, a lo que me contestó el señor 
senador Rodríguez Camusso que indefectiblemente a las 
17 y 30 pasaríamos a la consideración de este tema-— 
reunimos a nuestra agrupación parlamentaria en el Se. 
nado y, por unanimidad, le levantamos el carácter de 
asunto político al proyecto de la Cámara de Diputados 
a los efectos de permitir, a la totalidad de los legisla- 
dores electos por el Partido Nacional, dar su voto al pro- 
yecto sustitutivo de la Comisión Especial, ya que tenía- 
mos razones objetivas para creer que reunía el consenso 
del Cuerpo y que iba a ser aprobado por unanimidad. 


Confieso —y habla ahora el senador. Ferreira y no 
un representante del Partido Nacional— que me hubiese 
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gustado —porque los simbolos son muy importantes— 
que el proyecto se llamase “Amnistía General e Irres- 
tricta”. . 


Pero creo —y en esto comparto expresiones vertidas 
en Sala por representantes de otros sectores políticos— 
que lo que importa, en definitiva, no es el nombre sino 
el contenido. En lo que me es personal considero que 
estamos votando el proyecto de ley sobre amnistia ge- 
neral e irrestricta: general, porque incluye a todos los 
presos, e irrestricta, porque quedan en libertad de in- 
mediato, sin condiciones. 


Si el problema para dar aprobación a este pro- 
yecto fuera solamente el nombre, el único que podría 
votarse por parte de algunos legisladores sería el pre- 
sentado por el Partido Nacional que es el único que está 
caratulado como “Amnistia General e Irrestricta”. Acá 
los tengo todos, el proyecto elevado por el Frente Am- 
plio lleva el nombre de “Ley de Amnistía General”; el 
que fusionó los proyectos presentados por los dos parti. 
dos políticos mencionados se caratula “Proyecto de Ley 
de Amnistía remitido con sanción por la Cámara de 
Representantes”, y, por último, el que tenemos a consi- 
deración, redactado por representantes del Partido Na- 
cional, Colorado y Frente Amplio, está caratulado como 
“Proyecto Sustitutivo de la Comisión Especial”. Por lo 
tanto, reitero, si se tratara del nombre y lo importante 
no fuera su contenido, el único proyecto de ley de am- 
nistía general e irrestricta seria el presentado por la 
bancada del Partido Nacional. Pero lo que nos interesa 
es el fondo del asunto y hasta el momento no se ha 
hecho ninguna objeción de fondo respecto del proyecto. 


Debo aclarar que este proyecto no fue llevado a la 
Comisión por la señora Ministra de Educación y Cultu- 
ra simplemente para conocer nuestra opinión, sino que 
fue redactado con la ayuda y la buena voluntad e ima- 
ginación de todos los que participaron en la Comisión 
Especial. En lo fundamental, recoge el articulado del pro- 
yecto de ley que fusionó los presentados por el Frente 
Amplio y por el Partido Nacional —<que fuera aprobado 
en la Cámara de Representantes—, e incorpora una se- 
rie de aspiraciones y expectaitvas del Partido de Gobier- 
no y del Poder Ejecutivo. 


Reitero que hasta el momento no he escuchado una 
sola objeción de fondo ni una opinión en el sentido de 
que este proyecto vulnera la dignidad del preso o la dig- 
nidad nacional, lo que nos impediria votar a conciencia 
esta salida. 


A esta altura, ¿qué caminos le quedan abiertos al 
Partido Nacional? Sólo dos. El primero sería votar esta 
noche el proyecto —que, con una dosis de evidencia que 
creo haber expresado, creíamos que gozaba del consenso 
del Cuerpo— y tener la seguridad de que inmediatamen- 
te comenzarán a quedar en libertad los presos políticos 
y de que no pasarán más de 10 días para que las cár- 
celes queden totalmente vacías. El segundo camino se- 
ría, solicitar al Cuerpo un cuarto intermedio a fin de 
salvar la paternidad de los nombres, de los títulos y 
declarar este tema como asunto político para lo cual, 
de acuerdo con los procedimientos previstos por la Carta 
Orgánica, necesitaríamos 48 horas de anticipación. Esto 
no vamos a hacerlo, señor Presidente, porque no que- 
remos jugar con la libertad de la gente. Por eso vamos 
a dar nuestro voto afirmativo en la noche de hoy para 
que todos los presos políticos queden en libertad. 


El proyecto es perfectible y si fuera necesario esta 
misma noche podría mejorarse a efectos de su aproba- 
ción; yo mismo, en el curso de mi intervención, sugerí 
alguna mejora. Pero, repito, hasta ahora no he sentido 
ninguna obieción ni propuesta en ese sentido, 


Mi mano nunca dejará de levantarse cuando se tra- 
te de votar algo que borre para siempre todo vestigio 
de herida que hayamos heredado de la oprobiosa dicta- 
dura, de la que no queremos que quede una sola som- 
bra de recuerdo en el país, 


VARIOS SEÑORES SENADORES. — ¡Muy bien! 
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SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Me permito decir, señor 
Presidente, que está sucediendo algo extraordinariamente 
importante: ei Partido Nacional, a través de la clara 
y rotunda exposición del señor senador Ferreira, ha ex- 
presado que votará afirmativamente el proyecto sustitu- 
tivo presentado por la Comisión; el señor senador Ba- 
talla ha manifestado —y todo esto influye de modo de- 
cisivo en nuestro ánimo-. que, en su momento, él con- 
sideró que el proyecto era bueno; y asi también se han 
expresado los señores senadores Cigliuti y Tourné y la 
señora Ministra de Educación y Cultura e Interina de 
Justicia, Nosotros también .votaremos afirmativamente 


: este proyecto sustitutivo porque tenemos la más profun- 


da convicción moral de que al levantar la mano esta- 
remos, finalmente, liberando a todos los presos políticos, 
sin exclusión, en un plazo de siete días, Con ello esta. 
remos creando un nuevo tiempo en el país, que liquidará 
el oprobioso pasado. 


Reitero que tenemos la profunda convicción de que 
al levantar la mano para votar este proyecto consagra- 
remos la libertad de todos los presos sin exclusiones. 


Este proyecto articula la voluntad de los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo —creo que no es necesario abun- 
dar en relación a los positivos resultados que ello ten- 
dría— y también las diferentes concepciones que los sec- 
tores políticos tienen. Con él estamos abriendo el ancho 
camino de la concordia nacional al lograr un acuerdo. 


En el momento de votar los legisladores nos encon- 
tramos a solas con nuestra conciencia y, fieles a ella, 
estoy seguro de que votaremos el proyecto sustitutivo 
porque es el mecanismo que garantiza la libertad de 
todos los presos políticos. 


No discuto ni reciamo paternidades sobre las pala- 
bras o las ideas, porque creo que lo que hemos hecho 
de algún modo contó con la contribución de todos. He- 
mos luchado largamente por la libertad de los presos 
y hoy, finalmente, al votar el proyecto resultante del 
acuerdo entre los legisladores de todas las bancadas, por 
primera vez estaremos coincidiendo en la forma y en el 
fondo, en un tema que sustancia esa libertad. 


Debo decir que el norte, el Objetivo de nuestra ac- 
ción desde hace muchos años está vinculado con la 
honda y profunda convicción de que este país no será 
el mismo hasta que se libere a todos los presos. Por ello 
considero que al votar el proyecto sustitutivo emana. 
do de la Comisión estaremos votando la verdadera s0- 
lución de pacificación nacional. 


Es cuanto quería manifestar, señor Presidente. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
en los debates parlamentarios y, particularmente, en los 
que tienen las características del de esta noche, exis- 
ten muchas maneras de procurar tener razón O de 
aparecer teniéndola. Una de ellas es tomar una parte del 
tema ignorando las demás. Queremos demostrar que eso 
es lo que se ha intentado hacer a lo largo de esta. 
sesión. 


Sin dirimir prioridades ni intensidades, está muy cla- 
ro que, desde el momento en que ha sido planteado el 
tema de la violación de los derechos humanos y de la 
privación de libertades en los términos tan harto dolo- 
rosos que todos conocemos nuestra coalición política lo ha 
denunciado y enfrentado con todas sus fuerzas y por to- 
dos los medios a su alcance. 
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El Frente Amplio ha hecho siempre, hace y conti- 
nuará haciendo, mientras haya €n el país un sólo com- 
patriota privado de libertad por motivos politicos -—-o 
vinculados a ellos— cuanto esté a su alcance para li- 
berarlos, y nadie, en ninguna Circunstancia, podrá au- 
torizadamente sostener lo contrario, 


En segundo lugar, queremos establecer también de 
modo muy claro que el Frente Amplio ha sido un sos- 
tenedor infatigable, desde que el tema comenzó a mane- 
jarse en el país —y no queremos tampoco en esta opor- 
tunidad discutir prioridades, aunque alguna vez habre- 
mos de documentar antecedentes al respecto—, de toda 
la llamada política de concertación. Ninguna razón 
tenemos para arrepentirnos de ello. Muy por el contrario, 
creemos que nuestra cuota parte en este tema ha sido 
singularmente trascendente en beneficio de la recupe- 
ración democrática del país y del tránsito hacia normas 
pacíficas de recuperación de muchos de sus valores en 
Casl todas las áreas del quehacer nacional. 


Sin embargo, hoy nos encontramos con una sucesión 
de manifestaciones —que respetamos, naturalmente y que 
no tenemos ninguna razón para controvertir— que sos- 
tienen que el proyecto sustitutivo al que se ha aludido 
procura en plazo brevísimo la por todos ansiada liber- 
tad de los presos políticos. Inclusive se oponen los plazos 
que surgirían de la aprobación de este proyecto, a lo 
que resultaría de la no aprobación del mismo, o lo que 
hubiere resultado de la eventual aprobación del Men. 
saje del Poder Ejecutivo. Entonces, pregunto: el proyec- 
to votado por la Cámara de Representantes y comuni- 
cado a la de Senadores, que estamos considerando en 
primer término, ¿dónde está? ¿Dónde quedó? Las virtu- 
des que hace pocas horas le reconocíamos, .¿desapare- 
cieron? En la Cámara de Representantes hubo una ardua 
lucha, que inclusive determinó severos enfrentamientos 
con respecto a un procedimiento reglamentario aplicado 
por el señor Presidente de la Cámara de Representantes. 
Mucha gente fue testigo de la airada actitud de algunos 
señores diputados, que reprocharon con extrema dure- 
za lo que en definitiva fue una actitud y una interpre- 
tación reglamentaria del señor Presidente de la Cámara 
de Revresentantes, con la que, naturalmente, se puede 
estar de acuerdo O no. 


Aquel largo debate, aquel esfuerzo que hicieron los. 


legisladores del Partido Nacional y del Frente Amplio 
en la Cámara de Diputados para unificar los proyectos 
presentados, confluyó en uno que obtuvo una clara ma- 
yoría, porque reunió bastante más de la mitad de los 
votos de la Cámara de Representantes, incluyendo to- 
* dos los votos del Frente Amplio, casi todos los votos del 
Partido Naciona! -——votaron afirmativamente todos los 
legisladores de dicho partido que estaban presentes-- 
y además. con el sufragio de un sector del Partido Co- 
lorado. ¿Qué se hizo ese proyecto? ¿A dónde fue a pa. 
rar? Todo el acopio de argumentos que tres días antes 
determinó que este proyecto condujera a la resolución 
del problema, ¿desapareció? Pienso que esto vale la pe- 
na pregutárnosio. Nosotros consideramos slempre con ex- 
pectatlva y con interés las actitudes y las definiciones 
de todos los partidos políticos, y no tenemos derecho a 
imaginar falta de seriedad en niguno de sus procedi. 
mientos. Pero sin entrar a juzgarlos en modo alguno 
-—no es nuestro propósito, no sería reglamentario y no 
tenemos por qué hacerlo — nosotros partimos del su- 
puesto de que cuantof votaron el proyecto que obtuvo 
mayoría en la Cámara de Representantes, lo hicieron 
convencidos de que eso era lo mejor. 


Entonces, dicho proyecto está a nuestra considera. 
ción, debemos pronunciarnos sobre él y, obviamente, lo 
tomamos en cuenta. No lo hemos desechado, no lo he- 
mos arrojado al cajón de la basura, y cuando dramáti- 
camente se nos habla con razón de la ansiedad que todos 
tenemos para que los presos políticos sean liberados, 
cuando se nos explica —y estamos de acuerdo con ello— 
que el proyecto sustitutivo va a determinar la muy rá- 
pida liberación de estos presos, nosotros tenemos el de. 
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recho a preguntar: ¿qué pasó con el proyecto que votó 
la Cámara de Representantes? ¿O es que nuestros com. 
pañeros diputados se equivocaron y votaron un proyecto 
que no liberaba a los presos políticos? Los liberaba y de 
inmediato. Pero además, ese proyecto establecia condi. 
cionantes diversas. Sin embargo, el artículo 19% del pro- 
yecto sustitutivo, en su párrafo segundo, establece que 
respeclo a muchos de los actuales presos políticos, la 
amnistía sólo operará a los fines de habilitar la revisión 
de las sentencias en los términos previstos en el artículo 
tal. Hay aquí una limitación del concepto que, natural. 
mente, puede estimarse adjetiva, o casi superflua, y se 
trata de un criterio digno de consideración, pero que 
también puede entenderse como importante. También, 
puede dársele a esto una gravitación de entidad en la 
pacificación nacional. 


Debo recordar que hace pocos días, al iniciarse el 
período legislativo, la totalidad de los legisladores que 
componemos el Frente Amplio, presentamos un proyecto 
vinculado con el tema amnistía, firmado por todos noso. 
tros, examinado por el Plenario Nacional del Frente 
Amplio, que es su máxima autoridad, y los compañeros 
que lo redactaron no lo hicieron graciosamente al correr 
de la pluma, como si hubieran estado redactando un so. 
neto. En él decíamos entre otras cosas —con las cuales 
se puede estar de acuerdo o no, y pido disculpas por 
realizar una lectura que será muy breve— lo siguiente: 
“Son, pues, innumerables los fundamentos que militan 
en favor de la amnistía sin distinciones y sin exclusio. 
nes. Cualquier diferenciación marcará, dejará abierta 
una herida, pondrá de manifiesto una limitación volun. 
taria a la capacidad de perdón u olvido de la sociedad, 
a la generosidad de los gobernantes, a la concepción de 
la justicia democráticamente administrada. Cualquier 
pretexto para revisar los casos oficiará de oportunidad 
para continuar abriendo y maltratando heridas que to- 
dos queremos cerrar para siempre”, etcétera: 


Obviamente, este es un criterio compartible o no, 
pero está fundado en una amplia exposición que, ade. 
más, lo desarrolla históricamente. No es una invención 
ni un elemento ocasional; esto fue cuidadosamente me- 
ditado y examinado por el conjunto de organizaciones 
políticas que componen el Frente Amplio. Además, esto 
estuvo permanentemente presente en la negociación que 
los diputados -—todos los representantes del Frente Am. 
plio—- efectuaron, procurando una salida común con los 
señores diputados del Partido Nacional, porque obvia. 
mente. el Frente Amplio solo, no puede lograr una so- 
lución legislativa. 


Y la solución legislativa funcionó; y el Partido Na.- 
cionál, en una actitud que nos alegró inmensamente, 
acordó que todós sus representantes votaran aquel pro. 
yecto que unificaba los contenidos de los proyectos pre. 
sentados por él y por el Frente Amplio. 


Naturalmente, en el Senadó se manejan otras posi. 
bilidades. El Frente Amplio participó con su criterio con- 
clliador. Alguno de sus señores senadores vuelcan en es. 
te esfuerzo lo mejor de su talento, de su conocimiento 
y de su experiencia sobre el tema, con la amplitud, con 
la generosidad y con la adhesión que todo el país reco. 
noce tanto en el señor senador Batalla como en el señor 
senador Araújo. Luego, como resultado, el texto es con. 
siderado. No creemos que €se texto sea malo ni que 
deba ser rechazado. Lo que sí creemos es que el otro 
texto es superior, porque habilita la libertad inmediata 
de los presos políticos, y lo hace en términos que para 
nosotros conducen del modo más directo, completo, pro- 
fundo y efectivo a la pacificación nacional. 


Tampoco estamos enfrentando al Poder Ejecutivo, 
que es algo que tenemos derecho a hacer si es que 
discrepamos con él. Ese no es nuestro propósito y tam. 
poco reflejaría nuestros puntos de vista con respecto al 
tema. El Poder Ejecutivo ha enviado al Parlamento un 
proyecto de ley de pacificación nacional que contiene 


7 y 8 de marzo de 1985 


muchas cosas y estamos de acuerdo con casi todas ellas. 
porque entendemos que en su conjunto representan un 
adelanto básico y fundamental para la pacificación del 
país, para su democratización y para lograr el ansiado 
vigor de todas las disposiciones legales y constituciona- 
les. Sin embargo, tenemos perfecto derecho a que haya 
un sector de las muchas disposiciones que contiene ese 
proyecto que nos merezca reserva. Porque nosotros esta- 
mos convencidos —y Jo hemos proclamado permanente 
mente por todos los medios a nuestro alcance— de que 
el procedimiento que llevaron adelante al considerarse 
este tema en la Cámara de Representantes todo el Par- 
tido Nacional, el Frente Amplio y un sector del Partido 
Colorado, la Corriente Batilista Independiente, también 
era correcto, 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Sí, señor se- 
nador. : 


SEÑOR FLORES SILVA. — Tal vez por mi poca 
experiencia parlamentaria no tengo claro el sentido de 
lo que está diciendo el señor senador Rodríguez Camusso. 


Nosotros, naturalmente, en nuestra lucha por liberar 
a los presos políticos, en determinado momento hemos 
considerado que teniamos que votar el proyecto de ley 
de amnistía general e irrestricta en la Cámara de Dipu- 
tadoa, porque se trata de un tema de conciencia y no 
nos queremos oponer a que los presos políticos sean 
liberados, Pero luego, por razones que aquí ya se han 
expresado y que inclusive ha llegado a compartir un 
miembro de la bancada del Frente Amplio, contamos con 
otro proyecto que puede marcar un consenso mayor, ya 
que 54 votos contra 45, que fue el resultado obtenido 
en la Cámara de Diputados, es, a nuestro criterio, un 
resultado exiguo para lograr la pacificación nacional. 
Con este otro proyecto podemos obtener no sólo un ma- 
yor consenso, sino además algo que es fundamental —y 
que señalara muy bien el señor senador del Partido Na- 
clonal que hizo su exposición en nombre de la Comi- 
sión— que es lograr una mejor articulación y armonía 
entre los poderes, algo que también es bueno cuidar y 
preservar en un momento de reinstitucionalización del 
país. É 


Todos estos hechos han determinado que se lograra 
un mayór consenso y una mejor armonía y en última 
instancia -—como bien.decía el señor senador Ferreira— 
en los hechos, estamos aprobando la libertad de los pre- 
sos políticos, la amnistía general e irrestricta, vero ga- 
nando más consenso y articulando meior las cosas con 
el Poder Ejecutivo, Por lo tanto, hemos creído que este 
provecto sustitrtivo es me'or qve el de la amnistía ge- 
neral e irrestricta. 


Me da la impresión de que el señor senador Rodrí- 
guez Camusso cuando habla -——y reitero que me excnso 
de mi inexperiencia parlamentaria— da a entender que 
el hecho de haber votado el proyecto anterior,.luego no 
permitiría, en la libre discusión de las ideas y de las 
realidades políticas, cambiar idea a los efectos de dar 
un paso adelante y de enriquecernos, porque sin duda 
estamos dando un paso adelante al obtener una mejor 
armonía entre los poderes y un mayor consenso, Ta! 
como lo señalaba el señor senador Ciglivti, no «estamos 
dando un paso atrás al liberar a los presos políticos 
en el marco de siete días, En cambio, si lo daríamos sl 
no obtuviéramos el consenso suficiente y si como con- 
secuencia de este hecho surgiera una desavenencia entre 
los Poderes. , 


El Poder Ejecutivo, a través del discurso del señor 
Presidente de la República y de las palabras de la se- 
ñora Ministra de Educación y Cultura, en ningún mo- 
mento ha pretendido, ni pretende, expresar una opinión 
que se pudiera interpretar como una coacción para con 
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esta Asamblea. Pero todos sabemos —y me remito a lo 
que decía hace un momento sobre el diálogo que cada 
señor senador debe tener con' su conciencia — que debe. 
mos bregar por mantener la armonía entre los Poderes. 


Entonces, si el señor senador Rodríguez Camusso me 
excusa, le digo que hemos resuelto votar este proyecto 
sustitutivo, puesto que 'creemos que logramos obtener un 
entendimiento en tanto conseguimos un mayor consenso 
y Una mejor articulación entre los poderes, Además, ma- 
nifiesto que no nos sentimos presos de otra cosa que no 
sea la obtención de la libertad de los presos políticos. 
Esto es, no nos señtimos presos ni de consignas ni de 
nombres, sino nada más que de la libertad completa de 
todos los presos. Y todos sabemos —como muy bien lo 
manifestó el señor senador Aguirre en su informe— que 
estamos consagrando la libertad definitiva de todos ellos. 
o esto lo obtenemos votando este proyecto sustitu- 

vo. 


+ 

Yo, que conozco y siento consideración y respeto 
—tal como sucede con todos los integrantes de este 
Cuerpo—- por el señor senador Rodríguez Camusso con 
quien muchas veces nos hemos encontrado en la misma 
trinchera en la lucha por la democratización nacional, 
quiero señalarle —puesto que ha hechu algunas alusio. 
nes con respecto al voto de nuestra bancada en la Cá. 
mara de Representantes— que a nuestro juisio votar 
este nuevo proyecto no significa un retroceso sino un 
avance. El señor senador Rodríguez Camusso podrá es. 
tar de acuerdo o no con esta opinión, pero seguramente 
la respetará. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — He procurado 
que las referencias que he mencionado no lesionaran e! 
procedimiento ni la. actitud de los partidos políticos. Na- 
turalmente que cada uno de ellos. tiene perfecto derecho 
a revisar su actitud, pero nosotros también tenemos de. 
recho a mantener la nuestra, Para nosotros, las razones 
que expusimos en la dura lucha mantenida en la Cá- 
mara de Representantes —que no nos encontró solos—- 
continúan operando. Especialmente queremos señalar que 
la opción es entre obtener un consenso mayor o mante. 
ner un alcance mayor en logs logros que se obtienen a 
través de lo que votamos. 


Hay algo a lo que sí queremos responder claramente. 
Se trata de la reiterada afirmación, multiplicada en cada 
una de las intervenciones, de que debemos votar este 
proyecto sustitutivo porque determina la libertad casí 
inmediata de Jos presos políticos. Y yo digo que la ba- 
talla que libró todo el Partido Nacional en la Cámara 
de Diputados. que la batalla que libró todo el Frente 
Amplio en la Cámara de Diputados y que la batalla que 
libró la Corriente Batllista Independiente en la Cámara 
de Divutados también aseguraban la inmediata libertad 
de todos los presos políticos. 


En consecuencia, éste no es un tema de contronta- 
ción entre el proyecto que vino de la Cámara de Dipu- 
tados y el proyecto sustitutivo. En cambio sí lo es la 
opción entre un consenso más amplio para un proyecto 
que, de todas maneras, sobre la base política obtenida 
hace tan pocas horas, tendría una mayoría asegurada 
o el mantenimiento de la amplitud de las conquistas 
paclficadoras gue allí se lograban y que aquí disminu- 
yen, se recortan, como claramente lo hemos mostrado 
al leer el párrafo segundo del artículo 1%. 


Digo, además, señor Presidente —y es otra de las 
cosas que me interesa precisar-— que de ningún modo, 
por lo menos para el Frente Amplio —no puedo hablar 
por los demás— es cuestión de nombres, sino que es 
cuestión de criterios, de orientación, de alcance y de 
contenido. Llámesele al proyecto como se quiera, dése!e 
el nombre que guste más a las mayorías, lo que nos 
importa es el contenido y desde el punto de vista del 
contenido, de la proyección pacificadora, para nosotros 
es más completo, más satisfactorio el proyecto que votó 
la Cámara de Representantes. 
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Naturalmente, entonces, sentimos la obligación de 
mantener el esfuerzo que allí cumplimos en una primera 
instancia, lo cual no implica que el Frente Amplio —si 
ese proyecto no tiene respaldo, no tiene mayoría— vaya 
a desinteresarse, ni mucho menos, de la suerte de los 
presos políticos. j 


Recuerdo que tiempo atrás, en una oportunidad en 
que en uno de nuestros tantos Comités de Base, se me 
requería y preguntaba con respecto al ritmo de libera- 
ción de presos políticos y el númere había descendido 
de 600 a 550 y otro día a 520 y todos reclamábamos que 
aquello funcionara deseando que se los liberara, yo decía 
que para mí lo esencial no era que fueran 617 ó 484, 
lo esencial era que no hubiera presos políticos. Lo que 
nos importa es que queden todavía las consecuencias de 
esa peste que terminó el 19 de marzo. Eso es lo que nos 
importa y queremos que el tema de los presos políticos 
--cuya manifestación más dramática, más acuclante 25 
la de que el individuo esté privado de libertad,” pero 
cuyas consecuencias en el plano procesal ' y penal no 
terminan allí-— finalice y que no queden coletazos, con. 
secuencias, trámites ni implicaciones. Queremos punto 
final, raya, aparte y a otro hoja. Eso queremos. 


Se puede estar de acuerdo o no, y desde nuestro 
punto de vista el proyecto de la Cámara de Diputados 
-—nómbresele como se quiera, no es cuestión de nom- 
bres— representa la libertad inmediata de los presos 
políticos y podría tener a tan pocas horas de diferencia, 
un apoyo que le significara la mayoría, terminando con 
la secuelade procedimientos indeseables. Esto es lo que 
hemos venido a sostener, pero el Frente Amplio tiene 6 
senadores en un total de 31; el Frente Amplio no es el 
árbitro de las decisiones, sostiene sus puntos de vista, 
pelea por ellos, busca concertar hasta donde es posible, 
y lo ha intentado. A esta concertación, el Frente Amplio 
ha prestado su apoyo inteligente, su apoyo informado. 
su apoyo entusiasta, a través de dos distinguidos com- 
pañeros de bancada. El Frente Amplio sostiene el pro- 
yecto de la Cámara de Representantes pero si éste por 
decisiones políticas que nos son en absoluto ajenas y 
cuyas motivaciones no compartimos, ha perdido apoyo, 
no tiene ya viabilidad, naturalmente, nuestra coalición 
va a buscar entre todas las opciones posibles aquella que 
se acerque más a lo que nosotros queremos, que es el 
final de la existencia de presos políticos y el final de 
todas las consecuencias de la dictadura. 


En primera instancia nos sentimos obligados con el 
proyecto al que dimos nuestro aporte y nuestro esfuerzo, 
sentimos la obligación moral porque por eso y ante eso, 
nos hemos comprometido. Estamos obligados a votarlo 
como lo hubiéramos hecho en la Cámara, aunque sólo 

- hubiera tenido nuestros 21 votos. Después, si el Senado 
rechaza ese proyecto, estamos abiertos a considerar lo 
que resulte más próximo, pero sobre la base de que pa- 
ra nosotros no se han proporcionado elementos de mag- 
nitud suficiente como para renunciar a aquello tan tra- 
bajoso, dura y arduamente conquistado que representó 
la votación mayoritaria en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: es obvio 
que el debate se ha extendido, estamos a altas horas de 
la noche y hay un deseo en el Cuerpo, en la Barra y 
en toda la opinión pública del país de que haya defi- 
nición sobre el tema. Pero hoy hablé en nombre de la 
Comisión, como miembro informante y por tanto debí 
tener mucho cuidado de no dejar correr, en el calor de 
la exposición, opiniones personales gue no reflejasen un 
punto de vista equilibrado a través del trabajo que se 
había hecho en Comisión. Pero el curso que ha tomado 
él debate, me obliga a hacer alguna precisión de carác- 
ter personal, desde:el momento en que el señor senador 
Ferreira, compañero de bancada, con elocuencia, con jus- 
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teza, con una fundamentación irrebatible, ha expresado, 
en nombre de la bancada del Partido Nacional, la de- 
cisión de votar esta noche el proyecto sustitutivo ela. 
borado en la mañana de hoy en la Comisión Especial 
que trabajó en el tema. s Ñ 


Sé que tratándose de un problema que tanto ha 
dividido a la opinión pública y a los partidos políticos, 
que tanto ha angustiado a las conciencias, naturalmente 
es muy fácil apasionarse, enfervorizarse en la discusión 
y en la polémica, cayendo, si no en agravios, en acusa. 
ciones recíprocas. Precisamente, quiero evitar entrar en 
este terreno y por ello me viene a la memoria un epl- 
sodio Ocurrido en el Senado de la República Argentina, 
muchas décadas atrás, a fines del siglo pasado, cuando 
hablaba aquella gran figura de la Unión Cívica Radica!, 
el gran estadista que era Aristóbulo del Valle. Lo hacia 
ante la acusación de motinero que se le había dirigido 
como promotor con Leandro Alem de la famosa Revo- 
lución del Parque en 1890, Hizo Del Valle la historia 
de todos los revolucionarios de la República Argentina, 
empezando por el General San Martín y al llegar a su 
época terminó manifestando: “Ahora que Dios me pro- 
teja porque voy a entrar en la zona de las tormentas”. 
Esta zona de la amnistía en la opinión pública nacional 
es particularmente borrascosa. No voy a ponerme tan 
solemne como para decir “que Dios me proteja”, pero 
sí que soy consciente de estar en la zona de las tormen. 
tas y deseo expresar mi opinión con serenidad, desde un 
punto de vista absolutamente personal, para que quede 
en claro por qué, después de haber trabajado tanto por 
determinada fórmula de amnistía que dio en calificarse 
de general e irrestricta, hoy estoy dispuesto a votar el 
proyecto sustitutivo. 


Sé que en todos los partidos políticos, y partleular- 
mente en el Frente Amplio como también en el Partido 
Nacional, hay gente que ha sido tan partidaria como yo 
de la amnistía general e irrestricta. Pero yo diría que 
ninguno lo es más que yo; tanto como yo, sí. Diría qui. 
zás, con un exceso de inmodestia en este aspecto, que 
nadie ha trabajado más que yo desde el punto de vista 
práctico de la estructuración de fórmulas, de la redac- 
ción de un proyecto.mucho antes de que esto pudiera 
traerse a nivel parlamentario, para que en .el país se 
hiciera realidad una amnistía general e irrestricta. 


(Apoyados) : 


—La primera fórmula que en este país estuvo a 
consideración de la ciudadanía para consagrar una am- 
nistía general e irrestricta, fue redactada por mi en Bue- 
nos Aires, el día 26 de abril del año pasado, y fue apo- 
yada por la unanimidad de los miembros presentes del 
Directorio del Partido Nacional. Trasladé esa fórmula, 
no a título personal sino en representación del Direc. 
torio del Partido Nacional, a la cúpula de los cuatro 
partidos políticos que en aquel entonces era conocida 
como Multipartidaria. Es, en definitiva, la misma fór- 
mula que ha quedado consagrada en todos los proyec- 
tos, esa que dice: “Decrétase la amnistía de todos los 
delitos políticos y comunes conexos con ellos a partir 
del 12 de enero —decía antes— de 1964”, y ahora dice 
de 1962. 


Esa es la fórmula que yo ideé, es la misma fórmula 
que está en el proyecto aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes y es la misma fórmula que está en el pro- 
yecto sustitutivo de la Comisión. El señor Presidente 
del Cuerpo es testigo de ello porque integraba la Multi. 
partidaria el día que yo vine a presentar esa propuesta 
política, que naturalmente, era un proyecto o una ini. 
ciativa por la vía del mecanismo de la recolección de 
firmas —la iniciativa popular del artículo 331 de la 
Constitución, literal A—, para que por el mecanismo de 
“un proyecto de reforma constitucional transitoria el 
pueblo, el depositario de la soberanía o, mejor dicho, 
el titular de la soberanía, el 25 de noviembre votara 
la amnistía general e irrestricta. De haberse hecho así, 
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haría más de tres meses que todos los presos políticos 
estarían libres. Naturalmente, respeto las decisiones 
políticas de los tres partidos que en aquel miomento 
consideraron que era inoportuno recorrer ese camino 
porque el problema de la amnistía general e jrrestricta 
no era el único que estaba en juego en ese momento, 
sino que esa iniciativa conllevaba el apoyo a otro tipo 
de reforma con otros alcances políticos. 


Quiero dejar constancia de este antecedente porque 
si hoy, en este ámbito solemne del Senado de la ¡Repú- 
blica se discute a fondo este tema, es bueno recordar 
—Ñporque todos debemos tener memoria— de dónde par- 
tió la primera iniciativa concreta para que en el país 
se votara una amnistía general e irrestricta y quica fue 
que la redactó, Posteriormente recorrimos todo el país 
y en todas las tribunas —«omo lo hicieron otros polí- 
ticos de otros partidos y también del nuestro— recla- 
mamos de viva voz la amnistía general e irrestricta, s0- 
bre todo con el argumento —recuerdo que lo dije— de 
que la justicia militar no era justicia; que no había he- 
cho justicia sino que había ejercido la venganza y, si 
'bien se ha dicho que la venganza es el placer de los 
dioses, en realidad es un sentimiento innoble que no de. 
be albergarse en el alma de ningún hombre bien nacido. 


Luego llegamos a la fecha feliz de aquél 15 de fe- 
brero en que una vez más en la Ásamblea General los 
representantes del pueblo tomamos asiento en estos es- 
caños y se declaró inaugurada la XLII?* Legislatura, en 
donde el tema, de la amnistia iba a ser si no el primero, 
el segundo y, naturalmente, uno de los primeros que 
iban a estar sobre el tapete. Como es natural, el Par. 
tído Nacional tenía comprometida su posición y debía 
presentar su proyecto. A mí nadie me dijo que debía de 
redactar el proyecto. Sólo me puse a estudiar el tema 
y leí y estudié todos estos libros, estos folletos, estas 
publicaciones que contienen estudios de conferencias dic. 
tadas en el exterior del país por eminentes ciudadanos 
_que no militan en nuestro partido sino que lo hacen en 
la gran causa de la democracia nacional, como el doctor 
Carlos Martínez Moreno, además de consultar opiniones 
de juristas y de asesores por todas las vías posibles para 
redactar un proyecto que desde el punto de vista jurí- 
dico decretara la amnistía general e irrestricta, y, sobre 
todo, consagrara los mecanismos procesales hábiles para 
que la libertad se hiciera posible en plazos breves, que 
era la gran dificultad técnica que allí se planteaba. 


Ese proyecto fue presentado por el Partido Nacional 
y también el Frente Amplio presentó el suyo, casi si- 
multáneamente o en la sesión anterior, lo que no hace 
al caso porque la voluntad política era la misma: que 
los proyectos se encaminaran a la Cámara de Repre- 
sentantes. ¿Qué iba a ocurrir ahí? Que cada partido vo- 
tara su iniciativa y, en definitiva, que fueran rechaza. 
das las dos iniciativas porque ni el Partido Nacional iba 
a votar la iniciativa del Frente Amplio ni el Frente Am. 
plio iba a votar la del Partido Nacional! Entonces, con. 
voqué a mi domicilio a dos compañeros legisladores de 
la Cámara de ¡Representantes y les expliqué cómo podía- 
imos articular en una las dos iniciativas. No tenemos 
por qué ser los padres de la iniciativa y no debíamos 
tener el prurito o la vanidad tonta de decir “sale el pro- 
yecto del Partido Nacional”. sino que tenía aque salir 
la amnistía para poder poner a los presos en libertad. 


Trabajé para hacer un proyecto común; les di ideas 
a mis compañeros de la Cámara de Representantes y en 
la tarde del lunes 25 de febrero, al cruzarme en el Sa- 
lón de los Pasos Perdidos, con el diputado del Frente 
Amplio, señor Díaz, sobre la marcha me propuso que me 
reunlera con los distinguidos juristas del Frente Am. 
plio que habían redactado la inlejativa. Le dije que sí, 
que de inmediato lo haría. Y tan fue así que una hora 
después estábamos trabajando en mi despacho del Se- 
nado y en dos o tres horas acordamos Ja forma en que 
había que ensamblar los proyectos. Se hizo una sola 
fórmula que fue a la Comisión donde obtuvo aprobación 
y luego del agitado trámite parlamentario en la Cámara 
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de Representantes se votó y aprobó el Proyecto conjunto 
del Partido Nacional y del Frente Amplio con gran sa- 
tisfacción personal para quien está hablando, 


Surgió luego la instancia del Senado. Cuando esa 
instancia se iba a producir, el Poder Ejecutivo tomó la 
infciativa de articular todo en un proyecto común para 
ver si se podía conjuntar su iniciativa con la ya san- 
cionada por la Cámara de Representantes. Con la misma 
buena fe, con el mismo espíritu conciliador y con la mis- 
ma decisión de lograr una resolución que aunara todas 
las voluntades, siempre que se decretara la amnistía de 
todos los presos políticos y fundamentalmente la liber. 
tad definitiva de todos ellos —y porque además hubiera 
sido una indelicadeza negarnos a hablar con la señora 
Ministra de Educación y Cultura—, con el mismo espí- 
ritu, reitero, concurrimos el señor Senador Batalla y 
quien habla y allí trabajamos ideando fórmulas y tra. 
tando de ir salvando las vallas jurídicas y los distintos 
problemas que existían para aunar toda en una inicia- 
tiva común. Felizmente, lo logramos en la mañana de 
hoy en el seno de la Comisión. 


He oído sostener por parte de dignísimos represen- 
tantes del Frente Amplio —y admito que el tema es 
opinable y discutible— que esta solución no es la amnis- 
tía general e irrestricta, que esta solución tiene limita- 
clones, que se recortan las conquistas y que hay un re- 
troceso respecto del primer proyecto. No digo que el pro. 
yecto sea igual, pero sí que es un proyecto de amnistía 
general porque aquí se quitó la excepción que contenía 
el proyecto del Poder Ejecutivo, aquí no están excep- 
tuados de la amnistía los delitos de homicidio intencio- 
nal consumado, como decía el Proyecto del Poder Eje. 
cutivo. Aquí no hay excepciones: la amnistía es para 
todos los delitos y comprende a todas las personas que 
los cometieron. Reconozco que este proyecto consagra 
una distinción de la amnistía en sus alcances jurídicos. 
en-sus efectos: para unos son más amplios y para otros 
—los menos— son más reducidos. Si bien en la tradi 
ción nacional y en la formulación que hace el artículo 
108 del Código Penal la amnistía extingue totalmente 
el delito —es decir, extingue todos los efectos penales 
del delito—, este Parlamento está habilitado por una ley 
especial como es ésta a modificar sus alcances para un 
caso particular porque si bien la amnistía es una facul- 
tad constitucional del Poder Legislativo, la definición 
que da la Constitución es exclusivamente en cuanto a 
que se requiere ley para aplicarla, a que es una atribu- 
ción del Parlamento y a establecer la mayoría especial 
necesaria para sancionarla; pero la Constitución no dice 
cuáles deben ser los efectos de la amnistía. Este es un 
problema de rango y de jerarquía legislativa que está 
consagrado en el Código Penal. Por lo tanto. el Parla- 
mento está habilitado, en circunstancias políticas espe- 
ciales y en aras de lograr una auténtica conciliación 
nacional, a modificar los electos de la amnistía en los 
casos especiales. Por eso sostengo que la amnistía sigue 
siendo amnistía general e irrestricta: porque todos los 
delincuentes políticos salen amnistiados y todos los deli. 
tos políticos y militares, así como los conexos con ellos. 
quedan amnistiados., j 


También quiero decir que de ninguna manera estaba 
dispuesto a votar el proyecto Original del Poder Yjecu- 
tivo tal como venía estructurado, pero creo sí que el 
Poder Ejecutivo —con quien podré tener muchas disere- 
pancias en el futuro y con aulen las tengo en el pre- 
sente— ha hecho un señalado esfuerzo de acercamiento 
a la posición de los demás partidos, esfuerzo del que ha 
sido protagónista muy inteligente la señora Ministra 
de Educación y Cultura. En el primer proyecto del Po- 
der Ejecutivo las sentencias de la justicia militar que- 
daban firmes. Esto era absolutamente inadmisible para 
el Partido Nacional y estoy seguro de que también era 
inadmisible para el Frente Amplio. El artículo 6% del 
proyecto original del Poder Ejecutivo sólo autorizaba la 
revisión de la causa al único efecto de modificar la li- 
quidación de la pena, dejaba firme la sentencia de con- 
dena y excluía los homicidios de la amnistía, homicidios 
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que no había ninguna seguridad que se hubieran come- 
tido porque bien sabemos de los grandes vicios procesales 
de que adolece la tipificación y la conducta en la Jus- 
ticia militár y de la violación de todas las garantías 
constitucionales y legales que en. su ámbito siempre se 
Opera, 


Además —y esto es lo más importante— el artículo 
69 del proyecto del Poder Ejecutivo no disponía la l- 
bertad definitiva; disponía la libertad provisoria y en el 
mecanismo de la liquidación ulterior de la pena por la 
vía de duplicar el cómputo, es decir, de contar dos días 
de pena por cada día de privación de libertad electiva- 
mente sufrida, podían quedar algunos casos excluidos 
en los que había que buscar otros mecanismos ulterio- 
res o se debía reintegrar a la cárcel al liberado si venía 
una sentencia de condena, como constó aquí. 


La sentencia de condena quedaba firme si de la Ú- 
quidación de la pena resultaba que no toda la pena es- 
taba cumplida. Por eso fue que hoy, en la Comisión, la 
señora Ministra de Educación y Cultura, lo primero que 


se adelantó a reconocer fue que, en lugar de que el , 


cómputo fuera dos por uno, tenía que ser tres por un», 
para allanar las legítimas exigencias del Partido Na. 
cional y del Frente Amplio en el sentido de que no que. 
dara ni sombra de duda respecto a que la libertad era 
definitiva, en cuanto la decretara la Suprema Corte de 


Justicia. 


Por eso digo, señor Presidente, que de ninguna ma- 
nera violenta mi conciencia votar el proyecto conjunto 
que elaboramos en la Comisión, como tampoco, por su- 
puesto, violentaría mi conciencia —cómo va a violentar- 
la si fui corredactor del proyecto— votar con las dos 
manos el proyecto conjunto que había sancionado la 
Cámara de Representantes. Ya sé que no es idéntico y 
que se han limitado en algunos aspectos los efectos pro- 
cesales de la amnistía. También digo, como se ha se- 
ñalado en Sala, que hemos mejorado mucho el proyecto 
porque le hemos incorporado institutos que venían en 
el proyecto del Poder Ejecutivo y que representan un 


señalado adelanto en las garantías y en el régimen peni., 


tenciario de los presos comunes y en las garantías de 
todos los ciudadanos, porque representa incorporar a 
nuestro derecho positivo el Pacto Interamericano de De- 
rechos Humanos con efecto obligatorio, aceptando, ade- 
más, la jurisdicción obligatoria de los órganos jurisdic- 
cionales del sistema interamericano. Esas conquistas tie- 
nen importancia fundamental y si esta noche votamos 
el proyecto, van a quedar sancionadas como ley, por Su- 
puesto después de que se apruebe en la Cámara de Re- 
presentantes, y que lo promulgue el Poder Ejecutlvo. 
Pero con una virtud esencial: aquí no salimos con una 
victoria; que sería victoria sí, del Frente Amplio y del 
Partido Nacional, pero que sería una victoria a lo Pirrc 
para el país, porque significaría la derrota del partido 
de Gobierno y del Poder Ejecutivo, abriendo una frac. 
tura que no le hace bien a nadie. No creo que el Partido 
Nacional se pueda sentir contento de inaugurar el pe- 
riodo parlamentario con el tema más candente del país, 
diciendo: “hemos derrotado al Poder Ejecutivo”. Por- 
que el Poder Ejecutivo va a venir por la revancha y la 
siguiente vez nos va a derfotar a nosotros pues en la 
vida política, como en la vida privada, todas las cuentas 
se pagan. No creo que 'ésa sea una virtud del proyecto 
de la Cámara de Representantes. Si no había ninguna 
salida honorable y decorosa, íbamos a insistir por ese 
camino y lo'íbamos a votar para demostrar nuestra vo. 
luntad política de obtener la libertad definitiva de todos 
log presos. Pero si tenemos un camino honorable, que 
no violenta ningún principio del Partido Nacional, del 
Frente Amplio, .del Poder Ejecutivo y del Partido Colo- 
rado, ¿por qué nos vamos a negar a él? Esta tiene que 
ser una gran solución patriótica; tiene que ser una hora 
de reconciliación nacional. Hablamos de reconciliación 
pero ésta no se lleya a cabo solamente liberando a los 
presos y contentando a sus familiares, cuyo sufrimiento, 
padecimiento y martirio comprendemos y deseamos que 
ya termine. La reconciliación nacional pasa por el me- 
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ridiano de la coincidencia de las voluntades de todos 
los orientales. Tenemos que admitir como legítimas, aun- 
que discrepemos con ellas, las posiciones de aquellos que 
querían dar un alcance menor a la amnistía general. Y 
si hoy se han avenido a nuestra posición, si están dis. 
puestos a votar el proyecto de ley que en definitiva san. 
cione la amnistía general, por qué vamos a ins stir en 
embretarlos y decirles a tambor batiente: “no: les vo. 
tamos el otro proyecto y ustedes quedan derrotados". 
Creo que ese no es un acto de grandeza. Se me ha se- 
ñalado en Ja campaña electoral,como un hombre agresi. 
vo y quizás lo sea. Pero no lo soy en este momento. 
Deseo que todos salgamos de aquí con la cabeza en alto 
y que nadie se vaya molesto porque se ha visto derrota- 
do en el debate, porque eso nos va a habilitar para 
trabajar juntos a fin de sacar adelante muchos otros 
proyectos de ley que el país precisa y para trabajar 
juntos por la gran causa de la recuperación nacional; 
para hacer de este país lo que era y nunca debió dejar. 
de ser, pero que sí lo dejó de ser por los perjuicios 
causados por once años de oscurantismo, de vivir al 
margen de la Constitución y de la ley, atropellanto tos 
derechos humanos y desconociendo la dignidad impres 
cindible de la persona humana. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: en forma casi 
telegráfica, para no dilatar más la resolución de este 
asunto, me siento obligado, por constituir un sector, 
aunque pequeño, del Partido Nacional, expresar en Sala 
dos o tres conceptos. 


Este proyecto es fruto de una transacción en la 
cual han puesto su mejor voluntad los intervinientes, 
Naturalmente, como ocurre en todas las transacciones, 
es un proyecto que no deja absolutamente conformes 
a ninguno de los participantes. Tal es lo que le ocurre a 
nuestro sector. Estamos animados, como todos, del de- 
seo de reiniciar la vida democrática del país, en un cli- 
ma de paz y concordia. Por eso aceptamos acompañar 
soluciones con las cuales no estamos enteramente de 
acuerdo. Nunca estuvimos de acuerdo con equiparar a 
quienes cometieron homicidios, con los autores de otros 
delitos menores. A lo largo de toda nuestra campaña 
electoral lo sostuvimos en todos los departamentos de 
la República, y encontramos un eco favorable en ochen- 
ta mil voluntades que nos acompañaron en las urnas, 


«ante las cuales nos sentimos responsables de mantener 


nuestras Opiniones y actitudes. Tampoco nos resulta sa- 
tisfactoria. la afirmación o admisión de que pudo haber 
delitos políticos y delincuentes políticos en el tiempo 
transcurrido entre 1962 y 1972, durante la vigencia de 
gobiernos —algunos de ellos de mi partido— en los que 
se respetaron, no sólo las leyes y la justicia, sino lo 
que es más importante, durante los cuales se respeta- 
ron los derechos humanos. Al respecto, comparto lo que 
hace pocas horas ha dicho un ilustre visitante, el Jefe 
de Gobierno de la Repúbica Española, señor Felipe Gon- 
zález, cuyas palabras cito textualmente: “Donde impera 
la democracia no se'concibe que se hable de presos 
políticos. Todo el mundo puede decir lo que quiere en 
un régimen de plena libertad. El que delinque en esa 
circunstancia, aduciendo motivos políticos, es delin- 
cuente y si es detenido no es un. preso político, sino 
un delincuente detenido”, 


Espero que con esta ley se clausure también una 
etapa dolorosa de la vida de la República; que no apa- 
rezcan nuevos iluminados que despreciando las liberta- 
des que ellos llamaron libertades burguesas y formales, 
y no pudiendo destruirlas por la vía electoral, empleen 
para ello la violencia, '"Pampoco quiero que vuelvan a 
aparecer quienes convirtleron la necesaria labor repre- 
siva en una orgía de arbitrariedad y de sadismo. 


Finalmente, deseo señalar que me conmueve como 
al que más, la situación de esas familias que desde hace 
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diez o quince años se han visto privadas de la presen- 
cia de sus seres queridos, por estar detenidos, muchos 
de ellos con injusticia y con arbitrariedad. ¡Cómo no 
va a hacer mella en mi espíritu el drama de esas fa- 
milias que fueron contando las hojas del almanaque es- 
perando, muchas veces desesperanzadas, el día en que 
volverían a abrazarse con sus padres, sus hijos o sus 
hermanos! Al fin, ha llegado ese día para ellos. Den- 
tro de pocos días, y ojalá sea dentro de pocas horas, 
esas familias volverán a reencontrarse con sus seres 
queridos. Pero en el momento en que tenemos la posi- 
bilidad en nuestras manos y en nuestros votos, de de- 
volver a esas familias lo que anhelaron recobrar du- 
rante diez años, es justo que no dejemos a un lado a 
los grandes olvidados, a las otras familias que desde 
hace diez o quince años se han visto privadas de la 
presencia de sus seres queridos, pero que ahora, en la 
hora de la reconciliación no pueden tener la esperanza, 
a través de esta ley, de reencontrarse con sus padres, 
hermanos o hijos, porque muchos de ellos fueron ase- 
sinados por aquellos a quienes en este momento les 
devolvemos la libertad. 


Quiera el destino que estas cosas no vuelvan a ocu- 
rrir en el país, que todas las divergencias entre los 
uruguayos sean resueltas por la fuerza moral de la 
opinión pública y no por la fuerza material de la pre- 
potencia y de la arbitrariedad. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR LACALLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR -LACALLE. — Señor Presidente: este tema 
ha ocupado la atención de las dos ramas del Parla- 
mento desde su instalación. Esperamos que en la noche 
de hoy quede definitivamente zanjado ya que, repeti- 
mos, ha tomado prácticamente todo el tiempo de que 
dispone el Parlamento y ha provocado -—como no podía 
ser de otra manera— el interés de la ciudadanía. Con- 
secuentemente, deseamos exponer el razonamiento que 
gira en torno al proceso que nos lleva a abogar por la 
votación del proyecto que está a consideración del 
Cuerpo. 


Deseamos comenzar, señor Presidente, por el aná- 
lisis de lo que, a nuestro juicio, es la gran virtud del 
proceso legislativo. Durante la campaña electoral nos 
ocupamos de este tema. Creo que ninguno de los seño- 
res legisladores” que fue interrogado por los periodistas, 
ni tampoco ninguno de los que subió a las tribunas, 
dejó de expresar su opinión sobre este tema, cada 
uno con la honestidad del planteo que se realiza ante 
la ciudadanía para obtener los votos. 'Todos ellos seña- 
laron y marcaron cuál era la óptica desde la que lo 
veían. Muchas veces hicimos hincapié en una palabra 
incorporada a la declaración de principios del Partido 
Nacional -—que fuera aprobada por la Convención en 
1983— como lo es la “reconciliación” nacional, de la 
que este capítulo es la parte fundamental. De esa for- 
ma, nos presentamos ante el tribunal electoral y obtu- 
vimos —en mayor o menor grado— el apoyo político 
que nos ha traído hasta las bancas de este Parlamento. 
Si creyéramos que alguien, cuando - llega al momento de 
estar enfrentado con el que piensa distinto, puede co- 
meter actos de soberbla o de arrogancia, aferrándose 
sin ninguna ductilidad ni flexibilidad a este tipo de pro- 
nunciamientos que ante el electorado formuló, estaría- 
mos desconociendo totalmente la mecánica, no sólo del 
proceso legislativo sino de la historia misma. 


Cuando los proyectos se introdujeron en ambas ra- 
mas del Parlamento, y a medida que fueron evolucio- 
nando en diversas formas, pensamos en incorporar a 
la solución de este problema algún ángulo, matiz o in- 
grediente diferente. Cuando nuestra bancada se reunió 
en su totalidad, agregamos un ángulo que es un poco 
distinto. En la elaboración de este proyecto habian tra- 
bajado compañeros muy avezados en esta materia; por 
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nuestra parte, procuramos que nuestto aporte arrojara 
una mayor luz o facilitara la solución de este tema. 
Pensamos —y el señor diputado Sturla así lo manifestó 
en la correspondiente Comisión de la Cámara de Re- 
presentantes— que una de las salidas podría ser la 
anulación de lo actuado por la justicia militar, De esa 
manera, creíamos que podiamos reincorporar una im- 
portante tradición nacional como lo es que los civiles no 
pueden ser juzgados por tribunales militares. Durante 
éste análisis y para complementar la idea que ya hemos 
expuesto, consideramos que se podría agregar la preserip- 
ción de los delitos. Todos estos aspectos los formulamos 
en la primera etapa parlamentaria y los volvemos a 
señalar ahora porque treemos que ellos nos llevan de la 
mano a mostrar que todas estas soluciones se van en- 
riqueciendo paulatinamente, en la medida en que cada 
uno de los sectores ha sopesado su responsabilidad y 
sabiendo que lo que se trató durante la campaña elec- 
toral tiene un cerno, tiene algunos aspectos irrenuncia- 
bles pero, también, tiene el deber de escuchar a los que 
tienen una opinión con un ángulo diferente, De ese mo- 
do, fuimos incorporando otros puntos de vista al proce- 
so legislativo. : 


Este proyecto fue aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes en el día de ayer y llega hoy hasta el 
Senado, en lo que considero es el rumbo certero ya que 
las principales fuerzas políticas del país acuerdan tra. 
tarlo, mirándolo no desde el punto de vista del mante- 
nimiento estricto de los títulos o nombres, sino buscando 
el fin. A este respecto, me gustó mucho la opinión ex- 
presada por el General Seregni, cuando manifestó. en 
oportunidad de realizársele un reportaje, que no había 
que “privilegiar los medios”. Políticamente, me pareció 
que esta opinión representaba una gran definición res- 
pecto a cómo tenemos que acercarnos a la solución 
concreta. Por lo tanto, señor Presidente, enredarnos en 
los medios implica, muchas veces, que la dialéctica se 
agote y que el gran resultado sobre el cual hay con- 
senso, apasionado consenso, vaya quedando postergado 
Pero en los meandros de la dialéctica, por preferir uno 
u otro medio, van quedando relegados. Ayer, hoy de 
mañana y hasta el mediodía, cuando parecía bosque- 
jarse la unanimidad o, por lo menos, un alto porcentaje 
de coincidencias alrededor del proyecto que viene de la 
Cámara de Representantes, con los agregados del Poder 
Ejecutivo y con los de los delegados de la Comisión 
Especial, volvíamos a ver renacer algo que podía lla- 
marse la reconciliación nacional. Quizá, ya estábamos 
sorteando lo que habían sido las propuestas llevadas 
adelante apasionadamente y sobre las cuales, si cada 
uno pudiera retroceder diría lo mismo. Por encima del 
choque necesario, inevitable e imprescindible de las pro- 
puestas, veíamos elevarse una forma, de categoría mayor 
que es la reconciliación nacional. Por eso entendemos 
que el proyecto que está a consideración de la Cámara 
es mejor que cualquiera de los que comenzaron este 
proceso legislativo, porque es el mejor desde el punto 
de vista político. Este tema es de los que no pueden 
salir aprobados por una ventaja numérica mínima en 
este Parlamento. Hay leyes y leyes: hay momentos y mo- 
mentos; hay formas de ver' los problemas que cuando 
llega la hora de analizarlos de zanjarlos, tienen que 
contarte en un punto de convocatoria y no de dis- 
cordia, 


En los días en que la Cámara baja del Parlamento 
estaba analizando este proyecto de ley, sabíamos que se 
estaba soplando sobre viejas pasiones; lo veíamos en el 
rostro de aquellos que, a la salida del Parlamento, con 
todo derecho, abogaban por una solución. Veíamos que, 
lentamente, el tema de la reconciliación se lba convir- 
tiendo en manzana de discordia, en motivo de que se 
reavivara el origen de todos los males que el pais tuvo 
que soportar durante este tiempo: la intolerancia. 


Si algo define la comunidad nacional, si hay un va- 
lor que todos comprendemos en esta tierra a la que, 
más tarde o más temprano, todos vinimos, es la tole- 
rancia —la religiosa, la ideológica— que hemos edifi- 
cado, primero, con las rudas armas del enfrentamiento 
y, después, con el consenso trabajosamente buscado a 
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través del sufragio universal, a través de los partidos 
políticos de este Parlamento y de los hombres que tan- 
tas veces tuvieron que transar porque el objetivo no era 
la victoria de ellos sino la de todos, cosa que moral- 
mente los calificaba en forma superior. Esa, para no- 
sotros, es la enorme virtud que —creemos— va a tener 
este proyecto que sin duda contará con la más ancha 
base de apoyo político. : 


Además, señor Presidente, creemos que se han in- 
corporado ingredientes que no dejan fuera ninguno de 
los temas urticantes que han dividido y signado estos 
años trágicos de la «vida de la República. Porque no 
olvidemos que aquí en, nuestro país, se ha clasificado 
a la gente con letras y, en función de ello ha sido 
echada de su trabajo; en la tierra en la cual edifica- 
mos —y como nacionalista lo digo con orgullo— las 
garantías para que se trabajara sin que presiones inde- 
bidas pusieran en peligro la estabilidad laboral; en un 
pais en el que no abundan las ocupaciones y se tuvo 
que proteger a funcionariado público en un grado tal 
que hasta tenemos un organismo jurisdiccional como el 
Tribunal de lo Contencioso "Administrativo, que es una 
conquista del año 1951, para garantizar precisamente 
que la ideología nunca se pudiera convertir en un fac- 
tor de presión psicológica —¡y vaya si psicológica y ma- 
terial!-— para hager torcer la opinión política de nadie, 
violando quizás uno de los mandamientos primeros so- 
bre la tolerancia, ya que hubo gente —y son muchos 
miles, a todos nos consta— que fue clasificada por ha- 
ber sido delegada de mesa de un partido legal y por 
ello perdió su trabajo viviendo Su familia privaciones 
que no han sido reparadas, 


Este proyecto agrega --creo que muy sabiamente— 
otro ingrediente de reconciliación, programático si se 
quiere, escueto, pero que seguramente, cuando sea apro. 
bado en la noche de hoy, permitirá que en aquellas 
casas donde se tuvo que sustituir la seguridad en ma- 
teria laboral por las variadas formas de ganarse el pan, 
habrá el reconocimiento moral de que ese derecho a 
trabajar les será restituido a quienes fueron arbitraria 
mente privados de él. 


Este proyecto es mejor —y en esto es importante 
el aporte que en el discurso del 1% de marzo formuló 
el señor Presidente de la República—— porque de nuestro 
país la gente se fue huyerido, algunos en busca de 
mejores horizontes, pero otros ahogados por la intole- 
rancia para Sus ideas, Y bueno sería que la comunidad 
nacional, la patria peregrina, se reencontrase. !Quién 
no ha encontrado un uruguayo en el lugar más lejano! 
¡Quién no sabe que en Australia, en Canadá, hay gente 
que quiere volver! Y es bueno que sepa que puede ha- 
cerlo —aunque quizá no lo haga porque echó raices y 
es posible que quiera volver sólo de visita o a pasar sus 
últimos días entre .nosotros— que, desde el punto de 
vista espiritual, las puertas del país no se abran hacia 
afuera sino que sean de vaivén y puedan regresar cuan- 
do lo deseen. Por eso nos parece que los aportes que se 
han formulado, las incorporaciones de ideas y de pun- 
tos de vista, las concesiones que se han hecho para que 
este proyecto pudiera, por lo menos, escribirse, lo califi- 
can de la manera más alta con que puede calificarse 
este tema entre nosotros. 


Por supuesto, tenemos que hacer una mención al 
ingrediente de violencia que se incorporó a nuestra so- 
ciedad. No podemos dejar de afirmar que las conductas 
que la sociedad encontró punibles hasta el momento en 
que en el país se desencadenó la dictadura militar, 
fueron, son y serán consideradas punibles; que hubo 
un bien jurídico que la ley tutelaba y que fue agredido. 
Pero tampoco podemos ocultar que la sociedad no pro- 
pugnó el martirio y no podemos olvidar que en nuestro 
país no hubo castigo, sino padecimiento y martirio. 
Y eso es quizá lo que va a equilibrar definitivamente 
esta cuenta que debemos saldar. 


_Debe reconocerse que en este país —donde cual- 
quiera, aun las ideologías más extremas, y todos aque- 
llos que quisieran subirse a un cajón en una esquina 
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buscando el apoyo popular, tenían abierta la posibilidad j 


del voto— la soberbia de una minoría pretendió que no 
teníamos la razón quienes la buscábamos cuatrienal o 
quinquenalmente, sino aquéllos que habían leído y des- 
cubierto el verdadero e iluminado camino. 


Eso, señor Presidente, no se puede dejar de lado. 
Por eso nos parece importante que desde el punto de 
vista ético se realice la distinción que establece el pro- 
yecto —distinción que nos debemos a nosotros mismos 
y le debemos al paiís— cuando, en definitiva, su con- 
tenido implica que todos recuperen la libertad. 


Espero, señor Presidente, que este proyecto cuente 
con el apoyo de todas las fuerzas políticas, porque esa 
será la manera de que podamos dejar de lado este tema 
a fin de que el Parlamento y el Poder Ejecutivo pue- 
dan abocarse rápidamente, dedicando todo su tiempo y 
sus energías, a los otros asuntos que están aguardan" 
do a esas otras privaciones de libertad como lo son la. 
falta de trabajo, las jubilaciones exiguas que, de mane- 
Ta más sutil pero no menos eficaz, impiden la verda. 
dera libertad de realización. Porque si creemos que re- 
cuperando el derecho a emitir el voto quinquenalmente 
hemos recuperado la libertad, nos estaremos quedando 
sólo en sus aspectos procesales, mientras que esa liber- 
tad política debe conllevar, para ser sólida, la libertad 
de vivir, de criar a los hijos y no 'hacer cola frente al 
Consulado Argentino para marcharse del país donde se 
nació. ; 


Un país es una unidad de destino. Esa es la defl- 
nición que más me ha gustado y me sigue gustando 
para mi país, al que he pretendido servir desde el Par- 
tido Nacional Ha sido sirviendo a este país y a esta 
causa en todos estos años, como hemos llegado a co- 
nocer la violencia desde los más diversos extremos, 


Supimos de la bomba que en medio de la noche 
aterroriza y destruye los bienes materiales; de los in- 
terrogatorios con la cara tapada en esas noches que 
se tornan largas. Pero ni de una u otra cosa extraemos 
rencor, sino más bien comprensión. El doctor Herrera 
gustaba decir: “Porque soy tiento tan. sobado por la 
vida, soy tolerante y aprendo a comprender a' los de- 
más”. 


Yo pido a todos aquellos que hayan pasado por esta 
experiencia que no abriguen un sentimiento de revan- 
cha ni el deseo de equilibrar la cuenta, sino la fuerza 
para decir: ¡Nunca más entre nosotros, señor Presi- 
dente, matar por ideas, echar gente de los empleos y 
meter presos a personas por sus ideas! Creo que ese es 
un clamor que hoy el pais está repitiendo. 


En nombre de la bancada del Partido Nacional 
—hoy no cabe hablar de sectores— expreso que hemos 
comprometido nuestro apoyo a este proyecto, A mi jul- 
cio, tal como lo hemos dicho, ese es el deseo que tiene 
que coronar nuestros razonamientos: ¡Nunca más! 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO, — Considero que 
corresponde votar en primer lugar el proyecto ya San 
cionado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR CIGLIUTI. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


“ SEÑOR CIGLIUTI. — El propio artículo que leyó el 
señor senador Rodríguez Camusso, con respecto a las 
prelaciones para la consideración de los proyectos, -se 
refiere justamente a eso, Pero en el texto del Regla- 
mento no aparece ninguna disposición que establezca la 
prioridad para la votación de los proyectos. Lo que 
acá se está tratando es un informe de la Comisión 
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relativo al proyecto al que se refiere el señor senador. 
El carácter sustitutivo que le ha dado la Comisión a 
este proyecto —así lo han entendido, en el transcurso 
de esta deliberación todos los oradores que se han re- 
ferido a él— hace que el Cuerpo le otorgue prioridad 
a los efectos de su votación. Es decir, agotada la dis- 
cusión en general, el Cuerpo votará aquel proyecto que 
ha estado en su consideración durante toda la noche, 
esto es, el proyecto sustitutivo elaborado por la Comi 
sión Especial. En otras palabras, luego de la votación 
en general, el Cuerpo queda habilitado para pasar a la 
discusión particular. 


En caso de persistir la duda, señor Presidente, for- 
mulo moción a los efectos de que se ponga a votación 
el DrUxecia sustitutivo presentado por la Comisión Es 
pecial, 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Precisamente, 
hace ya bastante rato había adelantado —y lo reitero 
ahora— las razones por las cuales he propuesto que 
se ponga a votación en primer lugar e] proyecto san- 
cionado por la Cámara de Representantes. Por supues- 
to, el Senado resolverá. 


Reitero que lo que había adelantado al comienzo de 
la sesión, en función de esta disposición reglamentaria, 
era que se pusiera a votación en primer lugar el pro- 
yecto aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — A los efectos de ser prác- 
ticos, dado que hemos estado discutiendo durante ho- 


ras sobre este proyecto, la Mesa se permite proponer : 


que el Senado se pronuncie sobre cuál de estos dos pro- 
cedimientos quiere adoptar: votar por el proyecto sus- 
titutivo o pronunciarse sobre el inicial. De lo contrario, 
sería reabrir un debate de procedimientos después de 
haber estado discutiendo.toda la noche sobre uno de 
los proyectos. La Mesa aclara que no pretende anti 


par soluciones, pero entiende que se puede decidir de- 


mocráticamente el punto entre todos. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por supuesto 
que lo vamos a decidir democráticamente; bueno fuera 
que no lo hiciéramos así. 


No obstante ello, señalo que hemos estado conside- 
rando los dos proyectos. En nuestra modesta interven- 
ción hicimos referencia y también comparación entre 
ambos proyectos; por otra parte, ese es el motivo de la 
convocatoria para esta sesión. Por lo tanto, ya desde +! 
comienzo de la sesión habíamos hecho esta moción, la 
que naturalmente tendrá una votación por la afirmati- 
va O por la negativa, según lo entienda el Senado, En 
consecuencia, si se vota en primer: término —reitero que 
ya hemos tratado ambos— el proyecto aprobado vor la 
Cámara de Representantes es en función de ello que 
adoptaremos determinada actitud. 


SEÑOR POSADAS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR POSADAS. — Quiero tratar, con mis pa- 
lapras, de adoptar algún elemento que contribuya a 
la dilucidación de este problema que se plantea ahora. 


Se acaba de decir que esta sesión ha sido convoca- 
da para tratar el proyecto proveniente de la Cámara 
de Representantes. Sin embargo, en el día de ayer el 
Senado aprobó la designación de una Comisión a los 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—253 


electos de que hoy se pronunciase sobre él. Del seno 
de esta Comisión surgió este proyecto sustitutivo y creo. 
que es el que corresponde votar, De hecho, así lo” han 
entendido todos los señores senadores y es el que he- 
mos estado discutiendo toda la noche. 


Por lo tanto, me afilio a la tesis que ha expresado 
con toda claridad el señor senador Cigliuti en el sen- 
tido de que ese proyecto, que es el que de hecho ha 
ocupado la mayor parte de la discusión y que ha me- 
recido la designación de una Comisión Especial, sea el 
que corresponde votar, en primer lugar. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


. SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -- Por lo visto, se- 
ñor Presidente, no nos entendemos. A 


Quiero señalar que el Senado dio entrada a un pro- 
yecto votado por la Cámara de Representantes y a pro- 
yectos presentados por los señores senadores y, asimis- 
mo, designó una Comisión para que los estudiara. En 
consecuencia, mal puede el Senado designar una Comi- 
sión para que elabore un proyecto sustitutivo; eso lo 
hará si entiende, según su leal saber y entender, que 
ello corresponde. En otras palabras, la Comisión desig- 
nada podía haber aconsejado al Senado que se votara 
el proyecto sancionado por la Cámara de Represen- 
tantes, la aprobación de un proyecto diferente o lo que 
ella hubiera entendido como preferible, 


Cabe señalar que la Comisión fue designada para 
estudiar el tema y en él se incluían el proyecto san- 
cionado por la Cámara de Representantes y los pre- 
sentados por los señores senadores. Por su parte, dicha 
Comisión elaboró otro proyecto el que no fue firmado por 
sus integrantes, hecho que motivara que se hicieran 
las aclaraciones pertinentes en Sala. 


En resumen, en base a una disposición reglamen- 
taria, a un elemento de orden, a un antecedente ero- 
nológico y a un sistema simplemente que facilite los 
procedimientos, pedimos que se vote en primer lugar 
—así lo hicimos desde el comienzo de la sesión— el 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ARAUJO. -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de concederle el uso 
de la misma la Mesa quiere reiterar su propósito de 
que este tema, que es de procedimiento, se decida lo 
más rápidamente posible, es decir cuál de los dos pro- 
yectos se va a poner a votación en primer lugar. 


El tema es muy adjetivo. El señor senador Rodrí- 
guez Camusso ha abundado sobre el tema y adoptado 
una posición y el señor senador Cigliuti ha sostenido 
otra contraria. De continuar con la discusión se em- 
plearía mucho tiempo en un tema adjetivo. Pero, por 
supuesto, el Senado es dueño de actuar como lo desee. 


Tiene la palabra el señor Senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. — Entiendo, señor Presidente, que 
este no es un problema adjetivo, sino que, por el con- 
trario, es un tema reglamentario tal como lo ha ex- 
presado con abundancia el señor senador Rodríguez 
Camusso. 


Quiero recordar que desde nuestra primera inter- 
vención hemos señalado con claridad que hemos venido 
a este Parlamento a buscar, en este caso concreto, la 
libertad de todos los presos políticos; y lo intentamos 
hacer a través de la amnistía general e irrestricta. Al 
respecto, cabe señalar lo manifestado por el señor se- 
nador Lacalle en el sentido de que él tenía la firme 
esperanza de que esta noche todos los partidos pudie- 
ran votar el proyecto. Y vamos a hablar con fran- 
queza: no queremos arrear nuestras banderas; quere- 
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mos saber si se va a aprobar o no el proyecto que | 


habían establecido conjuntamente el Partido Nacional y 
el Frente Amplio y que viniera aprobado por la Cá- 
mara de Representantes. De no aprobarse, es nuestra 
disposición —no es resolución de nuestro Frente Am- 
plio— buscar lo que más se aproxime. Si en definitiva 
no sabemos si va a tener apoyo o no, si se va a aprobar 
o no el proyectó remitido por la Cámara de Represen- 
tantes, estamos inhibidos de votar. Si auténticamente 
buscamos consenso, si buscamos mayoría y si queremos 
realmente la pacificación y la unidad, solicitamos que 
se acepte nuestro pedido en el sentido de que se cum- 
pla el Reglamento, lo que nos permitirá saber de an- 
temano si se va a estudiar o no el proyecto. enviado 
por la Cámara de Representantes, ya que en función 
de eso cambiaría nuestra actitud con respecto al se- 
gundo proyecto. 


Esta es la aclaración que queríamos hacer en este 
caso, + 


Solicitamos una vez más que se ponga a votación 
el proyecto que viene de la Cámara de Representantes. 
Si éste fuese rechazado —para decirlo claramente— 
tendríamos que buscar la solución que más se aproxime 
a ella; y si lo que más se aproxima es este proyecto 
-——que, 2 nuestro juicio, tiene muchas deficiencias y no 
representa nuestra posición— terminaríamos votándolo 
afirmativamente, procurando introducirle todas las me- 
joras que podamos. 


SEÑOR POSADAS. -— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR ARAUJO,. — Con mucho gusto, señor se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS. — Deseo aclarar algo que se ha 
llevado. al plano del Reglamento. 


A lo largo de toda esta noche y de muy elocuentes 
y fundadas exposiciones, hemos recorrido el camino de 
lo que es el trámite parlamentario habitual, en el que 
ellas no tienen tanto la intención de convencer al ad- 
versario, como la de mostrar una tendencia, una orien- 
tación, tendencia y orientación que están más o menos 
claras, pido disculpas a los señores senadores por ha- 
blar con una sinceridad y una llaneza que correspon- 
den a un principiante en la materia. En Sala hay le- 
gisladores de larguísima "trayectoria, que conocen mu- 
cho mejor que yo las mil triquiñuelas que se pueden 
hacer con el Reglamento y que las pueden aplicar pro- 
longando este debate hasta quién sabe qué horas de la 
madrugada, Pero ha quedado claro que en todo este 
caminar —digamos así— ha habido todo uñ proceso, 
que comienza con proyectos distintos, uno del Frente 
Amplio y otro del Partido Nacional, que se abandonan 
en cierta medida en aras de ir conjugando esfuerzos. 
Digo “abandonan”, entre comillas, en el sentido de que 
confluyen, de que pasan a articularse. Y en ese proce- 
so de articulación, siempre guiado por lo que ha sido, 
creo, la idea inspiradora fundamental de todo el tra- 
bajo de hoy y buscando cada vez un consenso más 
amplio, se ha llegado a un tercer paso de integración. 
Hay todo un proceso, repito, que revela una tendencia 
y una orientación. 


Entiendo —y con esto termino, para no alargar el 
debate — que ese espíritu que se traduce en el abando- 
no sucesivo de posiciones aisladas para integrarnos to- 
dos en otra que signifique una transacción —como muy 
bien se dijo—, es decir, que implique el abandono de 
ciertas posturas, pero con el ánimo de buscar y de con- 
seguir Otras que valoramos más, es el que debe preva- 
lecer también en este aspecto para llevarnos 2 conside- 
rar aquello que es el fruto, el resultado, el final de ese 
camino de integración. 


, BEÑOR PRESIDENTE. — Señores senadores: el ar- 
tículo 253 del Reglamento dice: 


“Si hubiese cuestión sobre si se contraviene o no al 
Reglamento, el Presidente, motu propio o por mo- 
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ción de algún senador, lo pondrá a votación de la 
Cámara, permitiendo una discusión previa en que 
cada senador podrá hablar, sólo una vez, para €x- 
plicar su opinión”. 


Propongó poner a votación de la Cámara cuál de 
los dos proyectos debe votarse en primer lugar. En- 
tiendo que con eso, queda solucionado el problema. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: deseo que 
se me aclare cuál sería la situación en caso de que se 
votara afirmativamente la propuesta de que se conside- 
re en primer lugar el proyecto elaborado por la Comisión 
Especial. Entiendo que luego de procederse a esa vota- 
ción, recién entraríamos en la discusión general del pro- 
yecto. Pido que se me rectifique si no estoy en lo cier- 
to, porque quiero hacer uso de la palabra en la discú- 
sión general. 


Yo votaria en el sentido de que se tratara en pri- 
mer lugar determinado proyecto, siempre que se me dé 
la oportunidad de hacer uso de la palabra en la distu- 
sión general, porque si no se procediera asi, se nos €s- 
taría quitando un derecho que poseemos. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por supuesto, 
que es como lo manifiesta el señor senador. 


SEÑOR UBILLOS. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR UBILLOS. — Iba a hacer la misma oObser- 
vación que ha formulado la Mesa. 


Por otra parte, voy a leer el artículo 70 del Regla- 
mento, que aclara bastante el problema. Dice: “Salvo 
resolución expresa del Cuerpo, se tomará como base en 
la discusión particular de los proyectos: 1. El de la Co- 
misión dictaminante. 2. El del autor o el venido de la 
otra Cámara”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señor senador Ubillos: us- 
ted ha tenido el buen propósito de leer el proyecto de 
Reglamento que todos deseamos aprobar pero, desgra. 
ciadámente, ese no es aún el Reglamento vigente. 


(Hilaridad) 


—£$Si bien el espíritu del Cuerpo es acorde con loque 
acaba de leer el señor senador Ubillos, hoy de tarde no 
hubo quórum en el Senado para considerar y aprobar 
ese proyecto de Reglamento, 


SEÑOR UBILLOS. -— De todos modos quería formu- 
lar una propuesta similar a la de la Mesa. : 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. . 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. —- No quiero volver 
sobre el tema porque, como muy bien lo ha manifesta- 
do el señor Presidente, éste es un punto resuelto, Pero 
no deben confundirse los términos: ni termina la dis- 
cusión general, porque recién vamos a resolver qué: pro- 
yecto se va a Considerar en primer término, ni nadie, 
que yo sepa, ha cuestionado el procedimiento de la 
Mesa. Hemos hecho una moción en el sentido de. que 
se tome como base un proyecto y el señor senador Ci- 
gliuti propone que se tome Otro. Votamos a favor de uno 
u otro criterio y el problema, sin más, queda resuelto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar, en primer 
lugar, la moción formulada por el señor Senador Ro- 
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dríguez Camusso en el sentido de que se tome como base 
de discusión el proyecto venido de la Cámara de Re- 
presentantes, en su redacción original. 


(Se vota:) 
—6 en 30. Negativa. 
(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa ruega a la Barra 
que no haga manifestaciones. 


Queda aprobada, por consiguiente, la moción for- 
mulada por el señor senador Cigliuti en el sentido de 
tomar como base de discusión el proyecto sustitutivo 
elaborado, en el mediodía de hoy, por una Comisión Es- 
pecial integrada por dos representantes de cada uno 
de los partidos. 


(Texto del proyecto de ley sustitutivo de la Comi- 
sión Especial:) 
Carpeta N% 64 


Repartido N* 11 
Marzo de 1985 


“PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 


Artículo 19 — Decrétase la amnistía de todos los 
delitos políticos, comunes y militares conexos con éstos, 
cometidos a partir del 1% de enero de 1962. 


Respecto a los autores y coautores de delitos de 
homicidio intencional consumados, la amnistía sólo Ope- 
rará a los fines de habilitar la revisión de las senten- 
cias en los términos previstos en el' artículo 9% de esta 


ley. 


Art. 2? — A los efectos de esta ley se consideran de- 
litos políticos los cometidos por móviles directa O indi- 
rectamente políticos, y delitos comunes y militares Co- 
nexos con delitos políticos los que participan de la mis- 
ma finalidad de éstos o se cometieron para facilitarlos, 
prepararlos, consumarlos, agravar sus efectos o impe- 
dir su punición. 


'Pambién se consideran delitos conexos todos aque- 
llos que concurran de cualquier manera (reiteración 
real, reiteración formal o concurrencia fuera de la rei- 
teración) con los delitos políticos. 


Art. 32 — Esta amnistía comprende expresamente: 


A) Los delitos del artículo 60,.incisos 1, II, III, TV, 
"y, VI, VII y XII del Capítulo 6 bis del Código 
Penal Militar, incorporados a éste por el ar- 
tículo 19 de la Ley N? 14.068, de 10 de julio de- 
1972. 


B) Los delitos establecidos en los Títulos I y II del 
Libro 11 del Código Penal Ordinario; y las aso- 
ciaciones para delinquir (artículos 150 y 152 del 
Código Penal y artículo 5% de la Ley N? 9.936, 
de 18 de junio de 1940) si hubieran sido crea. 
das con finalidades políticas. 


C) Los tipificados en el Código Penal Miltar Cuan- 
do se hubieren cometido por móviles directa o 
indirectamente políticos, o en su mérito se hu- 
biere requerido, procesado o condenado a civiles. 


D) Los delitos contenidos en bandos militares dicta- 
dos durante la declaración del estado de guerra. 


E) En general, y sin perjuicio de los enunciados 
precedentemente, todos los delitos, cualquiera 
sea el bien jurídico lesionado, que hayan sido 
cometidos por móviles políticos directos o in- 
directos. 
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Art, 49 — Quedan comprendidas en los efectos de 
esta amnistía todas las personas a quienes se hubiera 
atribuído la comisión de estos delitos, sea como autores, 
coautores o cómplices y a los encubridores de los mis- 
mos, hayan sido o no condenados o procesados, y aun 
cuando fueren reincidentes o habituales. y 


Art, 5% — Quedan excluidos de la amnistía 10s 
delitos cometidos por funcionarios policiales o militares, 
equiparados o asimilados, que fueran autores, coauto- 
res O cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o 
Rm o de la detención de personas luego desa- 

idas, y por quienes hubieren ie- 
ra de dichas ra noO Ue 


. Esta exclusión se extiende asimismo a todos los de- 
litos cometidos aun por móviles políticos, por personas 
que hubieran actuado amparadas por el poder del esta- 
do en cualquier forma o desde cargos de gobierno. 


Art. 6% — Decláranse extinguidas de pleno derecho 
las penas principales y accesorias, las acciones pena- 
les, las sanciones administrativas. y jubilatorias, las deu- 
das generadas por expensas carcelarías y toda otra san- 
ción dispuesta por una autoridad estatal en virtud dé 
los delitos amnistiados. 


Art. 712 — A partir de la promulgación de esta ley 
cesarán de inmediato y en forma definitiva: 


a) Todos los regímenes de vigilanciá para las per- 
sonas comprendidas en el beneficio de la amnis- 
tía, cualquiera fuere su naturaleza y la autoridad, 
que lo hubiere dispuesto. Dichas personas que- 
-darán automáticamente eximídas de toda obli- 
gación directa o indirectamente relacionada con 
el régimen a que se hallaren sometidas. 


b) Todas las órdenes de captura y requerimiento 
pendientes, cualquiera fuere su naturaleza y la 
autoridad que lo hubiere dispuesto, dictadas con- 
tra personas beneficiadas por esta amnistía, 


e) Todas las limitaciones vigentes para entrar al 
país o salir de él, que aleanzaren a dichas per- 


sonas. 


d) Todas las investigaciones de hechos que pudie- 
ren configurar cualquiera de los delitos com- 
prendidos en la amnistía. 


Art. 82 — El Supremo Tribunal Militar dentro de 
las 8 horas de promulgada esta ley, remitiráá a la Su- 
prema Corte de Justicia la nómina de los reclusos en 
ella comprendida con referencia a los delitos por los que 
hubieran sido acusados o condenados y al lugar de su 
reclusión. Sl 


La Suprema Corte de Justicia dispondrá de inmedia- 
to la liberación de dichos reclusos con excepción de 


-los autores y coautores de homicidio intencional consu- 


mado, los que quedarán a su disposición hasta que el 
Supremo Tribunal Militar remita las respectivas causas, 
lo que deberá efectuarse dentro de los cinco días hábi- 
les de promulgada esta ley. 


Recibidas las causas la Suprema Corte de Justicia 
dispondrá la libertad de estas personas y distribuirá las 
causas equitativamente entre los tres Tribunales de Ape- 
laciones en lo Penal. 


Art. 99 — Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal 
dispondrán de un plazo de ciento veinte dias para re- 
solver si hubo o no mérito para la condena, pudiendo 
dictar sentencias de absolución o de condena. En este 
último caso procederán a la liquidación de la nueva pe- 
na en la proporción de tres días de pena por cada día 
de privación de libertad efectivamente suirida. 


Los Tribunales de Apelaciones podrán valorar libre. 
mente las pruebas resultantes de la instrucción sumarial 
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y dictarán sentencia en mérito a su libre convicción, pre- 
via citación al imputado en calidad de medida para me- 
jor proveer. 


En todos los casos, quedarán sin efecto las deudas 
generadas por expensas carcelarias. 


Contra la sentencia podrá interponerse recurso de 
casación. 


Art. 10. -—— La orden de líbertad se cumplirá tam- 
bién respecto de las personas detenidas en aplicación de 
medidas prontas de seguridad ilegítimas, por haber sido 
adoptadas por una autoridad de facto y no comunicadas 
a la Asamblea General ni a la Comisión Permanente, o 
en virtud de otra decisión administrativa, cualquiera ha. 
ya sido el órgano o la autoridad de que hubiere ema- 
nado y el lugar de reclusión en que se hubiere cumplido. 


Art. 11. — El jerarca militar o policial que incum.- 
pliere o retardare el cumplimiento de la orden de. liber- 
tad referida en los artículos 8% y 10 incurrirá en el de- 
lito previsto en el artículo 286 del Código Penal (Aten- 
tado a la libertad personal cometido por el funcionario 
público encargado de una cárcel), 


Art. 12, — Los embargos, interdicciones, secuestros 
y medidas cautelares de cualquier naturaleza que afec- 
taren a las personas alcanzadas por esta amnistía o a 
sus bienes, y que hubieren sido dispuestos como conse- 
cuencia directa o indirecta de la imputación de cual- 
quiera de los delitos referidos en el artículo 3%, serán 
cancelados o levantados de oficio a partir de la promul. 
«gación de esta ley. Del mismo modo caducarán las fian- 
zas personales que se hubleren exigido y otorgado con 
relación a dichas personas. 


Dentro de los ciento veinte días de la promulgación 
de etsa ley se restituirán a las personas amnistiadas los 
blenes que les hubieren sido secuestrados, incautados o 
confiscados, con excepción de los efectos del delito y de 
los instrumentos de su ejecución (articulo 105 literal a 
del Código Penal). En caso de no ser posible la resti- 
tución por haberse destruido. rematado, enajenado o es- 
eriturado a favor del Estado los bienes incautados o con. 
fiscados con arreglo al Decreto-Ley NO 14.373, de 13 de 
mayo de 1975 la responsabilidad del Estado y de los fun- 
cionarios actuantes se regulará por los artículos 24 y 23 
de la Constitución y comprenderá el caso en que los bie- 
nes se hayan deteriorado o inutilizado por mala admi- 
nistración: o utilización continuada, 


Art. 13. — En el mismo plazo de clento veinte días 
el Poder Ejecutivo reglamentará la devolución de las 
sumas depositadas por concepto de flanzas y las perci- 
bidas por concepto de expensas carcelarias. debidamente 
actualizadas por el régimen previsto en el Decreto-Ley 
N? 14,500, de 8 de marzo de 1976 y con cargo a Rentas 
Generales. El reintegro de dichas sumas deberá cum. 
plirse en el plazo máximo de un año a contar de la pro- 
mulgación de esta ley. : 


Art, 14. — El Poder Ejecutivo reglamentará las me- 
didas procesales que serán consecuencia de esta ley de 
amnistía, determinando a qué autoridad judicial compe- 
terá el dictado de los autos de sobreselmiento necesarios 
para clausurar las causas de las personas amnistiadas. 


CAPITULO 1H 


Artículo 15. — Apruébase la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, llamada Pacto de San José de 
Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1989, cuyo texto forma par- 
te de la presente ley. 


Art. 16. — Reconócese la competencia de la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo 
indefinido, y de la Corte Interamericana de Derechos 
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Humanos sobre todos los casos relativos a la interpre- 
tación o aplicación de esta Convención, bajo condición 
de reciprocidad. 


CAPITULO IM 


Artículo 17. — Deróganse los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 
11, 12, 13, 14, 15, 37, 40, 41, 42, 43, 45, 46 de la Ley 
de Seguridad del Estado N* 14.068, de 12 de jullo de 
1972; el Decreto-Ley N? 14.373, de 13 de mayo de 1975; 
Decreto-Ley N9 14.493, de 28 de diciembre de 1975 y 
Decreto-Ley N% 14.734, de 28 de noviembre de 1977, 


Art. 18. — Reincorpóranse al Código Penal los ar- 
tículos 132, 133, 134, 135 y 137 con la redacción que el 
texto tenía en la edición oficial de 1934. 


CAPITULO IV 


Artículo 19, — Suprímese el instituto de las medi- 
das de seguridad eliminativas previsto en el artículo 92, 
inciso 32 del Código Penal y artículo 115 del Código Pe. 
nal Militar y deróganse, en lo pertinente, todas las dis. 
posiciones legales que lo regulan. 


Esta norma se aplicará retroactivamente, aun cuan- 
do medie sentencia ejecutoriada. El Juez de la ejecución, 
revocará de oficio, la parte dispositiva del fallo que im- 
pone la medida y si el condenado estuviera cumplién. 
dola, ordenará de inmediato su libertad definitiva. 


CAPITULO V 


Artículo 20. — La gracia que extingue el delito y 
opera el sobreseimiento de la causa será otorgada por 
la Suprema Corte de Justicia en acto de visita de cár- 
celes y de causas que efectuará, por lo menos, una vez 
al año. 


En dicha oportunidad - podrá, asimismo, excarcelar 
provisionalmente a los procesados cualquiera fuera la na- 
turaleza de la imputación. 


Ambas - facultades se ejercerán de oficio o a petl- 
ción “de parte. 


Art. 21. — Modifícase el artículo 328 del Código 
del Proceso Penal que quedará redactado en la sigulen- 
te forma: 


“La Suprema Corte de Justicia podrá conceder la 
libertad anticipada a los condenados que se hallaren 
privados de libertad en los siguientes casos: 


1%). Si la condena es de penitenciaría y el penado 
ha cumplido la mitad de la pena impuesta. 


2%) Si la pena recaída es de prisión o multa sea 
cual fuese el tiempo de reclusión sufrida. 


39) Si el penado ha cumplido las dos terceras par. 
tes de la pena impuesta la Suprema Corte de 
Justicia concederá la libertad anticipada. Sólo 
podrá negarla, por resolución fundada, en los 
casos de ausencia manifiesta de signos de re- 
habilitación del condenado. 


La petición deberá formularse ante la Direc. 
ción del establecimiento carcelario donde se 
encuentre el penado. 


La solicitud se elevará al Juez de ejecución, 
dentro de cinco días, con informe de la Direc. 
ción del Establecimiento acerca de la califi 
cación del solicitante como recluso. 


Recibida la solicitud, el Juez recabará el infor. 
me del Instituto de Criminología, que se expe. 
dirá dentro de los treinta días. 
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Devueltos los autos, el Juez emitirá opinión fun- 
dada y se procederá de acuerdo con lo estable- 
cido en el cuarto inciso del artículo anterlor. 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la li- 
bertad anticipada, hará cumplir el fallo de in- 
mediato y dejará constancia de que se notificó 
al liberado de las obligaciones impuestas por el 
artículo 102 del Código Penal, devolviendo la 
causa al juez de ejecución. 


Art, 22. — Integrada la Suprema Corte de Justicia 
con arreglo al artículo 236 de la Constitución, procederá 
de inmediato a una visita de cárceles y causas a efectos 
de ejercer la facultad de grácia que le acuerda el ar- 
tículo 20 de esta ley. 


Art. 23. — Las modificaciones introducidas por esta 
ley al Código Penal y al Código del Procesó Penal y al 
Código Penal Militar, serán incorporadas a sus respec- 
tivos textos en las próximas ediciones oficiales de los 


mismos. 
CAPITULO VI 


Artículo 24. — Créase, con carácter honorarlo, la 
Comisión Nacional de Repatriación, con el cometido de 
facilitar y apoyar el regreso al país de todos aquellos 
uruguayos que deseen hacerlo. 


Dicha Comisión funcionará en el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, el que deberá proporcionarle los me- 
dios materiales y los recursos humanos necesarios para 
su actuación. > 

La Comisión se integrará con un delegado del Minis- 


terio de Educación y Cultura, un delegado del Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, un delegado del Ministe- 


rio del Interior, un delegado del Ministerio de Trabajo” 


y Seguridad Social, un delegado del Banco Hipotecario 
del Uruguay, un delegado de la Comisión del Reencuen- 
tro y una persona que designará.el Presidente de la Re- 
pública, quien asumirá la Presidencia. 


El Poder Ejecutivo, por vía de reglamento, preci- 
sará los cometidos de la Comisión y sus facultades. 


CAPITULO VIH 


Artículo 25. --—- Declárase el derecho de todos los 
funcionarios públicos destituidos en aplicación del lla- 
mado Acto Institucional N% 7, a ser restítuidos en sus 
respectivos Cargos. 


CAPITULO VII 


Artículo 26. — La presente ley entrará en vigencia 
con el cúmplase del Poder Ejecutivo. > 


Art. 27. -— Comuníquese, etc. 
Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 1985.” 


SEÑOR PRESIDENTE. -— En primera discusión ge- 
neral y particular el proyecto sustitutivo de la Comisión 
Especial. 


Léase. 


SEÑOR CIGLIUTI, — Como ha sido repartido, for- 
mulo moción para que se suprima la lectura en la dis- 
cusión general. 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


dE ¿(Se vota:) 
—28 en 30, Afirmativa. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. : $ 


SEÑOR CERSOSIMO. — Integramos, en representa. 
ción de la Unión Colorada y Batllista, la Comisión Es- 
pecial que elaboró un nuevo proyecto de ley referente 
a la amnistía que está en trámite de otorgarse. 


En ella expresé —y quiero que esto quede absoluta. 
mente claro, porque lo que voy a manifestar es la opl. 
nión de todo el sector al que pertenezco, el que no tiene 
ningún inconveniente en manifestarla, aunque ella esté 
enfrentada a lo que casi es el consenso general —que 
integrábamos la Comisión, podríamos decir, con un man. 
dato imperativo que surgía como consecuencia del pro- 
yecto de ley que habíamos presentado el día anterior a 
este Cuerpo y que constituía el resultado de una pré- 
dica de muchos años y, fundamentalmente, de la cam. 
paña electoral que, en defiintiva, obtuvo el respaldo de 
183.000 voluntades. 


Naturalmente, nosotros no interpusimos en esa Co. 
misión ningún obstáculo para la consideración y el nor. 
mal desenvolvimiento del estudio de ese proyecto. En ella 
expusimos nuestros puntos de vista y la aspiración que 
teníamos que algunas —si no todas, porque ello iba 
a ser imposible— de las disposiciones que contenía nues. 
tro proyecto, pudieran incorporarse al que estaba consi. 
derando la Comisión. Esto no tuvo éxito. 


Queremos significar, señor Presidente, que esta posl- 


“ción del sector que constituimos, también coadyuva a la 


pacificación nacional. La bancada de la Unión Colorada 
y  Batllista, tanto en el Senado como en la Cámara de 
Representantes, presentó un Proyecto de Amnistía —que 
elaboró el que habla— que hace extensiva —quizá en 
forma más amplia y por las consideraciones que breve- 
mente daremos de inmediato, que la que establece el que 
está en trámite ahora— a los actualmente denomina. 
dos delincuentes sociales. 


Además, de haberse acogido en ese proyecto de pa. 
cificación nacional alguno de los extremos del presenta. 
do por nuestro sector, es posible que le hubiéramos acom- 
pañado con nuestro voto. A través de nuestro proyecto 
—<eso fue lo que expresamos en la Comisión Especial— 
otorgamos una amnistía para todos aquellos delitos que 
puedan ser considerados como políticos, aunque la ex 
presión, desde el punto de vista ortodoxo, no sea tal, 


Naturalmente, eliminamos —esto ha constituido la 
prédica de nuestro sector durante muchos años, además 
de tocarnos de cerca por motivos particularmente noto- 
rios en la vida del pais— los llamados delitos de sangre, 
los de secuestro, los de privación de libertad, por tra- 
tarse de hechos rodeados de facetas muy especiales, y, 
desde luego, los relacionados con actos de terrorismo por 
no ser éstos considerados delitos políticos y porque ade- 
más están condenados por las Convenciones internacio. 
nales a las que nuestro país ha suscrito y ha adherido ra- 
tificándolas en su oportunidad. Eliminamos, asimismo, los 
casos de secuestro y de privación de libertad, no sólo de 
ciudadanos naturales de nuestro país, además de lo ex. 
puesto, porque pueden llegar a vulnerar, en determina. 
das especies, aspectos del derecho internacional, como 
pueden ser las disposiciones de las Convenciones de Vie- 
na de 1961 y 1963, aprobadas por Uruguay por Ley 
N90 13.774, de 17 de octubre de 1969. 


Como eso no fue recogido, como esas disposiciones 
no se tuvieron en cuenta -—muy a nuestro pesar— en 
el proyecto del Poder Ejecutivo ni en este otro (en el 
nuestro se otorgaba la amnistía sin tener en cuenta nin- 
gún margen de tiempo ni lapso de reclusión) no lo acom- 
pañamos. Además, sabíamos que la mayor parte de aque- 
llos que habían cometido delitos infringiendo la Ley 
N? 14.068 de Seguridad del Estado, los que habían esta. 
do incursos en delitos contra la Patria y según los ar- 
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tículos 132 a 152 del Código Penal, relativos a la segu- 
ridad interna del Estado, o contra la paz pública, y los 


que cometieron aquellos que se catalogan en el artículo - 


58 del Código Penal] Militar —con exclusión de los que 
hemos mencionado— habían cumplido ya la mitad de su 
condena y en base a ello, concedíamos ese beneficio de 
la amnistía. 


Queremos expresar muy claramente esta noche en 
Sala, que para mantener un claro paralelismo en nues- 


tro proyecto, haciamos extensivo el alcance de él a los- 


denominados delincuentes sociales o sea el otro tipo de 
delincuentes comunes, estén o no en libertad ambula- 
toria o recluidos en prisión o penitenciaría, siempre que 
hayan cumplido la mitad de su condena. Para el caso 
de que no hubiera condena, la mitad de la pena pedida 
por la acusación fiscal, y si no existiere ninguna de las 
dos, la semisuma del máximo y del mínimo de la pena 
de que pueden ser pasibles. De esta forma, y con el fin 
de obtener la libertad, haríamos concurrir todas las hi. 


pótesis posibles. 


La obtención de la libertad sería solamente para 
aquellos primeros casos de delitos políticos y también 
para estos otros, sólo para los no habituales ni reinci- 
dentes. El beneficio estaría supeditado al asesoramiento 
previo y preceptivo para el Juez, de los institutos espe- 
cializados, de los organismos criminológicos, de los esta- 
blecidos en el proyecto, requeridos para indicar la au- 
sencla de peligrosidad o de posible reincidencia. De esta 
forma también se tendría la seguridad absoluta previa 
de la readaptación social del delincuente, teniéndose en 
cuenta, además, la edad, la educación, su conducta ante- 
rior y posterior, etcétera. 


Nosotros solicitábamos que se incorporaran, en lo 
posible, todos estos elementos y todas estas soluciones 
en el proyecto que la Comisión Especial estructuró en 
el día de hoy, aspiración que no tuvo andamiento. 


Deseábamos incorporar también al proyecto, en los 
casos de los llamados delincuentes políticos, la presta- 
ción por éstos de un compromiso previo e imprescindi- 
ble, de respeto a la Constitución, a las Leyes de la Re- 
pública y al orden instituido del país, así como de la 
renuncia a la violencia con fines políticos, y tampoco 
tuvimos éxito. 


La Amnistía puede estar condicionada, hecho que ha 
sido aceptado en este país y en otros países y en ptras 
legislaciones, según normas consagradas desde hace mu- 
chos años. Por ejemplo, entre otros, el Pacto de La Cruz, 
de 18 de setiembre de 1897; en la República Argentina, 
por la Ley de 22 de julio de 1875, se amnistió al Genera! 
Bartolomé Mitre y a su gente por el alzamiento que se 

xodujo contra el gobierno luego da haber sido vencido 

aquél en la elección de 1874 por Avellaneda. Para po 
der ampararse a la amnistía se le exigió un juramento 
como el que proponemos en nuestro proyecto. 


El Presidente de El Salvador, en el litigio que man- 
tiene con log guerrilleros del Movimiento Farabundo 
Martí exige, para llegar a un entendimiento, la renuncia 
expresa al uso de la violencia con fines políticos, por 
parte de éstos, 


La extensión de la amnistía a los delincuentes co- 
munes, llamados sociales —vuelvo a ello porque es ne. 
cesarlo—- constituye una vía cierta de pacificación, por- 
que puede ocurrir, y está ocurriendo ya en el país, lo 
que en la doctrina española se conoce con el nombre de 
agravio comparativo, es decir, la reacción provocada en 
este otro tipo de delincuentes cuando ven cómo se am- 
nistía a aquellos que, quizá, han cometido delitos de 
mayor peligrosidad, mucho más graves que los de ellos y 
no se ven alcanzados por la clemencia soberana. 


Antes de redactar el proyecto hemos consultado al 
doctor José María Rodríguez Devesa, Catedrático de De- 
recho Penal de la Universidad de Madrid, quien precisa- 
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mente es el que sostiene la figura del agravio compara- 
tivo. El ha expresado que a raíz de la Ley de Amnistía 
española de octubre de 1977, en las cárceles de España 
se provocaron alzamientos de esa raturaleza contra los 
bienes de las cárceles y contra las personas de los guar- 
dias precisamente por las mismas motivaciones. Todo 
ello hace que nosotros entendamos —tal cual lo dijimos 
en nuestra campaña pre-electoral— que la amnistía que 
corresponde como elemento de pacificación nacional 
—Aenemos «que decirlo muy elaro y expresarlo con abso. 
luta y total responsabilidad y valentia-— es la que ha 
aceptado la opinión pública de la República y estamos 
seguros sigue, en ese aspecto, aceptando, ñ Ñ 


Me voy a permitir dar lectura a un párrafo muy sig- 
nificativo del diario “El País”, de fecha 22 de julio de 
1984, firmado por el doctor Washington Beltrán —que 
es un hombre insospechable desde todo punto de vista-— 
en el que expresa conceptos que hacemos nuestros, refi.- 
riéndose al tema de la diferenciación entre un tipo y 
otro de los delitos que deben ser objeto de amnistía. El 
artículo dice lo siguiente: “No puede válidamente sos- 
tenerse hoy, que la pacificación del país demanda que 
quienes asesinaron o hirieron a mansalva o quienes apri- 
sionaron sin piedad, vean extinguidos sus delitos. El pue- 
blo, la gran mayoría del pueblo uruguayo es más que 
ajena: es contraria a esa pretensión. No admite que la 
fraseología de un disfraz ideológico, quite al crimen su 
carácter de crimen, ni que el tiempo amodorre la natu- 
ral, espontánea e indignada repulsa, con que ayer recha- 
zó procederes y métodos absolutamente irreconciliables 
con nuestra historia, nuestra mentalidad, nuestra cultu- 
ra, nuestras prácticas democráticas, Tan es asi, que te- 
memos la certeza de que esa amnistía, de materializarse, 
sería, no un factor de pacificación, sino de profunda per- 
turbación Cívica, de endurecida resistencia ciudadana de 
hombres y mujeres de todos los partidos.” 


Creo que esto, señor Presidente, tiene total vigencia 
al día de hoy. Para que' se vea y se compruebe que no- 
sotros no improvisamos en esta materia, para demostrar 
que eso es así, vamos a leer nuestra propia opinión que 
no tiene el mérito sino la oportunidad de haber sido la 
primera que se dio en el país, cuando el 27 de mayo de 
1984 el diario “La Mañana” inició una serie de consultas 
a políticos sobre tres aspectos, y esto tiene, además, la 
característica de que fue respondido en el mismo mo- 
mento en que se realizaron las preguntas, que decían: 
“¿Se debería aplicar una amnistía irrestricta? ¿Qué son 
los delitos políticos?”. Limito, ahora, a dos los tres temas 
comprendidos en las preguntas. En ese momento contesté 
lo que ahora estampamos en este proyecto de ley. Ade- 
más, en torno al tema, nuestra respuesta está dada en el 
Programa de Principios del Partido Colorado, que es lo 
que actualmente, como es natural, seguimos sostenienda. 
Recordamos, entonces, que consideramos que no debe ha- 
ber ningún elemento que perturbe las facultades de de- 
cretar amnistía por parte de los órganos competentes, en 
cuanto ese acto constituye un elemento que coadyuve a 
la pacificación nacional. También agregamos: “Con res. 
pecto a la extensión y características de la amnistía co- 
rresponderá establecerlo a la autoridad que deba inter. 
venir en la elaboración de la norma correspondiente. 
“No obstante” —agregábamos— “deben existir clertos 1- 
mites, tendrán que ser atendidas muy bien las cirtuns- 
tancias, para que la extensión y característica de la am- 
nistía mantengan el debido equilibrio, para que la socle- 
dad no resulte frustrada en cuanto a lo que se pretende 
con la misma”. Hicimos mención entonces a “lo que 
hemos tenido oportunidad de observar en otros países” 
—refiriéndonos a. la "República Argentina— “donde la 
amnistía se transformó en otro elemento desencadenante 
de conductas antisociales”. 


En lo que dice relación con el delito político, que es 
lo que mantenemos, sostenemos y estampamos en nues. 
tro proyecto, y por hacer gracia a este Senado no lo 
expresamos en profundidad, sino que nos limitamos a 
hacerlo en forma sintética —tal como lo declaramos en 
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aquella oportunidad en que se nos consultó verbalmen- 
le— que “es aquel cuyo contenido está directamente 
vinculado a la actividad emergente de una ideología 
contraria a un gobierno determinado, sea respecto de su 
contenido dogmático, sea de su estabilidad. Es decir que 
si a alguien se le requiere por conductas como las que 
están previstas en nuestro ordenamiento jurídico, tales 
como hurto, homicidio, asociación para delinquir, secues- 
tro” -——privación de libertad— “violación de domicilio, 
atentados, abuso de funciones, asistencia a la asociación 
para delinquir, etc., no se le está persiguiendo política- 
mente. No hay imputación de ningún delito político y 
no es un perseguido o en su caso un preso político. Si 
las autoridades requieren a un individuo, en cambio, pa- 
ra ser sometido a la Justicia y condenarlo por sostener 
una ideología contraria a un gobierno determinado, ahí 
sí se le imputará un delito político y ese sujeto sería 


eventualmente un preso político. No conozco” -——añadí: 


entonces y lo mantengo hoy, pese a lo cual y en aras de 
la pacificación hemos presentado este proyecto— “en 
nuestro derecho ninguna figura delictiva' que tenga el 
contenido que por definición tiene un delito político”. 


SEÑOR MEDEROS. — ¿Me permite una interrup- 
clón, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. --- Sí, señor senador. 


SEÑOR MEDEROS, — Señor Presidente: estoy es- 
cuchando con mucha atención al señor senador Cersósi- 
mo, pero debo decir que tengo algunas reservas respecto 
a sus disquisiciones doctrinarias referidas a la aplicación 
de la doctrina de la amnistía. 


Si aquí hubiera un extranjero y estuviera escuchan. 
do la doctrina desarrollada por el señor senador, creería 
que estábamos en el más normal de los mundos jurídicos 
constitucionales y se ha dado el proceso de la guerrilla 
en el país. 


Si aquí no hubiera existido la dictadura, si se hu- 
biera procesado la guerrilla y si los delitos por ella co- 
metidos se hubiesen sustanciado por un Poder Judicial 
lMbre —€n el juego normal de los Poderes: Poder Eje- 
cutivo, Legislativo y Judicial — quizá, estuviera de más 
la necesidad de recurrir a estas medidas que estamos 
estudiando, porque la justicia, en un estado constitucio- 
nal y jurídico se habría desarrollado en otras condicio- 
nes. Pero los encausados por delitos políticos O conexos 
con éstos, han sido enjuiciados por una cruel dictadura 
que empleó la tortura y la malicia contra los inculpa- 
dos, contra las personas supuestamente vinculadas con 
todos estos delitos; han sido muertos, torturados y ve- 
jados, y muchos llevan más de catorce años en prisión, 
otros, doce, diez u ocho. 


El Partido Nactonal, que es el único partido que ha 
hecho revoluciones verdaderas en este pais, ha salido 
de todas ellas —estimado señor senador Cersósimo— 
con medidas de amnistía, Dicho instrumento de pacifi- 
cación terminó con la tragedia que dividió a los orien- 
tales, con miles de muertes, en el año 1904, en 1933 y 
en la revolución contra Terra en 1935, Por lo tanto 
siempre se salió con medidas de amnistía aplicadas por 
gobiernos constitucionales que pacificaron nuestro espí. 
ritu ante las tremendas tragedias nacionales. Los Gobier- 
nos que promovieron esas amnistías fueron Gobiernos 
transformadores de dichas revoluciones y procedieron 
con grandeza ante trágicas situaciones de sangre mucho 
mayores que las actuales. Eso es, precisamente, lo que 
estamos haciendo hoy; es decir, corregir los desaciertos 
de un periodo oscuro de nuestra historia reciente, en 
que la dictadura trató cruelmente a los encgusados, que 
torturó y mató a muchos de ellos. Esto sucedió porque 
la verdadera justicia independiente, la justicia civil, fue 
sustituida por la militar. Ese fue el inmenso error que 
cometimos muchos uruguayos, en estas mismas bancas, 
cuando se produjo el episodio previo a la dictadura en 
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momentos en que la anarquía había ganado la calle y 
el Gobierno constitucional solicitó al Parlamento una so. 
lución jurídica para combatirla. El que habla fue uno 
de Jos que cometió el gran error de haber levantado su 
mano para dar al Gobierno dicho instrumento, a los efec. 
tos de combatir la anarquía de entonces, : 


_Lo hicimos en el entendido de que era un Gobierno 
civil, constitucional, el que lo iba a aplicar con la ecua- 
nimidad con que un Gobierno civilizado trata a aquellos 
encausados que cometen un delito. No suponíamos en- 
tonces que una dictadura cruel fuera a violentar estos 
medios jurídicos, inclusive contra los mismos políticos 
que habíamos levantado nuestra mano. 


Esto significa, señor senador Cersósimo, que discrepo 
con sus apreciaciones doctrinarias porque no están refe- 
ridas a un momento político, jurídico y constitucional 
normal, sino a éste del cual estamos saliendo, que ha 
sido una larga noche triste en la que se cometieron mu- 
chos más crimenes por parte del Gobierno dictatorial que 
todos los que perpetró la guerrilla, Aclaro que no la 
estoy justificando como medio de acción política, porque 
existían otros medios lícitos ——l voto popular, por ejem. 
plo— para desalojar un Gobicfno o para instaurar otro 
nuevo, sin necesidad de tener que récurrir a las armas. 
Pero ese error que cometió ese grupo de iluminados que 
creían poder derrotar al Gobierno por las armas, ha sido 
pagado con creces desde el momento en que sus inte- 
grantes fueron muertos, torturados y la minoría que tu- 
vo la suerte —si cabe la expresión— de salvar su vida 
ha quedado prácticamente destrozada. 


Creo firmemente que este Parlamento libre, electo 
por el pueblo, que desea la paz y quiere olvidar en lo 
Posible toda la tragedia que ha vivido el país en estos ' 
años y de la cual queremos salir, debe establecer bases 
verdaderas para lograr la concordia nacional. : 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. :— Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. ¿ 


SEÑOR CERSOSIMO, — Termino, señor Presidente, 
luego de la interrupción del señor senador Mederos. 


Deseo significar que naturalmente comparto todas las 
referencias que él ha hecho en cuanto al proceso revo- 
lucionario. Es más, tengo en mi poder, desde la época 
artiguista hasta la fecha —del período preconstitucional 
y posterior -——todas las disposiciones sobre amnistía dic- 
tadas en el país. Ellas fueron estructuradas, normalmen- 
te, con el fin de aplacar el espíritu público transitoria- 
mente convulsionado por aquellos episodios de verdadera 
gesta de los que participaron en la República hombres 
pertenecientes al mismo partido que el señor senador 
Mederos —no tengo reparos en reconocerlo, ya que lo 
he hecho en otras oportunidades—, a quienes el país y 
nosotros mismos rendimos aún el tributo. de nuestra 
admiración por su coraje, desinterés, generosidad y per- 
sonalidad, acordes -——sin ninguna duda— con los más 
caros y altos intereses de la República. Ellos son, juz- 
gados en la proyección del tiempo y con la serenidad 
que dan los años para analizar los acontecimientos ver- 
daderamente históricos en que intervinieron, aulenes ci. 
mentaron lo que es el Uruguay actual. 


Señor Presidente: deseamos señalar gue los linea. 
mientos que -consagra nuestro proyecto de ley nos im- 
pide acompañar en general el que. está a consideración 
del Cuerpo, pero no obstante vamos a votar algunas 
disposiciones en la discusión particular, en la medida en 
que ellas no enerven estos principios fundamentales que 
mos son tan caros, Muchos de los que hoy reciben ese 
beneficio atentaron o se alzaron contra un Gobierno 
electo democráticamente, que integramos y tenemos el 
honor de haber participado de él. Esto lo digo pública. 
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mente, sin que conlleve esta expresión sentido contesta- 
tario de ninguna naturaleza. _ 


En base a estas consideraciones, señor Presidente, 
además de lo que hemos manifestado, entendemos que 
se debe dar alguna vía de pacificación al país —siem- 
pre lo dijimos así—, y es por eso que hemos procedido 
de esta manera, aunque nos resulta dificil comprender 
la falta de piedad de quienes han cometido actos atroces. 


Somos clementes por temperamento y no integra 
nuestro estilo severidad análoga a la de aquellos jueces 
ingleses del siglo XVIII, que condenaban a muerte a los 
niños por simples delitos de ratería. 


Debemos agregar que la democracia, tal como la 
conocemos, sólo tiene doscientos años de edad. y nadie 
nos asegura que habrá de ser eterna. Si las democracias 
de hoy se niegan a prestar atención a las lecciones de 
la historía y continúan confundiendo deseos con reali- 
dades, van a morir, como lo dice Revel en un libro 
apasionante. 


Naturalmente, 'nosotros nos afillamos a la luminosa 
predicción de Metternick: no sabemos cómo morirán las 
democracias, pero estamos seguros de que morirán de 
viejas. 

No podríamos terminar estas palabras si no reiterá- 
ramos muy claramente frente a la histórica y tremenda 
decisión que el Senado se apresta a adoptar esta noche, 
nuestra profunda convicción en la posición que susten. 
tamos que de consuno trata de armonizar la necesaria 
conciliación y pacificación nacionales, con la aspiración 
de que ellas no se basen en la deformación de la reali. 
dad y en las medias verdades, que constituyen uno de 
los males más agudos que suelen afectar. a los sistemas 
democráticos. E 

De esta prédica permanente que ha constituido la 
indeclinable coherencia política de la Unión Colorada 
y Batillista, no habremos de apearnos; no por tozudez 
sino por la certidumbre de que así servimos más leal- 
mente al sistema de convivencia que hemos adoptado. 


Na gueremos que otro bando fije las reglas porque 
quienes así lo admitieren, estarán colocando a la Repú- 
blica —y permitaseme el recuerdo de aquel antiquísimo 
episodio— en la posición de los atenienses del siglo IV 
antes de Cristo. Demóstenes, el gran orador, advertía 
constantemente a sus conciudadanos que el poderoso 
vecino de Atenas, Filipo 11 de Macedonia, no había 
creado un ejército poderoso con fines pacíficos. Les de- 
cía —recuerden los señores senadores la frase— que la 
eterna vigilancia era el precio de su libertad. Los ate- 
nienses de entonces le escuchaban con cortesía. pero al ca- 
bo de pocos años se aburrieron de Demóstenes y de sus 
insistentes advertencias sobre Filipo. Era más cómodo creer 
a otros oradores, algunos de ellos estimulados por el pro- 
plo Filipo, y otros verdaderamente sinceros, que decían 
que el rey de Macedonia buscaba la paz universal. Y lo 
siguieron creyendo, hasta que Filipo y su ejército inva- 
dieron Atenas en el año 338 antes de Cristo. Los ate- 
nienses no recobraron la libertad sino 2.170 años después. 
Que nada parecido ocurra en esta tierra, que no nos 
equivoquemos es nuestro más ferviente deseo y, en laica 
oración, señor Presidente, en holocausto, postremos de 
hinojos nuestro espíritu, 


SEÑOR SENATORE, — Pido la palabra señor Pre- 
sidente. ] 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el se- 
ñor senador. 


SEÑOR SENATORE. — Señor Presidente: no pen- 
saba intervenir más que en la discusión particular, para 
no robar al Senado ningún minuto del tiempo destinado 
a la aprobación del proyecto de ley que estamos con. 
siderando. Sin embargo, debo señalar escuetamente por 
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qué no vo ya votar este proyecto de ley y si el de am- 
nistía general e irrestricta aprobado por la Cámara de 
Diputados. 


No recurro a ningún slogan si expreso que siento 
profundamente todo lo que contiene de afirmación de 
paz y de justicia la amnistía general e irrestricta que 
desde hace mucho tiempo reclamamos. El proyecto en 
examen —que concita una base política mayor ya que 
es apoyado por el Partido Colorado— me merece, en 
general, la objeción fundamental de que se aparta del 
proyecto sancionado por diputados consagrando la am- 
nistia general e irrestricta. Concretamente, la objeción 
que me merece este proyecto, es que afirma una diferen. 
ciación entre los que incurrieron en delitos políticos, 
señalando con la flor de lis de la época francesa a los 
que cometieron, en el equivocado camino que tomaron, 
un delito de homicidio. Al decir esto no estoy haciendo 
la apología de la violencia, ni la de quienes dentro de 
una organización social encauzáada y normada por las 
reglas del convivir democrático, se levantan contra los 
poderes constituidos por la ciudadanía. Al respecto, an- 
tes de ahora, en un reportaje que se me hizo en el año 
1970, fue publicada .mi opinión sobre ese tema en un 
momento basíante difícil. No tengo ningún temor que 
alguien, con alguna razón, pueda decir que estoy pro- 
picilando o haciendo la apología de la violencia. 


Desde luego que ello no implica afiliarse al simplis. 
mo de entender que la causalidad de ese fenómeno social 
está explicada por el hecho de que hay hombres que 
toman tan duro camino porque les gusta más vivir con 
un arma en la mano y en permanente zozobra que discu. 
tiendo ideas y tomando un café en un bar con sus ami. 
gos. Hay que saber y reconocer que hay elementos im- 
portantes que se van sumando en una sociedad para 
crear ese cúmulo de tremendas injusticias que acusan 
casi todas nuestras sociedades latinoamericanas, Allí, en 
esa base, en ese fondo de injusticias acumuladas y man- 
tenidas, está la explicación de que algunos hombres se 
desvíen del camino que recorren otros muchos que tam- 
bién buscan en la confrontación de ideas, instaurár la 
justicia en una sociedad totalmente injusta. 


Pero es de un simplismo irritante achacar al simple 
violentismo lo que está sucediendo en El Salvador, o lo 
que está ocurriendo en Nicaragua donde han optado por 
trabajar con un fusil al hombro para defender su tierra, 
mientras están produciendo para engrandecerla. No voy 
a extenderme para explicar lo que a mi juicio son las 
raíces profundas de todos estos fenómenos sociales, que 
después tenemos que resolver con leyes como ésta. Digo, 
simplemente, que no es con la violencia de arriba que 
se combate la violencia de abajo; digo que no es prohl.- 
biendo por decreto el uso de determinadas palabras que 
se apacigua a la sociedad; digo que no es cercando el 
Palacio Legislativo, por orden de un Presidente perjuro, 
comandando a militares que dejaron de cumplir con su 
deber. como se solucionan los problemas de la sociedad 
y la injusticia social; digo que todo eso tiene una solu- 
ción mucho mejor que la que puede buscarse por esos 
caminos del autoritarismo y la dictadura. La solución es 
la de luchar sin desmayo por-la justicia en la demo- 
cracía, ya que con justicia en democracia es posible 
obtener la paz. S 


Señor Presidente: no se puede desconocer la exis. 
tencia de delitos políticos ni las motivaciones especiales 
que mueven a la gente, así como la total falta de ido. 
neidad para erradicarlos de las estructuras sociales injus. 
tas o de las dictaduras o gobiernos autoritarios. Esa es 
una enorme tarea y un desafío para nuestro pueblo que 
debe señalar a los representantes el camino de la con. 
cordia, de la concertación para reconstruir esta tierra 
desvastada y darle a nuestra patria el destino que me- 
rece. 

Como integrante de esa importante fuerza política 


que es el Frente Amplio, señalo enfáticamente que nues- 
tras afirmaciones en relación a la amnistía general € 
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irrestricta no significan repetir un slogan, una frase he- 
cha, sino trasmitir la más firme y leal convicción de 
que es el verdadero instrumento para alcanzar la paci- 
ficación del país. En virtud de ello vamos a dar nuestro 
voto para la aprobación del proyecto de amnistía gene. 
ral e irrestricta sancionado: por la Cámara de Diputados. 
No obstante, si como lo anuncian las exposiciones de los 
señores senadores, ese proyecto no alcanza la mayoría 
requerida, apoyaremos el de la Comisión Especial, por- 
que a través del mismo quedarán desocupadas todas las 
cárceles que un régimen oprobioso utilizó para vejar. 
torturar y tratar de aniguilar a miles de compatriotas. 
Priorizamos, como no podía ser de otro modo, la libertad 
inmediata de todos los presos políticos al instrumento 
utilizado. 


Nada más, señor Prestdente. 

SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto en primera discusión 
general. 

(Se vota:) 


—24 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 


para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi. 
dente: deseo dejar constancia de que habiendo sido re. 
chazado por la mayoría del Senado el proyecto de am. 
nistía general e irrestricta aprobado hace pocas horas 
por la Cámara de Representantes, hemos prestado nues- 
tro voto a este proyecto en la discusión general. Sin 
perjuicio de ello, en la discusión particular propondre- 
mos algunas modificaciones. ; 


Debo decir que votamos afirmativamente en la dis- 
<usión general porque a esta altura del trámite parla- 
mentario, el proyecto en. consideración representa la me 
jor aproximación posible a nuestro objetivo central que. 
como es notorio, es la amnistía general e irrestricta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a la discusión 
particular. 


Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 
—En consideración. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Solicito que 
este artículo se vote por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Atento a la moción for- 
mulada por el señor senador Rodríguez Camusso, se va 
a votar el inciso primero del artículo 12. 

(Se vota:) 

—25 en 29. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el 
inciso 20 del Art, 19. 

(Se vota:) 

—2 en 29. Afirmativa. : 

SEÑOR ARAUJO. — Pida la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. ñ 


SEÑOR ARAUJO. -—— Señor Presidente: votamos el 
primer inciso de este artículo porque, en definitiva. es 
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el artículo primero del proyecto que venía de la Cáma- 
ra de Diputados; pero, lamentablemente, no podemos dar 
nuestro voto al inciso segundo porque precisamente allí 
se excluye a una serie de hómbres que han sido acu- 
sados de homicidio, no por la justicia ordinaria sino por 
la justicia militar que dice tener pruebas, pero que no 
son más que testimonios logrados bajo torturas. A estos 
hombres se les excluye de la amnistía que otros recibi. 
rán por haber sido acusados de otros delitos. 


No podemos entender por qué, a esta altura de los 
acontecimientos, estamos dando la amnistía a una can. 
tidad de inocentes que no necesitan de ella porque el 
primero de marzo tendriamos que haber ido a sacarlos 
de las cárceles y pedirles perdón, porque están presos 
por el delito de pensar y no por una razón valedera. A 
ellos les otorgamos la amnistía y se la negamos a quie. 
nes realmente deberían ser amparados por este instituto. 
Eso es lo que se está haciendo al votar, y nosotros no 
podemos consagrarlo con nuestra mano en alto. 


Como bien señalaba el señor senador Senatore ja- 
más apoyamos la violencia y no lo haremos tampoco en 
este caso, al seguir defendiendo la amnistía para esos 
hombres. ¿Por qué razón no los vamos a amparar como 
a los demás? ¿Por qué razón recién los dejaremos salir 
una Semana después, como si dejándolos uno días más 
lográramos algo? Parecería un acto de revancha y no 
puedo entenderlo. ¿Por qué razón tendríamos que apro- 
bar tal cosa? 


¿Que se ha empleado la violencia? Sí, se ha em- 
pleado, pero no sabemos si lo han hecho estos hombres. 
Como bien señalaba el señor senador Pozzolo en el día 
de ayer, muchos hombres acusados de delitos comunes 
aceptaron una culpa porque, en este país, los presos sa- 
ben que bajo la dictadura lo que sirve es -—recordando 
el título de un programa de televisión-— el “cante y ga- 
ne”. Si cantan ganan y no se les tortura más. Han ha- 
bido muchos Roslick que no por no cantar murieron du- 
rante la tortura. Si votáramos este inciso segundo —qué 
no hemos votado— estaríamos aceptando la confesión 
que la tortura extrajo. 


Nuestro sector no comparte los hechos violentos y 
además, reitero, no sabemos si fueron esos hombres los 
que así actuaron. Por otra parte, en este mundo hay mu. 
chos homicidas que siguen libres. 


Desde que comenzó este debate, señor Presidente, 
han muerto de hambre diez mil niños en el mundo; por 
año mueren de hambre quince millones de niños meno- 
res de cinco años. En este mundo, mientras unos viven 
con todo lujo, hay ochocientos millones de seres huma. 
nos —en América Latina, Africa y Asla— que padecen 
desnutrición y viven en extrema pobreza. 


Y eso, señor Presidente, es un genocidio, porque en 
el mundo hay alimentos suficientes para todos, pero es. 
tán mal distribuidos, porque hay asesinos que los distri. 
buyen mal. Cada uno de esos niños que mueren de ham. 
bre —y son quince millones al año-— tendrían que salir 
a buscar a los culpables, a los asesinos, y encarcelarlos. 
En este mundo en el que nosotros vivimos, y que es tan 
violento, hay USS 500.000:000.000 brindados al arma. 
mento, mientras no hay alimentos. En este mundo vio- 
lento, hay países a los que todo les sobra, porque han 
empobrecido y empobrecen a los nuestros, En ese mun- 
do industrializado come más el ganado que ochocientos 
millones de seres humanos que habitan este hemisferio. 


Eso es violencia; y no todos los culpables han sido 
encarcelados, torturados, desaparecidos o muertos, Esta- 
mos viviendo en un mundo en el que podríamos men. 
cionar cifras impresionantes que existen en relación al 
aspecto que he señalado, y que no inventamos nosotros. 
sino que nos las brindan las Naciones Unidas. Y en este 
mundo violento, sin embargo toleramos, y no entende- 
mos, por qué no podemos hacerlo, cuando intentamos pa- 
cificar al país, que todos estos hombres que tendrían que 
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ser liberados el mismo día yy todos amnistiados, como 
basé para la pacificación nacional, sigan detenidos. Eso 
es fundamental. Si creyéramos due con dejarlos una se. 
mana más o no amnistiarlos se puede lograr que nunca 
más haya violencia, estaríamos equivocados. ¿Por qué 
esta diferencia que muchas veces no se ha establecido? 
Entonces, es por esta razón, señor Presidente -—y no de- 
seo distraer más al Cuerpo y tampoco demorar más mi. 
nutos 4 nadie en la cárcel— que no podemos votar el 
inciso segundo del artículo” 1%, pero sí apoyamos el in- 
ciso primero. 

SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Mociono para que se suprima 
la lectura del articulado del proyecto de ley, en virtud 
de que el mismo ya está repartido. k 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
del señor senador. 


(Se vota:) 

—2 en 29. Afirmativa, 

Queda suprimida la lectura del articulado. 

En consideración el artículo 2%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 30. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—26 en 29. Afirmativa, 

En consideración el artículo 49. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 2 

—-26 en 29, Afirmativa. 

En consideración el artículo 5%, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 29, Afirmativa. 

En consideración el artículo 6%. 

SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SENATORE, — Señor Presidente: solicitaría 
una aclaración sobre este artículo, y pienso que el señor 
miembro informante del proyecto de la Comisión podría 
proporcionárnosla, 


Este artículo 6% dice —ruego se me permita leerlo—: 
“Decláranse extinguidas de pleno derecho las penas prin- 
cipales y accesorias, las acciones penales, las sanciones 
administrativas y jubilatorias, las deudas generadas por 
expensas carcelarias y toda otra sanción dispuesta por 
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una autoridad estatal en virtud de los delitos amnis: 
tiados.” 


Relacionando este artículo con lo dispuesto por el 
penúltimo inciso del artículo 9% aparece mi duda, La 
amnistía de este proyecto de ley, no es realmente tal 
con respecto a los delitos comprendidos en el inciso se. 
gundo del artículo 1% De ahí que cabe entender .que 
este artículo 6% no comprende a los delitos a que se re- 
fiere el inciso segundo, con lo que se crearía un proble. 
ma muy serio y grave, como ser, por ejemplo, el de que 
no se extingan las sanciones administrativas y jubila. 
torias que sufren los que cometieron delitos de lesa na. 
ción. No creo que deba perseguirse a los autores o co- 
autores de delitos de homicidio hasta elpunto de afec. 
tar los derechos jubilatorios, 


Por otra parte, el artículo 99, en su penúltimo inclso 
dice lo siguiente: “En todos los casos, quedarán sin efec. 
to las deudas generadas por expensas carcelarias”, rel. 
terando una previsión que también está contenida en 21 
artículo 69. 


El artículo 9% refiere exclusivamente a los delitos 
de que trata el inciso segundo del artículo 1%, alcanza. 
dos por una amnistía muy particular, repitiendo la mis- 
ma exención de expensas carcelarias, contenida en el 
artículo 69. 


Esto me lleva a una conclusión final: si se inter- 
preta el artículo 6% tal como lo estoy haciendo, toda 
esta declaración de extinción de sanciones, del artículo 
6% no alcanza a las personas comprendidas en esa am- 
nistía muy especial, que yo llamaría “sui generis”, esta. 
blecida :en el inciso segundo del artículo 1% Con eso se 
perseguiría aún más, se haría una mayor distinción con 
los coautores y autores de delitos incluidos en el inciso 
segundo del artículo 1%. 


Si esta interpretación no fuere correcta y por el con. 
trario si todos los delitos que figuran en los incisos primero 
y segundo del artículo 1% están comprendidos en la decla- 
ración del artículo 6% podría ser innecesaria la reiteración. 
en el artículo 99 de la previsión referida a las expensas 
carcelarias. En tal caso, podría suprimirse el penúltimo 
inciso del artículo 99, con lo cual el aspecto de las ex- 
pensas carcelarias quedaría comprendido en el artículo 
6% para todos aquellos delitos que figuran en Jos incisos 
primero y segundo, repito, del artículo 1% Con éllo no 
estableceríamos ninguna diferenciación perjudicial en 
contra de los autores y coautores de delitos de homicl. 
dio, a los que se refiere el inciso segundo del artículo 1% 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra, señor Presl- 
dente, d 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. --— Señor Presidente: voy a tra- 
tar de aclarar el punto que motiva la lógica preocupa- 
ción del señor senador Senatore, que orlginó también en 
la Comisión ciertas dudas en cuanto a la necesidad de 
hacer una salvedad en este artículo, comenzando con la 
expresión “sin perjuicio”, luego de la frase, tal como 
finaliza en el texto original, incluyendo o no esta salvedad 
referida a las expensas carcelarias que figuran en el 


artículo 99. 


No se me oculta que este es un punto de técnica 
jurídica y de conocimiento de Derecho Penal y que esta 
duda no debería evacuarla yo estando presente en Sala 
la catedrática de Derecho Penal, Sin embargo, ella po. 
drá corroborar o rectificar mi opinión después de oir la 
explicación que voy a dar. 


En mi concepto, el artículo 6% declara extinguidas 
de pleno derecho las penas principales y accesorias y las 
acciones penales. En tanto que en el artículo 99 se esta- 
blece que Jos Tribunales de Apelaciones van a dictar sen. 
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tencias absolutorias o condenatorias. Si la sentencia es 
absolutoria se declara que no hubo del to y desaparecen 
todas las penas principales y accesorias. Si la sentencia es 
condenatoria, pero con motivo de la forma especial de li. 
quidación de dicha pena que establece la ley, ésta se de- 
clara compurgada, es decir que la pena principal ya se 
cumplió, al tiempo que la medida de seguridad elimi- 
nativa desapareció porque se la deroga por intermedio 
de otras disposiciones del proyecto y consecuentemente, 
se extinguen todas las penas accesorias. Al mismo tiem- 
po, también se extinguen las acciones penales, porque 
ya hay una sentencia definitiva y luego de un eventual 
recurso de casasión quedará ejecutoriada la sentencia. 


En lo que tiene que ver con las sanciones adminis. 
trativas y jubilatorias, debo manifestar que se trata de 
una materia diferente a las sanciones específicamente 
penales y que no se decretan en vía jurisdiccional por 
la autoridad judicial. 


En el debate realizado hoy en el seno de la Comi- 
sión, la señora Ministra decía que en realidad estas san 
ciones se rigen por el Derecho común y no por el Dere- 
cho Penal, y en función de ello, una vez cumplida la 
pena entiendo que —aunque no estoy absolutamente se- 
guro-— las sanciones administrativas y jubilatorias de 
herían levantarse. 


En lo que tiene que ver con el problema de las ex- 
pensas «carcelarias, consideramos que era conveniente 
establecerlo a texto expreso en el artículo 9% porque en 
realidad —si mal no recuerdo, y aquí estoy invadiendo 
la jurisdicción de la profesora de Derecho Penal, docto. 
ra Adela Reta— el pago de dichas expensas carcelarlas 
es una de las sanciones que a título de efecto civil dei 
delito establece el artículo 105 del Código Penal, de 
cuyo pago sólo se exceptúa a aquellas personas que por 
tener menguados recursos se pueda considerar en la sen- 
tencia que se les exime de ese pago. Por lo tanto, como 
la sentencia no se produce sobre los efectos civiles, que 
se rigen por cuerdas separadas y dado los montos exage- 
radísimos, las sumas muy crecidas que la justicía mili- 
tar dispuso que se cobraran a los presos que han estado 
—y aún están— años y años en las cárceles, considera. 
mos que era de estricta justicia que las expensas car- 
celarias les fueran devueltas; además, como sé trataba 
de un efecto civil del delito, se prefirió ponerlo a texto 
expreso. Los ctros efectos quedarían comprendidos en la 
disposición general del artículo 6%, dado que se va a 
dictar sentencia absolutoria o condenatoria, pero en de- 
finitiva se declararán cumplidas y extinguidas todas las 
penas principales y accesorias. Reitero que las sanciones 
administrativas y jubilatorias se rigen por el Derecho 
común. 


Acepto que desde el punto de vista jurídico este pun. 
to es bastante delicado. Pero me parece que esa era la 
interpretación conjunta a la cual habíamos llegado en 
la Comisión y solicitaría a la señora Ministra que con- 
firmara si esto es así o si he cometido un error de inter- 
pretación. 


. SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 
E INTERINA DE JUSTICIA. — Lo que acaba de expre- 
sar el señor senador: Aguirre coincide con lo que en su 
momento analizamos en el seno de la Comisión. En pu- 
ridad, el artículo 6% no rige para las hipótesis contem- 
pladas en el inciso segundo del artículo 1%, porque en 
ese caso las consecuencias están determinadas por la 
existencia de una sentencia condenatoria o de una sen- 
tencia absolutoria. En consecuencia, como esta disvosi- 
ción no tiene alcance para cubrir la hipótesis del inciso 
segundo, nos obligó a prever expresamente la hipótesis 
de las expensas carcelarías -—tal como lo acaba de se- 
falar el señor senador Aguirre-—— para que en atención 
a la importancia del monto desmedido de ellas no que- 
daran excluidas del reembolso gue a texto expreso se 
establece para todas las hipótesis amnistiadas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún otro señor se. 
nador hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6%. 
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(Se vota: ) 

—25 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 70. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—25 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 80. 

SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. -— Señor Presidente: creo que hay 
un error en el texto de este artículo. Donde dice “com- 
prendida” debería decir “comprendidos”, porque se está 
refiriendo a los reclusos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Acepta el señor miem. 
bro informante la corrección? 


SEÑOR AGUIRRE, -—— Sí, señor Presidente, porque 
es pertinente desde el punto de vista gramatical. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún otro señor se- 
nador hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8%. 


(Se vota: ) 

-—25 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9%, 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: en el inciso 
segundo de este artículo se dice: “Los Tribunales de Ape- 
laciones podrán valorar libremente las pruebas resul 
tantes de la instrucción sumarial y dicha sentencia en 
mérito”, etcétera. Donde dice “dicha sentencia” debería 
decir “dictarán sentencia”, 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — El señor secretario de la Co 
misión había advertido ese error de máquina y fue co- 
rregido en algunos ejemplares, aunque en el repartido 
original sigue existiendo. Debe quedar bien en claro que 
alli debe decir “y dictarán sentencia”. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la pala 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi. 
dente: como consecuencia natural de nuestra oposición 
al párrafo segundo del artículo (1%, tampoco vamos a 
votar el artículo 9% que en definitiva prolonga por cua- 
tro meses más las resultancias de las actuaciones cum- 
plidas por la dictadura. Sí queremos dejar constancia de 
que dentro del procedimiento entendemos perfectamente 
razonable lo que prevé el párrafo penúltimo, es decir 
que deben quedar sín efecto las deudas generadas por 
expensas carcelarias. 


De todos modos, debo manifestar que no estamos de 
acuerdo con la extensión a cuatro meses más de las con. 
secuencias, que es lo que justamente queremos eliminar 
a través de la amnistía. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—21 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 29, Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—26 en 29. Afirmativa, 

En consideración el artículo 14. 


a votar. 


ES 


Si no se hare 1so de la palabra, se y 
(Se vota:) 

—26 en 29. Afirmativa. 

En consideración el artículo 15. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a volar. 


(Se vota:) 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa propone que a partir de este momento se 
vote por capítulo, dada la claridad de los artículos. En 
consecuencia, está en consideración el Capítulo II, que 
comprende los artículos 15 y 16. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ, — Deseo preguntar a la señora Mi- 
nistra por qué se dice “por tiempo indefinido” en cuanto 
a la competencia de la Comisión Interamericana de De- 
rechos Humanos y no se hace lo mismo en lo concer. 
niente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 
E INTERINA DE JUSTICIA. — El texto del Protocolo 
Adicional no prevé que pueda hacerse por tiempo inde. 
terminado o por tiempo indefinido. En el momento de 
expresar la ratificación, hay que determinar expresa- 
mente, cuál es la opción que el país asume. 


SEÑOR ORTIZ, — Muchas gracias por la aclaración. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


h SEÑOR AGUIRRE. — Me surgen dudas al leer con 
detención el artículo 15, que se refiere a la Convención 
Americana de los Derechos Humanos cuyo texto forma 
parte de Ja presente ley. Si forma parte de ella, es jurt 
dicamente pertinente que al aprobarla, conjuntamente 
con el texto de la ley, se publique como “anexo el texto 
ce la Convención. ¿Es asi? 


_ SEÑOR PRESIDENTE. -—— Eso ya está dispuesto, se- 
ñor senador, 


Si no se hace usn de la palabra, se va a votar el 
Capítulo IT. 


(Se vota:) 
—29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión el Capitulo MI, que comprende los ar- 
tículos 17 y 18. 


SEÑOR LACALLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene ia palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE. — Señor Presidente: el artículo 
17 deroga la Ley N% 14.373 que se refiere a la incauta- 
ción de bienes que ya fuera declarada nula cuando se 
aprobó la ley sobre convalidación de leyes del Consejo “e 
Estado. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Entonces, podemos supri- 
mir la referencia a la Ley N* 14.373, de 13 de mayo 
de 1975. 


Con la modificación anotada, se va a votar el Cu. 
pítulo II que comprende los artículos 17 y 18. 


(Se vota: ) 
—29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión el Capítulo IV, que comprende el ar- 
tículo 19. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 


(Se vota:) 
—26 en 29. Afirmativa. 


En discusión el Capítulo V, que comprende los ar- 
tículos 20 a 23 inclusive. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
—29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


En discusión el Capítulo VI, que comprende el ar- 
tículo 24. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar) 

(Se vota:) 

—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el Capítulo VII, que comprende el 
artículo 25. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tlene la palabra el señor 
senador. 


7 y 8 de marzo de 1935 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi- 
dente: hemos presentado un artículo sustitutivo y debo 
aclarar que nuestro compañero, el señor senador Cardo- 
so, por razones particulares debió retirarse; de lo con- 
trario su tirma también estaría al pie de este artícuio 
sustitutivo. 


SEÑOR PRESIDENTI. -- Léase el artículo sustitu 
tivo, : 


Se lee: 


“Artículo 25 (Sustitutivo). —— Declárase el derecho 
de todos los funcionarios públicos destituidos, decla- 
rados cesantes o separados de hecho por motivos ideo- 
lógicos, políticos o gremiales ,a ser restituidos en 
sus respectivos cargos y a. la reparación en su ca- 
rrera funcional.” 


—En consideración. 
SEÑOR LACALLE. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE. — Cuando estructuramos el ar 
tículo que figura en el proyecto, se pensó en una redac 
ción un poco más amplia. Creo que debe quedar la men. 
ción al Acto Institucional N% 7 porque es la situació. 
más clara y la de más fácil prueba. Basta que un fun 
cionario haya sido privado de su cargo en aplicación de! 
malhadado Acto Inst:ítucional NY 7 para que esté inclui. 
do en la norma. 


Entonces, sugeriría hacer un agregado a la mención 
del Acto Institucional N9 7. 


En cuanto 2 las reparaciones, va de suyo no sé si 


es 2 mayor abundemiento que están incluidas- -- una vez 
que se declara el derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Me permitiría sugerir que 
si la norma es de carácter programático, cuanto menos 
detallada sea, será mejor. porque éste es un tema que el 
Parlamento va a tener que considerar dentro de muv 
pocos días en una ley de fondo y aquí estaríamos seña 
lando criterios u orientaciones a destituidos de hecho, 
jubilados forvosos, reparaciones, etcétera. "Todos esos te- 
mas van a ser discutidos pormenortzadamente en otr 
ley. Estomos fuera de la norma programática y entra 
ríamos al casuismo, 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Solicito que se vote el artículo 
tal como viene de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se votará en ese orden. 
Se va a votar el artículo 25 del proyecto original. 


(Se vota:) 
—22 en 29. Afirmativa, 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Deseo mocionar 
en el sentido de que se suprima la segunda discusión y 
se comunique en el día, una vez que se haya votado el 
último artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Aclaro que aún falta votar 
el artículo 26, 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA, — Solicito que, si es posible, se 
rectifique la votación del artículo 25. 


Exbortaría a los señores senadores a que tengan en 
cuenta que el texto sustitutivo planteado por los señores 
senadores del Frente Amplio permite que, sin perjuicio 
de que oportunamente el Senado y la Cámara Baja le- 
gislen al respecto, nosotros mandemos un mensaje muy 
claro a todos los funcionarios que han sido destituidos 
antes de que entrara en vigencia el Acto Institucio. 
nal N? 7, de que no nos vamos a circunscribir exclusi 
vamente a aquellos para los cuales se ha aplicado ins- 
irumento concreto. Es decir, que la voluntad del Cuerpo 
es la restitución de todos Jos funcionarios destituidos por 
razones ideológicas o persecución política. Sin perjuicio 
de ello, rreo que un artículo de tipo programático no 
puede dar solución a todos los casos que habrá que con. 
templar sobre la instrumentación que se le va a dar oOpor- ] 
tunamente, pero debería por lo menos anunciar cuál es 
la voluntad política del Cuerpo a este respecto. 


Cuando aprobamos la restitución de los funciona 
del Poder Legislativo, hubo un pronunciamiento un 
me en el sentido de no restringir "a medida exclusiva 
mente a aquellos funcionarios a quieres se aplicó e 
Acto Institucional N9 7. 


En virtud de todo eso, exhortaría a los colegas a 
reconsiderar la posición y a rectificar la votación. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- 
senador. 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR BATLLE. — Insisto en que se mantenga lá 
redacción tal como viene de la Comisión. 


Pienso que si rectificamos ese texto, vamos a dar Ju. 
gar a una discusión sobre los alcances que, en distiniu 
orden, tiene el sustitutivo. Esto es claro, es concreto y 
nos obliga a todos para, en la ley definifiva, estudiar 
todos los extremos de todas las situaciones que han 
acaecido a lo largo de este tiempo. Creo que, de lo con. 
trario, si hiciéramos una modificación en el sentido que 
está propuesta, se generaría un conjunto de circunstan. 
cias de extrema confusión y a la Administración se le 
podrían presentar casos que no estarían claramente com- 
prendidos ni definidos y que la propia Administración 
podría calificarlos como que no entiende si están am 
parados por el artículo 25, Este artículo es una expre: 
sión clara de la intención del Poder Legislativo de Hevar 
adelante un análisis pormenorizado. Supongo que tendrá 
en cuenta, además, las circunstancias administrativas que 
hay que modificar para que se puedan restituir todos 
los funcionarios sin afectar el funcionamiento general 
de la Administración. 


Me parece que, debido a la urgencia de sancionar 
esta norma. lo fundamental es que el Cuerpo se limite 
a expresar claramente su voluntad de resolver los casos 
del Acto Institucional N* 7, como una expresión muy 
clara de lo que está dispuesto a hacer hoy y de lo que 
está anunciando que va a analizar en profundidad, ma- 
nana. 


Tnsisto en que se mantenga la redacción como viene de 
Comisión, y si es necesario, que se rectifique la votación. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: nos vamos a sumar a la proposición formulada por el 
señor senador Ferreira, subrayando que este artículo 
que hemos propuesto, sustitutivo del 25, recoge en esen- 
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cia el criterio ya aprobado por la Concertación Nacio- 
nal Programática y cuenta, por tanto, con la aprobación 
de las cuatro organizaciones políticas y de los sectores 
sociales que han estado actuando en torno al tema des- 
tituidos. E 


Agrego además, que la circunstancia de que —en 
nuestra opinión con acierto— se haya resuelto incluir 
este tema dentro del proyecto limitándose su concepto e, 


inclusive, reduciendo su alcance con relación a lo que' 


los mismos sectores políticos ya habian admitido en la 
Concertación, parece otorgarle un sentido equivoco. Des- 
de ese punto de vista, señor Presidente, si se ha resuel- 
to inclulr el tema aquí —criterio que compartimos— no- 
sotros, sin perjuicio del debate más detallado que ulie- 
riormente debamos hacer cuando se discuta este problema. 
entendemos razonable el mantenimiento del criterio ya 
acordado y suscrito por las cuatro fuerzas políticas y por 
todas las organizaciones sociales que actuaron, en el 
sentido de reconocer la necesidad de restituir a todos los 
funcionarios que fueron destituidos en cumplimiento de 
finalidades de orden ideológico, con sentido político o con 
sentido gremial. Esta es una afirmación de carácter 
genérico ya aprobada en la Concertación y que noso- 
_tros entendemos debe ser mantenida aquí. 


Por lo tanto, nos sumamos a la proposición de rectl- 
ficación de la votación a efectos de intentar que pueda 
ser aprobado el artículo sustitutivo presentado. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la. palabra. 


SESOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: la fórmu- 
la sustitutiva o ampliatoria que propició el señor sena- 
dor Rodríguez Camusso fue leída hace unos instantes, 
pero, realmente no me ha quedado claro su alcance. 


Por tal motivo, solicito a la Mesa que se lea nueva- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase nuevamente el artícu- 
lo sustitutivo. 


Se lee: 


“Declárase el derecho de todos los funcionarios pú- 
blicos destituidos, declarados cesantes o separados de he- 
cho por motivos ideológicos, políticos o gremiales, a ser 
restituldos en sus respectivos cargos y a la reparación en 
su carrera funcional”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: no me nie- 
go a que se amplie el sentido dé la formulación de este 
artículo por las razones que han expuesto los señores se- 
nadores Ferreira y Rodríguez Camusso, pero creo que 
la fórmula utilizada no es la más conveniente desde el 
punto de vista jurídico, porque allí se establece el dere- 
cha de todos los funcionarios destituidos a ser repuestos 
en sus cargos, y en este lapso pudo haber habido desti 
tuciones realizadas con arreglo a derecho. Si bien siem- 
pre faltaba la venia del Senado o ¡a de la Comisión Per- 
manente, en su caso, porque no funcionaban, en reali- 
dad, pueden haberse configurado las causales constitu- 
cionales de destituciones que consagra el numeral 10 
del artículo 168 y haberse comprobado en un, sumario 
realizado regularmente. 


Por otra parte, debemos señalar que la referencia a 
una situación de cesantía de hecho es jurídicamente im- 
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precisa. ¿Qué configura una cesantía de hecho? Sabe- 
mos que las ha habido porque la arbitrariedad de la dic- 
tadura no conoció vallas ni límites de especie alguna. Sa- 
bemos que hubo gente que un día llegaba a trabajar 
a una oficina pública y le habian retirado la tarjeta; 
sabemos que hubo protesores a los que se les comunicb 
por teléfono que no tenían más clases y que no concu- 
rrieran más. Las arbitrariedades fueron de todo tipo, 
pero precisamente, por haber sido tan amplia la gama 
y por vías absolutamente irregulares, esa fórmula de 
la cesantía de hecho tiene una indefinición muy grande 
Ps mo me parece correcto que ahora reconozcamos el 
erecho. 


Como dijo el señor Presidente, creo que si se va a 
dictar una ley, ahí es donde vamos a tener que afinar 
los conceptos jurídicos porque la improvisación nos pue- 
de llevar a cometer algún error del que después nos ten- 
dríamos que arrepentir. 


No obstante ello, me avendria a votar esta dispo- 
sición si se dijera que se declara el derecho de todos 
los funcionarios destituidos en aplicación del Acto Ins- 
titucional N* 7 o sin haberse configurado las causales 
constitucionales del numeral 10 del artículo 168 de la 
Constitución. Ahí sí la iliegalidad seria man fiesta. 


Entiendo que hablar de una cesantía de hecho es 
entrar en una gama de situaciones que después resultan 
de muy dificil prueba y puede abrirse la puerta para 
que personas que hayan abandonado sus cargos por cual- 
quier razón, digan ahora que tienen derecho a volver 
a ellos. Estoy seguro de que hay centenares de casos 
en que realmente hubo cesantias de hecho arbitrarias y 
va 2 haber que imaginar los medios jurídicos para su 
restitución. 


Señalo también el riesgo que significa improvisar en 
este momento esta fórmula, sin perjuicio de participar 
del espíritu que ha animado al señor senador al pro- 
poner este texto. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. z 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: sin perjuicio de admitir que en especial en el cam- 
po jurídico estamos, por supuesto, muy lejos de preten- 
der competir con el conocimiento que posee el señor 
senador Aguirre Ramírez, insisto en que en esta propo- 
sición se define —o se intenta definir claramente— que 
el alcance de la declaración refiere a las destituciones 
motivadas en finalidades ideológicas, de carácter políti- 
co o gremial, Esto significa, obviamente. que aquéllas 
que se han operado por las causas naturales de inepti- 
tud, omisión o delito no quedan incluidas. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. --- Señor Presidente: muy breve- 
mente deseo señalar las razones de este tema en el tex. 
to del articulado. 


No fue un intento gracioso el de vincular este tema 
con una ley de pacificación nacional. Uno de los aspec- 
tos que naturalmente vinculó nuestra presencia y nuestra 
participación en este proyecto de ley, fue que en la me 
dida en que se ensanchaba la base social del espíritu 
de una ley de pacificación, nosotros entendimos que 
para pacificar, quien debe pacificarse es el país y que 
en ese esquema no debe haber vencidos ni vencedores 
y, por tanto, debe haber una solución que contemple 
a todos, 
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Entendimos que los sectores que cabía incluir en 
esta paciricación, sin duda, eran fundamentalmente tres. 
lin primer término, los presos políticos, porque con ellos 
no puede haber funcionamiento cabal de una estructura 
democrática. Por eso, naturalmente, nuestro planteo de 
amnistía general e irrestricta y también nuestra aproba- 
ción a este proyecto sin sentir que dejábamos algún prin- 
cipio por el camino, En segundo lugar, los exiliados, a 
quienes a través de esta Comisión de Repatriación les 
creábamos la posibilidad de que, por lo menos, en una 
estructura orgánica, ellos pudieran dirigir sus pasos para 
ir resolviendo los problemas de una deseable readapta- 
ción a esta sociedad, nuestra y de ellos, para que pudie- 
ran ver con tranquilidad su futuro. Y, en tercer tér- 
mino -——un grave problema que la dictadura creó en el 
país en estos oscuros once años— la destitución ma- 
siva de funcionarios por el único delito de pensar dis- 
tinto al Gobierno. Existen muchos funcionarios destitui- 
dos, a veces ni siquiera notificados por nota o por te- 
léfono y sí, simplemente, por una orden emitida por el 
coronel de turno que impedía la entrada al funcionario 
al lugar de trabajo. 


Nosotros entendiamos que la situación de los des- 
tituidos no era graciosa sino que era absolutamente im- 
prescindible que ellos también estuvieran incluidos en 
una ley de pacificación nacional Pensamos que en el 
texto propuesto —y la expresión “separación de hecho” 
(lo digo con sentido anecdótico) está tomada de una 
expresión que se utilizó en el Plebiscito oportunamente 
planteado por el Partido Nacional— clarifica bastante el 
panorama. Naturalmente, entendemos que es una nor- 
ma programática en la medida en que esa destitución, 
cualquiera fuera su forma, se haya debido por motivos 
ideológicos, políticos o gremiales. 


Por eso nosotros entendemos, señor Presidente —y 
pediría por Dios que el Cuerpo reflexione sobre el tema— 
que es importante que la mayoría, que en líneas ge- 
nerales acompañó con variantes este proyecto, también 
acompañe el capítulo referido a destituidos, de forma 
que no aparezca como una limósna, porque la realidad 
del artículo 72 comprende un muy pequeño número de 
todcs aquellos que fueron destituidos arbitrariamente. 
Por eso me-permitiría insistir en el texto del artículo tal 
como fue planteado por la bancada del Frente Amplio, 
que sustituye al texto del inicialmente votado. Por lo 
tanto, desde el punto de vista reglamentario, primera- 
mente habría que considerarlo, para luego proceder a 
votarlo en el nuevo texto. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: no tendría 
ningún inconveniente en votar la cláusula sustitutiva 
tal como fue presentada, en la medida en que no se 
está instrumentando la reincorporación, sino reconocien- 
do un derecho. No estaríamos creando ningún peligro 
legal. Pero como el ánimo de todos los señores sena- 
dores es dar su consenso, siempre y cuando los mocio- 
nantes estuvieran de acuerdo, se podría evitar la preo- 
cupación de algún señor legislador si se agregase una 
frase que dejara cubierto el peligro de un vacío legal, 
como señalaba el señor senador Batlle. Sin perjuicio de 
ello, dejo adelantado que en lo personal no tendría nin- 
gún inconveniente en votar el artículo tal como ha sido 
presentado, yá que no estamos votando la restitución 
de los funcionarios, sino reconociendo un derecho. 


SEÑOR BATLLE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: en la medida 
en que se sanciona una ley por la cual se reconoce un 
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derecho, estamos habilitando a presentarse en la ofici- 
ha respectiva, a aquellos a quienes se les reconoce ese 
aerecho, a fin de reclamar, en uso de lo que dispone el 
articulo de esta ley, que se restablezca a cada uno de 
esos ciuaadanos, aentro de la oficina de la que fueron 
aestituiaos y separados. Me parece, por lo tanto, que 
en procura de buscar una solución que todos podamos 
votar sin dificultades, el agregado propuesto por el se- 
ñor senador Aguirre, en la parte que se refiere al inciso 
10 del artículo 168, que establece que son aquellos fun- 
cionarios que fueron destituidos en los casos de omi- 
sión, delito o ineptitud, se ajusta más a lo que todos 
aspiramos. Creo que de ese modo estamos redondeando 
el concepto, porque esa es la forma de establecer clara- 
mente a qué casos nos estamos refiriendo. De lo con- 
trario dejamos a la Administración la facultad de deci- 
dir cuándo se ha tratado de una persecución gremial o 
cuándo no La sido así. Si no ha habido omisión, inep- 
titud o delitó, quiere decir que no se ha obrado contra 
lo que establece la. disposición constitucional. Existen 
muchos casos, que no son los de persecuslones de carác. 
ter ideológico o gremial, que están comprendidas entre 
los hechos que se podrían enumerar aquí. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 
E INTERINA DE JUSTICIA. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra la señora 
Ministra, 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA 
E INTERINA DE JUSTICIA. — Cuando el Poder Ejecu- 
tivo envió su proyecto de ley de pacificación, no envió 
ninguna disposición en lo que dice relación a los desti- 
tuidos porque entendió que el tema era muy complejo 
y debía ser motivo de una ley especial, en la que cada 
uno de los aspectos vinculados a este importante Capi. 
tulo, tendría que ser objeto de una precisión y una dis- 
cusión, Ese fue el único sentido de la omisión, y se ex- 
presó así en el texto de la exposición de motivos. Inclu- 
sive, aún en la fórmula que propone el señor senador 
Aguirre —que es la más cercana a un temperamento 
estrictamente jurídico— podrían quedar situaciones no 
contempladas, ya que podría darse el caso —y todos sa- 
bemos que ello ocurrió — de sumarlos administrativos rea- 
lizados por funcionarios complacientes o serviles, en los 


. que se invocaron causales y se llegó a conclusiones que 


no correspondían a lo que realmente era la finalidad que 
se ocultaba en la tramitación sumarial. De manera que - 
tenemos que buscar una fórmula que sea muy amplia, 
muy genérica, que establezca el principio de la repara- 
ción de la arbitrariedad por móviles políticos e ideoló- 
gicos, sin entrar a hablar de destitución de hecho. Pro- 
pondria, por consiguiente, una fórmula que dijera: “el 
derecho a ser restituidos y reparados todos aquellos que 
fueron objeto de una acción arbitraria o contraria al 
derecho de la administración”. Tenemos que buscar una 
fórmula muy amplia, muy genérica, de lo contrario siem. 
pre vamos a restringir. 


-SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pienso que si vamos a 
reestudiarlo, es necesario saber si el. Cuerpo está dis- 
puesto a votar su reconsideración; de lo contrario, toda 
la discusión se tornaría inútil Entonces, una vez re- 
suelto este aspecto, podría continuar en el uso de la 
palabra, con el consentimiento de la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador. Creo que 
es práctico, porque en todas las leyes que se están pro- 
yectando o estudiando se está incluyendo la disposición 
programática sobre destituídos. La ley de emergencia 
sobre educación nacional también tiene una redacción 
distinta y vamos a terminar haciendo un galimatías 
sobre este tema. Entonces, cuando tengamos que hacer 
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la ley específica sobre destituídos vamos a tener una Me. 
dia docena de disposiciones contradictorias. 


Se va a votar si se rectifica la votación del artículo 
25 que había quedado aprobado, 


(Murmullos). 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Quiere decir que se re- 
abriría el debate. Pienso que sí se ha presentado una 
moción diversa, y ya había sido votada, la única ma- 
nera de volver a tratar este artículo es votando su 1e- 
consideración. En una palabra, es necesario reabrir el 


debate. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo que solicitó el señor 
senador Batalla fue la rectificación de la votación. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Es decir que quienes 
estamos aispuestos a reabrir el debate, debemos votar por 
la negativa. 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR FERREIRA. — En el momento que se some- 
tió a votación el artículo 25, y teniendo en cuenta que 
creía que se podía llegar a un acuerdo más rápido, yo 
solicité que se rectificase la votación, para ver si so- 
bre tablas podíamos aprobar la moción con el texto sus- 
titutivo propuesto por la bancada del Frente Amplio. 
En la medida en que se han propuesto otras fórmulas 
sustitutivas, y como creo que todos los integrantes del 
Cuerpo tienen interés en que se incluya este tema y 
así lo señalaron, se ha estudiado de tal manera que la 
formulación final contemple las aspiraciones de todos 
los sectores. Es decir, que a esta altura, yo que propuse 
la rectificación de la votación, mocionaría para que se 
reconsiderara este artículo. Estoy seguro que en muy 
pocos minutos podremos obtener un texto que contem- 
ple todas nuestras aspiraciones y que todos nos sinta- 
mos satisfechos con esta ley tan importante para la re- 
conciliación nacional. No se podría tratar en forma des- 
cuidada, un tema de tal magnitud como el de los des- 


tituidos. 


Mociono concretamente para que se reconsidere el 
artículo 25. 
a 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar. 


(Se vota:) 

—12 en 29. Negativa, 

El Capítulo VIT, comprende los artículos 26 y 27, 
En consideración el artículo 26, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
14 
El artículo siguiente es de orden. 


VARIOS SEÑORES SENADORES, — Que se suprima 
la segunda discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace usa de la pa- 
labra, se va a votar si se suprime la segunda discusión. 
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(Se vota:) 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el Proyecto d ; ará 
a la Cámara de Representantes. dario 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 


“CAPITULO I 


Artículo 19 — Decrétase la amnistía de todos los de- 
litos políticos, comunes y militares conexos con éstos, 
cometidos a partir del 1% de enero de 1962, 7 


Respecto a los autores y coautores de delitos de 
homicidio intencional consumados, la amnistía sólo Ope- 
rará a los fines de habilitar la revisión de las senten.- 
o en los términos previstos en el articulo 99 de esta 
ey. 


Art. 22 -— A los efectos de-esta ley se considera 
delitos políticos, los cometidos por móviles directa o ne 
directamente políticos, y delitos comunes y militares co- 
hexos con delitos políticos los que participan de la mis- 
ma finalidad de éstos o se cometieron para facilitarlos, 
prepararlos, consumarlos, agravar sus efectos o impedir 
su punición, 


También se consideran delitos conexos todos aque- 
ños que concurran de cualquier manera (reiteración 
real, reiteración formal o concurrencia fuera de la rej- 
teración) con los delitos políticos. 


Art. 32 — Esta amnistía comprende expresamente: 


A) Los delitos del artículo 60, incisos 1, II, UI, IV, 
V, VI, VH y XII del Capítulo 6 bis del Código 
Penal Militar, incorporados a éste por el artículo 
1% de la Ley N9 14.068, de 10 de julio de 1972. 


B) Los delitos establecidos en los Titulos 1 y II 
del Libro 11 del Código Penal Ordinario; y las 
asociaciones para delinquir (articulos 150 y 152 
del Código Penal y artículo 5% de la Ley N? 9.936, 
de 18 de junio de 1940) si hubieran sido creadas 
con finalidades politicas. 


C) Los tipificados en el Código Penal Militar cuan- 
do se hubieren cometido por móviles directa o 
indirectamente políticos, o en su mérito se hu- 
biere requerido, procesado o condenado a clviles, 


D) Los delitos contenidos en bandos militares dic- 
tados durante la declaración del estado de guerra. 


E) En general, y sin perjuicio de'los enunciados 
precedentemente, todos los: delitos, cualquiera sea 
el bien jurídico lesionado, que hayan sido co- 
metidos por móviles políticos directos o indl- 


rectos. 


Art, 4% — Quedan comprendidas en los efectos de 
esta amnistía todas las personas a quienes se hubiera 
atribuido la comisión de estos delitos, sea como autores, 
coautores o cómplices y a los encubridores de los mis- 
mos, hayan sido o no condenados o procesados, y aun 
cuando fueren reincidentes o habituales. 


Art, 5% --. Quedan excluidos de la amnistía los de- 
litos cometidos por funcionarios policiales 0 militares, 
equiparados o asimilados, que fueran autores, coautores 
o cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o de- 
gradantes O de la detención de personas luego desapa- 
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recidas, y por quienes hubieren encubierto cualquiera 


de dichas conductas. 


Esta exclusión se extiende asimismo a todos los deli- 
tos cometidos aun por móviles políticos, por personas 
que hubieran actuado amparadas por el poder del esta- 
do en cualquier forma o desde cargos de gobierno. 


Art. 6% — Decláranse extinguidas de pleno derecho 
las penas principales y accesorias, las acciones penales, 
las sanciones administrativas y jubilatorias, las deu- 
das generadas por expensas carcelarias y toda otra san- 
ción dispuesta por una autoridad estatal en virtud de 
los delitos amnistiados. 


Art. 72 — A partir de la promulgación de esta ley 
cesarán de inmediato y en forma definitiva: 5 


a) Todos los regimenes de vigilancia para las per- 
sonas comprendidas en el beneficio de la am- 
nistía, cualquiera fuere su naturaleza y la auto- 
ridad que lo hubiere dispuesto, Dichas personas 
quedarán automáticamente eximidas de toda obli- 
gación directa o indirectamente relacionada con 
el régimen a que se hallaren sometidas. 


, 
- .b) Todas las órdenes de captura y requerimiento 
pendientes, cualquiera fuere su naturaleza y la 
autoridad que lo hubiere dispuesto, dictadas con- 

tra personas beneficiadas por estaamnistía. 
c) Todas las limitaciones vigentes para entrar al 
país o salir de él, que alcanzaren a dichas per- 
sonas, be 


d) Todas las investigaciones de hechos que pudie- 
ren configurar cualquiera de los delitos compren- 
didos en la amnistía. 


Art, 82 — El Supremo Tribunal Militar dentro de 
las 48 horas de promulgada esta ley remitirá a la Su- 
prema Corte de Justicia la nómina de los reclusos en 
ella comprendidos con referencia a los delitos por los 
que hubieran sido acusados o condenados y al lugar de 
su reclusión. 


La Suprema Corte de Justicia dispondrá de inme- 
diato la liberación de dichos reclusos con excepción de 
los autores y coautores de homicidio intencional consu- 
mado, los que quedarán a su disposición hasta que el 
Supremo Tribunal Militar remita las respectivas cau- 
sas, lo que deberá efectuarse dentro de los cinco días 
hábiles de promulgada esta ley. 


Recibidas las causas la Suprema Corte de Justicia 
dispondrá la libertad de estas personas y distribuirá las 
causas equitativamente entre los tres "Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal. 


Art. 99 — Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal 
dispondrán de un plazo de ciento veinte días para re- 
solver si hubo o no mérito para la condena, pudiendo 
dictar sentencias de absolución o de condena. En este úl. 
timo caso procederán a la liquidación de la nueva pena 
en la proporción de tres días de pena por cada día de 
privación de libertad efectivamente sufrida. 


Los Tribunales de Apelaciones podrán valorar ú- 
bremente las pruebas resultantes de la instrucción suma. 
rial y dictarán sentencia en mérito a su libre convicción, 
previa citación al imputado en calidad de medida para 
mejor proveer. 


En todos los casos, quedarán sin efecto las deudas 
generadas por expensas carcelarias. 


Contra la sentencia podrá interponerse recurso de 
casación. 
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Art. 10. — La orden de libertad se cumplirá tam- 
bién respecto de las personas detenidas en aplicación 
de medidas prontas de seguridad ilegítimas, por haber 
sido adoptadas por una autoridad de facto y no comu- 
nicadas a la Asamblea General ni a la Comisión Per- 
manente, o en virtud de otra decisión administrativa, 
Cualquiera haya sido el órgano o la autoridad de que 
hubiere emanado y el lugar de reclusión en que se hu- 
biere cumplido. h 


Art. 11, — El jerarca militar o policial que incum- 
pliere o retardare el cumplimiento de la orden de liber- 
tad referida en los artículos 8% y 10 incurrirá en el 
delito previsto en el artículo 286 del Código Penal (Aten- 
tado a la libertad personal cometido por el funcionario 
público encargado de una cárcel). 


Art. 12. — Los embargos, interdicciones, secuestros 
y medidas cautelares de cualquier naturaleza que afec- 
taren a las personas alcanzadas por esta amnistía o a 
sus bienes, y que hubieren sido dispuestos como conse- 
cuencia directa o indirecta de la imputación de cualquie- 
ra de los delitos referidos. en el artículo: 39, serán can- 
celados o levantados de oficio a partir de la promulga- 
ción de esta ley. Del mismo modo caducarán las fianzas 
personales que se hubieren exigido y otorgado con re- 
lación a dichas personas. 


Dentro de los ciento veinte días de la promulgación 
de esta ley se restituirán a las personas amnistiadas los. 
bienes que les hubieren sido secuestrados, incautados o 
confiscados, con excepción de los efectos del delito y 
de los instrumentos de su ejecución (artículo 105 literal 
a) del Código Penal). En caso de no ser posible la res- 
titución por haberse destruido, rematado, enajenado .0 
escriturado a favor del Estado los bienes incautados O 
confiscados con arreglo al Decreto-Ley N*% 14.373, de 13 
de mayo de 1975 la responsabilidad del Estado y de los 
funcionarios actuantes se regulará por los artículos 24 y 
25 de la Constitución y comprenderá el caso en que los 
bienes se hayan deteriorado o inutilizado por mala ad- 
ministración o utilización continuada. 


Art. 13. — En el mismo plazo de ciento veinte días 
el Poder Ejecutivo reglamentará la devolución de las 
sumas depositadas por concepto de fianzas y las perci- 
bidas por concepto de expensas carcelarias, debidamen- 
te actualizadas por el régimen previsto en el Decreto- 
Ley N? 14.500, de 8 de marzo de 1978 y con cargo a 
Rentas Generales. El reintegro de dichas sumas “deberá 
cumplirse en el plazo máximo de un año a contar de 
la promulgación de esta ley. 


Art. 14. — El Poder Ejecutivo reglamentará las me- 
didas procesales que serán consecuencia de esta ley de 
amnistía, determinando a qué autoridad judicial compe- 
terá el dictado de los autos de sobreseimiento necesa- 
riós para clausurar las causas de las personas amnis- 
tiadas. 


CAPITULO II 


Artículo 15. — Apruébase la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, llamada Pacto de San José 
de Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, Cos- 
ta Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo texto forma 


parte de la presente ley. 


Art, 16. — Reconócese la competencia de la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos por tiempo 
indefinido, y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre todos los casos relativos a la interpre- 
tación o aplicación de esta Convención, bajo condición 
de reciprocidad. ] 
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Artículo 17. -—— Deróganse los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 
6, 11, 12, 13, 14, 15, 37, 40, 41, 42, 43, 45. 46 de la 
Ley de Seguridad del Estado N? 14.068, de 12 de julio 
de 1972; Decreto-Ley N? 14.493, de 28 de diciembre de 
1975 y Decreto-Ley N% 14.734, de 28 de noviembre de 
1977. 


Art. 18. — Reincorpóranse al Código Penal los ar- 
tículos 132, 133, 134, 135 y 137 con la redacción que el 
texto tenía en la edición oficial de 1934, 


CAPITULO IV 


Artículo 19, -—- Suprimese el instituto de las medi- 
das de seguridad eliminativas previsto en el artículo 92 
inciso 3% del Código Penal y articulo 115 del Código Pe 
nal Militar y deróganse, en lo pertinente, todas las dis- 
posiciones legales que lo regulan. 


Esta norma se aplicará retroactivamente, aun cuan- 
do medie sentencia ejecutoriada. El juez de la ejecución, 
revocará de oficio, la parte dispositiva del fallo que im. 
pone la medida y si el condenado estuviera cumplién- 
dola, ordenará de inmediato su libertad definitiva. 


CAPITULO V 


Artículo 20. — La gracia que extingue el delito y ope- 

“ra el sobreseimiento de la causa será otorgada por la 
Suprema Corte de Justicia en acto de visita de cárceles 
y de causas que efectuará, por lo menos, una vez al año. 


En dicha oportunidad podrá, asímismo, excarcelar 
provisionalmente a los procesados cualquiera fuera la 
naturaleza de la imputación. 


Ambas facultades se ejercerán de oficio o a petición 
de parte. 


Art, 21. — Modificase el artículo 328 del Código del 
Proceso Penal que quedará redactado en la siguiente 
forma: 


“La Suprema Corte de Justicia podrá conceder 
la libertad anticipada a los condenados que se ha. 
laren privados de libertad en los siguientes casos: 


19) Si la condena es de penitenciaría y el penado 
ha cumplido la mitad de la pena impuesta. 


2) Si la pena recaída es de prisión o multa sea cual 
j fuese el tiempo de reclusión sufrida. 


39) Si el penado ha cumplido las dos terceras par- 
tes de la pena impuesta la Suprema Corte de 
Justicia concederá la libertad anticipada. Sólo po. 
drá negarla, por resolución fundada, en los ca- 
sos de ausencia manifiesta de signos de rehabi- 
litación del condenado. 


La petición deberá formularse ante da Direc- 
ción del establecimiento carcelario donde se en- 
cuentre el penado. 


La solicitud se elevará al juez de ejecución, 
dentro de cinco días, con informe de la Dirección 
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del Establecimiento acerca de la calificación del 
solicitante como recluso, 


Recibida la solicitud, el Juez recabará el infor- 
me del Instituto de Criminología, que se expe- 
dirá dentro de los treinta días 


Devueltos los autos, el Juez emitirá opinión 
fundada y se procederá de acuerdo con lo esta- 
blecido en el cuarto inciso del artículo anterjor, 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la li- 
bertad anticipada, hará cumplir el fallo de inme- 
diato y dejará constancia de que se notificó al 
liberado de las obligaciones impuestas por el 
articulo 102 del Código Penal, devolviendo la cau- 
Sa al juez de ejecución, 


Art. 22. — Integrada la Suprema Corte de Justicia 
con arreglo al artículo 236 de la Constitución, proce- 
derá de inmediato a una visita de cárceles y causas 
a efectos de ejercer la facultad de gracia que le acuer- 
da el artículo 20 de esta ley. 


Art. 23. — Las modificaciones introducidas por esta 
ley al Código Penal y al Código del Proceso Penal y 
al Código Penal Militar, serán incorporadas a sus res- 
pectivos textos en las próximas ediciones oficiales de los 
mismos. 


CAPITULO VI 


Artículo 24. — Créase, con carácter honorario, la 
Comisión Nacional de Repatriación, con el cometido de 
facilitar y apoyar el regreso al país de todos aquellos 
uruguayos que deseen hacerlo. 


Dicha Comisión funcionará en el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, el que deberá proporcionarle los me- 
dios materiales y los recursos humanos necesarios para 
su actuación. 


La Comisión se integrará con un delegado del Mints- 
terio de Educación y Cultura, un delegado del Ministe- 
rlo de Relaciones Exteriores, un delegado del Ministerio 
del Interior, un delegado del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, un delegado del Banco Hipotecario 
del Uruguay, un delegado de la Comisión del Reencuen- 
tro y una persona que designará el Presidente de la 
República, quien asumirá la Presidencia. 


El Poder Ejecutivo, por vía de reglamento, precisará 
los cometidos de la Comisión y sus facultades. 


CAPITULO Vu 


Artículo 25, — Declárase el derecho de todos los fun. 
cionarios. públicos destituidos en aplicación del llamado 
Acto Institucional N? 7, a ser restituidos en sus respec- 
tivos cargos. 


CAPITULO VII 


Artículo 26. -- La presente ley entrará en vigencia 
con el cúmplase del Poder Ejecutivo. 


Art, 27. — Comuníquese, etc.” 
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CONVENCION AMERICANA 
SOBRE "DERECHOS HUMANOS 


PREAMBULO 


Los Estados Americanos signatarios de la presente 
Convención. 


Reafirmando su propósito de consolidar en este Con- 
tinente, dentro del cuadro de las instituciones demo- 
eráticas, un régimen de libertad personal y de justicia 
social, fundado en el respeto de los derechos esenciales 
del hombre; : 


Reconociendo que los derechos esenciales del hom- 
bre no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado, sino que tienen como fundamento los atributos 
de la persona humana, razón por la cual justifican una 
protección internacional, de naturaleza convencional 
coadyuvante o complementaria de la que ofrece el de- 
recho interno de los Estados Americanos; 


Considerando que estos principios han sido consagra- 
dos en la Carta de la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, en la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos que han sido reafirmados y de- 
sarrollados en otros instrumentos internacionales tanto 
de ámbito. universal como regional; 


Reiterando que, con arreglo a la Declaración Uni- 
versal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse 
el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la 
miseria, si se crean condiciones que permitan a cada per- 
sona gozar de sus derechos económicos, sociales y cultu- 
rales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y; 


Considerando que la Tercera Conferencia Interameri- 
cana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la in- 
corporación 4 la propia Carta de la Organización de 
normas más amplias sobre derechos económicos, sociales 
y educacionales y resolvió que una convención inter- 
americana sobre derechos humanos determinara la es- 
tructura, competencia y procedimiento de los órganos en- 
cargados de esa materia, 


Han convenido en lo siguiente: 


PARTE I — DEBERES DE LOS ESTADOS 
Y DERECHOS PROTEGIDOS 


CAPITULO 1 


Enumeración de deberes 


ARÁCULO 19 


Obligación de respetar los derechos 


1. Los Estados Partes en esta Convención se com- 
prometen a respetar los derechos y libertades reconoci- 
dos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin dis- 
eriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idio- 
ma, religión, opiniones politicas o de cualquier otra ín- 
dole, Origen nacional o social, posición económica, na- 
cimiento o cualquier otra condición social, 


2. Para los efectos de esta Convención, persona es 
todo ser humano. 
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ARTICULO 2 


Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 


Si el ejercicio de los derechos y libertades mencio- 
nados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Esta. 
dos Partes, se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de 
esta Convención, las medidas legislativas o de otro ca. 
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. £ 


CAPITULO II 


Derechos. civiles y políticos 


ARTICULO 3 


Derecho al Reconocimiento de la Personalidad 
Jurídica 


Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 


ARTICULO 4 
Derecho a la vida 


1. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
vida. Este derecho estará protegido por la Ley y, en gene- 
rai, a partir del momento de la concepción. Nadie puede 
ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no han abolido la pena de 
muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más 
graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de 
tribunal competente y de conformidad con una Ley que 
establezca tal pena, dictada con anterioridad 'a la comi- 
sión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a 
delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 


3. No se restablecerá la pena de muerte en los 
Estados que la han abolido. 


4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muer- 
te por delitos políticos ni comunes conexos con los po- 
líticos. 


5. No se impondrá la pena de muerte a personas 
que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren 
menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se 
le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. za 


6. Toda persona condenada a muerte tiene dere- 
cho a solicitar la Amnistía, el indulto o la conmutación 
de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos * 
los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mien- 
tras la solicitud esté pendiente de decisión ante auto- 
ridad competente. 


ARTICULO 5 
- Derecho a la Integridad Personal 


1. Toda persona tiene derecho 4 que se respete 
su integridad física, psíquica y moral. 


2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda per- 
sona privada de libertad será tratada con el respeto de- 
bido a la dignidad inherente al ser humano, 
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3. La pena mo puede trascender de la persona del. 


delincuente. 


4. Los procesados deben estar sepárados de los con. 
denados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su conditión de 
personas no condenadas, 


5. Cuando los menores puedan ser procesados, de- 
ben ser separados de los adultos y llevados ante trl- 
bunales especializados, con la mayor celeridad posibe, 
para Su tratamiento. 


6. Las penas privativas de la libertad tendrán co- 
mo finalidad esencial la reforma y la readaptación so- 
clal de los condenados. 


ARTICULO 6 
Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 


1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servi- 
dumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la 
trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 


2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un traba- 
jo forzoso u obligatorio. En los países donde ciertos de- 
litos tengan señalada pena privativa de la libertad acom- 
pañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá 
ser interpretada en el sentido de que prohibe el cum- 
plimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal 
competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dig- 
nidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 


3. No constituyen trabajo forzoso y obligatorio, pa- 
ra los efectos de este artículo: S 


a) Los trabajos o servicios que.se exijan normal- 
mente de una persona recluida en cumplimiento de una 
sentencia o resolución formal dictadá por la autoridad 
judicial competente. Tales trabajos O servicios deberán 
realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades 
públicas, y los'individuos que los etectúen no serán pues. 
tos a disposición de particuares, compañías o personas 
jurídicas de carácter privado; 


b) el serivcio militar y, en los países donde se ad- 
mite exención por razones de conciencia, el servicio na- 
cional que la Ley establezca en lugar de aquél; 


c) el servicio impuesto en casos de peligro o cala- 
midad que amenace la existencia o el bienestar de la co- 
munidad, y 


d) el trabajo o servicio que forme parte de las 
obligaciones cívicas normales, 


ARTICULO 7 
Derecho a la Libertad Personal 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad personales, 


2. Nadie puede ser privado de su libertad física, 
salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 


3. Nadie puede ser sometido a detención o encar- 
celamiento arbitrarios, 


4. Toda persona detenida O retenida debe ser infor- 
mada de las razones de su detención y notificada, sin 
demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
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5. Toda persona detenida o retenida debe ser lle- 
vada sin demora, ante un juez u otro funcionario au- 
torizado por la Ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razo- 
nable O a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada 
a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 


6. Toda persona privada de libertad tiene derecho 
a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin 
de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de 
su arresto o detención y ordene su libertad si el arres- 
to o la detención fueren ilegales. En los Estados Partes 
cuyas leyes prevén que toda persona que se viera ame- 
nazada de ser privada de su libertad tiene derecho a 
recurrir a un juez o tribunal competente a fin de 
que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho 
recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por otra persona. 


7. Nadie será detenido por deudas. Este principio 
no limita los mandatos de autoridad judicial competen- 


te dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 


ARTICULO 8 


Garantías Judiciales 


1. Toda persona tiene:derecho a ser oída, con las 
debidas garantias y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente, independiente e impar- 
cial, establecido con anterioridad por la Ley, en la sus. 
tanciación de cualquier acusación penal formulada con- 
tra ella, o para la determinación de sus derechos y obli- 
gaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
otro carácter. 


2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho 
a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso toda per- 
sona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantias mínimas: 


a) derecho del inculpado de ser asistido gratuita- 
mente por el traductor o intérprete, si no comprende 
o no habla el idioma del juzgado o tribunal. 


b) comunicación previa y detallada al inculpado de 
la acusación formulada. 

c) concesión al inculpado del tiempo y de los me- 
dios adecuados para la preparación de su defensa, 


d) derecho del inculpado de defenderse personal- 
mente o de ser asistido por un defensor de su elección 
y de comunicarse libre y privadamente con su de- 
ensor; . 


e) derecho irrenunciable de ser asistido por un de- 
fensor proporcionado por el Estado, remunerado o no 
según la legislación interna, si el inculpado no se de- 
iendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la Ley; 


1) derecho de la defensa de interrogar a los tes- 
tigos presentes en el tribunal y de obtener la compa- 
recencia, como testigos o peritos, de otras personas que 
puedan arrojar luz sobre los hechos; 


_ E) derecho a no ser obligado a declarar contra sí 
mismo ni a declararse culpable, y 


h) derecho de recurrir del fallo ante “juez o tri. 
bunal superior. 


3. La Confesión del inculpado solamente es vá- 
lida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 


7 y 8 de marzo de 1985 


4. El inculpado absuelto por una sentencia firme 
zo oia ser sometido a nuevo juicio por los mismos 
echos, 


5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo 
que sea necesario para preservar los intereses de la 
justicia. 


ARTICULO 9 
Principio de Legalidad y de Retroactividad 


Nadie puede ser condenado por acciones u omisio- 
nes que en el momento de cometerse no fueran delic- 
tivas según el derecho aplicable. Tampoco se puede im- 
poner pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión del delito. Si con posterioridad a la co- 
misión del delito la Ley dispone la imposición de una 
pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello, 


ARTICULO 10 
Derecho a Indemnización 


Toda persona tiene derecho a ser indemnizada con- 
forme a la Ley en caso de haber sido conderada en sen- 
tencia firme por error judicial. 


ARTICULO 11 
Protección de la. Honra y de la Dignidad 


1. Toda persona tiene derecho al respeto de su 
honra y al reconocimiento de su dignidad. 


2. Nadie puede ser objeto de ingerencias arbitra- 
rias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, 
en su domicilio o en su correspondencia, mi de ataques 
ilegales a su honra o reputación. 


3. 'Toda persona tiene derecho a li protección de 
la Ley contra esas injerencias o esos ataques. 


ARTICULO 12 
Libertad de Conciencia y de Religión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de con- 
ciencia y de religión. Este derecho implica la libertad 
de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar 
de religión o de creencias, así como la libertad de pro- 
fesar y divulgar su religión p sus creencias, individual 
o colectivamente, tanto en público como en privado. - 


2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas 
que puedan menoscabar la libertad de conservar su re- 
ligión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. Ñ 


3. La libertad de manifestar la propia religión y 
las propias creencias está sujeta únicamente a las li- 
mitaciones prescritas por la Ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o la mo- 
ral públicos o los derechos o libertades de los demás, 


4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen de- 
récho a que sus hijos o pupilos reciban la educación 
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones. 
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ARTICULO 13 
Libertad de Pensamiento y de Expresión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras ya 
sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artísti- 
ca, O por Cualquier otro procedimiento de su elección, 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso 
precedente no puede estar sujeto a previa censura sino 
a responsabilidades ulteriores, las que deben estar ex- 
presamente fijadas por la Ley y ser necesarias para ase. 
gurar: 


a). el respeto a los derechos o a la reputación de 
los demás, O 


b) la protección de la seguridad nacional, el or- 
den público o la salud o la moral públicas. 


3. No se puede restringir el derecho de expresión 
por vías o medios indirectos, tales como el abuso de con- 
troles oficiales o particulares de papel para periódicos, 
de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos 
usados en la difusión de información y por cualesquiera 
otros medios encaminados a impedir la comunicación y 
la circulación de ideas y opiniones. a 


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos 
por la Ley a censura previa con el exclusivo objeto de 
regular el acceso a ellos para la protección nioral de 
la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo esta- 
blecido en el inciso 2. 


5. Estará prohibida por la Ley toda propaganda en 
favor de la guerra y toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituyan incitaciones a la vio- 
lencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cual- 
quier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 
inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen 
nacional. 


ARTICULO 14 


Derecho de rectificación o respuesta 


1. Toda persona afectada por informaciones ine- 
xactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través 
de medios de difusión legalmente reglamentados y que 
se dirijan al público en general, tiene derecho a efec. 
tuar por el. mismo órgano de difusión su rectificación 
o respuesta en las condiciones que establezca la Ley. 


2. En ningún caso la rectificación o la respuesta 
eximirán de las otras responsabilidades legales en que, 
se hubiese incurrido. 


3. Para la efectiva protección de la honra y la re- 
putación, toda publicación o empresa periodística,. cine- 
matográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté protegida por inmunidades ni 
disponga de fuero especial. 


ARTICULO 15 


Derecho de Reunión 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin 
armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar su- 
jeto a lás restricciones previstas por la Ley que sean ne. 
cesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, 
o para proteger la salud o la moral públicas o los de- 
rechos o libertades de los demás. 
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ARTICULO 16 
Libertad de Asociación 


1. Todas las personas tienen derecho a asociarse 
libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, eco- 
nómicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de 
cualquiera otra indole. 


2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar su- 
jeto a las restricciones previstas por la Ley que sean ne- 
cesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, 
O para proteger la salud o la moral públicas o los de. 
rechos y libertades de los demás. 


3. Lo dispuesto en este artículo no impide la im- 
posición de restricciones legales, y aun la privación del 
ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de 
las fuerzas armadas y de la policía. 


ARTICULO :17 


Protección a la Familia 


1. La familia es el elemento natural y fundamental 
de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y 
el Estado. 


2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer 
a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen 
la edad y las condiciones requeridas para ello por las 
leyes internas, en la medida en que éstas no afecten 
al principio de no discriminación establecido en esta 
Convención. 


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y 


pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes deben tomar medidas apro- 
piadas para asegurar la igualdad de derechos y la ade- 
cuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges 
en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en ca- 
So de disolución del mismo. En caso de disolución, se 
adoptarán disposiciones que aseguren la protección ne- 
cesaria a los hijos, sobre la base única del interés y 
conveniencia de ellos. 


5. La Ley debe reconocer iguales derechos tanto a 


los hijos nacidos fuera del matrimonio como a los na- 
cidos dentro del mismo, 


ARTICULO 18 
Derecho al Nombre 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y 
a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La 
Ley reglamentará la forma de asegurar este derecho pa- 
Ta todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesarlo. 
ARTICULO 19 
Drechos del Niño 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protec- 


ción que su condición de menor requieren por parte de 
su familia, de la sociedad y del Estado. 


ARTICULO 20 
Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad 


del Estado en cuyo territorio nació sí no tiene derecho 
a otra. 
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3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacio- 
nalidad ni del derecho a cambiarla, * 
ARTICULO 21 
Derecho a la Propiedad Privada 


1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de 
sus bienes, La Ley puede subordinar tal-uso y goce al in- 
terés social. 


2. Ninguna persona puede ser privada de sus bie- 
nes, excepto mediante el pago de indemnización justa, 
por razones de utilidad pública o de interés social y 


en los casos y según las formas establecidas por la Ley. 


3. Tanto la usura como cualquier otra forma de 
explotación del hombre por el hombre deben ser prohi- 
bidas por la Ley. 


ARTICULO 22 
Derecho de Circulación y Residencia 


1. Toda persona que se halle legalmente en el te- 
rritorio de un Estado tiene derecho a circular por el 
mismo y a residir en él con sujeción a las disposicio- 
nes legales. h 


2. Toda persona tiene derecho a salir libremente 
de cualquier país, inclusive del propio. 


3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede 
ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida 
indispensable en una sociedad democrática, para pre- 
venir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o 
la salud públicas o los derechos y libertades de los demás, 


4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el 
inciso 1 puede asimismo ser restringido por la Ley, en 
zonas determinadas, por razonés de interés público, 


5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Es- 
tado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a 
ingresar en el mismo, 


6. El extranjero que se halle legalmente en el te- 
rritorio de un Estado Parte en la presente Convención, 
sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una 
decisión adoptada conforme a la Ley. 


7. Toda persona tiene el derecho de buscar y reci- 
bir asilo en territorio extranjero en caso de persecución 
por delitos políticos o comunes conexos con los polítl- 
cos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y 
los convenios internacionales. 


8. En ningún caso el extranjero puede ser expul- 
sado o devuelto a otro país sea o mo de origen, donde 
su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, rel. 
gión, condición social o de sus opiniones políticas. 


; 9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranm- 
eros. 


ARTICULO 23 
Derechos Políticos 


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguien” 
tes derechos y oportunidades: 


a) De participar en la dirección de los asuntos pú- 
blicos, directamente o por medio de representantes li- 
bremente elegidos; 


b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal. e igual y 
por voto secreto que garantice la Mbre expresión de la 
voluntad de los electores, y 
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Cc) De tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones. públicas de su país, 


2. La Ley puede reglamentar el ejercicio de los de- 
rechos y oportunidades a que se refiere el inciso ante- 
rior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o men- 
tal, o condena, por juez competente, en proceso penal. 


ARTICULO 24 
Igualdad ante la Ley 


Todas las personas son iguales ante la Ley. En 
consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la Ley. 


ARTICULO 25 
Protección Judicial 


1, Toda persona tiene derecho a un recurso sencl- 
lo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los 
jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconoci- 
dos por la Constitución, la Ley o la presente Conven- 
ción, aún cuando tal violación sea cometida por perso- 
nas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 


2. Los Estados Partes se comprometen: 


a) A garantizar que la autoridad competente pre- 
vista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso; 


b) A desarrollar las posibiidades de recurso judi- 
cial, y 


Cc) A garantizar el cumplimiento, por las autorida- 
des competentes, de toda decisión en que se haya esti. 
mado procedente el recurso, 


CAPITULO 1H 


Derechos económicos, sociales y culturales 


ARTICULO 26 
Desarrollo Progresivo 


Los Estados Partes se comprometen a adoptar pro- 
videncias, tanto a nivel interno como mediante la coo- 
peración internacional, especialmente económica y téc- 
nica, para lograr progresivamente la plena efectividad 
de los derechos que se derivan de las normas económi- 
cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, con- 
tenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Ai- 
res en la medida de los recursos disponibles, por vía le- 
glslativa y otros medios apropiados. 


CAPITULO IV 


Suspensión de Garantías. Interpretación y aplicación 


ARTICULO 27 
Suspensión de Garantías 


1. En caso de guerra, de peligro público o de otra 
emergencia que amenace la independencia o seguridad 
del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, 
en la medida y por el tiempo estrictamente limitados 
a las exigencias de la situación, suspendan las obliga- 
clones ' contraídas en virtud de esta Convención, siem- 
pre que tales disposiciones no sean incompatibles con las 
demás obligaciones que les impone el derecho interna- 
clonal y no entrañen discriminación alguna fundada en 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión y origen 
social. 
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_ 2. La disposición precedente no autoriza la suspen- 
sión de los derechos determinados en los siguientes ar- 
tículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personali- 
dad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la 
Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud 
y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retro- 
actividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión): 
17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 
19 (Derechos el Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad) 
y 23 Derechos Políticos); ni de las garantias judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos. 


3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho de 
suspensión deberá informar inmediatamente a los de- 
más Estados Partes en la presente Convención, por con- 
ducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación 
haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión y de la fecha en que haya dado por ter- 
minada tal suspensión. 


ARTICULO 23 
Cláusula Federal 


1. Cuando se trate de un Estado Parte constituido 
como Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Es- 
tado Parte cumplirá todas las disposiciones de la pre- 
sente Convención relacionadas con las materias sobre 
las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 


2. Con respecto a las disposiciones relativas a las 
materias que Corresponden a la jurisdicción de las en- 
tidades componentes de la Federación, el gobierno na- 
cional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, 
conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que 
las autoridades competentes de dichas entidades puedan 
adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento 
de esta Convención. 


3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden inte- 
grar entre sí una federación u otra clase de asociación, 
cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente 
contenga las disposiciones necesarias para que continúen 
haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, 
las normas de la presente Convención, 


ARTICULO 29 
Normas de Interpretación 


Ninguna disposición de la presente Convención pue- 
de ser interpretada en el sentido de: 


2) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo 
O persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos 
en mayor medida que la prevista en ella; 


b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las 
leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo 
con otra convención en que sea parte uno de dichos 
Estados; 


ce) excluir otros derechos y garantías que son in- 
herentes al ser humano o que se derivan de la forma 
democrática representativa de gobierno; y 


d) Excluir o limitar el efecto que puedan produ- 
cir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y otros actos internacionales de la misma na- 


turaleza. 
ARTICULO 30 
Alcance de las Restricciones 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta 


Convención, al goce y ejercicio de los derechos y liber- 
tades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas 
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sino conforme “a leyes que se dictaren por razones de 
interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 


ARTICULO 31. 
Reconocimiento de Otros Derechos 


Podrán ser incluidos en el.régimen de protección 
de esta Convención otros derechos y libertades que sean 
reconocidos de acuerdo con los procedimientos estable- 
cidos en los artículos 76 y 77. 


CAPITULO Y 
Deberes de las Personas 
ARTICULO 32 
Correlación entre Deberes y Derechos 


1. Toda persona tiene deberes para con la familia, 
la comunidad y la humanidad. 


2. Los derechos de cada persona están limitados 
por los derechos de los demás, por la seguridad de to- 
dos y por las justas exigencias del bien común, en una 
sociedad democrática. 


PARTE II -—- MEDIOS DE LA PROTECCION 


CAPITULO VI 
De los órganos competentes 


ARTICULO 33 


Son competentes para conocer de los asuntos rela- 
cionados con el cumplimiento de los compromisos con- 
traídos por los Estados Partes en esta Convención: 


a) la Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos llamada en adelante la Comisión y 


b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
llamada en adelante la Corte. 


CAPITULO VII 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Sección 1: Organización 
ARTICULO 34 


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
se compondrá de siete miembros, que deberán ser per- 
sonas de alta autoridad moral y reconocida versación 
en materia de derechos humanos. 


ARTICULO 35 


La Comisión representa a todos los Miembros que 
integran la Organización de los Estados Americanos. 


ARTICULO 36 


1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos a 
título personal por la Asamblea General de la Organiza- 
ción, de una lista de candidatos propuestos por los Bo- 
biernos de los Estados Miembros. 


2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer 
hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los pro” 
ponga o de cualquier otro Estado Miembro de la Orga- 
nización de los Estados Americanos. Cuando se propon= 
ga una terna, por lo menos uno de los candidatos de- 
berá ser nacional de un estado distinto del proponente. 


ARTICULO 37 


1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos por 
cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez, pero 
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el mandato de tres de los Miembros designados en la 
primera elección expirará al cabo de dos años. Inme- 
diatamente después de dicha “elección se determinarán 
por sorteo en la Asamblea General los nombres de es- 
tos tres Miembros. 


2. No puede formar parte de la Comisión más de 
un nacional de un mismo Estado. 


. ARTICULO 38 


Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no 
se deban a expiración normal del mandato, se llenarán 
por el Consejo Permanente de la Organización de acuer- 
do con lo que disponga el Estatuto de la Comisión. 


a ARTICULO 39 


La Comisión preperará su Estatuto, lo someterá a la 
aprobación de la Asamblea General, y dictará su pro- 
pio Reglamento. 


ARTICULO 40 


Los Servicios de secretaría de la Comisión deben ser 
desempeñados por la unidad funcional especializada que 
forma parte de la Secretaria General de la Organización 
y debe disponer de los recursos necesarios para cumplir 
las tareas que le sean encomendadas por la Comisión, 


Sección 2: Funciones 
ARTICULO 4r 


La Comisión tiene la función principal de promo- 
ver la observancia y la defensa de los derechos huma- 
nos y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes 
funciones y atribuciones: 


a) estimular la conciencia de los derechos huma- 
nos en los pueblos de América; 


b) formular recomendaciones cuando lo estime con- 
veniente, a los gobiernos de los Estados Miembros pa- 
ra que adopten medidas progresivas en favor de los de- 
rechos humanos dentro del marco de sus leyes internas 
y sus preceptos constitucionales, al igual que disposicio- 
nes apropiadas para fomentar el debido respeto A esos 
derechos; 


e) preparar los estudios o informes que considere 
convenientes para el desempeño de sus funciones; 


d) solicitar de los gobiernos de los Estados Miem- 
bros que Je proporcionen informe sobre las medidas que 
adopten en materia de derechos humanos; 


e) atender las consultas que, por medio de la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados Ame. 
ricanos, le formulen los Estados Miembros en cuestiones 
relacionadas con los derechos humanos y dentro de sus 
O les prestará el asesoramiento que éstos le 
soliciten; 


f) actuar respecto de las peticiones y otras comu- 
nicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Con” 
vención y, 


g) rendir un informe anual a la Asamblea General 
de la Organización de los Estados Americanos. 


ARTICULO 42 


Los Estados Partes deben remitir a la Comisión co- 
pla de los informes y estudios que en sus respectivos 
campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas 
del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia 
y la Cultura, a fin de que aquélla vele por que se pro- 
muevan los derechos derivados de las normas económi- 
cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, conte- 
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nidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada “por el Protocolo de Buenos Aires. 


ARTICULO 43 


Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la 
Comisión las informaciones que ésta les solicite sobre la 
manera en que su derecho interno asegura la aplicación 
efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Convención. 


Sección 3: Competencia 
ARTICULO 44 


Cualquier persona 0, grupo de personas, o entidad 
no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 
Estados Miembros de la Organización, puede presentar 
a la Comisión peticiones que contengan denuncias o que- 
jas de violación de esta Convención por un Estado Parte. 


ARTICULO 45 


1. Todo Estado Parte puede, en el momento del de- 
pósito de su instrumento de ratificación o adhesión de 
esta Convención, o en cualquier momento posterior, de- 
clarar que reconoce la competencia de la Comisión para 
recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en vio- 
laciones de los derechos humanos establecidos en esta 
Convención. 


2. Las comunicaciones hechas en virtud del presen- 
te artículo sólo se pueden admitir y examinar si son pre- 
"sentadas por un Estado Parte que haya hecho una de- 
elaración por la cual reconozca la referida competencia 
de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna co- 
municación contra un Estado Parte que no haya hecho 
tal declaración. 


3. Las declaraciones sobre reconocimiento de com- 
petencia pueden hacerse para que ésta rija por tiempo 
indefinido, por un período determinado o para casos es- 
pecíficos. : 


4. Las declaraciones se depositarán en la Secreta- 
ría (General de la Organización de los Estados Ameri- 
canos, la que trasmitirá copia de las mismas a los Es- 
tados Miembros de dicha Organización. 


ARTICULO 46 


1. Para que una petición O comunicación presen- 
tada conforme a los artículos 44 o 45 sea admitida por la 
Comisión, se requerirá: 


2) que se hayan interpuesto y agotado los recursos 
de jurisdicción interna, conforme a los princi- 
pios del Derecho Internacional generalmente re- 
conocidos; 


b) que sea presentada dentro del plazo de seis me- 
ses, a partir de la fecha -en que el presunto le. 
sionado en sus derechos haya sido notificado de 
la decisión definitiva; 


c) que la materia de la petición o comunicación no 
esté pendiente de otro procedimiento de arreglo 
internacional, y 


d) que en el caso del artículo 44 la petición con- 
tenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, 
el domicilio y la firma de la persona o personas 
o del representante legal de la entidad que so- 
mete la petición. 


2. Las disposiciones de los incisos 1.a) y 1.b) del 
presente artículo no se aplicarán cuando: 


a) no exista en la legislación interna del Estado 
de que se trata del debido proceso legal para la 
protección del derecho o derechos que se álega 
han sido violados; 
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b) no se haya permitido al presunto lesionado en 
sus derechos el acceso a los recursos de la ju- 
risdicción interna, o haya sido impedido de ago- 
tarlos, y 


c) haya retardo injustificado en la decisión sobre 
los mencionados recursos. 


ARTICULO 47 


La Comisión declarará inadmisible toda petición o 
comunicación presentada de acuerdo con los artículos 
44 o 45 cuando: 


a) falte alguno de los requisitos indicados en el 
artículo 46; 


b) no exponga hechos gue caractericen una viola- 
ción de los derechos garantizados por esta Con- 
vención; , 


c) resulte de la exposición del propio peticionario 
o del Estado manifiestamente infundada la peti- 
ción o comunicación o sea evidente su total im- 
procedencia, y ' 


d) sea sustancialmente la reproducción de petición 
o comunicación anterior ya examinada por la 
Comisión u otro organismo internacional. 


Sección 4: Procedimiento 
ARTICULO 48 


1. La Comisión, al recibir una petición o comu- 
nicación en la que se alegue la violación de cualquiera 
de los derechos que consagra esta Convención, pro- 
cederá en los siguientes términos: 


a) si reconoce la admisibilidad de la petición o co- 
municación. solicitará informaciones al Gobierno 
del Estado al cual pertenezca la autoridad seña- 
lada como responsable de la violación alegada, 
transcribiendo las partes pertinentes de la peti. 
ción o comunicación. Dichas informaciones de- 
ben ser enviadas dentro de un plazo razonable, 
fijado por la Comisión al considerar las circuns- 
tancias de cada caso; 


b) recibidas las informaciones o transcurrido el pla- 
zo fijado sin que sean recibidas, verificará si - 
existen o subsisten los motivos de la petición o 
comunicación. De no existir o subsistir, mandará 
archivar el expediente; 


ce) podrá también declarar la inadmisibilidad o la 
improcedencia de la petición o comunicación so- 
bre la base de una información o prueba sobre- 
vinientes; 


d) si el expediente no se ha archivado y con el 
fin de comprobar los hechos, la Comisión réa- 
lizará con conocimiento de las partes, un examen 
del asunto planteado en la petición o comunica- 
ción. Si fuere necesario y conveniente, la Co- 
misión realizará una investigación para cuyo efi- 
caz cumplimiento solicitará y los Estados intere- 
sados le proporcionarán, todas las facilidades ne- 
cesarias; ; 


e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier 
información pertinente y recibirá, si así se le so- 
licita, las exposiciones verbales o estritas que 
presenten los interesados; 


f) se pondrá a disvosición de las partes interesadas, 
a fin de llegar a una solución amistosa del 
asunto fundada en el respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Convención. 


2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede 
realizarse una investigación, previo consentimiento del 
Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la 
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violación, tan sólo con la presenteción de una petición 
0 comunicación que reúna todos los requisitos formales 
de admisibilidad. 


ARTICULO “49 


Si se ha llegado a una solución amistosa con arre- 
glo a las disposiciones del inciso 1.f) del Artículo 48 la 
Comisión redactará un informe que será trasmitido al 
peticionario y a los Estados Partes en esta Convención 
y comunicado después, para su publicación, al Secreta- 
rio General de la Organización de los Estados Ameri- 
canos. Este informe contendrá una breve exposición de 
los hechos y de la solución lograda, Si cualquiera de las 
partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más 
amplia información posihle, 


ARTICULO 50 


1. De-no llegarse a una solución y dentro del plazo 
que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un 
informe en el que expondrá los hechos y sus conclusio- 
nes. Si el informe no representa, en todo o en parte la 
opinión unánime de los miembros de la Comisión cual- 
quiera de ellos podrá agregar a dicho informe su Opi- 
nión por separado. También se agregarán al informe 
las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los 
interesados en virtud del inciso 1.e) del artículo 48. 


2. El informe será trasmitido a los Estados intere- 
sados, quienes no estarán facultados para publicarlo. 


3. Al trasmitir- el informe, la Comisión puede tor- 
mular las proposiciones y recomendaciones que juzgue 
adecuadas. 


ARTICULO 51 


1. Si en el plazo de tres meses a partir de la re- 
misión a los Estados interesados del informe de la Co- 
misión el asunto no ha sido solucionado o sometido a 


la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado . 


interesado, aceptando su competencia, la Comisión. podrá 
emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, 
su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida 
2 Su consideración. 


2. La Comisión hará las recomendaciones pertinen- 
tes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe 
tomar las medidas que le competan para remediar la 
situación examinada. 

3. Transcurrido el período fijado, la Comisión de- 
cidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus miem- 
bros, si.el Estado ha tomado o no medidas adecuadas 
y si publica o no su informe. 


CAPITULO VHIL 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Sección 1. Organización 
ARTICULO 52 


1. La Corte se compondrá de siete jueces, naclo- 
nales de los Estados Miembros de la Organización, ele- 
gidos a título personal entre juristas de la más alta au- 
toridad moral, de reconocida competencia en materia 
de derechos humanos, que reúnan las condiciones re- 
queridas para el ejercicio de las más elevadas fuencio- 
nes judiciales conforme a la Ley del país del cual sean 
nacionales o del Estado que los proponga como candi. 
datos, 


2. No debe haber dos jueces de la misma nacio- 
nalidad. 


ARTICULO 53 


1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en vota- 
ción secreta y por mayoría absoluta de votos de los Es- 
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tados Partes de la Convención en la Asamblea General 
de la Organización, de una lista de candidatos pro. 
puestos por esos mismos Estados. : 


2, Cada uno de los Estados Partes puede proponer 
hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los pro- 
Pone O de cualquier otro Estado Miembro de la Or- 
ganización de los Estados Americanos. Cuando se pro- 
ponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 
ia ser nacional de un Estado distinto del propo- 
nente. 


ARTICULO 54 


_1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un 
periodo de seis años y sólo podrán ser reelegidos una 
vez, El mandato de tres de los jueces designados, en 
la primera elección, expirará al cabo de tres años. In- 
mediatamente después de dicha elección, se determina- 
rá por sorteo en la Asamblea en General los nombres 
de estos tres jueces, 


2. El juez elegido para reemplazar a Otro cuyo 
mandato no ha expirado, completará el periodo de éste. 


.3. Los jueces permanecerán en funcionés hasta el 
término de su mandato. Sin embargo, seguirán cono- 
ciendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que 
se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos 
no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos, 


ARTICULO 55 


1. El juez que sea nacional de alguno de los Esta- 
dos Partes en el caso sometido 2 la Corte, conservará 
su derecho a conocer del mismo. 


2. Si uno de los jueces llamados a conocer del 
caso fuere de la nacionalidad de uno de los Estados 
Partes, otro Estado Parte en el caso podrá designar a 
una persona de su elección para que integre la Corte 
en calidad de juez ad hoc. 


3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso 
ninguno fuere de la nacionalidad de los Estados Partes 
cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc, 


4. El juez ad hoc debe reunir las calidades se- 
fñialadas en el artículo 52 


5. Si varios Estados Partes en la Convención tu- 
vieren un mismo interés en el caso, se considerará como 
una sola parte para los fines de las disposiciones pre- 
Cedentes. En caso de duda, la Corte decidirá. 


ARTICULO 56 


El quórum para las deliberaciones de la Corte es 
de cinco jueces. 


ARTICULO 57 


La Comisión comparecerá en todos los casos ante 
la Corte. 


ARTICULO 58 


1. La Corte tendrá su sede en el lugar que deter- 
minen en la Asamblea General de la Organización, los 
Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar 
reuniones en el territorio de cualquier Estado Miembro 
de la Organización de los Estados Americanos en que 
lo considere conveniente por mayoria de sus miembros 
y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los Esta- 
dos Partes en la Convención pueden, en la Asamblea 
General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede 
de la Corte. 


2. La Corte designará a su Secretario. 


3. El Secretario residirá en la sede de la Corie y 
deberá asistir a las reuniones que ella celebre fuera de 
la misma. 2 
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ARTICULO 59 


La Becretaría de la Corte será establecida por ésta 
y funcionará bajo la dirección del Secretario de la Cor- 
te, de acuerdo con las normas administrativas de la 
Becretaría General de l£ Organización en todo lo que 
no sea incompatible con la independencia de la Corte. 
Bus funcionarios serán nombrados por el Secretario Ge. 
eo de la Organización, en consulta con el Secretario 

a Corte. 


ARTICULO 60 ' 


La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a 
la aprobación de la Asamblea General, y dictará su Re- 
glamento. ] > 


Sección 2: Competencias y Funciones 
ARTICULO 61 


1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen 
derecho a someter un caso 4 la decisión de la Corte. 


2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier 
caso, es necesario que sean agotados los procedimientos 
previstos en los artículos 48 a 50. 


ARTICULO 82 


1. Todo Estado Parte puede, en el momento del 
depósito de su instrumento de ratificación o adhesión 
de esta Convención, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce como obligatoria de pleno dere- 
cho y sin convención especial, la competencia de la 

: Corte sohre todos los casos relativos a la interpretación 
o aplicación de esta Convención. 


2. La declaración puede ser hecha incondicional- 
riente o bajo cóndición de reciprocidad, por un plazo 
determinado o para casos especificos. Deberá ser pre: 
sentada al Secretario General de la Organización, quien 
_trasmitirá copias de la misma a los otros Estados 
id de la Organización y el Secretario de la 


3. La Corte tiene competencia para conocer de. 


cualquier caso relativo a interpretación y aplicación 
de las disposiciones de Convención que le sea so- 
metido, siempre que los Estádos Partes en el caso ha- 
yán reconocido o reconozcan dicha competencia, ora 
por declaración especial, como se indica en los incisos 
anteriores, ora por convención especial. Ñ 


ARTICULO 63 


1. Cuando decida que hubo violación de un de- 
derecho' o libertad protegidos en esta Convención, la 
Corte' dispondrá que se garantice al lesionado en el goce 
de su derecho o Mbertad conculcados. Dispondrá asimis- 
mo, si ello fuera procedente, que se reparen las conse- 
cuencias de la medida o situación que ha configurado 
la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 


2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y 
cuando se haga necesario evitar daños irreparables a 
las personas, la Corte, en los asuntos que esté conocien. 
do, podrá tomar las medidas provisionales que conside- 
re pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no es- 
tén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a sollei- 
tud de la Comisión, 


ARTICULO 64 


1, Los Estados Miembros de la Organización po- 
drán consultar a la Corte acerca de la interpretación 
de esta Convención Q 1 otros tratados concernientes 
3 la protección de los dérechos humanos en los Estados 
Antericanos, Astmismo, podrán consultarla, en lo que 
les. compete, los órganos: enumerados en el capitulo X 
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de la Carta de la Organización de los Estad rica- 
Nos, reformada por el Protocolo de ria 


2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de 
la Organigrción, podrá darle opiniones acerca de lA 
compatibilidad entre cuslquiera de sus leyes intermas y 
los mencionados instrumentos internacionales, 


. ARTICULO 65 


La Corte someterá a la consideración de la Asam. 
blea General de la Organización en cada periodo ordi- 
nario de sesiones un informe sobre sir labor en él año 
anterior. De manera especial y con las recomendacio- 
nes pertinentes, señalará log casos en que un Estado 
no haya dado cumplimiento a sus fallos, 


' Sección 3: Procedimiento 
ARTICULO 66 
1. El fallo de la Corte será motivado, 


2. Si el fallo no expresare en toto o en la 
opinión unánime de los jueces, cualquiera de Ai? ten" 
drá derecho a que Se agregue el fallo su opinión dist- 
dente o individual. ; 


ARTICULO 67 


El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. 
En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del 
fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera 
de las partes, siempre que dicha solicitud se. presente 
dentro de los noventa días a partir de la fecha de la 
notificación del fallo. 


ARTICULO 68 


1. Los Estados Partes en la Convención se com- 
prometen á cumplir la decisión de la Corte en' todo 
caso en que sean partes, 


2. La parte del fallo-que disponga indemnización 
compensatoria se podrá ejecutar en el e Pi país 
por el procedimiento interno vigefte para ejecución 
de sentencias contra el Estado. : : 


ARTICULO 69 


El fallo de la Corte será notificado a las partes en 
el y trasmitido a los Estados Partes en la Con» 


vención, 


CAPITULO 1X 
Disposiciones comunes 
ARTICULO “0 


1. Los jueces de la Corte y los. miembros de la 
Oomisión gozan, desde el momento de su elección y 
mientras dure su mándato, de las inmunidades recono- 
cidas a los agentes diplomáticos por el derecho inter- 
nacional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, ade- 
más, de los privilegios diplomáitcos necesarios para el 
desempeño de sua funciones, 


2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún 
tiempo a los jueces de la Corte ni a los miembros de la 
Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio 
de sus funciones. 


ARTÍCULO “1 


Son incompatibles los cargos de juez de la Cofte o 
miembro de la Comisión con otras actividades que pu- 
dieren afectar su independencia o imparcialidad con- 
forme a lo que se determine en los respectivos estatutos. 
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ARTICULO 72 


Los jueces de la Corte y los miembros de la Co- 
misión percibirán emolumentos y gastos de viaje en la 


forma y condiciones que determinen sus estatutos, te- . 


niendo en cuenta la importancia e independencia de 
sus funciones, Tales emolumentos y gastos de viaje se- 
rán fijados en el programa presupuesto de la Organi- 
zación de los Estados Americanos, el que debe incluir, 
además, los gastos de la Corte y de su Secretaría. A 
estos efectos, la Corté elaborará su propio Proyecto 
de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la 
Asamblea General, por conducto de la Secretaría Ge- 
neral, Esta última no podrá introducirle modificaciones: 


ARTICULO 73 


Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte 
pra el caso, corresponde a la Asamblea General de 

la Organización resolver sobre las sanciones aplicables 
a los miembros de la Comisión oO jueces de la Corte 
que hubiesen incurrido en las causales previstas en los 
respectivos estatutos. Para dictar una resolución se re- 
querirá una mayoría de los dos tercios de los votos de 
los Estados Miembros de la Organización en el caso 
de los miembros de la Comisión y, además, de los dos 
tercios de los votos de los Estados Partes en la Con- 
vención si se tratare de jueces de la Corte. 


PARTE HI -—— DISPOSICIONES GENERALES 
Y TRANSITORIAS 


CAPITULO X 


Firma, ratificación, reserva, enmienda 
protocolo y denuncia 


ARTICULO 74 


1. Esta Convención queda abierta a la firma y-a 
la ratificación O adhesión de todo Estado ac de 
la Organización de los Estados Americanos, 


2.' La ratificación de esta Convención O la adhe- 
sión a la misma se efectuará mediante el depósito de 
un instrumento de ratificación 0 de adhesión en la 


Secretaría General de la Organización de los Estados . 


Americanos. Tan pronto cómo once Estados hayan de- 
positado sus respectivos instrumentos de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a 
todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ul- 
terlormente, la Convención entrará en vigor. en la fe- 


cha del depósito de su instrumento de ratificación o 


de adhesión, 


3. El Secretario General informará a todos los Es- 
tados Miembros de la Organización de la entrada en 
vigor de la Convención. 


ARTICULO 75 


Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas 
conforme a las disposiciones de la Convención de Viena 
sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo 


de 1969, 
ARTICULO 76 


1. Cualquier Estado Parte directamente y la Comi- 
sión o la Corte por conducto del Secretario General, 
pueden someter a la Asamblea General, para lo que 
estime conveniente, una propuesta de- enmienda a esta 
Convención. 


2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Es- 
tados ratificantes de las mismas en la fecha en. que 
se haya depositado el -respectivo instrumento de rati- 
ficación que corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados Partes en esta Convención. En cuanto 
al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la 
fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de 
ratificación. 
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ARTICULO. 77 


:" 1, De actierdo ton lá facultad establecida en el 
artículo 31, cualquier Estado Parte y la Comisión po. 
drán someter a la consideración de los Estados Partes 
reunidos con ocasión de la Asamblea General, da 
tos de protocolos adicionales a está Convención, 

la finalidad de incluir vamente en el Tégimen de de 
protección de la misma otros derechos y libertades. 


2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de 
su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los Esta. 
dos Partes en el pr 


¡ARTICULO 78 


1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Con. 
vención después de la:expiración de un plazo de cinco - 
años a partir de la fecha de' entrada en vigor de la 
misma y mediante un preaviso de un afio, notificando 


al Secretario General de la Organización, quien debe 


informar a las otras Partes. 


2. Dicha demuncia' no.tendrá por efecto desligar 
al Estado Parte interesado de las obligaciones conteni- 
das en esta Convención en lo que concierne a todo 
hecho que, pudiendo constituir una violación de esas 
obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente 
a la fecha en la cual la denuncia produce efecto, 


CAPFTULO XI 
Disposiciones Transitorias 


Sección L Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos 


ARTICULO 79 
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario 


General pedirá por escrito a cada Estado Miembro de la 
Organización que presente, dentro de un plazo de no- 


“venta días sus candidatos para miembros de la Comi. 


sión Interamericana de Derechos Humanos. El Secre- 
tarlo General preparará una Hsta por orden alfabético 
de los candidatos presentados y la comunicará a los 
Estados Miembros. Si para elegir a todos los miembros 
días antes de la próxima Asamblea General. 


ARTICULO 80. 


La elección de miembros de la Comisión se hará 
de entre los cardidatbos que figuren en la lista á£ que 
se refiere el artículo 79 por votación secréta de la 
Asamblea General y se declararán elegidos los candi- 
datos que obtengan mayor núniéro de votos y la ma- 
yoría absoluta de los votos de los representantes de los 
iEistados Miembros. Si para elegir a todos los miembros 
de la Comisión resultare necesario efectuar varias vyo- 
taciones, se eliminará sucesivamente, en la forma que 
determine la Asamblea General, a los candidatos que 
reciban menor número de votos, 


Sección 2. Corte Interamericaná de Derechos Humanos 
ARTICULO 81 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario 
General pedirá por escrito a cada Estado Parte que 
presente, dentro de un plazo de noventa días, sus can- 
didatos para jueces de la Corte Interamericana de De- 
rechos Humanos. El Secretario General preparará una 
lista por orden alfabético de los candidatos presentados 
y la comunicará a los Estados Partes por lo menos 
treinta días antes de la próxima Asamblea General. 


. ARTICULO 82 


La elección de jueces de la Corte se hará de entre 
los candidatos que figuren en la lista a que se refiere 
el artículo 81, por votación secreta de los Estados Par- 
tes en la Asamblea : General y se . declararán elegidos 
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los candidatos que obtengan mayor número de votos y. 


la mayoria absoluta de los votos de los representantes 
de los Estados Partes. Si para elegir a todos los jueces 
de la Corte resultare necesario efectuar varlas votacio- 
nes se eliminarán sucesivamente, en la forma que de- 
terminen los Estados Partes, a log candidatos que re- 
ciban menor número de votos. 


DECLARACIONES Y RESERVAS 
Declaración de Chile. 


La Delegación de Chile pone su firma en esta Con- 
vención, sujeta a su posterior aprobación parlamentaria 
A rt conforme a las normas constitucionales 
vigentes. 


Declaración del Ecuador. 


La Delegación del Ecuador tiene el honor de sus- 
cribir la Convención Americana de Derechos Humanos. 
No cree necesario puntualizar reserva alguna, dejando 
a salvo, tan solo, la facultad general contenida en la 
mísma Convención, que deja a los gobiernos la liber- 
tad de ratificarla. 


Reserva de Uruguay. 


El artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la 
República Oriental del Uruguay establece que la ciu- 
dadanía se suspende “por la condición de legalmente 
Procesado en causa criminal de que pueda resultar pena 
de penitenciaria”. Esta limitación al ejercicio de los 
derechos reconocidos en el Artículo 23 de la Convención 
no está contemplada entre las circunstancias que al 
respecto prevé el parágrafo 2 de dicho Articulo 23 por 
lo que la Delegación del Uruguay formula la reserva 
pertinente. j 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infras- 
eritos, cuyos plenos poderes fueron haliados en buena y 
debida forma, firman esta Convención, que se llamará 


“PACTO DE $AN JOSE DE COSTA RICA”, en la ciudad | 


de San José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de 
mil novecientos sesenta y nueve. - 


PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO 
INTERNACIONAL: DE DERECHOS 
CIVILES Y POLITICOS 


z y 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 


Considerando que pára asegurar mejor al logro de 
los propósitos del Pacto Internacional de Derechos Ci- 


viles y Políticos (en adelante denominado el Pacto) y . 


la aplicación de sus disposiciones Sería conveniente fa- 
cultar al Comité de Derechos Humanos establecido en 
la parte IV del Pacto (en adelante denominado el 
Comité) para recibir y considerar, tal como se prevé 
en el presente Protocolo, comunicaciones de individuos 
que aleguen ser víctimas de violaciones de cualquiera 
de los derechos enunciados en el Pacto, 


Han convenido en lo siguiente: 


ARTICULO 1 


Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser 
parté en el presente Protocolo reconoce la competen- 
cia del Comité para recibir y considerar comunicacio- 
nes de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de 
ese Estado. y que aleguen ser víctimas de una viola- 
ción, por ese Estado Parte, de cualquiera de los de- 
rechos enunciados en el Pacto. El Comité no recibirá 
ninguna comunicación que concierna a un Estado Par- 
te en el Pacto que no sea parte en el presente Protocolo. 


ARTICULO 2 
Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1,-todo 


individuo que alegue una violación de cualquiera de sus 
derechos enumerados en el Pacto y que haya agotado 
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todos los recursos internos disponibles : 
podrá someter a 
la consideración del Comité una comunicación escrita. 


ARTICULO 3 


El Comité considerará inadmisible toda cómunica. 
ción presentada de acuerdo con el presente Protocolo 
que sea anónima o que, a su juicio, constituya un abuso 
del derecho a presentar tales comunicaciones o sea in- 
compatible con las disposiciones del Pacto. 


ARTICULO 4 


1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el 
Comité pondrá toda comunicación que le sea sometida 
pa bi Ps io Protocolo en conocimiento del 

ado Parte del que se afirme que ha violado cualquiera 
de las disposiciones del Pacto, aa 


2. En un plazo de sels meses, ese Estado deberá 
presentar al Comité por escrito explicaciones o declara. 
clones en las que se aclare el asunto y se señalen las 
medidas que eventualmente haya adoptado al respecto. 


ARTICULO 5 


1. El Comité examinará las comunicaciones recibi. * 
das de acuerdo con el presente Protocolo tomando en 
cuenta toda la información escrita que le hayan facil. 
tado el individuo y el Estado Parte interesado. 


2. El Comité no examinará ninguna comunicación 
de un individuo a menos que se haya cerciorado de que: 


a) El mismo asunto no ha sido sometido ya a Otro 
miento de examen o arreglo internacio. 
nales; 


b) ' El individuo ha agotado todos los recursos de la 
jurisdicción interna. No se aplicará esta norma 
cuando la tramitación de los recursos se pro- 
longue injustificadamente. 


3. El Comité celebrará sus sesiones á puerta cerra. 
da cuando examine las comunicaciones previstas en el 
presente Protocolo. 


4. El Comité presentará sus observaciones al Esta. 
do Parte interesado y al individuo, ? 


ARTICULO 6 


El Comité incluirá en el informe anual que ha de 
presentar con arreglo al artículo 45 del Pacto un resu- 
men de sus actividades en virtud del presente Protocolo. 


ARTICULO 7 


En tanto no se logren los objetivos de la resolución 
1.514 (XV) de la Asamblea General de las Nactones 
Unidas, del 14 de diciembre de 1960, relativa a la De- 
claración sobre la concesión de la independencia a los 
países y pueblos coloniales, las disposiciones del presen. 
te Protocolo no limitarán de manera alguna el derecho 
de petición concedido a esos pueblos por la Carta de 
las Naciones Unidas y por otros instrumentos y conven. 
ciones internacionales que se hayan concertado bajo 
“los auspicios de las Naciones Unidas o de sus organis. 
mos especializados. 


ARTICULO 8 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma 
de cualquier Estado que haya firmado el Pacto, 


2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación 
por cualquier Estado que haya ratificado el Pacto o se 
haya adherido al mismo. Los instrumentos de.ratifica. 
ción se depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 
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El presente Protocolo quedará ablerto a ia adhesión 
de cualquier Estado que haya ratificado el Pacto o se 
_haya adherido al mismo. . 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas in- 
formará a todos los Estados que hayan firmado el pre- 
sente Protocolo, o se hayan adherido a él, del depósito 
de cáda uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión, Ñ y 


ARTICULO 9 


1. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el 
presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el décimo instrumento de ratificación o de adhesión en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pro. 
tocolo o se adhiera a él después de haber sido deposi- 
tado el décimo instrumento de ratificación o de adhe- 

. sión, el presente Protocolo entrará en vigor transcurri. 
dos tres meses A partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su propio instrumento de ratificación 
o de adhesión . ñ 


] ARTICULO 10. 


mes disposiciones del preserite Protocolo serán apli- 
cablés a todas las partes componentes de los Estados 
federales, sin limitación ni excepción alguna. 


- ARTICULO 11 


1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo po- 
drá próponer enmiendas y depositarlas en poder del Se. 
cretarlo General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará las enmiendas propuestas a los Es- 
tados Partes en el presente Protocolo pidiéndoles que 
le notifiquen st desean que se convoque una conferencia 
de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas 
y someterlas a votación, Si un tercio al menos de los 
Estados se declara a favor de tal convotatoria, el Se- 
cretario General convocará una conferencia bajo los aus- 
picios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por la mayoría de los Estados presentes y votantes en 

conferencia se someterá a la aprobación de la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas. 
” 2, Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan 
sida, aprobadas por la Asamblea, General y aceptadas 
“$9r upg mayoría de dos terclos de los Estados Partes 
en el.presente Protocolo, de conformidad con sus respec- 
tivos Hrocedimientos constitucionales., 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán 
obligatorias para los Estados Partes que las hayan acep- 
'tado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Protocolo y 
por ápda enmienda anterior, que hubiesen aceptado. 


ARTICULO 12 


1. Todo Estado Parte podrá denunciar el preseñte 
Protocolo en cualquier momento mediante notificación 
escrita dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia surtirá efecto tres meses después 
de lg fecha en que el Secretario General haya recibido 
la cación. 

El 


2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las 
disposiciones del presente Protocolo sigan aplicándose a 


tualguler comunicación presentada, en virtud del artícu. 


lo $ antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 
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ARTICULO 13 


Independientemente de las notificaciones formuladas 
“conforme al párráto 3 del ártículó 8 del presente Proto. 
colo, el Secretario General “de las Naciones Unidas co- 
municará a todos los Estados menclontdos en él párrato 1 
del artículo 51 del Pacto: . 


a) Las firmas, ratificacionés y adhesiones confot. 
mes con lo dispuesto en el artículo 8; 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Pro- 
tocolo conforme a lo dispuesto en el artículo 9, 
y la fecha en que entren en vigor las enmien. 
das a que hace referencia” el artículo 11; 


e) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 12, 


ARTICULO 14 


1. El presente Protocolo, cuyos textos -en chino, es- 
pañol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en. lo3 archivos de las Naciones Unidas. 


2. El Secretarlo' General de las Naclónes Unidas 
enviará copias certificadas del presente Protocolo á to. 
dos los Estados mencionados en el artículo 48 del Pacto. 


EN FE DE LO CUAL, los infráscritos, debidamente 
áuforizados para elló por sus respectivos Goblernos, han 
firmado el presente Protocolo, el cual ha sido abierto 
a la firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes 
de diciembre de mil novecientos sesenta «y sels. 


PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
CIVILES Y POLITICOS >. 


Los Estados Partes en el presente Pacto, 


Considerando que, cónforme a los principios enun. 
ciados. en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, 
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reco- 
“nocimiento de la dignidad inherente a todos los miéem- 
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e 
inalienables. ] 


-Reconociendo que estos derechós se derivan de la 
dignidad inherente a la persona humana, 


Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal 
del ser humano libre, en el disfrute de las libertades 
civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, 
a menos que se creen condiciones que permiten a'cada 
persona gozar de sus derechos civiles y -políticos, tanto 
como de sus derechos económicos, sociales y culturales. 


Considerando que la Carta de las Nactones Unidas 
impone a los Estados la obligación de promover el res. 
meto universal y efectivo de los derechos y likertades 
humanos. 


Comprendiendo que el individuo, por tener deberes 
respecto de otros individuos y de la comunidad a que 
pertenece, tiene la Obligatión de esforzarse por la con. 
secución y la observancia de los derechos reconocidos 
en este Pacto. 


Convienen en los artículos siguientes: 


PARTE 1 — > 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre 
determinación. En virtud de este derecho establecen 1. 
bremente su condición política y proveen asimismo a 
su desarrollo económico, social y cultural. . 
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2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos 
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan 
de la cooperación económica internacional basada en el 
principio de beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional, En ningún caso podría privarse a un pue. 
blo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en €l presente Pacto, inclu- 
so los que tienen la responsabilidad de administrar te- 
rritorios no autónomos y territorios 'en fideicomiso, pro- 
moverán el ejercicio del derecho de libre determinación 
y respetarán este derecho de conformidad con las dis. 
posiciones de la Carta de las Naciones Unidas, 


PARTE U 
ARTICULO 2 


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar y a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en su territorio y es- 
tén sujetos a su jurisdicción los derechos reconodidos 
en el presente Pacto. sin distinción alguna de raza, co. 
lor, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica. na. 
cimiento o cualquier otra condición social. 


2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, 
con arreglo a sus procedimiéntos constitucionales y a las 
disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas 
para dictar las disposiciones legislativas o de otro ca. 
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en el presente Pacto y que no es- 
tuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o 
de otro carácter. 


3. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a garantizar que: 


2) Toda persona cuyos derechos o libertades re. 
conocidos en el presente Pacto hayan sido vlo- 
lados podrá interponer un recurso efectivo, aún 
cuando tal violación hubiera sido cometida por 
personas que actuaban en ejercicio de sus fun- 
clones oficiales; 


b) La autoridad competente, judictal, administrati. 
va o legislativa, O cualquiera otra autoridad 
competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los deréchos de toda per- 
sona que interponga tal recurso, y a desarro- 
llar las posibilidades de recurso judicial; 


c) Las autoridades competentes cumplirán toda de. 
cisilón en que se haya estimado procedente el 


recurso. 
ARTICULO 3 
Los Estados Partes en el presente Pacto se compro- 
meten a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en 
el goce de todos los derechos cíviles y políticos enuncia- 
dos en el presente Pacto. 


ARTICULO 4 


1. En situaciones excepcionales que pongan en pe- * 


ligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido 
proclamada oflelalmente, los Estados Partes en el pre- 
sente Pacto podrán adoptar disposiciones que en la me- 
dida estrictamente limitada a las exigencias de la situa. 
clón, suspendan las obligaciones contraídas en virtud 
de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean 
incompatibles con las demás obligationes que les impo- 
ne el derecho internacional y no entrañen discriminación 
alguna fundada únicamente en motivos de raza. color, 
sexo, idioma, religión u origen social, ' 
, 
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2. La disposición precedente no autorl: 
sión alguna de los artículos 6 179) 
renta rabo 7 ys (párrafos 1 y 2), 


3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que 
haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en €l pre- 
sente pacto, por conducto del Secretario General de las 
Naciones Unidas, de las .disposiciones cuya aplicación 
haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión, Se hará una nueva comunicación por el 
mismo conducto en la fecha en que haya dado por ter. 
minada tal suspensión. : 


ARTICULO 5 


1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser 
interpretada én el sentido de conceder derecho alguno 
a un Estado, grupo o individuo para emprender activi. 
dades o a realizar actos encaminados a la destrucción de 
cualquiera de los derechos y MHbertades reconocidos en 
el Pacto O a su limitación en mayor medida que la pre- 
vista en él, 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos fundamentales recono- 
cidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de 
que el presente Pacto no los retonoce o los reconoce en 
menor grado, 


> PARTE HI 
ARTICULO 6 


1, El derecho a la vida es inherente a la persona 
humana, Este derecho estará protegido por la Ley. Na- 
die podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los países que no hayan abolido la pena ca- 
pital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los 
más graves delitos y de conformidad con leyes que es. 
tén en vigor en el momento de cometerse el delito y 
que no sean contrarias a las disposiciones del presente 
Pacto ni a la Convención para la prevención y la san. 
ción del delito de genocidio. Esta pena sólo podrá im. 
ponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un 
tribunal competente. 


3. Cuando la privación de la vida constituya de. 
lito de genocidlo se tendrá entendido que nada de lo 
dispuesto en este artículo excusará €n modo alguno a 
los Estados Partes del cumpliimento de ninguna de las 
obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de 
la, Convención para la prevención y la sanción del de. 
lito de genocidio. 


4. Toda persona condenada a muerte tendrá dere. 
cho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena, 
La Amnistía, el indulto o la conmutación de la pena 
capital podrán ser concedidos en todos los casos. 


5. No se impondrá la pena de muerte por delitos 
cometidos por personas de menos de 18 años de edad, ni 
se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 


6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser 
invocada por un Estado Parte en el presente Pacto para 
demorar o impedir la abolición de la pena capital. 


ARTICULO 7 


Nadie será sometido a torturas ni a' penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie 
será sometido sin su libre consentimiento a experimen. 
tos médicos o científicos. : 


ARTICULO 8 


1. Nadie estará sometido a esclavitud. La escla. 
vitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas 
sus formas. 
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2. Nadie estará sometido a servidumbre. 
3. E 


a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo 
forzoso u obligatorio; 


b) El inciso precedente no podrá ser interpretado 
en el sentido de que prohíbe,. en los países en 
los cuales ciertos delitos pueden ser castigados 
con la pena de prisión acompañada de traba- 
jos forzados, el cumplimiento de una pena de 
trabajos forzados impuesta por un tribunal com- 
petente; 


€) No se considerarán como “trabajo forzoso u obli- 
gatorio” a los efectos de este párrafo: * 


i) Los trabajos o servicios que, aparte de los 
mencionados en el inciso b), se exijan nor- 
malmente de una persona presa en virtud 
de una decisión judicial legalmente dictada. 
o de una persona que habiendo sido presa 
en virtud de tal decisión se encuentre en 
libertad condicional; . 


ii) El Servicio de carácter militar y, en los paí. 
ses donde se admite la exención por razo. 
nes de conciencia, el servicio nacional que 
deben prestar conforme a la Ley quienes se 
opongan al servicio militar por razones de 
conciencia; 


111) El servicio impuesto en casos de peligro o 
calamidad que amenace la vida o el blenes- 
tar de la comunidad; - 


iv) El trabajo o serviclo que forma parte de las 
obligaciones cívicas normales, 


ARTICULO 9 


1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a 
la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a de- 
tención o prisión arbitrariás. Nadie podrá ser privado 
de su libertad, salvo por las causas fljadas por Ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta. 


2. Toda persona detenida será informada, en el mo- 
mento de su detención, de las razones de la misma, y 
notificada, sin demora, de la acusación formulada contra 


ella. 


3. .Toda persona detenida o presa a causa de una 
infracción penal será llevada sin demora ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la, Ley para ejercer fun- 
ciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada den- 
tro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La 
prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier otro momento de las diligencias procesales y, 
en su caso, para la ejecución del fallo. 


4. Toda persona que sea privada de libertad en vir- 
tud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir an- 
te un tribunal, con el fin de que éste decida a la bre- 
vedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene 
su libertad st la prisión fuera ilegal. 


5. Toda persona que haya sido ilegalmente deteni. 
da o presa, tendrá el derecho efectivo de obtener repa. 


ración. 
ARTICULO 10 


1. Toda persona privada de libertad será tratada 
humanamente y con el respeto debido 'a“la dignidad 
inherente al ser humano. E se 
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a) Los procesados estarán separados de los conde- 
nados, salvo en circunstancias excepcionales, .y 
serán sometidos a un tratamiento distinto, ade- 
cuado a su condición de personas no condenadas; 


b) Los menores procesados estárán separados de los 
adultos y deberán ser llevados ante los tribu-. 
nales de justicia. con la mayor celeridad posible 
para su enjuiciamiento. 


3.. El régimen penitenciario consistirá en un trata. 
miento cuya finalidad esencial será la reforma y la re- 
adaptación social de los penados. Los menores delin- 
cuentes estarán separados de los adultos y serán some. 
tidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición 
jurídica. : 


ARTICULO 11 


Nadle será encarcelado por el solo hecho de no po- 
der cumplir una obligación contractual. 


ARTICULO 12 


1. Toda persona que se halle legalmente en el te- 
rritorio de un Estado tendrá derecho a circular libre. 
mente por él y a escoger libremente en él su residencia. 


2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente 
de cualquier país, incluso del propio. 


3. Los derechos antes mencionados no podrán ger 
objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen pre. 
vistas en la Ley, sean necesarias para proteger la segu- 
ridad nacional, el orden público, la salud o la moral 
públicas o los: derechos y libertades de terceros, y sean 
compatibles con los demás derechos reconocidos en el 
presente Pacto. ¿ 


4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del de. 
recho a entrar en su propio país. 


ARTICULO 13 


El extranjero que se “halle legalmente en el terrl. 
torio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo po. 
drá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión 
adoptada coníorme a la Ley; y, a menos que razones im- 
periosas de seguridad nacional se opongan a ello, se per- 
mitirá-a tal extranjero exponer las razones que lo asis. 
tan en contra de su expulsión, así como someter su caso 
a revisión ante la autoridad competente o bien ante la 
persona o personas designadas especialmente por dicha 
autoridad competente, y hacerse representar con tal fin 
ante ellas. 


ARTICULO 14 


1. Todas las personas son iguales ante los tribuna 
les y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a 
ser oida públicamente y con las debidas garantías por 
un tribunal competente, independiente 'e imparcial, esta: 
blecido por la Ley, en la substanciación de cualquier acu- 
sación de carácter penal formulada contra ella o para 
la determinación de sus derechos u obligaciones de ca. 
rácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos 
de la totalidad o parte de los jutrios por consideraciones 
de moral, orden público seguridad nacional en una so- 
eledad democrática, o cuando la exija el interés de la 
vida privada de las partes o, en.la medida estrictamente 
necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstan- 
cias especiales del asunto la publicidad pudiera perju- 
dícar a los intereses de la. justicia; pero toda sentencia 
en materia penal o contenciosa será pública, excepto en 
los casos en que el interés de menores de edad exija 
lo contrario, o en' las actuaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la: tutela de menores. ¿ 
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2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho 
a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe 
su culpabilidad conforme a la Ley. 


3. Durante el proceso, toda persona acusada de un 
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 


a) A ser informada sin demora, en un idioma que 
comprenda y en forma detallada, de la natura- 
ena y causas de la acusación formulada contra 
ella; 


b) A disponer del tiempo y de los medios adecua- 
dos. para la preparación de su defensa y a co- 
municarse con un defensor de su elección, 


c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse 
personalmente o ser asistida por un defensor de 
su elección; a ser informada, si no tuviera de- 
fensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, 
siempre que el interés de la justicia lo exija, a 
que se le nombre defensor de oficio, gratulta- 
mente, si carecilera de medios suficientes para 
pagarlo; 


e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de 
cargo y a obtener la comparecencia de los tes. 
tigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de 
Cargo; 


1) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, 
si no comprende, o no habla el idioma empleado 
en el tribunal; 


E) A no ser-obligada a declarar contra sí misma 
ni a confesarse culpable. 


4.' En el procedimiento aplicable a los menores de 
edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circuns- 
or y la importancia de estimular su readaptación 
social. . 


5. Toda persona declarada culpable de un delito 
tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena 
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal 
superior, conforme a lo prescrito por la ley. 


6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya 
sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido 
indultado por haberse producido o descubierto un hecho 
plenamente probatorio de la comisión de un error judi. 
cial, la persona que haya sufrido una pena como resul. 
tado de tal sentencia deberá ser indemnizada. conforme 
a la Ley, a menos que se demuestre que le es imputable 
en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente 
el hecho desconocido. 


7. Nadie podrá ser juzgado mi sancionado por un 
delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto 
por una sentencia firme de acuerdo con la Ley y el pro- 
cedimiento penal de cada país. 


ARTICULO 15 


1. Nadie será condenado por actos u omisiones que 
en el momento de cometerse no fueran delictivos según 
el derecho nacional o internacional, Tampoco se impon- 
drá pena más grave'que la aplicable en el momento de 
la comisión del delito. Si con posterioridad a la comi- 
sión del delito la Ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el delincuente -se beneficiará de éllo. 


2. Nada de lo dispuesto en éste artículo se opon- 
drá al juicio ni a la condena de una persona por actos 
u omistones que, en el momento de cometerse, fueran 


delictivos según los principios generales del derecho re. 


conocidos por la comunidad internactonal. 
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ARTICULO 16 


Todo ser humano tiene derecho en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica, 


ARTICULO 17 


1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia, ni de ataque ilegales a su honra y 
reputación. : S 


2. Toda persona tlene derecho a la protección de 
la Ley contra esas injerencias o esos ataques. 


ARTICULO 18 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de tener o de adoptar. la religión o 
las creencias de su elección, asi como la libertad de ma. 
nifestar su religión o sus creencias, individual o colec. 
tivamente, tanto en público como en privado, mediante 
el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la 
enseñanza. 


2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que 
puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar 
la religión o las creencias de su- elección. 


3. La libertad de manifestar la propia religión o 
las propias creencias estará sujeta únicamente a las li. 
mitaclones prescritas por la Ley que sean necesarias para 
proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral pú- 
blicos, o los derechos y libertades fundamentales de los 
demás. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos 
reciban la educación religiosa y moral que esté de acuer- 
do con sus propias convicciones, 


ARTICULO 19 


1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus Opi. 
niones. j 


2. Toda persona tiene derecho a la libertad de ex- 
presión; este derecho comprende la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda fndole, 
sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artística, 9 por cualquier 
otro procedimiento de su elección. 


3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 
de este artículo entraña deberes y responsabilidades es- 
peciales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas 
restricciones que deberán, sin embargo, estar expresa. 
mente fijadas por la Ley y ser necesarias para: 


a) Asegurar el respeto de los derechos o a la repu- 
tación de los demás; 


b) La protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la.moral públicas. 


ARTICULO 20 


1. Toda propaganda en favor de la guerra estará 
prohibida por la Ley. 


2. Toda apología del odio nacional, racial o reli. 
gloso que constituya incitación a la discriminación. la 
hostilidad o la violencia estará prohibida por la Ley. 


ARTICULO 21 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejer. 
cicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las res- 
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tricciones previstas por la Ley que sean necesarias en 
una sociedad democrática, en interés de la seguridad na- 
cional, de la seguridad pública o del orden público, o 
'para proteger la salud o la moral públicas o los dere- 
chos y libertades de los demás. 


ARTICULO 22 


1, Toda persona tiene derecho a asociarse libre- 
mente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos 
y afillarse a ellos para la protección de sus intereses. 


2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar su- 
jeto a las restricciones previstas por la Ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de. la seguridad pública 'o del orden 

: público, o para proteger la salud o la moral públicas o 
los derechos y libertades de los demás. El presente ar- 
tículo no impedirá la imposición de restricciones legales 
al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros 
de las fuerzas armadas y de la policía. 


3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a 
los Estados Partes en el Convenio de la Organización 
Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad 
sindical y a .la protección del derecho de sindicación 
o adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar 
las garantías previstas en él ni a aplicar la Ley de -tal 
manera que pueda menoscabar esas garantías. 


ARTICULO 23 


1. La familla es el elemento natural y 
tal de la sociedad y tiene derecho a la protección de la 
sociedad y del Estado.. = 


2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mu. 
jer a contraer matrimonio y a fundar una familia si 
tiene edad para ello. 


3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre 
y pleno consentimiento de los contrayentes, 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto toma- 
rán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del mismo. En caso de disolución, se adop- 
tarán disposiciones que aseguren la protección necesaria 
a log hijos. 


ARTICULO 24 


1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación al. 
guna por motivos de raza, color, sexo. idioma, religión, 
origen nacional o social, posición eronómica o nacimien- 
to, a las medidas de protección que su condición de 
menor requiere, tanto por parte de su familia como de 
la sociedad y del Estado. 


2. Todo niño: será inscrito inmediatamente después 
de su nacimiento y deberá tener un nombre. 


3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacio. 
nalidad. 


¡ARTICULO 25 . 

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restric- 
ciones indebidas, de los siguientes derechos. y oportuni. 
dades: 


a) Participar en la dirección de los asuntos públi. 
cos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 


b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas. 
auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 
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ce) Tener acceso, en condiciones generales de igual. 
dad, a las funciones públicas de su país. 


ARTICULO 26 


Todas las personas gon iguales ante la Ley y tienen 
derecho sin discriminación a ígual protección de la Ley. 
A este respecto, la Ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará a todas las persones protección igual y efec- 
tiva contra cualqufer discriminación por motivos de ra- 
za, color, sexo, idiomá. religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nacional o social, posición eco. 
nómica, nacimiento o cualquier otra condición social. 


ARTICULO 27 


En los Estados er. que existan minorías :»;”.cas, rell. 
glosas o lingúísticas no se negará a las per:mas cue 
pertenezcan a dichas minorías el derecho que ] 3 coryms- 
ponde, en Común cojx los demás miembros de u gn o, 
a tener su propia vida cultural, a profesar y pract..ar 
su propia religión y a emplear su propio id] : na. 


PARTE IV 
ARTICULO 28 


1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos 
(en adelante denominado el Comité). Se compondrá de 
dieclocho miembros y desempeñará las funciones que ge 
señalan más adelante. 


2. El Comité estará compuesto de nacionales de los 
Estados Partes en el presente Pacto, que debérán ser 
personas de gran integridad moral, con reconocida com- 
petencia en materia de derechos humanos. Se tomará en 
consideración la utilidad de la participación de algunas 
personas que tengan experiencia jurídica. 


3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejer- 
cerán sus funciones a título personal. 


ARTICULO 29 


1. Los miembros del Comité serán elegidos par vo. 
tación secreta de una lista de personas que reúnan las 
condiciones previstas en el artículo 28 y que sean pro- 
puestas al efecto por los Estados Partes en el presente 
Pacto. 


2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá 
proponer hasta dos personas. Estas personas serán nacio- 
nales del Estado que las proponga. 


3. La misma persona podrá ser propuesta más de 
una vez. ñ Ñ 


ARTICULO 30 


"1. La elección inicial se celebrará a más tardar 
seis meses después de la fecha de entrada en vigor del 
presente Pacto. 


2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de 
la elección del Comité, siempre que no se trate de una 
elección para llenar una vatante declarada de confor. 
midad con el artículo 34, el Secretario General de las 
Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Par. 
tes en el presente Pacto a presentar sus candidatos para 
el Comité en el término de tres meses, A ó 


- 3. El Secretario General de las Naciones Unidas 
preparará una lista por orden alfabético de los candl. * 
datos que hubieren sido presentados, con indicación de 
los Estados Partes que los hubieren designado, y la co- 
municará a los Estados Partes en el presente Pacto a 
más tardar un mes antes de la fecha de cada elección, 


4. La elección de los miembros del Comité se cele. 
brará en una reunión de los Estados Partes convocada 
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por el Secretario General de las Naciones Unidas en la 
Sede de la Organización. En esa reunión, para la cual 
el quórum estará constituido por dos tercios de los Es- 
tados Partes, quedarán elegidos miembros del Comité, 
los candidatos que obtengan el mayor número de votos 
y la mayoría absoluta de los votos de los representantes, 
de los Estados Partes presentes y votantes. 


ARTICULO 31 


1. El Comité no podrá comprender más de un na- 
«ional de un mismo Estado. 


2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta 
una distribución geográfica equitativa de los miembros 
y la representación de las diferentes formas de civiliza.- 
ción y de los principales sistemas jurídicos, 


ARTICULO 32 


1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro 
años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su 
candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los 
miembros elegidos en la primera. elección expirarán al 
cabo de dos años. Inmediatamente después de la primera 
elección, el Presidente de la reúnión mencionada en el 
párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nom- 
bres de estos nueve miembros. 


2, Las elecciones que se celebren al expirar el man- 
dato se harán con arreglo a los artículos precedentes de 
esta parte del presente Pacto. 


ARTICULO 33 
i E 
Y 1. Si los demás miembros estiman por unanimidad 
que un miembro del Comité ha dejado de desempeñar 
las funciones por otra causa que la de ausencia tempo- 
ral. el Presidente del Comité notificará este hecho al 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien decla- 
rará vacante el puesto de dicho miembro. 


2. En caso de muerte o renuncia de un miembro 
del Comité, el Presidente lo notificará inmediatamente 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien de- 
clarará vacante el puesto desde la iecha del fallecimien- 
to o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia. 


ARTICULO 34 


1. Si se declara una vacante de conformidad con 
el artículo 33 y si el mandato del miembro que ha de 
ser sustituido no expira dentro de los.seis meses que si- 
gan a la declaración de dicha vacante, el Secretario 
General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno 
de los Estados Partes en el presente Pacto, los cuales, 
para llenar la vacante, podrán presentar candidatos en 
el plazo de dos meses. de acuerdo con lo dispuesto en 
el párrafo 2 del artículo 29. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
preparará una lista por orden alfabético de los candi. 
datos así designados y la comunicará a los Estados Par- 
tes en el presente texto. La elección para Nenar la va- 
cante se verlficará de conformidad con las disposiciones 
pertinentes de esta parte del presente Pacto. 


3. Tódo miembro del Comité que haya sido elegido 
para llenar una vacante declarada de conformidad con 
el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del mandato 
ldel miembro que dejó vacante el puesto en el Comité 
conforme a lo dispuesto en ese artículo. 


ARTICULO 35 


Los miembros del Comité, previa aprobación de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en 
la forma y Condiciones que la Asamblea General deter- 
mine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones 
del Comité, 
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ARTICULO 36 


El Secretario General de las Naciones Unidas pro- 
porcionará el personal y los servicios necesarios para el 
desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud 
del presente Pacto. 


ARTICULO 37 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas 
convocará la primera reunión del Comité en la Sede de 
las Naciones Unidas. : 


2. ¡Después de su primera reunión, el Comité se 
reunirá en las ocasiones que se prevean en su regla- 
mento. a 


3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede 
de las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naclones 
Unidas en Ginebra. 


ARTICULO 38 


Antes de entrar en funciones, los miembros del Co- 
mité declararán solemnemente en sesión pública del Co-* 
mité que desempeñarán su cometido con toda imparcia- 
lidad y conciencia. ñ 


ARTICULO 39 


1. El Com'té elegirá su Mesa por un período de dos 
años. Los miembros de la. Mesa podrán ser reelegidos. 


2. El Comité establecerá su propio reglamento, en 
el cual se dispondrá, entre otras Cosas, que: 


a) Doce miembros constituirán quórum; 


b) Las decisiones del Comité se tomarán por ma- 
yoría de votos de los miembros presentes. 


ARTICULO 40 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 


prometen a presentar informes sobre las disposiciones 
que hayan adoptado y que den efecto a los derechos 
reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan 
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 


- 2) En el plazo de un año a contar de la fecha de 
entrada en vigor del presente Pacto con respecto 
a los Estados Partes interesados; 


b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 


2. Todos los informes se presentarán al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien los transmitirá al 
Comité para examen. Los informes señalarán los facto- 
res y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la 
aplicación del presente Pacto, 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas, 
después de celebrar consultas con el Comité, podrá trans. 
mitir a los organismos especializados interesados coplas 
de las partes de los informes que caigan dentro de sus 
esferas de competencia, 


4. El Comité estudiará los informes presentados por 
los Estados Partes en el presente Pacto. Transmitirá sus 
informes, y los comentarios generales que estime opor- 
tunos. a los Estados Partes. El Comité también podrá 
transmitir al Consejo Económico y Soclal esos comen. 
tarios, junto con copia de los informes que haya recibido 
de los Estados Partes en el Pacto. 


5. Los. Éstados Partes podrán presentar al Comité 
observaciones sobre cualquier comentario que se haga 
con arreglo al párrafo 4 del presente artículo. 


ARTICULO 41 


1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado 
Parte en el presente Pacto podrá declarar en cualquier 
momento que reconoce la competencia del Comité para 
recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte alegue que Otro Estado Parte no cumpla las obll 
gaciones que le impone este Pacto. Las comunicaciones 
hechas en virtud del presente artículo sólo se podrán 
admitir y examinar si son presentadas por un Estado 
Parte que haya hecho una declaración por la cual reco. 
nozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. 
El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a 
un Estado Parte que no haya hecho tal declaración, 


Las comunicaciones recibidas en virtud de este ar- 
tículo se tramitarán de conformidad con el procedimien- 
to siguiente: 


a) Si un Estado Parte en el presente Pacto consl- 
dera que Otro Estado Parte no cumple las dis. 
posiciones del presente Pacto, podrá señalar el 
asunto a la atención de dicho Estado mediante 
una comunicación escrita, Dentro de un plazo 
de tres meses, contado desde la fecha de recibo 
de la comunicación, el Estado destinatario pro. 
porcionará al Estado que haya enviado la co- 
municación una explicación o cualquier otra 
declaración por escrito que aclare el asunto, la 
cual hará referencia, hasta donde sea posible y 
pertinente, a los procedimientos nacionales y a 
los recursos adoptados en trámite o que puedan 
utilizarse al respecto; 


b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los 
dos Estados Partes interesados en un plazo de 
seis meses contado desde la fecha en que el Es. 
tado destinatario haya recibido la primera co- 
municación, cualquiera de ambos Estados Par- 
tes interesados tendrá derecho a someterlo al 
Comité, mediante notificación dirigida al Comi- 
té y al otro Estado. 


c) El Comité conocerá del asunto que se le someta 


después de haberse cerciorado de que se han _ 


interpuesto y agotado en tal asunto todos los 
recursos de la jurisdicción interna de que se 
pueda disponer de conformidad con los princi- 
pios del derecho internacional gentralmente ad- 
mitidos. No se aplicará esta regla cuando la tra- 
mitación de los mencionados recursos se prolon- 
gue injustilicadamente; 


d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerra- 
da cuando examine las comunicaciones previstas 
en el presente artículo; 


e) A reserva de las disposiciones del inciso c), el 
Comité pondrá sus buenos oficios a disposición 
de los Estados Partes interesados a fin de llegar 
a una solución amistosa del asunto, fundada en 
el respeto de los derechos humanos y de las li. 
bertades fundamentales reconocidas en el pre- 
sente Pacto; 


£) En todo asunto que se le someta, el Comité po- 
drá pedir a los Estados Partes interesados a que 
se hace referencia en el inciso b) que faciliten 
cualquier información pertinente; 


Eg) Los Estados Partes interesados a que se hace 
referencia en el inciso b) tendrán derecho a es- 
tar representados cuando el asunto se examine 
en el Comité y a presentar exposiciones verbal- 

_ mente, o por escrito, o de ambas maneras. 


h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes 
a la fecha de recibo de la notificación mencio- 
nada en el inciso b) presentará un informe -en 
el cual: 
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1) Sl se ha llegado a una solución.con arreglo 
a lo dispuesto en el inciso e), se limitará 
a una breve exposición de los hechos y de 
la solución alcanzada; 


11) Si no se ha llegado a una solución con 
arreglo a lo-dispuesto en el jriclso e) se li. 
mitará a una breve exposición de los he. 
chos, y agregará. las exposiciones escritas y 

1 las actas de las exposiciones verbales que 
hayan hecho los Estados Partes interesados. 


En cada asunto, se enviará el informe a los Estados 
Partes interesados. p 


2. Las disposiciones del presente artículo entrarán 
en vigor cuando diez Estados Partes en el presente Pac. 
to hayan hecho las declaraciones a que se hace referen. 
cia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declara. 
clones serán depositadas por los Estados Partes en poder 
del Secretario General de las Naclones Unidas, quien 
remitirá copla de las mismas a los demás Estados Partes. 
Toda declaración podrá retirarse en Cualquier momento 
mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal 
retiro no será obstáculo para que se examine cualquier 
asunto que sea objeto de una comunicación ya transmi- 
tida. en virtud de este artículo; no se admitirá ninguna 
nueva comunicación de un Estado. Parte una vez que el 
Secretario General de lag Naciones Unidas haya recibt. 
do la notificación de. retiro de la declaración, a menos 
que el Estado Parte interesado haya hecho uná nueva 
declaración. 


ARTICULO 42 
ES ES 


a) Si un asunto: remitido al Comité con arreglo al 
artículo 41 no se resuelve a satisfacción de los 
Estados Partes interesados, el Comité, con el 
previo consentimiento de los Estados Partes in- 
teresados. podrá designar una Comisión Espe- 
cial de Conciliación (denominada en adelante la 
Comisión). Los buenos oficios de la. Comisión 
se pondrán a disposición de los Estados Partes - 
interesados a fin de llegar a una solución amis. 
tosa del asunto, basada en el respeto al presen. 
te Pacto; 


b) La Comisión estará integrada por cinco perso- 
nas aceptables para los Estados Partes intere. 
sados. Si transcurridos tres meses, los Estados 
Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre 
la composición, en todo o en parte, la Comi. 
sión, los miembros de la Comisión sobre los que 
no haya habido acuerdo serán elegidos por el 
Comité, de entre sus propios miembros, en vota. 
ción secreta y por mayoría de dos tercios, 


2. Los miembros de la Comisión ejercerá sus fun- 
ciones a título personal. No serán nacionales de los Es- 
tados Partes interesados, de ningún Estado que no sea 
parte en el presente Pacto ni de ningún Estado Parte que 
no haya hecho la declaración prevista en el artículo 49. 


* 3. La Comisión elegirá su propio Presidente y apro. 
bará su propio reglamento. d 


4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán nor- 
malmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin em. 
bargo. podrán celebrarse en cualquier otro lugar conve. 
niente que la Comisión acuerde en consulta con el Se- 
cretario General de las Naciones Unidas y los Estados 
Partes interesados. 


5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará 
también servicios a las comislones que se establezcan 
en virtud del presente artículo. 
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6. La información recibida y estudiada por. el Co- 
mité se facilitará a la Comisión, y ésta podrá pedir a 
los Estados Partes interesados que faciliten cualquier 
Otra información pertinente. 


7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto 
en todos sus aspectos, y en todo caso en un plazo no 
mayor de doce meses después de haber tomado conoci. 
miento del mismo, presentará al Presidente del Comité 
un informe para su transmisión a los Estados Partes 
interesados: 


a) Si la Comisión no puede completar su examen 
del asunto ¡dentro de los doce meses, limitará 
su informe: a una breve exposición de la'situa- 
ción en que se halle su examen del asunto; 


b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto 
basada en el respeto a los derechos humanos re- 
conocidos en el presente Pacto, la Comisión 1i- 
mitará su informe a una breve exposición de 
los hechos y de la solución alcanzada; 


c) Si no se alcanza una solución en el sentido del 
inciso b), el informe de la Comisión incluirá sus 
conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho 
pertinentes al asunto planteado entre los Esta. 
dos Partes interesados, y sus observaciones acer- 
ca de las posibilidades de solución amistosa del 
asunto; dicho informe contendrá también las 
exposiciones escritas y una reseña de las expo. 
siciones orales hechas por los Estados Partes 
interesados; , 


d) Si el informe de la Comislón se presenta en 
virtud del inciso e) los Estados Partes intere- 
sados notificarán.al Presidente del Comité, den. 
tro de los tres meses siguientes a la recepción 
del informe, si aceptan o no los términos de! 
¡informe de la Comisión. E 


8. Las disposiciones de este artículo no afectan a 
las funciones del Comité previstas en el artículo 41. 


9. Los Estados Partes interesados compartirán por 
igual todos los gastos de los miembros de la Comisión, 
de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario Gene- 
ral de las Naciones Unidas. 


10. El Secretario General de las Naciones Unidas 
podrá sufragar en caso necesario, los gastos de los miem- 
bros de la Comisión, antes de que los Estados Partes 
interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 
9 del presente artículo. 


ARTICULO 43 


Los miembros del Comité y los miembros de las co- 
misiones especiales de conciliación designados conforme 
al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades privile. 
glos e inmunidades que se conceden a los expertos que 
desempeñan misiones para las Naciones Unidas, con arre- 
glo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Con. 
vención sobre los privileglos e inmunidades de las Na. 
ciones Unidas. : 


ARTICUJO 44 


Las disposiciones de aplicación del presente Pacto 
se aplicarán sin perjuicio de los procedimientos previstos 
en materia de derechos humanos por los instrumentos 
constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas 
y de los organismos especializados o en virtud de los 
mismos, y no impedirán que los Estados Partes recurran 
a otros procedimientos para resolver una controversia, 
de conformidad con convenios internacionales generales 
"o especiales vigentes entre ellos. 
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ARTICULO 45 


El Comité presentará a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas por conducto del Consejo Económico y 
Social, un informe anual sobre sus actividades. 


PARTE V 
ARTICULO 46 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá inter- 
pretarse en menoscabo de las disposiciones de la Carta 
de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones 
de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los 
organismos especializados en cuanto a las materias a que 
se refiere el presente Pacto, 


ARTICULO 47 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá in- 
terpretarse en menoscabo del derecho inherente de to- 
dos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente 
sus riquezas y recursos naturales. 


PARTE VI 
ARTICULO 48 


1, El presente Pacto estará abierto a la firma de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o 
miembros de algún organismo especializado, así como 
de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte in- 
ternacional de Justicia y de cualquier otro Estado invi- 
tado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
a ser parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositerán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas, ] 


3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión 
de cualquiera de los Estados mencionados en el párra- 
fo 1 del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas, 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas 
infofmará a todos los Estados que hayan firmado el 
presente Pacto, o se hayan adherido a él del depósito 
de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 
adhesión. 


ARTICULO 49 


1. El presente Pacto entrará en vigor transcurrl- 
dos tres meses a partir de la fecha en que haya sido 
depositado el trigésimo quinto instrumento de ratifica" 
ción o de adhesión en poder del Secretario General 
de las. Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pac- 
to O se adhiera a él después de haber sido depositado 
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 


“meses a partir de la fecha en que tal Estado haya 


depositado su instrumento de ratificación o de adhe 
sión. 


ARTICULO 50 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplica- 
bles a todas las partes componentes de los Estados 
federales, sin limitación ni excepción alguna. 


290—C.S. 


ARTICULO 51 


1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá 
proponer enmiendas y depositarlas en poder del Se- 
cretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará las enmiendas propuestas a los Es- 
tados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le 
notiflquen si desean que se convoque a una conferen- 
cía de Estados Partes con el fin de examinar las pro- 
puestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos 
de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, 
el Secretario General convocará una conferencia bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de Estados presentes y votan- 
tes en la conferencia se someterá a la aprobación de la 
Asamblea General de las Nacionés Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando ha- 
yan sido aprobadas por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos 
tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de 
conformidad con sus respectivos procedimientos cons” 
titucionales. 


Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obli- 
gatorias para los Estados Partes qué las hayan acep- 
tado en tanto que los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado, 


ARTICULO 52 
Independientemente de las notificaciones previstas 
en el párrafo 5 del artículo 48, el Secretario General 


de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo. 


a) Las firmas, ratificaciones - y adhesiones confor- 
mes con lo dispuesto en el artículo 48. s 


b) La fecha en que entre en vigor el presente 


Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 49 ' 
y la fecha en que entren en vigor las enmien- 


das a que hace referencia el artículo 51. 
ARTICULO 53 


3. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa- 
ñol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 


2. El Secretarlo General de las Naciones Unidas 
enviará copias certificadas del presente Pacto a todos 
los Estados mencionados en el artículo 48, 


EN FE DE LO CUAL los infrascriptos debidamente 
autorizados para ello "por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a la 
firma en Nueva York, el decimonoveno día del mes de 
diciembre de mil novecientos sesenta y sels. 


PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
Los Estados Partes en el presente Pacto. 


Considerando que, conforme a los principios enun- 
clados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad 
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el re- 
conocimiento de la dignidad inherente a todos los miem- 
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e 
inallenables, 


Reconociendo que estos derechos se desprenden de 
la dignidad inherente a la persona humana, 


Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, no puede realizarse el 
ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la 
misería, al menos que se creen condiciones que per- 
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mitan a cada persona gozar de sus derechos económi- 
cos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 
civiles y políticos, 


Considerando que la Carta de las Naciones Unidas 
impone a los Estados la obligación de promover el res- 
peto universal y efectivo de los derechos y libertades hu- 
manos, 


Comprendiendo que el individuo, por tener deberes 
respecto de otros individuos y de la comunidad a que 
pertenece, está obligado a procurar la vigencia y 0b» 
servancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 


Convienen en los artículos siguientes: 
PARTE 1 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre de- 
terminación. En virtud de este derecho establecen li- 
bremente su condición política yy proveen asimismo a su 
desarrollo económico, social y cultural. 


2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos 
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derlvan 
de la cooperación económica internacional basada en 
el principio de beneficio recíproco, así como del dere- 
cho internacional. En ningún caso .podría privarse a 
un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto, inclu- 
so los que tienen la responsabilidad de administrar te- 
rritorios no autónomos y territorios en fideicomiso, pro- 
moverán el ejercicio del derecho de libre determinación, 
y respetarán este derecho de conformidad con las dis- 
posiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 


PARTE 1 
ARTICULO 2 


1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a. adoptar medidas, tanto por se- 
parado como mediante la asistencia y la cooperación 
ínternacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, 
inclusive en particular la adopción de medidas legislati- 
hdr la plena efectividad de los derechos aquí récono- 
cidos. 


2. Los Estados.Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a garantizar el ejercicio de los derechos que 
en él se enuncian, sin discriminación alguna por motl- 
vos de raza, color, sexo, idioma, religión opinión políti- 
ca O de otra índole, origen nacional o social posición 
económica nacimiento o cualquier otra condición social. 


3. Los países en vías de desarrollo, teniendo debi- 
damente en cuenta los derechos humanos y su economía 
nacional, podrán determinar en qué medida garantiza. 
rán los derechos económicos reconocidos en el presente 
Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 


ARTICULO 3 


Los. Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a asegurar a los hombres y a las mujeres 
igual título a gozar de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 


ARTICULO 4 A 


Los Estados Partes en el presente Pacto recono" 
cen que, en el ejercicio de los derchos garantizados con- 
forme al presente Pacto por el Estado, éste podrá so. 
meter tales derechos únicamente a limitaciones deter- 
minadas por Ley, sólo en la medida compatible con 
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la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo obje- 
to de promover el bienestar general en una sociedad de- 
mocrática. 


ARTICULO 5 


1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá 
ser interpretada en el sentido de reconocer derecho al- 
guno a un Estado, grupo o individuo para emprender 
actividades o realizar actos encaminados a la destruc- 
ción de cualquiera de los derechos o libertades recono- 
cidos en el Pacto o a su limitación en medida mayor 
que la prevista en él. 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de 
ninguno de los derechos humanos fundamentales reco- 
nocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, con- 
venciones, reglamentos o costumbres a pretexto de que 
el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en me- 
nor grado. . 


PARTE Ill 
ARTICULO 6 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reco- 
nocen el derecho a trabajar que comprende el derecho 
de toda persona de tener la oportunidad de ganarse la 
vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, 
y tomarán medidas adecuadas para garantizar este de- 
recho. 


2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada 
uno de los Estados Partes en el presente Pacto para 
lograr la plena efectividad de este derecho deberá figu- 
rar orientación y formación técnico profesional, la pre- 
paración de programas, normas y técnicas encaminadas 
a conseguir un desarrollo económico, social y cultural 
constante y la ocupación' plena y productiva, en condi- 
clones que garanticen las libertades políticas y ecóno- 
micas fundamentales de la persona humana. 


ARTICULO 7 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona al goce de condiciones de 
trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en 
especial: A 


a) Una remuneración que proporcione como míni- 
mo a todos los trabajadores: 


1) Un salario equitativo e igual por trabajo de 
igual valor, sin distinciones de ninguna es- 
pecie; en particular, debe asegurarse a las 
mujeres condiciones de trabajo no inferio- 
res a las de los hombres, con salario igual 
por trabajo igual; 


11) Condiciones de existencia dignas para ellos 
y para sus familias conforme a las dispos]- 
clones del presente Pacto; 


b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 


ce) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, 
dentro de su trabajo, a la categoría superior que 
les corresponda, sin más consideraciones que los 
foctores de tiempo de servicio y capacidad. 


f) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limi- 
tación razonable de las horas de trabajo y las 
vacaciones periódicas pagadas, así como la remu- 
neración de los días festivos. 


ARTICULO 8 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto se com- 
prometen a garantizar: 


2) Una remuneración que proporcione como míni- 
mo y a afiliarse al de su elección, con sujeción 
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únicamente a los estatutos de la organización co” 
rrespondiente, para promover y proteger sus in- 
tereses económicos y sociales. No pedrán im- 
ponerse otras restricciones al ejercicio de este 
derecho que las que prescriba la Ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática en in- 

- terés de la seguridad nacional o del orden públi- 
co, o para la protección de los derechos y liber. 
tades ajenos; 


b) El derecho de los sindicatos a formar federa- 
ciones o confederaciones racionales y el de éstas 
a fundar organizaciones sindicales internaciona- 
les o a afiliarse a las mismas; ¿ 


C) El derecho de los sindicatos a funcionar sin 
obstáculos y sin otras limitaciones que las que 
prescriba la Ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad 
nacional o del orden público o para la protec- 
cón de los derechos y libertades ajenos; 


d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad 
con las leyes de cada país. : 


2. El presente artículo no impedirá someter a res- 
tricciones legales el ejercicio de tales derechos por los 
miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la 
administración del Estado, 


3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará 
a los Estados Partes en el Convenio de la Organización 
Internacional del 'Trabajo de 1948 relativo a la libertad 
sindical y au la protección del derecho de sindicación a 
adoptar medidas legislativas que menoscaben las garan- 
tías previstas en dicho Convenio o a aplicar la Ley en 
forma que menoscabe dichas garantías. 


ARTICULO 9 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona a la seguridad social, inclu- 
so al seguro social. 


ARTICULO 10 


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
que: A 


1. Se debe-conceder a la familia, que es el elemen- 
to natural y fundamental de la sociedad la más amplia 
protección y asistencia posibles, especialmente para su 
constitución y mientras sea responsable del cuida- 
do y la educación de los hijos a su cargo. El matrimo- 
nio debe contraerse con el libre consentimiento de los 
futuros cónyuges. 


2. Se debe conceder especial protección a las ma- 
dres durante un período de tiempo razonable antes y 
después del parto. Durante dicho período, a las madres 
que trabajen se les debe conceder licencia con remu- 
aración o con prestaciones adecuadas de seguridad so- 
cial. 


3. Se deben adoptar medidas especiales de protec- 
ción y asisteñcia en favor de todos los niños y adoles- 
centes, sin discriminación alguna por razón de filiación 
o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños 
y adolescentes contra la explotación económica y social. 
Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o 
en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de per- 
judicar su desarrollo normal, será sancionado por la Ley. 
os Estados deben establecer también límites de edad 
por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado 
por la Ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. 


ARTICULO 11 


1.. Los Estados Partes en el presente Pacto reco- 
nocen el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua 
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de las condiciones de existencia. Los Estados Partes to- 
marán medidas apropiadas para asegurar la efectividad 
de este derecho, reconociendo a este efecto la importan- 
cia esencial de la cooperación internacional fundada en 
el libre consentimiento. 


7 2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reco" 


nociendo el derecho fundamental de toda persona a es- 
tar protegida contra el hambre, adoptarán individual. 
mente y mediante la cooperación Internacional, las me- 
didas, incluídos programas concretos, que se necesiten 


para: 


a) Mejorar los métodos de producción, conservación 
y distribución de alimentos mediante la plena 
ttilización de los conocimientos técnicos y cien- 
tíficos, la divulgación de principios sobre nutri- 
ción y el perfeccionamiento o la reforma de los 
regímenes agrarios de modo que se logre la ex- 
plotación y la utilización más eficaces de las rl- 
quezas naturales. 


b) Asegurar una distribución equitativa de los an- 
mentos mundiales en relación con las necesida- 
des, teniendo en cuenta los problemas que se 
plantean tanto a los países que importan produc- 
tos alimenticios como a los que los exportan 


ARTICULO 12 
s 
"1, Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona al disfrute del más: alto ni- 
vel posible de salud física y mental. 


2. Entre las medidas que deberán adoptar los Es- 
tados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efec. 
tividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 


a) La reducción de la mortinatalidad y de la mor- 
talidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; 


b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la 
higlene del trabajo y del medio ambiente; 


ce) La prevención y el tratamiento de las enferme- 


otra índole, y la lucha contra ellas; 


d) La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 


enfermedad. 


ARTICULO 13 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto recono- 
cen el derecho de toda persona a la educación. Convienen 
«en que la educación debe orientarse hacia el pleno desa- 
rrollo de la personalidad humana y del sentido de su 
dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos hu- 
manos y las libertades fundamentales. Convienen Asi. 
mismo en que la educación debe capacitar a todos las 
personas para participar efectivamente en una sociedad 
libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad 
entre todas las nationes y entre todos los grupos racia- 
les, étnicos o religiosos, y promover las actividades de 
las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto recono- 
cen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este 
derecho: R 


a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y 
accesible a todos gratuitamente; 


b) La enseñanza secundaria en sus diferentes for- 
mas, incluso la enseñanza secundaria técnica y 
profesional, debe ser generalizada y hacerse ac- 
cesible a todos, por cuantos medios sean apropia- 
dos y, en particular, por la implantación pro- 
gresiva de la enseñanza gratuita; 
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c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad 
de cada uno, por cuantos medios sean apropia- 
dos, y en particular, por la implantación Pro. 
gresiva de la enseñanza gratuita; : 


d) Debe fomentarsá o intensificarse, en la medida 
de lo posible, la educación fundamental para 
aquellas personas que no hayan recibido a termi- 
nado el ciclo completo de instrucción primaria; 


e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del 
sistema escolar en todos los ciclos de la enseñan. 
za, implantar un sistema adecuado de becas; y 
mejorar continuamente las condiciones materia- 
les del cuerpo docente, - - E 


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se con. 
prometen a respetar la libertad de los padres y, en su 
caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o 
pupilos escuelas distintas de las creadas por las autorl- 
dades públicas siempre que aquellas satisfagan las nor- 
mas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en ma- 
teria de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa o moral que esté de acuer- 
do con “sus propias convicciones. 


4, Nada de lo dispuesto en este artículo se inter- 
pretará como una restricción de la libertad de los par- 
ticulares y entidades para establecer y dirigir institucio. 
nes de enseñanza, a condición de que se respeten los 
principios enunciados en el párraío 1 y de que la edu- 
cación dada en esas instituciones se ajuste a las normas 
mínimas que prescribe el Estado. 


ARTICULO 14 


Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el 
momento de hacerse parte en él, aún no haya podido 
instituir en su territorio metropolitano o en otros terri- 
torios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la 
gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete 3 
elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un 
plan detallado de acción para la aplicación progresiva, 
dentro de un número razonable de años fijado en el 
plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gra- 
tuita para todos, 


ARTICULO 15 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reco. 
nocen al derecho de toda persona a: 


a) Participar en la vida cultural; : 


b) Gozar de los beneficios del progreso clentífico y 
de sus aplicaciones; 


c) Beneficiarse de la protección de los intereses mo- 
rales y materiales que les correspondan por ra- 
zón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora, 


2. Entre las medidas que los Estados Partes en el 
presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno 
ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la 
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y 
de la cultura. 7 : 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se com. 
prometen a respetar la indispensable libertad para la in. 
vestigación científica y para la actividad creadora. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto recono. 
cen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo 
de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales, - 
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PARTE Iv 
ARTICULO 16 


1. Los Estadios Partes en el presente Pacto se com. 
prometen a presentar, en conformidad con esta parte 
del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adop- 
tado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar 
el respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 


2. 


a) Todos log informes serán presentados al Secre- 
tario General de las Naciones Unidas, quien 
transmitirá coplas al Consejo Económico y So- 
cial para que las examine conforme a lo dis- 
puesto en el presente Pacto, 


b) El Secretario General de, las Naciones Unidas 
transmitirá también a los organismos especial. 
zados coplas de los informes, o de las partes 
pertinentes y de éstos, enviados por los Estados 
Partes en el presente Pacto que además sean 
miembros de esos organismos especializados, en 
la medida en que tales informes o parte de ellos 
tengan relación con materias que sean- de la 
competencia de dichos organismos conforme a 
sus instrumentos constitutivos. 


ARTICULO 17 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto presen- 
tarán sus informes por etapas, con arreglo al programa 
que establecerá el Consejo Económico y -Social en el 
plazo de un año desde la entrada en, vigor del presente 
Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los 
organismos especializados interesados. 


2. Los informes podrán señalar las circunstancias 
y dificultades que afecten el grado de cumplimiento de 
las obligaciones previstas en este Pacto. 


3. Cuando la información pertinente hubiera sido - 


ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún or- 
ganismo especializado por un Estado Parte, no será nece. 
sario repetir dicha información, sino que bastará hacer 
referencia concreta a la misma. 


ARTICULO 18 


En virtud de las atribuciones que la Carta de las 
Naciones Unidas le confiere en materia de derechos hu. 


manos y libertades fundamentales, el Consejo Económi. * 


co y Social podrá concluir acuerdos con los organismos 
especializados sobre la presentación por tales organismos 
de informes relativos al cumplimiento de las disposicio- 
nes de este Pacto que corresponden a su campo de acti. 
vidades. Estos informes podrán contener detalles sobre 
las decisiones y recomendaciones que en relación con 
ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competen- 
tes de dichos organismos. 


ARTICULO 19 


El Consejo Económico y Social podrá transmitir a 
la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y 
recomendación de carácter general, o para información, 
según proceda, los informes sobre derechos humanos que 
presenten los Estados conforme a los artículos 16 y 17, 
y los informes relativos a los derechos humanos que pre- 
senten los organismos especializados conforme al artícu- 
lo 18. 


ARTICULO 20 


Los Estados Partes en el presente Pacto y los Orga- 
nismos especializados interesados, podrán presentar al 
Consejo Económico y Social observaciones sobre toda 
recomendación de carácter general hecha en virtud del 
artículo 19 o toda referencia a tal recomendación gene. 
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ral que conste en un informe de la Comisión de Dere- 
chos Humanos o en un documento allí mencionado, 


ARTICULO 21 


El Consejo Económico y Social podrá presentar de 
vez en cuando a la Asamblea General informes que con- 
tengan recomendaciones de carácter general así como un 
resumen de la información recibida de los Estados Par- 
“tes en el presente Pacto y de los organismos especiall. 
zados acerca de las medidas adoptadas y los "progresos 
realizados para lograr el respeto general de los derechos 
reconocidos en el presente Pacto. 

1 


. ARTICULO 22 


El Consejo Económico y Social podrá señalar a la 
atención de otros órganos de las Naciones Unidas, sus 
órganos subsidiarios y los organismos especializados in- 
teresados que se ocupen de prestar asistencia, técnica, 
toda cuestión surgida de los informes a que se refiére 
esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas 
entidades se pronuncien, cada uno dentro de su esfera 
de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 
internacionales que puedan contribuir a la aplicación 
efectiva y progresiva del presente Pacto, 


ARTICULO 23 


Los Estados Partes en el presente Pacto convienen 
en que las medidas de orden internacional destinadas a 
asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en 
el presente :Pacto comprenden procedimientos tales co- 
mo la conclusión de convenciones, la aprobación de re- 
comendaciones, la prestación de asistencia técnica y la 
celebración de reuniones regionales y técnicas, para efec- 
tuar consultas y realizar estudios, organizadas en coope- 
ración con los gobiernos interesados. 


ARTICULO 24 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá in- 
terpretarse en menoscabo de las disposiciones de la Car- 
ta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones 
de los diversos úrganos de las Naciones Unidas y de los 
organismos especializados en cuanto a las materias a 
que se refiere el presente Pacto. 


ARTICULO 25 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá in 
terpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos 
los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales, 


PARTE Vv 
. ARTICULO 26 


1. El presente Pacto estará abierto a la firma de 
todos los Estados Miembros dé las Naciones Unidas o 
miembros de algún organismo especializado, así como de 
todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Interna. 
cional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado - 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser 
parte en el presente Pacto. 


2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


3. El preseñte Pacto quedará abierto a la adhesión 
de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 
1 del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
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5. El Secretario General de las Naciones Unidas 
informará a todos los Estados. que hayan firmado el pre- 
sente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de 
oe uno de los instrumentos de ratificación o de adhe- 

n, 


ARTICULO 27 


1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos 
tres meses a partir de la fecha en que haya sido depo- 
sitado el trigésimo quinto instrumento de ratificación O 
de adhesión en poder del Secretario General de las Na- 
ciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto 
o se adhiera a él después de haber sido depositado el 
trigésimo quinto instrumerito de ratificación o de adhe- 
sión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses 


a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 


su instrumento de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO 28 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables 
a todas las partes componentes de los Estados federales, 
sin limitación mi excepción alguna. 


ARTICULO 29 


1. Todo Estádo Parte en el presente Pacto podrá 
proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secre- 
tarlo General de las Naciones Unidas. El Secretario Ge- 
neral comunicará las enmiendas propuestas a los Esta- 
dos Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le no- 
tifiquen si desean que se convoque a una conferencia de 
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y 
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Es- 
tados se declara a favor de tal: convocatoria, el Secre. 
tario General convocará una conferencia bajo los auspi- 
clos de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por la mayoría de Estados presentes y votantes en la 
conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando ha- 
yan sido aprobadas por la Asamblea General de las Na- 
ciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos ter- 
celos de los Estados Partes en el presente Pacto, de con- 
formidad con sus respectivos procedimientos constitucio- 
nales. 


3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán 
obligatorias para los Estados Partes que las hayan acep- 
tado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán 
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 
toda enmienda anterior que hayan aceptado. 


CAMARA DE “SENADORES se 


7 y 8 de marzo de 1985 


ARTICULO 30 


Independientemente de las notificaciones previstas 
en el párrafo 5 del artículo 26, -el Secretario General 
de las Naciones Unidas comunicará a todos los. Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones confor- 
mes con lo dispuesto en el artículo 26; 


:b) La fecha en que entre en vigor el presente Pac- 
to conforme a lo dispuesto en el artículo 27 y 
la fecha en que entren en vigor las enmiendas 
a que hace referencia el articulo 29. 


ARTICULO 31 


1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, espa- 
ñol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. * 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas 
enviará copias certificadas del presente Pacto a todos los 
Estados mencionados en el artículo 26. 


EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos Gobiernos, han 
firmado el presente Pacto, el cual ha sido ablerto a la 
firma en Nueva York, el decimonoveno día: del mes de 
diciembre de mii novecientos sesenta y seis.” 


7) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE, — No hablendo más asun- 
tos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 3 y 51 minutos del día 8 de 
marzo, presidiendo el doctor Enrique Tarigo y estando 
presentes los señores senadores Aguirre, Araújo, Batalla, 
Batlle, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fa Robaina, Ferrei- 
ra, García Costa, Jude, Ituño, Lacalle, Martínez Moreno, 
Mederos, Ortiz, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Ro- 
dríguez Camusso, Senatore, Singer, Tourné, Traversoni 
y Ubillos). 


DOCTOR ENRIQUE TARIGO 
Presidente 


Don Marie Farachio 
Don Félix El Helou 
Secretarios 


Don Roberto J. Zamora 
Director del Cuerpo de Taquígrafos. 
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